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			Introducción 


			 


			No suele ser habitual que una periodista y un profesor de universidad, con una larga trayectoria profesional y presencia en los medios de comunicación, se unan para escribir un libro políticamente incorrecto, a contracorriente, en defensa de la libertad, la democracia y el capitalismo como único sistema moral completo. Esto se debe a que los mundos periodístico y universitario están tomados por la hegemonía cultural de las izquierdas, donde se cree que la profesión tiene una función social: imponer su visión del mundo, y una única forma de ser y actuar.  


			Almudena Negro es licenciada en derecho por la Universidad CEU San Pablo, y periodista especializada en comunicación política online. Ha colaborado con diversos medios de comunicación, como Diario Siglo XXI, Libertad Digital, Vozpópuli, 13TV, El Venezolano TV, Intereconomía TV, Radio Libertad e Hispan TV. Ahora presenta y dirige la tertulia de actualidad Ya es domingo, en Radio Inter. Es la responsable del equipo de redes sociales del diario La Razón. Individualista, capitalista y políticamente incorrecta, se declara admiradora de Ayn Rand y Jean-François Revel. 


			Jorge Vilches es doctor en ciencias políticas por la Complutense de Madrid, donde es profesor. Ha publicado varios libros de historia política, y un estudio acerca del primer liberalismo español, Liberales de 1808. La inquietud por la vida política, el rebelarse contra la hegemonía cultural de la izquierda y la ingenuidad propia del liberal que cree en el mérito, el trabajo y la capacidad como medio de progresar, y no en el amparo de la tribu, le llevó a escribir columnas de opinión en Libertad Digital, Vozpópuli y El Español, así como artículos de historia en La Razón y La Ilustración Liberal. Desde 2015 asiste a la tertulia política del magazine Ya es domingo, de Almudena Negro. 


			El resultado de la colaboración de Negro y Vilches es un libro que responde a la necesidad de explicar la crisis del régimen del 78 vinculada al consenso socialdemócrata, fenómeno que se está reproduciendo en Occidente. En el primer capítulo explicamos en qué consiste dicho consenso en España y su vínculo con un movimiento político e ideológico de ámbito europeo. Nuestro país no es diferente por inferior, sino distinto, como el resto, pero tiene una serie de características, como la hegemonía cultural de la izquierda, o la oligarquización de la política, que son comunes a los países del continente europeo. Ese consenso nos llevó a la crisis del régimen del 78, que no quiebra, y así lo contamos en el segundo capítulo. Nos parecía muy importante compararlo, que no equipararlo, con la crisis de la Restauración, al final del reinado de Alfonso XIII, por las similitudes y enseñanzas que se podían sacar al respecto. La historia no se repite, pero su conocimiento es básico. Como no podía ser de otra manera, dedicamos en ese capítulo un epígrafe al error autonómico del 78, ya que el nacionalismo catalán ha sido el gran desestabilizador, desleal con los partidos tradicionales, generador de un modelo territorial fracasado, enemigo de la libertad y origen del populismo nacionalista en España. En esa crisis de régimen, las izquierdas han tenido un papel protagonista, y a ello dedicamos el capítulo tercero. El PSOE no ha sido desde su creación en 1879 como la socialdemocracia europea, salvo los dos últimos gobiernos de González. El zapaterismo no fue ajeno a la tradición histórica del PSOE; todo lo contrario: sacó la esencia del socialismo cañí como enganche emocional para un partido que necesitaba recobrar el poder. Y lo hizo a través de claves que rompieron la convivencia entre los partidos que eran pilares del régimen: el PP y el PSOE. Sin embargo, esa derecha, tal y como contamos en el cuarto capítulo, se rindió al consenso socialdemócrata, y apenas tuvo una cara liberal durante la etapa de José María Aznar, dejando el Poder, sí, con mayúscula, en manos de las izquierdas políticas, mediáticas, educativas y culturales. El ejemplo de las otras derechas europeas, en concreto de la democracia cristiana y el conservadurismo británico y francés, nos pareció de gran interés. Lejos de la idealización propia de un país como el nuestro, donde se tiene a Europa como el gran modelo —defecto que arrastramos desde el regeneracionismo del 98—, contamos cómo los democristianos se han convertido en el ala derecha de la socialdemocracia, que el conservadurismo británico sólo fue algo liberal con Thatcher y luego se perdió, y que el gaullismo, ahora de la mano de Sarkozy, tiene su propia identidad. Pero no queríamos terminar con algo negativo, y concebimos un séptimo capítulo dando algunas pinceladas de cómo creemos que puede articularse una derecha liberal valiente, con principios políticos, capaz de imbricarse en la sociedad, y aprendiendo a comunicar —algo que han despreciado— para ganarse a la gente. 


			La tarea ha sido tan ardua como gratificante, ya que sostenemos una teoría contracorriente que precisa una demostración lo más minuciosa y contundente posible. Por eso hemos creído necesaria una introducción general que hiciera más fácil la comprensión para aquellos que ven en el consenso socialdemócrata el gran problema de nuestra época, y para los que siguen el mainstream confortable bajo el ojo vigilante del Estado. Sí, Orwell está entre nosotros más que nunca. 


			 


			El origen del modelo único 


			 


			El asociacionismo obrero ya existía antes de 1848, fecha de la emblemática oleada revolucionaria que fusionó republicanismo y obrerismo, con el grupo de Louis Blanc.1 La reacción de los trabajadores al maquinismo, a la introducción de la tecnología en el proceso productivo, llevó a muchos a organizarse desde finales del siglo XVIII. Eran asociaciones que reaccionaban contra el progreso, que añoraban la protección que les ofrecía el gremio y la aldea, y que perdían en el mercado y la ciudad. Comenzaron destruyendo las máquinas porque pensaban que les quitaban el trabajo, en un espíritu que ha perdurado, ya que las izquierdas han sido siempre reacias al progreso tecnológico. Luego, esos obreros constituyeron sociedades de socorro mutuo, basadas en cuotas de los afiliados para atender a sus enfermedades, bajas o decesos. Al tiempo, otras asociaciones pergeñaron una cultura, si es que así puede llamarse, fundada en el paternalismo social propio del romanticismo del siglo XIX, y en la crítica a los valores burgueses. Había que crear, decían, una cultura obrera, donde el trabajo y la solidaridad fueran los dos valores primordiales. Ese deseo de superar las consecuencias negativas de la revolución industrial, la conocida como «cuestión social», se hizo a través de dos vías fundamentalmente: la prédica de la subversión del orden burgués, o la reivindicación de mejoras; y la revolución o la reforma. No era algo nuevo en la Europa liberal de ese siglo; ya había tenido que combatir la reacción de los movimientos católicos que veían en el liberalismo un pecado, y la resistencia de países autocráticos, como Rusia, Austria y Prusia.  


			Las izquierdas eran a mediados del siglo XIX muy numerosas. El impacto del Manifiesto comunista de Marx y Engels —publicado en 1848 por encargo de la alemana Liga de los Justos, luego Liga Comunista— fue mínimo hasta veinte años después. Marx situaba el nacimiento de la «socialdemocracia» en el grupo de Blanc, como una «coalición de pequeños burgueses y obreros» que pretendían ilusamente armonizar capital y trabajo. Al tiempo, en Gran Bretaña se desarrollaba un poderoso movimiento obrero en torno a las Trade Unions, formadas por trabajadores cualificados que pagaban una cuota, que en su Congreso Nacional de 1868 contaban ya con un millón de afiliados. Mientras, en Francia, los socialismos derivaban hacia el federalismo de comunidades de productores sostenido por Proudhon, y hacia la utopía, como Saint-Simon, Cabet o Fourier. Esos mismos franceses que se levantaron contra la Segunda República francesa en junio de 1848 para imponer su socialismo, el «derecho al trabajo», y derribar el modelo capitalista creado desde 1815. No obstante, todos esos teóricos del socialismo, como contrapunto al capitalismo, eran burgueses. En realidad, era una respuesta política a las estrecheces del régimen liberal, como había ocurrido con el cartismo en Inglaterra, en la década de 1830, donde personajes de la burguesía combinaron demandas políticas de democratización, de fin de la corrupción, con las de mejora de las condiciones de vida de los trabajadores. El régimen británico rechazó formalmente el cartismo, pero las instituciones se reformaron y el sufragio, la ciudadanía, se fue ampliando. Mientras, la violencia deslegitimaba el socialismo como aliado de la democracia, con el 48 francés y el episodio de la Comuna de París, en 1871. Por eso, entre otras cosas, como las luchas internas entre marxistas y bakuninistas, fracasó la Primera Internacional, hasta el punto de que las Trade Unions se aliaron al Partido Liberal británico (la alianza Lib-Lab), que funcionó hasta finales del siglo XIX, al igual que en Suecia, cuna del Estado del Bienestar.  


			Ese maridaje no fue sólo algo de los socialistas. Dos liberales contribuyeron a poner los pilares del consenso socialdemócrata. Nos referimos a John Stuart Mill, padre del liberalismo social, y sus herederos Green y Hobhouse, referente de la «izquierda liberal» y de la derecha socialdemócrata o tecnócrata (la del «liberalismo simpático»); y al francés Michel Chevalier, librecambista pero defensor de la intervención final del Estado. No es de extrañar que Eduard Bernstein, estandarte del revisionismo marxista en Alemania, y otro de los fundadores de la socialdemocracia, dijera en 1922 que el socialismo era la evolución racional de la Ilustración y el liberalismo.  


			En estas circunstancias era lógica la aparición de otra opción que permitiera no olvidar el karma del socialismo del futuro, esa utopía basada en la reconstrucción de la comunidad sobre valores como la igualdad, la justicia social y la solidaridad, sin partidos ni conflictos. Esa armonía socialista sólo podía llegar por la dictadura del proletariado. Sin embargo, en medio de unos regímenes liberales que iban ampliando el sufragio, legislando en lo laboral y lo social, era preciso atraer a los obreros. Es decir, junto con el «programa máximo» —como lo denominaron los alemanes en Erfurt—, que ponía las miradas en el horizonte de la dictadura del proletariado, era preciso presentar un «programa mínimo» de reformas de la jornada laboral, las condiciones de seguridad o los salarios. Sólo así podían presentarse a las elecciones y ganarse el voto de aquellos a los que les parecía muy lejano el «paraíso socialista». Nació de esta forma la socialdemocracia. 


			 


			Todo empezó en Alemania 


			 


			Todo empezó en Alemania, que fue la «vanguardia» y el «cerebro» del socialismo europeo, según escribió Rosa Luxemburgo.2 La socialdemocracia alemana gusta decir que se basa en la obra de Ferdinand Lassalle (1825-1864), como luchador por la democracia en la Alemania de 1848, pero sin olvidar a Marx. Lassalle fusionó la cuestión obrera con la democracia, como hacía el francés Blanc, aunque de un modo más práctico. Los socialistas se empeñaban en crear un régimen basado en el sufragio universal masculino que constitucionalizara «derechos sociales». Mientras tanto, al gobierno representativo lo definían como «régimen burgués» en el que era preciso participar, tanto en las elecciones como a través de las asociaciones de obreros, para denunciarlo, copar las instituciones y tomar el poder. Lassalle ya hablaba en 1862, años antes de que Marx empezara la publicación de El capital, de que la misión histórica de la clase obrera era la eliminación de todos los privilegios, y defender el igualitarismo, la sociedad homogénea y la lucha contra las desigualdades, para la «realización del Estado moral».3 Comenzaba la lucha por la hegemonía cultural, en el que las izquierdas han tratado, y conseguido en gran parte, imponer que su interpretación y mentalidad contienen una superioridad moral que las libra de toda crítica. Tanto es así que el comunismo sigue siendo moneda común en Europa a pesar de los millones de muertos que causó, la pobreza que conlleva y el desprecio manifiesto hacia los derechos humanos, algo que sería impensable en su ideología afín: el nacionalsocialismo.  


			Lassalle, al igual que otros socialistas de su tiempo, indicaba que era preciso participar en ese régimen burgués para sentar las bases del futuro socialismo. Porque el marxismo y su materialismo histórico predecían que el capitalismo caería, sólo había que explotar sus contradicciones internas y sitiarlo desde fuera con un partido obrero organizado, propagandista y preparado para la transición al paraíso. El nacimiento del Partido Socialdemócrata de Alemania (SPD), en 1875, uniendo al pequeño partido socialista de Liebknecht y Bebel con la Unión General de Trabajadores de Alemania que había fundado Lassalle, respondió a esa inquietud. Es decir, no podía pedirse el sacrificio para un futuro indefinido sin ofrecer algo para el presente.  


			En el Programa de Gotha, criticado por Marx, surgió una concepción distinta de la legitimidad del Estado y del papel del socialismo. El SPD unió las reivindicaciones sociales a las socialistas; es decir, una educación obligatoria o la restricción del trabajo de mujeres y niños. La competencia fue dura, porque el conservadurismo que representaba Bismarck, o el catolicismo social desde el papa León XIII, fomentaron los seguros sociales. Pero la fórmula era la misma: más Estado. Socialistas y conservadores veían en el estatismo —esto es, en la reducción de la libertad individual— la solución a los problemas, y en la concepción del nuevo Estado alemán, el Segundo Reich. La socialdemocracia se impuso en el socialismo de aquel país por la declaración de Engels en 1895 en la que defendía la utilización del sufragio universal para la victoria del socialismo, y la reformulación marxista de Karl Kautsky. Todos veían en la democracia un tránsito hacia el socialismo, porque en una sociedad en lucha de clases acabaría imponiéndose el proletariado por la fuerza del número, del propio sufragio universal.  


			 


			El bienestar del Estado 


			 


			Los socialdemócratas eran marxistas y entendían que la democracia no era el respeto a las libertades individuales, la separación de poderes o la representación libre y plural. No. Pensaban que la democracia era sinónimo de Estado social, de combate contra las desigualdades sociales eliminando la vida económica, cultural y política burguesas.  


			Las dos guerras mundiales del siglo XX supusieron una larga marcha del desierto para los socialistas. La Segunda Internacional quebró por la preferencia nacionalista de sus otrora internacionalistas. Lenin y Rosa Luxemburgo iniciaron entonces una campaña para denunciar a los «renegados» del paraíso comunista y a usar la guerra para hacer la revolución. Así, los socialdemócratas alemanes tuvieron que eliminar a sus bolcheviques, entre 1919 y 1923, para que su recién proclamada República no se convirtiera en un satélite soviético. De hecho, Lenin fue el líder del Partido Socialdemócrata de Rusia hasta la creación del Partido Comunista en marzo de 1918. A partir de ese momento, los socialdemócratas se convirtieron en el gran enemigo de los comunistas. De ahí que les llamaran «socialfascistas», o los insultos reiterados de Lenin, que los tildaba de «renegados» o «infantiles». Ya no habría reconciliación posible entre socialdemócratas y comunistas. 


			En Gran Bretaña, el laborismo se independizó del Partido Liberal, creando el suyo propio, y ligado a las Trade Unions. El Partido Laborista fue una opción siempre reformista, que despreciaba la subversión del orden social y el bolchevismo, hasta el punto de que obligaron en 1923 a dimitir a MacDonald, laborista, como primer ministro cuando negoció un acuerdo comercial con la Rusia de Lenin. Los bolcheviques no consiguieron hacerse con las bases del laborismo en su estrategia de frente único, tal y como pretendían desde Moscú. Las dos guerras mundiales del siglo  XX cambiaron el primer antiestatismo del laborismo, ya que el Estado fue el gran administrador de la economía nacional, convirtiéndose a partir de 1945 en la opción socialdemócrata británica. 


			La socialdemocracia sueca se estableció también a principios del siglo XX. Se ha caracterizado siempre por la unidad y la moderación; no en vano, el asociacionismo obrero sueco fue impulsado por liberales un siglo antes. El modelo era como el británico: un partido, el Socialdemócrata, vinculado a un sindicato, la Confederación General de Trabajadores, fundada en 1899. Esto permitió que, en 1921, Branting, el líder del partido, formara su primer gobierno. Así, cuando llegó la crisis de 1929 y la conflictividad laboral, los socialdemócratas aplicaron lo que luego se llamó «política keynesiana»: incremento del gasto público, creación de empleo público, subvenciones agrícolas y fiscalidad progresiva. El sector público se impuso en los servicios «estratégicos», como ferrocarriles, energía eléctrica y radiodifusión, pero no productivos. Comenzaron las políticas sociales: seguro de desempleo, pensiones y vacaciones pagadas. En las elecciones de 1936, los socialistas obtuvieron el 46 por ciento de los votos, y en 1940 se iniciaron las nacionalizaciones: el país era suyo. El ambiente nacional sueco y la neutralidad en la guerra pusieron al Estado como gran protagonista. Había comenzado la instalación del Estado del Bienestar, el paraíso socialdemócrata.  


			El estatismo salió robustecido en 1945, como indicó entonces Hayek, y se estableció el consenso socialdemócrata: los socialistas occidentales aceptaron la democracia a cambio de una economía mixta, en la que coexistieran la propiedad privada (con función social), y el control público de la actividad económica a través de la planificación, contando con los «agentes sociales»; en especial, las asociaciones obreras. El Estado, que había asumido la dirección de todos los aspectos vitales en la primera mitad del siglo XX con motivo de las dos guerras, también se convirtió en el protagonista de la reconstrucción. Fue el «pacto socialdemocrático de posguerra» del que habló Ralf Dahrendorf. 


			Cada país adaptó sus características políticas y sociales, como explicó Esping-Andersen, para crear un modelo propio. Sin embargo, todos tenían un tronco común. Se sostenían en la creencia de que la economía de mercado provoca la acumulación de riqueza en cada vez menos manos, lo que es incompatible, dicen, con la justicia social e impide la paz social. El Estado, afirmaban, debía intervenir para asegurar la competencia, evitar los monopolios y garantizar una distribución equitativa de la renta. La socialdemocracia, así, rechazaba tanto el capitalismo de Estado como el mercado libre. «Tanto mercado como sea posible, pero tanta planificación como sea necesaria», se podía leer en el programa del SPD en Bad Godesberg (1959). Además, esos Estados del Bienestar necesitaban de sindicatos fuertes vinculados con el correspondiente partido socialdemócrata. La conexión entre el mundo sindical, el partido obrero y el Estado social para formular políticas públicas era tan clara como peligrosa. En todos los modelos de Estado del Bienestar se aspiraba a cambiar la sociedad, haciéndola más igualitaria y solidaria, poniendo a disposición de amplios sectores populares aquellos servicios que mejoraran su calidad de vida. Se trataba de delegar el progreso, el protagonismo y la responsabilidad en el Estado para conseguir el confort individual.  


			Así se constituyó el Estado del Bienestar, fórmula socialdemócrata que hoy todos defienden, en el que se ejecutan políticas sociales tendentes a redistribuir la riqueza para «mitigar» los efectos del mercado, «corregir las desigualdades» y promover la «justicia social». Las políticas públicas se retroalimentan creando la necesidad y la bondad de la intervención cada vez mayor del Estado en todos los ámbitos de la vida privada y pública, y la enseñanza aseguraba la transmisión de los valores de esa sociedad socialdemócrata. El individuo se quitaba la responsabilidad de su progreso, entendía que su avance dependía del bien común y que, sin beneficiar al resto o repartir el resultado de su esfuerzo con el sujeto colectivo, no podía ni debía actuar. De esta manera, ser millonario comporta crítica social, pero también envidia. Ya no es el «egoísmo ilustrado» del que hablaban los economistas de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, sino el confort que el Estado pueda proporcionar redistribuyendo la riqueza. Sin ese mecanismo, ese «despojo» del que hablaba Bastiat, no se entiende hoy la democracia.  


			Pero todos fueron, y son, ingenieros de una nueva sociedad comprometida con los «derechos sociales», donde el progreso individual está subsumido en el colectivo. La democracia cristiana, aquella que Konrad Adenauer resucitó en la segunda mitad del siglo XX, se acabó convirtiendo en el ala derecha de la socialdemocracia una vez que los valores cristianos que envolvían su estatismo se fueron perdiendo. La democracia cristiana se batió ideológica y culturalmente en retirada. Y ese espacio lo ganó el progresismo, que no deja de ser un difuso izquierdismo. El cristianismo fue dejando su espacio en la mentalidad y cultura europeas primero en aras de una liberación personal, o moral, de la mano de la nueva izquierda, la de las décadas de 1960 y 1970, y luego el multiculturalismo. Lo cristiano fue desplazado por religiones o creencias alternativas, paganas o místicas. 


			La nueva izquierda añadió al programa socialdemócrata el tercermundismo —el sentimiento de culpa en Occidente, convertido luego en antiglobalización—, el misticismo como religión alternativa, el pacifismo, el antiamericanismo, el feminismo revanchista y discriminatorio, y el ecologismo. Para ganar unas elecciones, como señaló Przeworski, había que ser «pluriclasista atrapalotodo»; es decir, formar parte de aquel consenso socialdemócrata. La sociedad se acostumbró a un Estado omnipresente, generador de derechos sociales, los llamados de segunda generación —salud, educación, trabajo, vivienda, seguridad social, medio ambiente…—, en el que el ciudadano era irresponsable y perdió libertad, pero se sentía confortable. La legitimidad de la democracia estaba, por tanto, en que el Estado proveyera de todos esos servicios. Era la democracia social por encima de la política, como señalaba el marxista Adler en 1926, porque en eso consistía el espíritu de la socialdemocracia, de la nueva sociedad con el hombre nuevo. 


			«La meta —escribía T. H. Marshall— es compensar las divisiones de clase creando unas condiciones mínimas de igualdad entre todos los ciudadanos. Ha llegado la hora de los derechos sociales.» El medio era, y es, la conquista del poder del Estado a través de la democracia política. Las políticas públicas se encaminan a reglamentar y planificar las esferas públicas y privadas, dando justificación y contenido al Estado. Es el Estado del Bienestar: sólo hay bienestar si el Estado lleva a cabo políticas públicas socialdemócratas. Los sectores nacionalizados fijos son la educación y la sanidad, que transmiten los valores que justifican las políticas públicas —solidaridad, interés colectivo, responsabilidad del Estado y no del individuo—. Los resultados son el hombre nuevo y la nueva sociedad. Es la ingeniería social en todo su esplendor. Por eso, Kautsky escribía que «la socialdemocracia es un partido revolucionario, no un partido que hace la revolución». 


			La socialdemocracia no ataca directamente el sistema, sino que se introduce en él a través de la democracia política y cambia al hombre y la sociedad a través de la legislación y la hegemonía cultural; es revolucionario porque transforma el orden social. Ésa es la dirección del progreso: ir a una sociedad igualitaria y solidaria, sin las consecuencias negativas del mercado, sin riesgos ni responsabilidad individual, con un Estado protector y omnipresente. Por eso se hacen llamar «progresistas». Gramsci tenía razón, pero coincidía con otros marxistas, como el austriaco Adler, que en Democracia política y democracia social (1926) sentenció: «La creación del hombre nuevo depende de la creación de una nueva mentalidad a través de la propaganda y la educación de los jóvenes».  


			La hegemonía cultural era la clave para la victoria, no las barricadas o la mera lucha política. Conquistada la mentalidad del europeo, el consenso socialdemócrata se convirtió en una religión, en un modo de entender la historia, el presente y el futuro, en una guía personal y moral del individuo. En realidad, estos socialdemócratas, como los socialistas de mediados del siglo XIX, tomaron del cristianismo la vocación evangelizadora: transmitir la «buena nueva» a la gente, que los demás vean «la luz». La clave era predicar. De esta manera, era obligado predicar a través del ejemplo personal y colectivo —honradez del cargo público y del partido—, la propaganda —los medios de comunicación— y la educación —el combate por la transmisión de valores—. Era la gran superioridad moral, los «cien años de honradez», los virtuosos líderes proletarios frente a los corruptos explotadores burgueses y sus representantes políticos. Por eso, los educadores de izquierdas se toman su profesión como una misión social: cambiar al hombre y a la sociedad según los valores socialistas, que muchas veces se esconden tras el término «progresista».  


			 


			El reinado de la socialdemocracia 


			 


			La socialdemocracia vivió su esplendor entre 1945 y 1989, y Anthony Crosland, en The Future of Socialism (1956) y Socialism Now and Other Essays (1974), la caracterizaba de una manera amable. Primero, Crosland entiende que todos los socialdemócratas aceptan las instituciones democráticas, rechazan la dictadura del proletariado y el modo soviético. En el caso alemán, desde el congreso de Bad Godesberg; en el español habría que esperar a que el PSOE lo decidiera en un congreso cainita en 1979. En segundo lugar, la socialdemocracia sostiene, dice Crosland, una economía mixta en la que coexisten la propiedad privada —siempre dependiendo de su «función social»; es decir, susceptible de expropiación— y el control público de la actividad económica a través de la planificación. La tercera característica es la ejecución de políticas tendentes a distribuir la riqueza para mitigar los efectos del mercado, corregir las desigualdades y promover la justicia social. Es decir, el Estado tiene el derecho y la obligación de catalogar a los ciudadanos por su patrimonio y salario, y despojar de riquezas a los que considere «ricos» para dárselo a los que califique de «pobres» o «necesitados». El mercado sí, pero intervenido y limitado para evitar «diferencias de clase»: es la nueva sociedad, la igualitaria. El argumento es que, tras la segunda guerra mundial y «el ejemplo» social de la URSS, las democracias occidentales no tuvieron más remedio que aplicar políticas sociales. La falacia es tal, la pobreza, los crímenes y la degeneración alcanzaron cotas tan altas en el paraíso comunista, que no merece contestación. Si algo funcionó fue la ceguera voluntaria; esto es, el silencio cómplice de ciertos intelectuales y creadores de opinión sobre lo que realmente estaba pasando al otro lado del telón de acero.  


			Entre 1945 y 1989 transcurrió lo que puede denominarse edad de oro de la socialdemocracia. Anton Pelinka decía en 1983 que era la «antítesis de las supervivencias del absolutismo político, de los principios del capitalismo maduro y del egoísmo de los Estados nación». Parecía que se había llegado a la sociedad perfecta: Estado omnipresente y todopoderoso en sociedades con mentalidad socialdemócrata. Así lo selló la Internacional Socialista en Fráncfort en 1951. Mientras el conservadurismo, la democracia cristiana y el liberalismo parecían pasados de moda, la socialdemocracia era una doctrina que era vista como adecuada a la realidad social, fundada en la solidaridad comunitaria dirigida por el Estado y el compromiso con la redistribución de la riqueza, el confort y la igualdad. A principios de los años setenta, la participación socialdemócrata en los gobiernos occidentales era grande. En Suecia gobernó durante cuarenta años ininterrumpidos, y luego volvieron. En Austria, desde 1945 hasta la década de 1980. En Alemania Federal, el SPD, con Willy Brandt y Helmut Schmidt, dominó desde 1966 a 1982, primero en coalición con la CDU, la derecha, y luego con el FDP, los liberales. Situaciones similares se vivieron en Reino Unido, Suiza, Noruega, Dinamarca y luego Portugal (donde la derecha se hace llamar Partido Socialdemócrata) y España.  


			La tónica era «democratizar la vida económica» a través de la intervención estatal y la participación sindical, la reforma del sistema educativo, e incrementar el gasto en políticas de bienestar —aumentando la dependencia objetiva y subjetiva del individuo hacia el Estado: el moderno clientelismo—. La crisis de los años setenta alentó la caída de la socialdemocracia y el auge momentáneo de otras fórmulas liberales y conservadoras. Ralf Dahrendorf habló del «fin del siglo de la socialdemocracia». La propia Margaret Thatcher escribía en sus memorias que veía a su país enfangado en una economía ruinosa, preso de los sindicatos y hundida su moral como sociedad espontánea y fuerte. La mentalidad laborista, socialdemócrata, decía Thatcher, había calado también en el Partido Conservador.  


			El desplome del comunismo en 1989, que algunos llaman la caída del Muro de Berlín —como si hubiera sido un accidente—, condujo a una crisis de las izquierdas, entre ellas, de la socialdemocracia. En el debate sobre el devenir del socialismo quisieron anclar sus ideas en la Revolución francesa, tomando el trío básico de libertad, igualdad y fraternidad, diciendo que sólo la vigilancia estatal del mercado podía asegurar el progreso social dentro del cual estaba el bienestar del individuo. El eje era la «fraternidad», que traducían por «solidaridad»; es decir, políticas públicas de planificación económica y gasto social.4 


			La renovación de la socialdemocracia se produjo en Gran Bretaña. El ideólogo fue Anthony Giddens, que aupó al laborista Blair al poder en 1997. Dejó escritos sus planteamientos en La  tercera vía: la renovación de la socialdemocracia (1998). El modelo fue tomado también por Gerhard Schröder con su Nuevo Centro, por Lionel Jospin en Francia, y en Estados Unidos por Bill Clinton, que abanderó a los Nuevos Demócratas, en la senda que luego siguió Barack Obama. Esa tercera vía combinó los ajustes liberales, como la disciplina fiscal, la estabilidad macroeconómica y las reformas, con la defensa de un Estado socialmente responsable, vigilante de la economía, comprometido con el «bienestar social», y promotor de valores universales tales como igualdad, justicia, o inclusión. La tercera vía —seguimos a Giddens— se centró en la gestión, la gobernanza de la economía mundial, la ecología global, la regulación del poder corporativo y el control de las guerras, sin olvidar el cultivo de las grandes emociones: la ayuda al necesitado. Era un intento, decía el británico, de «trascender tanto la socialdemocracia a la antigua como el neoliberalismo». La diferencia entre izquierda y derecha, decía Giddens siguiendo al italiano Norberto Bobbio en su obra Derecha e izquierda (1995), era su preocupación por la igualdad y el papel del Estado en fomentarla. En esa reconversión de la tercera vía ajustaba el riesgo individual con la seguridad protectora estatal: había que ayudar a los necesitados, pero abrir vías para que luego tome cada uno su camino. Era la resurrección del viejo liberalismo social de John Stuart Mill.  


			La crítica del izquierdismo, heredero de la nueva izquierda sesentayochista y de los comunistas —sí, sobrevivían en Occidente con ese nombre a pesar de su pasado—, se centraba en el pragmatismo de la tercera vía, el abandono de la voluntad de transformación, en la transigencia con el «neoliberalismo» —algo que no existe; siempre ha sido liberalismo a secas— y los mercados —con el gran fantasma de la «Europa de los mercaderes» frente a la «Europa social»—. La crisis de comienzos del siglo XXI obligó a cuestionar una vez más los límites del Estado del Bienestar, y con ello la socialdemocracia. Sin ese modelo, falsa columna vertebral de Europa para algunos como Tony Judt en Algo va mal (2009), no somos nada. 


			 


			¿Y en España? 


			 


			El socialismo español se mantuvo ajeno, y hasta hostil, a la socialdemocracia y al laborismo, lo que explica el recurso a la violencia, la ansiada alianza con los comunistas y el guerracivilismo. Pablo Iglesias, el fundador del PSOE, veía la democracia, incluso la república, no como los socialdemócratas alemanes de la República de Weimar (1919-1933), sino como una vía de transición al socialismo. No caló en el PSOE el debate europeo. Max Adler publicó en 1926 La democracia política y la democracia  social, obra en la que, a pesar de desligar una de otra, establecía su conexión y legitimaba el Estado en su carácter social (o socialista en este caso). Los socialistas españoles despreciaron las ideas de Adler, pero también las de Jaurès, Kautsky y Bernstein, que creían en un socialismo ligado a la democracia, entendida ésta como la garantía de los derechos y la libre concurrencia de partidos a elecciones periódicas y libres. Escribía Adler al respecto en 1926: 


			 


			La democracia política es un arma indispensable al proletariado,  un medio potente de asegurar su influencia en el Estado y de reforzar su acción sobre las masas. La república democrática es una base jurídica que ha costado demasiado caro conquistar para que el proletariado pueda dejársela arrebatar jamás. No es en vano que la clase obrera socialdemócrata habrá reñido, durante decenas de años, una lucha áspera e intrépida, rica en sacrificios, por las conquistas de la democracia política y de la constitución republicana. Ella no ha ignorado jamás, y hoy menos que nunca, que merced a una democracia política, continuamente perfeccionada, se han creado posibilidades cada vez mayores en la lucha por la democracia social. Y, actualmente, la situación es tal que la democracia no está en ninguna otra parte mejor protegida que por la misma socialdemocracia, y que la república no posee amigos ni protectores más sinceros que el proletariado revolucionario.5 


			 


			En España, este discurso democrático no existe. Besteiro, al que se tiene por uno de los moderados, llamaba a la lucha de clases, a derribar el régimen burgués —léase «democracia»—, y a instaurar el socialismo. Tan sólo Fernando de los Ríos, luego cómplice silencioso de la bolchevización del PSOE, entendió que la vía comunista era un paso atrás en el camino de la libertad, y si no véase su hoy olvidado Mi viaje a la Rusia sovietista (1922). Para De los Ríos quedó claro, cuando tras reprochar levemente a Lenin por la falta de derechos en Rusia, el líder soviético dijo aquello de «¿Libertad para qué?». El PSOE no acabó de entender la ruptura de la Segunda Internacional, cruzada no sólo por las lealtades nacionales por encima de las socialistas, sino por el deseo de Rosa Luxemburgo y Lenin de aprovechar la Gran Guerra para hacer la revolución proletaria. Mientras los socialdemócratas alemanes reprimían a los comunistas de la Liga Espartaquista que quisieron establecer un Estado soviético en Alemania, e incluso lo consiguieron en Baviera por poco tiempo, en España, preferían la revuelta de salón. Ese discurso revolucionario y el hacer burgués provocaron que en 1920 los coherentes fundaran el Partido Comunista de España, de ciega obediencia a Moscú. 


			El episodio de la Segunda República mostró todas las debilidades del PSOE como partido democrático. Primero configuró un régimen, el de 1931, basado en un regeneracionismo rupturista, excluyente y vengativo. Luego, dirigido ya por Largo Caballero, rompió con los republicanos, y no admitió la victoria electoral de la derecha. Inició entonces el discurso guerracivilista, que junto con el anticlericalismo marcarían la identidad emotiva de la izquierda española. La revolución de 1934 se hizo para derrocar un gobierno legítimo y «reconducir» la República, que a su entender sólo podía ser gobernada por los izquierdistas. Es más, veían la democracia como una transición al socialismo, tal y como afirmaba Largo Caballero y los sectores mayoritarios del PSOE y la UGT. El Frente Popular lo forman aceptando la propuesta de Manuel Azaña e Indalecio Prieto, a cambio de que entrara el PCE. Tras la victoria electoral de febrero del 36, de garantías harto dudosas ya que se cambió el gobierno en mitad del proceso, el socialismo se echó en brazos del comunismo. Tras la larga marcha del desierto de la dictadura de Franco, el PSOE se rehízo en 1974. La derrota del sector histórico gracias a la alianza de andaluces, madrileños y asturianos en Suresnes, supuso la llegada de una generación influida por las ideas de la nueva izquierda.  


			Felipe González escribía entonces, en un librito que podía comprarse en cualquier librería, que «la plenitud democrática no a va ser alcanzada más que en una sociedad socialista, porque ello supone que el hombre no sólo va a ser dueño de su destino colectivo en materia política, sino que va a disponer asimismo de su destino socioeconómico».6 Su PSOE defendió el marxismo en su versión socialista autogestionaria, hablando del «derecho de autodeterminación» de las naciones como instrumento para la emancipación de la clase obrera. Es decir, el marxismo siguió siendo la médula espinal del PSOE hasta 1979, cuando ya lo habían abandonado los socialdemócratas europeos. Y lo hizo en un congreso, el XXVIII, en el que la corriente crítica de Luis Gómez Llorente, Francisco Bustelo y Pablo Castellano defendió el carácter del PSOE como un partido de clase, de masas, marxista y federal. Bustelo sostuvo que el marxismo era la ideología básica del pensamiento socialista, y rechazó la socialdemocracia porque no la creía apta para España, porque el país, en su opinión, requería reformas económicas y laborales importantes. El PSOE, al entender de estos críticos, debía profundizar en la lucha de clases y en la federalización del Estado. González defendió la socialdemocracia como medio de captar la pluralidad; es decir, lo que decía Przeworski: siendo marxista no se ganan elecciones, había que abrirse y soltar lastre. González ganó a Gómez Llorente con el 86 por ciento de los votos, frente al 7 por ciento. Los años de gobierno socialista, entre 1982 y 1996, supusieron una moderación progresiva en su ideario: más pragmatismo, gestión, europeísmo y atlantismo, y ruptura con la UGT, siempre dentro del modelo de Estado del Bienestar.  


			La llegada de Zapatero supuso un giro en el PSOE. Abandonó la socialdemocracia europea, que había ido, como quedó dicho, hacia una tercera vía y a la que González se había acercado. Resucitó la idea de que la legitimidad de la democracia estaba en su carácter social, lo que inducía a más estatismo y más políticas públicas, gasto y endeudamiento. Recuperó la identidad socialista de los años treinta: el guerracivilismo, que concluyó con la ley de memoria histórica, el anticlericalismo y la demonización del adversario, el PP, que tomó cuerpo en el Pacto del Tinell. A esto unió el republicanismo cívico, tomado de Philip Pettit, que Zapatero transformó en «buenismo», consistente en que la base de la política es el diálogo con cualquiera, porque todo es esencialmente bueno y relativo, ya que entiende la libertad como no-dominación. Era una forma de retomar las ideas de Rousseau: la falsa democracia tomada de la voluntad general. De aquí llegó a la Alianza de Civilizaciones frente a la política internacional de Occidente, tomada incluso por el laborista Blair, a lo que sumó planteamientos de la nueva izquierda del 68: el pacifismo y el tercermundismo. Incluso planteó una reinterpretación de la historia en la que la Segunda República, erigida por el PSOE, aparecía como el antecedente democrático del régimen del 78. Esta apropiación del sistema democrático no sólo fue desleal, sino que levantó las iras de buena parte del PP, que se puso a defender la Transición en comparación con el proceso de 1931. Al fondo estaba una nueva idea de Estado. Frente a la complejidad de la globalización, los nacionalismos y la cuestión social, proponía una vertebración externa como el federalismo, y una interna como la primacía de los derechos sociales, la lucha contra la desigualdad,7 y la colaboración con la sociedad civil antiglobalización.8 A este conjunto, Zapatero lo llamó de diversas maneras: socialismo libertario, ciudadanismo o socialismo cívico. La crítica situación a la que Zapatero con su gobierno llevó al PSOE y a España dejó el sustrato bien asentado para el arraigo del populismo socialista, que se ha sumado al nacional-populismo en Cataluña. 


			El PP forma parte de ese consenso socialdemócrata, pese a que el PSOE en la etapa de Zapatero lo quiso expulsar. Lo cierto es que ya la Alianza Popular de los dieciséis diputados en 1977 era un partido del consenso, al asumir la política social de la democracia cristiana. Además, si por Felipe González hubiese sido, Fraga, el eterno líder de la oposición porque nada le gustaba más al PSOE que las famosas fotos del sillón. Hubo unos años en que pareció que el centro derecha iba a dar la batalla de las reformas y no se iba a sumar al consenso. Aznar introdujo políticas liberales en el PP, e incluso la palabra «libertad». Hasta entonces en los mítines de la derecha se hablaba de España y Fraga. No en vano, el X Congreso del PP, celebrado en Sevilla el 31 de marzo y 1 de abril de 1990, se hizo bajo el lema «Centrados con la libertad». Cuando el 3 de marzo de 1996 el PP obtuvo 156 escaños, y Aznar llegó al Palacio de la Moncloa, hubo miedo en las oligarquías del consenso. De aquí la operación del grupo Prisa y del PSOE para colocar como presidente del gobierno a Alberto Ruiz-Gallardón. Sin embargo, apenas cinco meses después, el consejo de ministros de Aznar decidió no entregar a la justicia los papeles del CESID. Ese día cayeron en el olvido las grandes promesas reformistas, desde la despolitización de la justicia, pasando por el cambio de la ley electoral, o la renuncia a modificar el modelo educativo, que quedó relegado para el último minuto de la segunda legislatura. Todo esto consumó el viaje de la derecha hacia la socialdemocracia. Un periplo en el que, como veremos a lo largo del libro, Aznar no viajaba solo, sino con los grandes líderes del centro-derecha europeo, cuyas formaciones son hoy de los grandes sostenedores del modelo socialdemócrata. En esta circunstancia, es lógica la deriva tecnocrática y economicista de los gobiernos de Mariano Rajoy, que olvidaron los principios liberales del primer PP de Aznar —incluso los invitó a abandonar el partido en el Congreso de 2008—, y una vuelta al conservadurismo social y al keynesianismo económico propio de la etapa de Fraga. 


			El conjunto ha construido una democracia sentimental en España, similar a las europeas, donde prima la sociedad del espectáculo, en la que las emociones determinan el discurso político. La idolatría del Estado ha sustituido la iniciativa, la espontaneidad y la responsabilidad individual en el progreso propio, y por la supuesta dependencia de un bienestar colectivo fundado en la solidaridad obligatoria. Este modelo socialdemócrata ha creado el sustrato posible para que, en una crisis política y económica generalizada, surjan populismos que desprecien los fundamentos de la libertad política.  


			La actual crisis política que azota Europa es culpa del consenso socialdemócrata establecido desde 1945. En este libro se describen sus efectos nocivos, como el ascenso de los populismos, el infantilismo político y social, el desprecio hacia el individualismo, el miedo a la libertad, el incremento de la desigualdad y la idolatría del Estado. La derecha que se rindió a la socialdemocracia debe reconstruirse con principios políticos y económicos sólidos y propios. Sólo recuperando sin complejos las ideas y el espíritu del liberalismo, podrá evitarse el camino hacia la servidumbre.  


			
	    

	




	    
             


			1 


			 


			El consenso socialdemócrata 


			

				 


				Aquellos que intentan ser todo para los hombres terminan no siendo nada para nadie. 


				 


				Ayn Rand 


			


			 


			Después de cuarenta años de régimen autoritario, los españoles vivieron aquello que se ha llamado la «Transición», convertida hoy en un mito intocable. Lo cierto es que dicha Transición siempre tuvo un halo de provisionalidad, de improvisación, lo que hoy, cuando el sistema está en crisis, se está poniendo de manifiesto claramente. Hecha la Transición por la vía de reforma (de la ley a la ley), es decir, sin romper con el régimen autoritario anterior y convenciendo a sus oligarquías de metamorfosearse, el jefe del Estado fue designado heredero por Franco, mientras que el primer gobierno lo asumió Adolfo Suárez, secretario general del Movimiento, con la anuencia de la izquierda y los nacionalistas ya integrados en el consenso. En realidad, lo que hemos vivido durante estos cuarenta años de paz —sin libertad, como bien saben en el País Vasco o Cataluña, regiones sometidas por un nacionalismo totalitario feroz, con el consentimiento del Estado— es en cierta forma una revolución permanente, una situación política. Un sistema que ahora, otros cuarenta años después, está en crisis. 


			 


			El consenso socialdemócrata de 1978 


			 


			La Constitución aprobada en 1978, de corte socialdemócrata, fue elaborada por una selección de políticos, de Fraga a Guerra, provenientes del régimen anterior o representantes de las diversas oligarquías asentadas en España. Unas oligarquías que temían la ruptura, que no tenía por qué significar la desaparición de España, por cuanto ello podía suponer la pérdida de sus prebendas. De ahí los deidificados «Pactos de la Moncloa», unos acuerdos tomados de espaldas al pueblo que no eran más que el resultado del acuerdo entre las oligarquías mediática, financiera, comercial y política. Unos acuerdos que hoy, ante la crisis desatada una vez que abdicó Juan Carlos I, quieren reeditar formaciones emergentes como Ciudadanos. 


			En España, las elecciones no tienen más finalidad que decidir a quién le corresponde dirigir el consenso. Un consenso cuya voluntad, que pretende ser la del pueblo pero no lo es, se manifiesta y decide en las Cortes, dominadas por el poder ejecutivo. Ello es consecuencia del parlamentarismo bajo el cual el poder ejecutivo acaba domeñando al legislativo y al judicial. Montesquieu ha muerto, como proclamó el hermano de mienmano. Y todos, sin excepción, bailan sobre su tumba. 


			El consenso, sin rubor o incluso presumiendo de ello, designa también a los miembros del órgano de gobierno de los jueces. Un órgano de gobierno de los jueces incompetente, politizado hasta la náusea, que rara vez escucha las quejas de quienes sufren la tortura de tener que acudir a los tribunales, limitándose a hacer sus informes y a vigilar que nadie se salga del pensamiento único. En el colmo de la desvergüenza, mientras casos penales, mercantiles, administrativos o civiles duermen el sueño de los justos encima de la mesa de funcionarios judiciales, el CGPJ (Consejo general del Poder Judicial) no reconoce dicha tardanza como dilaciones excesivas, habiendo convertido la inmediatez de la justicia, principio del derecho, en una broma macabra. Por otra parte, las tasas judiciales, que en un primer momento se pretendieron imponer sobre los ciudadanos ya expoliados mediante todo tipo de impuestos, así como la obligación de figuras obsoletas como los procuradores, hacen carísimo e imposible acudir a la clase media a la justicia, que tampoco tiene acceso a la justicia gratuita. La justicia social(ista) es para los ricos. La oposición de las izquierdas a las tasas judiciales no es por este motivo, sino simplemente porque fueron aprobadas por un gobierno del PP. 


			Por otra parte, las continuas filtraciones desde los juzgados de sumarios e investigaciones secretas, que han llegado a reventar investigaciones, se han convertido en algo cotidiano sin que nadie parezca que quiera ponerle coto. Y la solución no pasa, como defienden algunos, por limitar la acusación particular o por sancionar a los medios de comunicación que hagan pública dichas informaciones, sino por que los responsables de los juzgados, de la policía y de las oficinas de la Agencia Tributaria asuman su responsabilidad, siendo fuertemente sancionados, incluso con ser apartados de la carrera funcionarial, en caso de reiteración de filtraciones. Hoy, los funcionarios consideran que no es grave dejar indefenso al investigado, incluso cuando su derecho de defensa ha sido limitado por el secreto de las actuaciones. Y eso también es corrupción. 


			Que algo falla en nuestro sistema empieza a estar inserto en el subconsciente de la gente y, en este sentido, España comienza a encontrarse en esta segunda década del siglo XXI en una situación «prerrevolucionaria»,9 como señala Sloterdijk. En una situación prerrevolucionaria comienzan a asentarse en las mentes ideas críticas u opuestas a las establecidas. Éstas empiezan a verse como falsas y las instituciones como anticuadas, decadentes, caducas, inútiles o dañinas. Las ideas nuevas se abren camino por todo un rosario de distintos motivos: por cansancio de lo caduco, por la atracción de las novedades, por la creencia en la institucionalización de la corrupción, por la inutilidad de las instituciones, por miedo a la incertidumbre, por ansia de seguridad, por interés, etc. Tales ideas llegan a alojarse incluso en las mentes de los beneficiarios del sistema establecido que, azorados por carecer de respuestas adecuadas, se atrincheran o, desconcertados, comienzan a cometer torpezas. El 15-M, que aglutinó en sus orígenes a miles de descontentos que pensaron —equivocadamente puesto que el 15-M jamás fue nada espontáneo y no es otra cosa más que una excrecencia del propio sistema— encontrar en dicha manifestación de indignación el cauce para expresar aquello que intuyen, constituye un buen ejemplo de cómo está la situación. 


			Y es que, en principio, las ideas revolucionarias que apuntan a trastrocar el sistema de poder establecido surgen de modo inconsciente, instalándose de la misma forma en las mentes. La opinión general está en ellas, pero lo existente y su mitificación no dejan ver su correspondencia con el conjunto de los hechos, que son la verdad de la situación, pues la verdad y la realidad son lo mismo. Como decía Ortega, la auténtica revolución está hecha previamente en las cabezas. En ese punto se encuentra Europa, en la que España no es ni mucho menos una excepción. 


			La tarea de hacer «caer en la cuenta» a la mayoría, desmitificando las ideas y las instituciones vigentes, suele ser la función social de los intelectuales. Pero el problema actual, exacerbado en nuestro país, en donde la seducción y la compra de voluntades es la tónica habitual, consiste en que el sistema economicista establecido, la socialdemocracia, tiene bajo su control a una mayoría de intelectuales, oficiando muchas veces como tales gentes del mundo de la propaganda y de la subcultura, mientras los discrepantes sin uniforme, sometidos o silenciados, están reducidos a la impotencia. 


			No parece que esto vaya cambiar, mas la verdad de la realidad está ahí. 


			Esto puede extraerse, sin miedo a equivocarse, de las encuestas del CIS, de donde se puede colegir que la desafección de los ciudadanos no es sólo hacia los políticos y sindicatos, sino también hacia los jueces y medios de comunicación. El pueblo español, al que tanto gustan las caenas, comienza a percatarse del orteguiano «no es esto, no es esto». 


			El consenso socialdemócrata, que sustituye el consenso social por el consenso político, ordena la exclusión de la vida civil de cuantos se muestren contrarios al mismo. Consenso, por cierto, magníficamente descrito por Ayn Rand y definido por ésta como «un nuevo fascismo». Señala la autora que  


			 


			la clave del núcleo, la esencia, el motivo y el significado verdadero de la doctrina del «gobierno por consenso» es el culto de la transigencia.10 


			 


			Hablar de consenso en el orden político, donde lo propio es el compromiso y no el consenso, equivale, pues, a falsificar la realidad; es decir, la verdad. Y es propio de un Estado prepolítico.  


			Además, salvo que se cambie la naturaleza humana, como pretenden las ideologías dominantes, existe y existirá eternamente un conflicto entre la libertad colectiva, que sólo halla su pleno cumplimiento en la democracia política, y la oligarquía, como magníficamente explicara Robert Michels. La oligarquía restringe a unos pocos la participación en el mando político, en la utilización del poder. De hecho, la explicación de la historia como una lucha permanente entre oligarquías, como pensaba por ejemplo Maquiavelo, es más exacta y abarcadora que, por ejemplo, la explicación por la lucha de clases. 


			Como el ejercicio de las libertades introduce siempre desequilibrios en el orden social, el objeto de la política consiste en restablecer continuamente el equilibrio. Y una de las misiones del político auténtico consiste en orientar hacia el bien común los intereses de la oligarquía. La política es el arte de hacer concreto lo necesario. 


			Señala Rand al respecto que  


			 


			en contra de la creencia fanática de sus defensores, la transigencia no satisface, sino que decepciona a todos; no lleva a la realización general, sino a la frustración general; aquellos que intentan ser todo para los hombres terminan no siendo nada para nadie. 


			 


			La Constitución del 78 afirma ya claramente en su preámbulo la intención de «establecer una sociedad democrática avanzada». Lo de avanzada evoca en el lenguaje leninista la marcha hacia la utopía de la sociedad totalitaria del hombre nuevo. En el fondo, además de limitar la propiedad privada y secuestrar la libertad colectiva, reglamenta el consenso entre los partidos imponiéndolo sobre los intereses, los sentimientos y la voluntad de la nación política.  


			El panorama de la vida política española está ahondando a marchas forzadas la hostilidad y la indiferencia hacia los políticos. La avalancha de casos de corrupción, la similitud entre las ofertas políticas y el padecimiento de una crisis junto con la sensación de que existía una «casta» que la provocó pero no la sufrió motivó el último giro de tuerca de la desafección general hacia la política. Pero aquí y en el resto de Occidente. La crítica común era que los partidos no representaban a la sociedad, que vivíamos en un Estado de partidos que maleaba la democracia. Pero este argumento no es de hoy, ni siquiera reciente. Era la argumentación que ya usaron Carl Schmitt y Heinrich Triepel en la Alemania republicana de 1919, los partidos eran representantes de intereses propios (y espurios) que ocupaban el Estado en beneficio propio, y que impedían el gobierno del pueblo —«la gente» se diría ahora—, y en tal sentido suponían un ataque al principio de representación y a la separación de poderes. Sí, hace cien años; no hay nada nuevo.  


			Nuestro Estado de partidos es la consecuencia lógica de un texto constitucional que establece claramente que los diputados no deben ser sometidos a mandato imperativo; algo que se viene ignorando desde su aprobación misma. Además, disfrutamos —es un decir— de un «Estado social y democrático de derecho», pleonasmo también útil por su vaguedad: todo Estado es Estado de derecho. Pero derecho no hay. Legislación, sobra. En realidad España es un Estado de partidos. Lo de Estado Social es peor aún: socialismo. Algo que también estaba incluido en la Constitución venezolana de 1961, y que fue la excusa de Hugo Chávez, después de la constituyente de 1999, para liquidar la propiedad privada. 


			Las reformas propuestas por las fuerzas emergentes a los partidos tradicionales, que no abordan realmente el problema territorial, ni tan siquiera la libertad política, no son soluciones de fondo, sino maquillaje. Cambiarlo todo un poco, para que todo siga igual. En el fondo, una mera copia de lo acaecido en los años setenta. Lo hemos visto en el acuerdo de gobierno firmado entre Pedro Sánchez y Albert Rivera tras las elecciones del 20 de diciembre de 2015 o en el pacto de investidura firmado entre Rajoy y el líder de Ciudadanos en agosto de 2016. Dichos acuerdos no contenían medidas realmente reformistas para un momento de especial gravedad, sino que se limitaban a ser un programa electoral más. 


			El estado democrático de la sociedad, cuyo principio es la igualdad natural de todos los hombres, que se ha ido gestando desde el fondo de la Edad Media bajo la influencia de las ideas cristianas, frente al estado aristocrático de la sociedad, que es el estado ancestral de la humanidad, cuyo principio es la desigualdad, como explicó muy bien Tocqueville, es, se pongan como se pongan las élites, inconfundible con la democracia política. 


			 


			La estafa de la democracia deliberativa 


			 


			Que la Transición es poco más que un mito es algo que hasta el advenimiento de Rodríguez Zapatero en 2004, que no es causa sino consecuencia —no sólo de los atentados de marzo de 2004, sino también de la propia deriva del Estado de partidos—, lo decían pocos. Ahora son legión. La Transición, por otra parte, siempre fue de izquierdas, por cuanto fue una transición hacia la socialdemocracia y, en ese sentido, la derecha política no ha existido prácticamente. Ahí radica la explicación de piruetas como la del gobierno de Mariano Rajoy entre 2011 y 2015, que hizo suya toda la agenda política socialdemócrata.  


			Bajo el mandato de Zapatero florecieron movimientos (a)sociales de extrema izquierda, cuyo culmen fue el famoso 15-M, en realidad una acampada en contra de un pueblo que cree que porque vota tiene capacidad de decisión, seguida en principio por unos cuantos buenistas de la derecha, especialmente por el liberalismo progresista. 


			La democracia deliberativa de Zapatero, cuyo máximo exponente actual es Manuela Carmena, ha sido magníficamente descrita por Jesús Trillo-Figueroa11 y consiste simplemente en «hablar por hablar». Da igual que no se llegue a ningún acuerdo o que el acuerdo adoptado sea surrealista o incluso dañino para los gobernados. Ha surgido, dirán, del consenso. 


			Philippe Pettit, quien considera que el ciudadanismo12 es la forma más radical de liberalismo, y Benjamin Barber son los ideólogos del republicanismo o socialismo cívico del PSOE, al que se suma la asunción de la tesis de la ubicuidad del poder de Foucault. De ahí la visión de continuas conspiraciones de los poderosos contra la gente, algo también propio del populismo, que permiten simplificar un mundo complejo como es el globalizado y la identificación del que piensa distinto como el «no pueblo» o enemigo. Tampoco la democracia es algo adjetivable a gusto del consumidor. Es más, es discutible para el neomarxismo, como sostiene el populismo socialista de Ernesto Laclau y sus seguidores. Y todo por una sencilla razón: no son demócratas. Pretender la ampliación de un concepto claro, ajustado a la realidad y no imaginario o producto de una ilusión es propio de la moral socialdemócrata, esa misma que todo lo quiere someter a deliberación, porque todo es relativo. Y sobre todo hay que liquidar los principios que sustentan la civilización occidental; entre otros, y precisamente, la democracia. 


			La definición «amplia» de democracia que trae a colación el sistema ateniense —en donde las mujeres, los extranjeros y los esclavos no podían votar, y la democracia no era directa— nos llevaría a afirmar que son democracias el Estado corporativo fascista, el comunismo soviético, la dictadura de Franco, Cuba, la Venezuela de Chávez y Maduro, China o lo que propugna Podemos. Puesto que si el pueblo «puede gobernar por maneras muy diferentes» estamos legitimando como democrático falsos consentimientos populares, como el sóviet, el «bloque hegemónico» de Gramsci, el partido único, la corporación, el sindicato vertical y hasta el núcleo irradiador de Íñigo Errejón. Según esta amplia pero tecnocrática definición de democracia, la República Democrática Alemana habría sido tal. Y va a ser que no.  


			Chantal Mouffe, pareja de Ernesto Laclau y teórica del populismo socialista, en La paradoja democrática (2016) señala que 


			 


			es crucial comprender que, con la democracia moderna, hemos de encarar una nueva forma política de sociedad cuya especificidad emana de la articulación entre dos tradiciones diferentes. Por una lado, tenemos la tradición liberal constituida por el imperio de la ley, la defensa de los derechos humanos y el respeto a la libertad individual; por otro, la tradición democrática cuyas ideas principales son las de igualdad, identidad entre gobernantes y gobernados y soberanía popular […], la tendencia dominante en nuestros días consiste en considerar la democracia de una forma que la identifica casi exclusivamente con el Rechtsstaat y la defensa de los derechos humanos. 


			 


			¿Queda claro que la palabra democracia ha sido tan manoseada por quienes pretenden subvertirla que, como decía Ortega y Gasset, o el mismo Hayek, que llegó a proponer un nombre alternativo precisamente por ello, ha quedado vacía de contenido? 


			Mouffe carga contra la tercera vía o centrismo, porque considera que tanto la democracia deliberativa como el centrismo son «incapaces de aprehender la dinámica de la política democrática moderna», consistente en la incompatibilidad, que hay que aceptar porque se lo impone su visión colectivista del mundo, entre libertad e igualdad, por más que Habermas o Rawls, dice, hayan intentado conciliar ambos conceptos. Pero, señala, ambos han priorizado uno de ellos sobre el otro. Los centristas, sostiene Mouffe, acaban despreciando al pueblo y sus demandas, que son tachadas de «conservadoras».  


			En relación con el «centrismo», cuyo máximo exponente hoy es el partido Ciudadanos de Albert Rivera, ya en los años sesenta, Maurice Duverger se preguntaba si el futuro consistiría «en una masa adormecida en un centrismo cómodo y conformista, mientras que algunas minorías actuantes se enfrentarían sin poner en cuestión la estabilidad del sistema». «La línea de mayor pendiente conduce a esta democracia sin pueblo, es decir, a la oligarquía pura y simple.»13 


			Por otra parte, es habitual contraponer la política a la democracia, como si ello fuera posible. Mientras que se desprecia la primera, que además se confunde con la politización, se venera a la segunda. La democracia política no es sólo votar: es división de poderes y representación. Señala Trillo-Figueroa en este sentido que 


			 


			para Félix Ovejero, José Luis Martí y Roberto Gargarella, los tres principales núcleos normativos en que se desarrolla la reflexión de los republicanos se refieren a tres aspectos: la crítica de la noción liberal de la libertad, la reivindicación de las teorías sobre el valor de la virtud cívica y, finalmente, una idea fuerte de democracia. 


			 


			Mientras que los liberales consideramos la libertad en sentido negativo (no-interferencia), ellos consideran la libertad en sentido positivo; es decir, en el derecho de participación democrática. Es una visión colectivista de la libertad. Ojo, porque Félix Ovejero es uno de los grandes asesores áulicos de Ciudadanos, un partido antiideológico que pretende sustituir la política por el marketing y que aspira a ser el máximo defensor del consenso, entendiendo por tal suplantar la voluntad del pueblo por la de las élites. 


			Según Pettit, que basa su teoría en el liber-servus de Cicerón, la libertad debe ser caracterizada como no-dominación. Es decir, se puede estar en una situación de dominio sin que haya interferencia. Por ejemplo, dirían las feministas socialistas, en una relación de pareja hombre-mujer. Al final, es lo mismo que la lucha de clases de siempre: explotador/explotado.14 


			No se trata, por tanto, de limitar o controlar el poder, del check and balance, del gobierno limitado, sino de charlar. Da igual que no se llegue a ningún acuerdo, lo importante es reunirse. Algo que podemos ver habitualmente en Cataluña, una región en donde la libertad ha desaparecido, sin que sus defensores acierten realmente a ver el porqué.  


			La democracia liberal, que es la de las sociedades abiertas, no es más que el poder que pertenece al pueblo y que el poder tiene que ser limitado por el derecho, que pertenece también al pueblo, no al Estado, ni es creación del Estado o del gobierno. Los políticos no otorgan derechos en democracia, sí en dictaduras. Pero los nuestros no se enteran, y nos los prometen campaña tras campaña. Y van unas cuantas. 


			 


			La ley de hierro de la oligarquía 


			 


			Formulaba en el año 1911 Robert Michels en su libro Los partidos políticos. Un estudio sociológico de las tendencias oligárquicas de la democracia moderna, la universal ley de hierro de la oligarquía, cuyo nombre se inspira en la ley de bronce que formulara el padre de la socialdemocracia legalista, Ferdinand Lassalle.15 Ley de hierro que explica las broncas que en los últimos tiempos han venido ocurriendo en el seno de las formaciones políticas de nueva aparición —desde UPyD hasta Podemos, pasando por Ciudadanos—, entregadas a la penúltima cortina de humo de un sistema en donde la representación es deficiente y la división de poderes se desdibuja cada día más. Cortina de humo conocida como democracia interna de los partidos que suele acabar indefectiblemente, dado que en la práctica deviene en la exigencia de una suerte de asamblearismo interno y, como consecuencia de ello, en bronca interna y salidas del partido por parte de quienes o bien no han logrado alcanzar lo esperado, no han impuesto sus tesis o bien terminan siempre sus frases —casi se les oye pensarlo— con eso de «y yo lo hubiera hecho mejor». 


			El pueblo no dicta, sino que vota a los candidatos decididos por la oligarquía de cada partido. Pensar que la democracia interna de los partidos tiene las garantías de una elección democrática sin designación del candidato preferido por la dirección en detrimento de los otros, mercadeo de cargos y promesas, y presiones personales y profesionales, es pecar de algo más que de ingenuo. Los paracaidistas, aquellos «cuneros» de la restauración, están a la orden del día, y la disputa por los puestos de salida en las listas carece de toda forma y espíritu democráticos. Es más, el candidato de la lista, con independencia del número que ocupe, se convierte ipso facto en un perfecto reproductor del mensaje de la oligarquía del partido, hasta el punto de que es intercambiable con cualquier otro. No hay diferencia entre el discurso y la acción política de ninguno de ellos. Podrían reducirse a una tercera parte, o más, y no se empobrecería la cámara de representación nacional. 


			Ortega y Gasset advertía ya en 1949, en alusión a la religión sustitutiva del democratismo, que la democracia, convertida en un fin, «se ha vuelto ramera». Pues bien, para que un partido sea democrático en su funcionamiento interno, para que cumpla con el dogma de la democracia interna de los partidos, basta con que cumpla con la legislación vigente. La forma de elección interna de los cargos es algo que sólo afecta a sus militantes y nada tiene que ver, como pretenden los proxenetas de la democracia, con la libertad colectiva. Cuestión diferente es que, dados los tiempos que corren, sea recomendable que los líderes dejen de ser elegidos por la élite del partido y pasen a serlo por todos los militantes. 


			En este sentido, resultó sin duda interesante la propuesta de Pedro Sánchez, luego desechada, de someter a votación de todos los españoles el candidato a la presidencia del gobierno de España, que no del partido. 


			Atendiendo a la naturaleza humana, cuya esencia niega la socialdemocracia emergida a partir de 1848, todo poder tiende siempre a ser oligárquico, toda democracia tiende a la oligarquía, como formulara también brillantemente Alexis de Tocqueville en La democracia en América. De ahí que la clave de la democracia no se encuentre en los procesos de elección internos de las formaciones, sino que consiste en evitar que los partidos devengan oligárquicos en su relación con la sociedad. 


			Que es justo en lo que estamos, porque si algo caracteriza al régimen político salido de la Constitución de 1978 es el ser un régimen oligárquico. Las listas cerradas y bloqueadas, el sistema proporcional, son la perfecta barrera para evitar que el ciudadano pueda elegir a su alcalde, a su concejal, a su diputado, a su presidente de gobierno, conditio sine qua non para poder hablar, en puridad, de libertad política. Además de la división de poderes, que también debe haberla entre ejecutivo y legislativo, algo que no siempre se percibe, es fundamental que, de una vez, dejen que elijamos directamente a nuestros representantes. 


			 


			La hegemonía cultural 


			 


			Mientras la derecha, incluidos los liberales, se deshacía en debates superficiales, el socialismo populista desarrollaba una teoría del poder. Las tribus del liberalismo, como bien definió María Blanco, debatían sobre la realidad de Rothbard o la actualidad de Rand, mientras los herederos de la nueva izquierda resucitaban las ideas más eficaces del comunismo de los años treinta, y les daban el toque populista preciso para hacerse con el poder en esta democracia sentimental. Y la clave es Antonio Gramsci, porque el sustrato para un suicidio de la libertad política en aras del confort comunitario lo llevan asentando los socialdemócratas de izquierdas y de derechas desde 1945.  


			En sus Cuadernos de la cárcel, Gramsci expuso un conjunto de herramientas conceptuales para interpretar las formas históricas de dominación de unos grupos o clases sobre otros, y los mecanismos políticos y culturales que dan sustento a esas formas. De esta manera, Gramsci sustituía el determinismo economicista de la historia y la política por el papel central de la cultura dentro del análisis de la dominación. La hegemonía precisa del consentimiento previo de los sujetos dominados, que se realiza a través del control del mensaje cultural. Dicho mensaje contiene una particular visión del mundo y de las relaciones humanas, que corresponde con el de las clases o grupos dominantes. Ese planteamiento se convierte en el «sentido común», pensamiento único, o lo que llamaríamos «lo políticamente correcto», a través de la propaganda que se hace mediante la educación, los medios y el llamado «mundo de la cultura». 


			La hegemonía no es un momento estático, sino el resultado de un proceso, con imposiciones y resistencias. Esa hegemonía precisa del auxilio, o complicidad, de los «grupos subalternos»; es decir, educadores, comunicadores y artistas. Es posible, en consecuencia, que si se domina la cultura se obtenga el control de la política, y de ahí las formas jurídicas, administrativas, policiales y económicas, y, en definitiva, conseguir el poder. La propuesta de Gramsci, muerto en 1937 tras un largo cautiverio en las cárceles de Mussolini, era construir un proyecto hegemónico alternativo al capitalismo, al democrático y liberal, para establecer paso a paso el socialismo. Era crucial, así, controlar los tres elementos de la cultura popular: educación, medios y artes. Venía a ser la construcción del hombre nuevo desde abajo, con la propaganda, cambiando o modelando mentalidades que exigieran o aceptaran la dominación socialista. 


			Un grupo de historiadores marxistas de la década de 1970 redescubrió a Gramsci. Autores como Eugene Genovese, Edward P. Thompson o el español Tuñón de Lara introdujeron el concepto de hegemonía en sus relatos historiográficos para mostrar la habilidad de los dominadores con el fin de crear una nueva legitimidad basada en la idea gramsciana de cultura. Era la historia de los oprimidos contra los opresores, del pueblo contra los privilegiados. Era la hora de «visibilizar» a los de abajo, devolverles su «dignidad histórica» y combatir el elitismo que sujetaba el capitalismo y la «democracia de mercado». Era preciso deshacer la «cultura tradicional», incluida la religiosa, y crear una nueva encaminada a acercarse lo más posible al paraíso socialista, la nueva sociedad. Además, aquellos historiadores, a los que se sumaron escritores y periodistas, añadían la idea del conflicto cultural como parte de la lucha por el poder, por lo que superaban la idea marxista ortodoxa de que la mentalidad de una sociedad se crea de arriba abajo. La posibilidad de alcanzar la dominación con el control de los instrumentos culturales fue la «función social» de aquellos hombres de la nueva izquierda, y la ha tomado para sí el socialismo del siglo XXI.  


			La idea de la hegemonía cultural ya la tenía Lenin. Atrajo a un grupo de intelectuales, como Bertrand Russell, Walter Benjamin, André Gide, Arthur Koestler, Lion Feuchtwanger y Bertolt Brecht, para que visitaran la Rusia soviética y contaran a Occidente la «buena nueva», como relata Michail Ryklin en El comunismo como religión: Los intelectuales y la Revolución de Octubre (2008). Y a Lenin le siguió Stalin. Willi Müzenberg, comunista alemán, organizó desde 1933 por orden del dictador soviético una red de propaganda desde París, amparándose en el antifascismo, como cuenta Stephen Koch en El fin de la inocencia (1997). Captaba a los intelectuales, pero también a actores, artistas, periodistas, empresarios, o profesores, y controlaba periódicos, radios, productoras de cine y editoriales. Su toque en el Frente Popular en Francia y en la actuación del PCE durante la guerra civil fue determinante: propaganda, compra de voluntades y manipulación. Es más, consiguió influencia en la Universidad de Cambridge y en Hollywood. La idea era que criticar a la URSS, Stalin o al comunismo era convertirse en fascista, intolerante, inculto o reaccionario; y que lo contrario era sinónimo de poseer un espíritu progresista, comprometido, sensible y culto. La lista de convencidos por Müzenberg es larga, pero ahí estaban Hemingway, Malraux, Aragon, John Dos Passos, André Gidé, y tantos otros. Eran «creyentes», trabajadores gratis, tontos útiles del comunismo, de la hegemonía cultural. Era esa complicidad de la que hablaba Christian Jelen en La ceguera voluntaria: los socialistas y el nacimiento del mito soviético (1983). Gracias a esa labor, el esperpento dictatorial y criminal en la URSS y en otros países se mantuvo, y se mantiene, indemne, como destacó François Furet en El pasado de una ilusión (1995). De poco ha valido El libro negro del comunismo (1997), dirigido por Stéphane Courtois, en el que se discute si los crímenes tenían «legitimidad popular», si los hacían los militantes «radicales» sin directrices desde arriba —el «padrecito Stalin» sigue vivo para algunos—, y que al implantarse el comunismo en países pobres la violencia fue mayor. El propósito era liberar la ideología del peso de los crímenes, que se achacaban a reacciones sociales naturales por la «opresión», o a un descontrol. 


			Si bien la nueva izquierda despreció el comunismo soviético, y un claro ejemplo fue Herbert Marcuse, el ideal de la lucha por el paraíso socialista quedó en el inconsciente izquierdista. A su logro se sumó la traición de los intelectuales, no sólo en Francia, que ya lo indicó Julien Benda, sino en todo Occidente. Era la exaltación del estatismo y el desprecio por la libertad que se adueñó del intelecto a principios del siglo XX, y que por ejemplo en España señaló José María Marco en su imprescindible ensayo La libertad traicionada  (1997). Quedó indemne tras 1945 y 1991 la supuesta belleza de un ideal basado en la solidaridad universal, el reparto de la riqueza, la justicia social, la condena del rico —el pecado de la usura es un elemento tradicional del «banco de la ira»—, en una supuesta superioridad moral sobre el capitalismo, el liberalismo y la misma democracia. Pero también permaneció inalterable la «función social» del «hombre de la cultura»: el objetivo era cambiar el mundo, la sociedad, al hombre mismo, y acercarse al paraíso socialista. Vocablos como «comprometido» aparecieron en el lenguaje sólo para designar a aquellos que estaban más o menos dedicados a predicar las ideas socialistas. 


			El mundo educativo y de las artes se llenó de esos colaboradores que ejercían su profesión con una intencionalidad política, y con ellos los informadores y los intelectuales. Su acción estaba respaldada por un Estado en expansión, al que cada vez se le reclamaba más intervención, más políticas públicas, más gasto y menos mercado. Los políticos de esos Estados del Bienestar subvencionaban o financiaban a esa «gente de la cultura» que se dedicaba a propagar con sus obras una mentalidad, una visión del mundo y una moral. El entrenamiento se convirtió en «cultura»; es decir, filmar una película cualquiera, hacer malabarismos, tocar un instrumento, subirse a un escenario se convertía automáticamente en cultura porque era un instrumento de transformación social. No sólo eso: si se quería trabajar en el mundo de la cultura, había que reproducir y defender su ideario «progresista». 


			La hegemonía cultural desde la década de 1960 pertenece a las izquierdas. Y parece cumplirse la idea de Gramsci: la conquista de la hegemonía precede a la conquista del poder. La derecha bajó los brazos, no dio la batalla, un gran error en esta sociedad del espectáculo en la que vivimos. Por eso vemos a actores —alguien tendrá que explicar alguna vez por qué se creen que lo que hacen es cultura— defendiendo a políticos de izquierda, incluso metiéndose en política. No vale el ejemplo de Ronald Reagan, la gran excepción, sino a actores conocidos utilizados por colectivos, o personas que de otra manera no serían conocidos, o que utilizan el apoyo a un político para promocionarse. Lo vimos en España con los «actores de la ceja», pero también es muy corriente en Estados Unidos. En las universidades, el asunto es peor, así como en las educaciones infantil y secundaria. Resulta mucho más sencillo ascender y mantener el puesto de trabajo si se es de izquierdas que si se tiene un pensamiento libre, o se es de derechas. 


			Esa lucha por la hegemonía explica el anticlericalismo y la lucha contra la educación concertada, mayoritariamente religiosa. El cristianismo es una cosmovisión que rivaliza con las izquierdas, empeñadas en imponer sus valores y principios. No es algo nuevo. Ya apareció en el siglo XIX, y se radicalizó en el XX, no sólo por parte del comunismo y asociados, sino del nacionalsocialismo. Y es que esas dos ideologías son hermanas.  



			 


			La igualdad con la fraternidad obligatoria 


			 


			Es la fraternidad —la solidaridad comunal— el concepto fuerte de la trilogía revolucionaria de 1789. La libertad y la igualdad son tópicos antiguos, pero su clave para la realización estuvo desde finales del siglo XVIII en el humanitarismo de la fraternidad. Es más, a medida que los lazos gremiales y aldeanos de ayuda mutua y refugio frente a las adversidades sociales y laborales se rompieron con el avance de la revolución industrial, la fraternidad se convirtió en una condición moral, obligatoria y suprema para la consecución de la igualdad. No era el igualitarismo de los primeros liberales que veían en la igualdad civil, ante la ley y las instituciones, la quiebra del Antiguo Régimen y el pilar de la sociedad burguesa. Estamos hablando de las políticas correctoras de los efectos del desarrollo económico. El planteamiento de acabar con los estamentos que tuvieron los revolucionarios de fines del siglo XVIII y comienzos del XIX, con sus sociedades armónicas, se trasladó por obra del romanticismo a los socialismos que surgieron entonces. La fraternidad era una categoría moral que impulsaba el poder político para conseguir la igualdad. Junto con la crítica del orden burgués, nacía la aspiración a paraísos, o nuevas situaciones que concluyeran en la «justicia social». Esa búsqueda de la igualdad, toda vez que el liberalismo se convirtió en democrático y fue una cuestión de reforma progresiva de la ley, como en Gran Bretaña, el igualitarismo se quedó en los socialismos dando la vuelta al silogismo: como la sociedad burguesa era injusta, unos trabajaban y otros eran ricos —una generalización demagógica—, las organizaciones obreras tenían que luchar para imponer la fraternidad de la que surgirá la igualdad. 


			Todo esto acompañado, claro, de la idea del progreso inexorable hacia el bienestar y la felicidad. Por eso, el revolucionario francés Condorcet escribía en Bosquejo de un cuadro histórico  del progreso humano (1793-1974) que «las buenas leyes remedian la desigualdad natural de los medios de subsistencia». Pero quien más influyó en los revolucionarios franceses, el socialismo posterior, y la progresía actual, es Rousseau y su Discurso sobre el  origen de la desigualdad (1755). Para este pensador ginebrino existía una igualdad natural violada por las sociedades desarrolladas. Era una exigencia moral que el poder reordenara la vida política, social, económica y cultural para recuperar esa igualdad, condición imprescindible de la buena comunidad, del fin de la opresión y de la dominación ilegítima. Esta idea de igualdad y la ingeniería social que comporta para la reconstrucción comunitaria se las apropiaron los socialismos, que pergeñaron sus comunas ideales y paradisíacas donde la fraternidad y la igualdad eran los conceptos guía y finalistas.  


			La exigencia de igualdad de resultados con la distribución estatal de la riqueza, y la crítica a las diferencias de ingresos, educación o prestigio, es central en el consenso socialdemócrata. Autores como Bruce Ackerman, o Jürgen Habermas y sobre todo John Rawls con su Teoría de la justicia (1971, y revisiones posteriores) insistieron en la necesidad de imponer políticas fiscales que despojaran a los «ricos» de parte de su patrimonio, al objeto de repartirlo entre los más desfavorecidos. A esas medidas se las denominó «justicia social», y se les dio el marchamo de «derechos sociales». 


			El propósito, ahora compartido por todos los partidos del arco ideológico, era combatir las desigualdades económicas y sociales, y disminuir las diferencias ideológicas. El ideal al que se marcha es la homogeneidad. Es la vieja armonía social que sostuvieron los socialismos y la doctrina social de la Iglesia desde el siglo XIX, precisamente los dos pilares de los dos actores sociales que han levantado el Estado del Bienestar en Occidente desde 1945. Sin ese igualitarismo, sustentado en la solidaridad obligatoria, confiscatoria, cultural, no es posible la paz social, dicen, y la libertad es un engaño. 


			La teoría igualitaria considera que las diferencias de poder en las democracias provienen tanto de las desigualdades sociales y las posiciones económicas como de las habilidades personales. Sin embargo, no es justo dejar a la «libertad natural» la distribución de recursos. Es preciso controlar o eliminar los elementos que favorecen las desigualdades. Las políticas sociales están para compensar a los desfavorecidos y a los que no tienen talento, lo que significa capar la competencia, la espontaneidad y el esfuerzo personal, y premiar al que busca refugio y manutención en el Estado. Esos valores igualitarios deben ser propagados, piensan, por la educación, los medios y la cultura. Volvemos así a la hegemonía gramsciana, clave para entender su teoría del poder. De ahí la progresividad fiscal para los que sacan más rendimiento a su patrimonio, trabajo o talento, frente a los que no lo hacen por razones de posición, laboriosidad o suerte. En consecuencia, la persona trabaja para el bien común una buena parte de su jornada,16 de manera que los atributos personales antes descritos sólo son lícitos, e incluso morales, si revierten en beneficio de la comunidad. 


			En el proyecto de igualación social tiene un papel básico el Estado del Bienestar. Al respecto, Rawls afirmaba que las políticas económicas y sociales debían estar estructuradas para beneficiar a los desfavorecidos bajo condiciones de «justa igualdad de oportunidades». Es ingeniería social, en la que el ciudadano es un hombre definido por las políticas públicas, que necesita al Estado para vivir pero que tampoco puede escapar de él. Aquel igualitarismo social y económico se ha ampliado con la ideología de género, con la que no se busca la igualdad sino la «discriminación positiva» para resarcir heridas históricas —pagamos hoy lo que otros hicieron ayer— y corregir supuestos machismos actuales. 


			La idolatría es el culto a los dioses falsos o ídolos, y el que más ha pasado desapercibido en la contemporaneidad es el culto al Estado. Los idólatras estatistas han sido comunistas, fascistas, conservadores y socialdemócratas, surcadas todas esas ideologías por los nacionalistas, mitificadores del Estado-nación como el paraíso protector y fuente de maná. Todas estas ideologías defienden más atribuciones para el Estado, especialmente desde 1914, cuando se le otorgó la facultad de ordenar absolutamente la sociedad. El periodo de entreguerras sirvió para consolidar el estatismo y la idolatría, ya que se vio al liberalismo, e incluso a la democracia, como un obstáculo para el progreso. El Estado era el instrumento y el fin. Nada fuera del Estado, y nada sin él. Era el gran organizador de las relaciones humanas y de su moral. El estatismo se convirtió en el cimiento de los programas políticos y en el alma de las ideologías socialistas, incluido el nacionalsocialismo, que desbocaron Europa. Ya no se trataba de que el Estado tuviera el monopolio de la fuerza, sino que la planificación de la vida social, económica y cultural, y por supuesto la política, debían estar en manos del Estado. Era el racionalismo llevado a su extremo. Era, como decía el socialista Eduard Bernstein, la culminación de la Ilustración. A mayor Estado, mayor progreso y armonía. La libertad dejó de ser valor para convertirse en un engorro, en algo que desviaba al individuo de su verdadero camino: la contribución al bien común. Era el Estado el encargado de indicar al hombre ese único camino posible, y de corregir su desviación. No es casualidad que Orwell, consciente del estatismo, escribiera la distopía más realista y famosa de los últimos setenta años.17 Porque la segunda guerra mundial y la reconstrucción volvieron a concentrar el protagonismo en los Estados. El Plan Marshall, llegado desde unos Estados Unidos embarcados en su propia socialdemocracia, la del New Deal, impulsó la creación de los Estados del Bienestar, ya iniciada casi una década antes en Suecia. El Estado iba a ser otra vez al estilo roussoniano: el origen de los derechos, el sujeto imprescindible, dador de vida. El progreso individual sólo podía estar ligado al colectivo, y dependía de la intervención y planificación del Estado. Y como muy bien vio Hayek, ese estatismo iría en aumento, como así ha sido. 


			Lo que no vio Erich Fromm es hasta dónde alcanzaría el miedo a la libertad y la dependencia e idolatría del Estado. La educación estatalizada, porque pública ya lo es, conduce a la eliminación de la espontaneidad y la creatividad. El objetivo es la inclusión del individuo en la comunidad a través del aprendizaje de lo que llaman «sociabilidad» o «ciudadanía», el acervo común que le da una identidad colectiva. El modelo socialdemócrata del Estado del Bienestar necesita que los miembros de la sociedad antepongan la solidaridad a cualquier otro principio o valor. El contenido de eslóganes como «Hacienda somos todos» junto con ideas de que si no se pagan los impuestos careceremos todos para siempre de educación y sanidad, saldremos del paraíso, son mensajes coactivos que llaman a la solidaridad obligatoria. Utilizan para ello las emociones, como la conmiseración y el miedo. De esta manera, el Estado trabaja para despojar al individuo de la responsabilidad de su propio bienestar, y le hace creer dependiente del Estado generándole miedo a la libertad, a la capacidad de elección, al error. Así, hacer uso de la sanidad privada supone ser tildado de rico, clasista o egoísta; al igual que en la educación. No tiene sólo que ver con los derechos de segunda generación —los sociales—, que se han convertido en la coartada perfecta para un Estado elefantiásico y omnipresente, así como para la ingeniería social que supone. No. Sino con el miedo que genera en el ciudadano salir de esa zona de confort que supone vivir en el mito bíblico del Paraíso. Comer la manzana, desobedecer, tomar una decisión que se salta las convenciones socialdemócratas, sigue siendo un acto de valentía, de asunción de responsabilidades y consecuencias. Porque el Estado del Bienestar cerca los límites de la libertad del individuo, ejerciendo sobre él una coerción económica, cultural, educativa y política. Es imposible decidir la posibilidad de no pagar el IRPF y renunciar a los servicios públicos, o pagar sólo aquellos que la persona decida utilizar ese año fiscal o que haya utilizado, o ninguno. A mayor Estado, menores posibilidades de decisión, y, por tanto, menor libertad positiva, esa que permite el desarrollo de la iniciativa y la espontaneidad individual. 


			 


			El triunfo de las bioideologías 


			 


			Los griegos consideraban al hombre un ser natural que tiende a hacer el bien, capaz de organizar su vida colectiva mediante la razón. El hombre es un animal político. Son los griegos, precisamente, quienes descubren la libertad política, que se refiere a esa capacidad de organizar la vida colectiva mediante la conciencia. Es una libertad exterior, la capacidad de moverse, que decía Aristóteles. Bajo el cristianismo, que aporta la idea del amor de Dios como base de la convivencia, se descubre la conciencia, que se refiere a la vida interior. Así, a la libertad política se le añade la libertad individual. La vida colectiva, objeto de la política, es asegurarse de que la gente viva según su libertad individual.  


			Hobbes, que se suma a una nueva concepción antropológica, crea el mito del Estado (sustituto del gobierno, que es la institución natural de lo político), el mayor de los mitos actuales junto con el mito de la sociedad, sustituto de la gente. La sociedad representa el mundo individual y el Estado lo colectivo, la libertad política. Aparece entonces una concepción metodológica: el hombre es malo. Un lobo para el hombre. Es por ello que hoy, al hacer un análisis político, debemos partir siempre de la base del escepticismo hacia los políticos, que sólo buscarían su propio bien. Y por ello hay que crear las instituciones que los controlen. El fundamento del poder político es a partir de aquí el miedo. El derecho, que es del pueblo, no tiene carácter coactivo, pero las leyes de la legislación (del Estado) son coactivas. Finalmente, la opinión acaba convirtiéndose en la fuente de la verdad, cuando la verdad existe en sí misma. 


			En 1989, tras la implosión del comunismo soviético, la izquierda no puede sostener por más tiempo la mentira del socialismo real. Su modelo económico ha fracasado. Francis Fukuyama, errado, decretó el fin de la historia. Así pues, las socialdemocracias europeas, cómplices hasta antes de ayer del régimen de la URSS, que buscaban una tercera vía entre la libertad y el crimen, deben buscar nuevos horizontes. La globalización, al fin y al cabo, no es más que la universalización de la cultura europea. El triunfo del liberalismo parecía incuestionable. Eran los tiempos de Reagan y Thatcher. Derecha e izquierda, los socialistas de todos los partidos que decía Hayek se percatan de que su socialprogresismo ha quedado vacío de contenido. Y urge llenar las alforjas. 


			Abandonan entonces, progresivamente, el economicismo y el mecanicismo propios del socialismo y de las casi muertas ideologías, para, en su constante búsqueda del hombre nuevo, adoptar el biologicismo propio del nacionalsocialismo, el otro gran colectivismo del siglo XX. Y lo hacen a través de Mayo del 68. Rebrotan entonces con fuerza el ecologismo, las bioideologías de la salud o el feminismo socialista. Sostienen sus partidarios que no existe naturaleza humana. El ser humano sería, según esta ideología totalitaria que busca la sociedad perfecta, un constructo cultural. Se trata de manipular la biología, de cambiar la civilización occidental. De encontrar un hombre nuevo. No en vano sostenía Foucault, uno de los precursores junto con Habermas de la deconstrucción del lenguaje, que hay que buscar la nuda vida. Hay, para ello, que destruir lo natural. Es contra esto, en parte, en contra de lo que se rebela en estos momentos el islam radical, más que contra el cristianismo propiamente dicho. 


			La andrógena bioideología de género, que no deja de tener cierto fundamento, propugna la desaparición de los sexos. «Mujer se hace, no se nace», sostenía Simone de Beauvoir. Hoy, la ideología de género, que sustituye la marxista lucha de clases por la de sexos, ha venido a sustituir al feminismo. Y ha calado entre todos los partidos políticos desde la Conferencia de Pekín, auspiciada por la ONU y celebrada en 1995. Además, como reacción a la acción, empiezan a aparecer movimientos sexistas contra la mujer harto peligrosos para la igualdad ante la ley,18 principio de la democracia, que se ha visto socavado con la introducción en nuestro ordenamiento jurídico de los delitos de autor de la mano de la ley 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Por supuesto, inspiración de José Luis Rodríguez Zapatero, quien metió de lleno al PSOE en las bioideologías. La bioideología de género se encuentra transversalmente introducida en nuestro sistema educativo. En Andalucía se ha llegado a incluir la perspectiva de género (es decir, la visión de dicha bioideología) como asignatura obligatoria en la carrera de periodismo. El lenguaje creativo de Derrida es una realidad de la mano del lenguaje inclusivo. Miembros y miembras. La diferencia de sexos, por supuesto, es cuestión cultural. Que una cosa es el sexo, el dato biológico, y otra el género, cosa del heteropatriarcado. Porque, como para los neosocialistas todo es política, también el sexo lo es. Sostiene Jesús Trillo que la raíz de esta bioideología es el «nihilismo constructivista», que niega la existencia del bien o del mal. Se trata, como siempre, de cambiar la civilización, destruyendo las bases sobre las que se sustenta. Empezando, como siempre, por la familia.  


			Poco después de la victoria electoral del Partido Popular en el año 2011, las asociaciones feministas vinculadas a la izquierda, que son casi todas, se lanzaron a advertir del «peligro» que para su proyecto de ingeniería social suponía el inminente cambio de gobierno. Cabe recordar que, desde el año 2004 en que el PSOE regresa al poder, vieron la luz la ley de violencia de género (2004), del divorcio exprés (2005), del matrimonio homosexual (2005), de selección de embriones (2006), de clonación humana (2007), de igualdad entre hombres y mujeres (2007), de identidad de género (2008), la autorización de venta libre de la píldora abortiva (2009), la ley Aído (2010) y el Plan de Estrategia Nacional de Salud Sexual y Reproductivo (2010). En el cajón quedaron la ley de eutanasia y la ley de igualdad de trato. La primera es campo de batalla entre la izquierda y el centro-derecha, y la segunda es una promesa del PP. Fue bajo los gobiernos de José María Aznar (1996-2004) cuando, sin necesidad de cuotas que luego establecería el PSOE, se produjo un verdadero avance femenino. Algo que el PP no ha sabido reivindicar. La primera mujer presidenta del Senado o de comunidad autónoma era del PP. Las alcaldesas de ciudades importantes como Zaragoza (Rudi), Madrid (Botella), Málaga (Villalobos), Cádiz (Martínez) o Valencia (Barberá) también eran del PP. 


			Para los grupos feministas radicales, partidarios del sueño del Cyborg,19 el modelo social del PP es un modelo patriarcal bajo el cual el papel de la mujer quedaría reducido a ser madre, cuidadora y esposa. Como consecuencia de ello, los liberal-conservadores se opondrían, aunque de forma sibilina, a la incorporación de la mujer al mercado laboral. Como excusa para lograr su objetivo, la derecha utilizaría la crisis económica. La retirada del mercado laboral de las mujeres sería la herramienta fundamental para lograr el desmantelamiento del Estado del Bienestar, de la socialdemocracia. Sin embargo, nuevamente la realidad se topa de bruces con la ideología: jamás hubo mayor número de mujeres desempleadas en la historia de España como las hubo bajo los gobiernos del PSOE. Por el contrario, durante los gobiernos del centro-derecha el número de mujeres que se incorporaron al mercado laboral, una de las preocupaciones expresadas por José María Aznar en su discurso de investidura en el año 2006, fue el mayor de la historia de nuestro país. Entre los años 1995 y 2001, el paro femenino descendió del 30,6 al 18,8 por ciento. En ese espacio de tiempo, 1,4 millones de empleos de reciente creación fueron ocupados por mujeres. 


			¿Quiere esto decir que el centro-derecha no debe adaptarse a las nuevas realidades? En absoluto. El mundo avanza, los prejuicios cambian y los conservadores, opuestos a cualquier nuevo tipo de familia —de la monoparental a la homosexual—, tampoco tienen razón. Pero no hay que perder de vista que una cosa es el progreso y otra la ideología.  


			La ecología, por su parte, es la más peligrosa de las bioideologías: algunos llegan a proponer, como Murtaugh y Shlax en su informe «Reproduction and the Carbon Legacies of Individuals» de 2009, limitar «a lo chino» el índice de natalidad por debajo del de mortalidad, para así ir reduciendo la población humana poco a poco. Otros incluso hablan de eliminar a parte de la población para permitir el desarrollo de la Naturaleza, como si ésta fuera inmutable. En 2009, un asesor del laborista Gordon Brown llegó a proponer reducir la población británica hasta un máximo de 30 millones de personas. A la mitad. 


			Sin duda, Hitler, vegetariano como todos los altos mandos nacionalsocialistas, hubiera estado encantado. Su ecologismo se reflejó en la promulgación de tres leyes proteccionistas: el Reichs-Tierschutzgesetz o ley de protección de los animales (1933), el Reichs-Jagdgesetz o ley de caza (1934) y el Reichs-Naturschutzgesetz o ley de protección de la naturaleza (1935). En esta última legislaron el concepto de «monumentos naturales»: creaciones originales de la naturaleza cuya presentación resulta de un interés público motivado por su importancia y su significación científica, histórica, patriótica…  


			Tampoco permitía Hitler que se fumara en su presencia, el régimen nacionalsocialista inventó el concepto de «fumador pasivo», y si no se prohibió el tabaco, cosa que el dictador estuvo meditando, fue porque a ver quién se lo comunicaba a los soldados que eran enviados drogados al frente a morir. Al tiempo que ordenaba el exterminio de millones de personas, declaraba que «en el nuevo Reich no debe haber cabida para la crueldad con los animales». Hoy en día, el ecologismo triunfa en Alemania. 


			La bioideología transhumanista, con gran aceptación teórica, pretende construir mecánicamente al hombre. Un hombre inmortal. Basta con pensar en la clonación, aún rechazada moralmente por buena parte de la gente.  



			Las bioideologías de la salud, que incluso han provocado enfermedades como la ortorexia (obsesión por la comida sana) niegan la muerte y la enfermedad, procesos naturales de la vida humana. Porque, como ya hemos dicho, se trata de negar todo lo natural, que debe ser sustituido por la construcción cultural artificial de los ingenieros sociales. 


			 


			El fracaso económico 


			 


			De todos es sabido que España volvió a hacerlo en 2015: crece y eso pese a las políticas altamente intervencionistas aplicadas por el gobierno de Mariano Rajoy entre 2011 y 2016. Ahora imaginad que el gobierno de España hubiera aplicado las recetas de bajadas de impuestos y reducción drástica del gasto público que sí aplicó Irlanda, país que fue rescatado por la Unión Europea y que hoy crece por encima del 7,5 por ciento. España se saldría del mapa. Pero Montoro y Rajoy prefirieron apuntarse a las consabidas recetas keynesianas. Las mismas que nos han llevado a tasas de paro insoportables, que los políticos denominan «estructurales». Hoy en día, hasta las costas judiciales que se ganan en los tribunales después de años de lucha deben ser declaradas. IRPF e IVA han subido con respecto a 2011 y el panorama que se avecina no es más halagüeño. Ciudadanos quiere imponer una subida de impuestos a las ya de por sí expoliadas empresas. Todos los partidos con representación parlamentaria sin excepción son partidarios de subir impuestos para mantener un sistema de pensiones abocado a la quiebra. Cuando habría que ir a un sistema de capitalización privado a lo chileno. Pero… ¡ay, la ideología! 


			También abogan todos sin excepción por subir el salario mínimo interprofesional (SMI), que expulsa del mercado laboral a los jóvenes sin experiencia y a la mano de obra menos cualificada. Porque el salario va ligado, se pongan como se pongan, a la productividad. En Alemania, su implementación (mínima) hace un par de años, por imposición del SPD, ya ha provocado desempleo. En países como Suiza o Noruega, en donde no existe el SMI, no sólo los sueldos son mucho más altos, sino que, encima, la tasa de paro es mucho menor.  


			Desde la izquierda, la crítica contra el «austericidio» es una constante. Quieren aumentar el gasto público. Porque el dinero público, sostienen los socialistas de todos los partidos, no es de nadie. Por tanto, a derrochar. Hay que saltarse el déficit. Un indicador, por cierto, que el gobierno del PP ha incumplido durante los cuatro años de legislatura. Así, el año 2015 cerró con un 5,2 por ciento de déficit, que es un punto más de lo que nos habíamos comprometido con Bruselas. Zapatero lo había dejado en el 9,1 por ciento del PIB. Es decir, Montoro no consiguió más que bajar un punto por año. Una birria. Austericidio total. 


			Pero es que, además, el número de empleos públicos no ha dejado de crecer. Así, la Encuesta de Población Activa (EPA) de febrero de 2016 indica que el número de empleados públicos creció en 2015, coincidiendo con las elecciones autonómicas y municipales, en 73.000 personas, situándose el número de empleados por las diferentes administraciones en 3.000.700. En términos relativos, el sector público representa hoy ya el 16,6 por ciento del empleo total, frente al 14,3 por ciento que representaba en el año 2007. Comunidades autónomas como Cataluña, Navarra, Murcia o Andalucía no han dejado de aumentar su número de asalariados públicos. La Comunidad de Madrid anunció para 2016 la convocatoria de 1.118 plazas para personal de administración y servicios (a éstas hay que sumar las aproximadamente 3.000 de bomberos, agentes forestales, personal de hospitales y centros de salud y personal docente).20 Lo curioso es que buena parte de los afortunados trabajarán en políticas de empleo. Como si el empleo público no destruyera empleo privado.21 


			Rodríguez Zapatero ya había aumentado el empleo público en 337.000 personas durante su última legislatura, superando los 3,3 millones. En plena crisis, el PSOE aumentó el personal público en más de un 11 por ciento. Nada más llegar al poder, el PP lo redujo hasta los 2,9 millones, pero desde 2015 no ha dejado de crecer.22 La destrucción del empleo se ha producido, por tanto, tan sólo en el sector privado, en el que han desaparecido 2,65 millones de ocupados. 
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			El periodista Manuel Llamas ha señalado que hoy el sector público emplea a más personas que durante el pico de la burbuja inmobiliaria, cuando todo eran mieles. 


			Además, España sufrió una recaída en el año 2012 debida a la crisis de la deuda pública, causada por la desconfianza de los inversores hacia las posibles pérdidas ocultas de nuestro sistema financiero, lo que se tradujo en un cierre de los mercados internacionales y la huida de inversiones. Un cierre de mercados que, de volver a producirse —basta con que suban los tipos de interés o el BCE cambie de política monetaria—, nos dejaría en peor situación que en 2012. Economistas como Daniel Lacalle,23 que niegan que la crisis sea consecuencia de la política monetaria, advierten del peligro de helenizar España.  



			Mientras se aumentaban los impuestos, fundamentalmente a la clase media a través del IRPF, no ha habido apenas recorte del gasto público. Juan Ramón Rallo señala a este respecto que lo que se ha hecho es estabilizar el gasto real por habitante a niveles del año 2007.24 Y ello porque, durante el ciclo económico 2000-2015, el sector público creció notablemente en la fase expansiva y apenas se redujo en la contractiva. El BBVA, por su parte, señala que «lo que vemos es más bien un extraordinario aumento de gasto hasta 2009 que sólo se ha revertido en parte desde entonces. Que tras estos años difíciles, en los que la renta per cápita ha caído un 8,8 por ciento, el gasto público per cápita sea similar en términos reales al que teníamos en 2007 significa que nuestros servicios públicos han contado con los medios para resistir la crisis mejor de lo que habitualmente se dice».25 


			El gobierno del PP no ha abordado en absoluto la reforma fiscal y tributaria que realmente es necesaria en España, en donde la maraña legislativa ha dejado indefensos a todos los que no pueden permitirse pagar asesores fiscales. Ni siquiera los inspectores de Hacienda conocen ya la legislación. La solución de Montoro ha pasado por perseguir el fraude fiscal, en lugar de bajar impuestos y simplificar la legislación. Justo lo mismo que propone Ciudadanos. 


			Por otra parte, la reforma energética española, en un país con una grave dependencia del petróleo y el gas del exterior, se ha quedado en agua de borrajas, limitándose el gobierno a penalizar el autoconsumo. Cosas de las puertas giratorias. Para colmo, la izquierda reaccionaria, además de seguir oponiéndose a la energía nuclear, clama hoy contra el modernísimo fracking y la extracción de petróleo, como ha sucedido en Canarias, en donde la derecha no ha sabido defender lo obvio: que es una suerte disponer de reservas de oro negro. El día que se hagan públicas las bolsas de gas que hay en la zona del País Vasco… 
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			La crisis del régimen del 78 


			 


			El régimen del 78 está en crisis. Negar esta circunstancia es no querer ver ni oír. No se debe solamente a la corrupción en los partidos, pues ya se pasó por una etapa así en los años de gobierno de Felipe González: financiación ilegal del PSOE, enriquecimiento ilícito de políticos, desvío de fondos y terrorismo de Estado. El conjunto entonces fue mucho peor que el actual. La crisis procede del agotamiento de los partidos tradicionales, con programas inanes, liderazgos débiles y poca circulación de élites. Pero también la crisis procede del aumento de la desafección general hacia la política, en una democracia sentimental, infantil y televisiva, donde priman la imagen, la superficialidad y la inmediatez. La política se ha convertido en un espectáculo de tertulia y redes sociales, en el que se antepone la juventud del político que, sin formación suficiente ni experiencia pero con gran imagen, repite de forma mecánica el argumentario oficial del partido mientras los periodistas discuten. Ese elector convertido en espectador —y viceversa— disfruta cuanto más enconada sea la discusión y «los suyos» dejen en evidencia a «los otros».  


			Esa desafección ha crecido con la incapacidad de las élites políticas para ponerse de acuerdo en un gobierno por razones flagrantemente personales, partidistas y mezquinas. Pero ese alejamiento general también responde al desprecio hacia la vida democrática, esa «ciudadanía liberal» de la que hablaba Chaves Nogales en su libro La agonía de Francia (1940), cuando contaba el desdén del francés ante el hundimiento de su República. A la mezquindad y atonía política se han unido la prédica del populismo y el regeneracionismo; dos movimientos que, como veremos, se fundamentan en la supuesta degeneración completa del régimen presente, y en resucitar o dar voz al pueblo. Estas dos tendencias han coadyuvado a que se extienda la idea de que se ha llegado a un punto final, triste y degenerado, que sólo ellos pueden solucionar. Especialmente dañino es el populismo, tanto socialista como nacionalista, cuyo fundamento es subvertir el orden político para imponer un régimen autoritario revestido de mandato popular. El crecimiento de los populistas se debe a que la Transición, lejos de ser un momento fundacional y nada más, se ha convertido en un mito de emulación permanente.26 


			El mito de la Transición nos transmitió que las instituciones eran respetables por ser producto del consenso que nos sacó de la dictadura franquista salvándonos al tiempo de repetir la guerra del 36. La creación y reproducción de ese mito no hizo pensar a la gente que la democracia es siempre un proyecto con horizonte de esperanza e insatisfacción, que debe ser algo en constante movimiento, lo que es terreno fértil para los populismos. Así, pasados cuarenta años, la realidad que ocultaba el mito se hace patente: las instituciones no funcionan de forma mágica, y eso se ha instalado en la mentalidad de los españoles. No sólo el Parlamento no cumple sus funciones de fiscalización y está al servicio del gobierno, sino que el Poder Judicial no es independiente, y responde a los intereses de los partidos, estando ligado al reparto del poder político. El ciudadano, así, se siente desposeído de su papel político, cedido en el acto de introducir una papeleta en una urna. El alejamiento entre el ciudadano y el régimen no consiste sólo en que no puede encontrar amparo en las instituciones, sino que se produce también por un sistema electoral que ha perdido su prestigio. Y aunque la fórmula D’Hondt no sea tan mala como dicen sus detractores, la mala opinión que la gente tiene de ella —gracias a los medios de comunicación y a la campaña de Ciudadanos y Podemos— le resta legitimidad.27 Una ley electoral debe concitar el consenso político y el respeto general, y la nuestra ya no lo tiene. Así, la legalidad parece que choca con la legitimidad, y eso crea desajustes políticos críticos.  


			Los pilares básicos del régimen, salvo el rey, están en cuestión: sus partidos, el Parlamento, el Poder Judicial y el sistema electoral. Pero a esto hay que añadir una cuestión crucial: la unidad nacional. Si bien las naciones no son eternas, porque proceden de la construcción histórica, política y cultural de los pueblos, las exigencias de los nacionalistas periféricos en España se han convertido en el auténtico elemento perturbador de la libertad desde 1898. La idea de la satisfacción a los nacionalistas, presente desde Francisco Silvela y Antonio Maura, pero también en Nicolás Salmerón y Pablo Iglesias, ha condicionado para mal la vida política española. La satisfacción no tendrá lugar nunca, ni con instituciones regionales como se creyó en 1902 y 1914, ni con las autonómicas de 1931, ni las realmente federales de 1978. Esa cesión continua a los intereses de la oligarquía regionalista que partió siendo un grupúsculo pero que consiguió, gracias al poder que se les dio y al control de la cultura y la educación, convencer a un pueblo de su diferencia y de la bondad del ensimismamiento e independencia, no ha hecho otra cosa más que envalentonar y fortalecer lo que se quería calmar. 


			 


			Es crisis, no quiebra 


			 


			Pero ha de quedar claro que no es lo mismo una «crisis» de la democracia que una «quiebra». La primera es una situación definida por un bloqueo institucional parcial, no completo, en el que una parte del poder, ya sea por inoperancia, anacronismo, o por conflicto entre actores políticos, no tiene un funcionamiento ordenado y se produce un cuestionamiento de su legitimidad, validez o naturaleza. En esta circunstancia, la crisis institucional es un periodo de transición hacia dos salidas distintas: un reequilibrio que refuerza la democracia o una ruptura. El régimen del 78 está en una crisis complicada, con la tensión territorial y populista, la desafección y las dificultades para el cambio, pero no es una quiebra.  


			Del mismo modo, no es lo mismo «regeneración» que «reforma». La primera remite a un país en decadencia, lo que supone que las instituciones y la sociedad están completa y profundamente degeneradas. La apelación a la «regeneración» supone una descripción apocalíptica del presente, aunque siempre remite a dos cosas: la naturaleza buena del pueblo decadente, víctima de un mal régimen, y el ejemplo de unos países europeos idealizados. Lo primero linda peligrosamente con el populismo y lo segundo se alimenta de la ignorancia que sobre el resto de Europa tiene la mayoría de los españoles. Por otro lado, el reformismo no es intrínsecamente bueno. Esto es: llamarse «reformista» no significa ni asegura nada.  


			Todos los partidos, sindicatos y asociaciones quieren reformar algo, y no siempre con buenas ideas o propósitos dignos. Lo relevante del reformismo, obvio es decirlo, es el contenido. La llamada a la reforma debe ir acompañada, para no convertirse en burdo regeneracionismo o populismo, de un catálogo bien meditado de cambios. Pero no vale la sola nominación habitual, por ejemplo, cuando escuchamos que hay que reformar la educación. Y a la pregunta de «¿Cómo?» responden: «Con un pacto de Estado». Eso y nada es lo mismo. O peor. Porque en una negociación a muchas bandas, con actores políticos y sociales muy distintos que atesoran únicamente un proyecto de conservación de su estatus, lo que surge es un proyecto deslavazado, sin conexión ni sentido, pero que satisface a los agentes. No se piensa en la satisfacción del ciudadano o en la mejora de la cuestión, sino en que no salga dañado ninguno de los interlocutores. El propósito al final es acallar las voces discrepantes, ya que todos asumen parte en la responsabilidad. El consenso fundado en la suma de intereses organizados, así, elimina o se superpone a la razón. Otra cosa muy distinta es el reformismo fundado en un plan meditado y concreto, con perspectiva e inclusivo, que responda de verdad a su objetivo: el buen funcionamiento, no acallar las protestas. 


			Una crisis puede llevar a una quiebra o a un reequilibrio, por eso es muy importante determinar cuáles son sus componentes y actuaciones. Juan José Linz sacó un modelo al respecto estudiando la vida política en la Europa de entreguerras para determinar el auge, desarrollo y caída de las democracias.28 A diferencia del modelo marxista, que se empeña aún en la explicación estructural, tanto social como económica, de las crisis y quiebras, Linz encontró causas políticas en dichos procesos. No es que lo económico no tenga importancia, sino que lo decisivo es su traducción política; es decir, cómo los actores políticos los llevan a la arena pública para encauzarlos en su beneficio particular o resolverlos. Puede ser, como en muchas ocasiones, que el discurso sobre la situación social sea más catastrofista que la realidad, o que ésta sea interpretada de forma sesgada para manipular a la opinión pública. Es aquí, en este segundo aspecto, en el que la economía tiene su impacto en las condiciones sociales de la gente, y se convierte en un arma política. Porque el ser social no determina la conciencia social, como sentenció Karl Marx y han creído desde entonces los socialistas conscientes e inconscientes. Los gobiernos y regímenes se mantienen, tambalean y caen por cuestiones políticas, que generan a su vez intereses económicos y sociales, incluso culturales; pero no al revés. En la centralidad de la política, de las ideas y mentalidades, en su configuración e instrumentación, tanto como en el comportamiento de los actores políticos está la clave de los procesos históricos.  


			A comienzos del siglo XX, tras el desastre del 98, se consideraba en España que el régimen de la Restauración estaba agotado. La corrupción, el caciquismo, el falseamiento electoral, la distancia entre el país «oficial» y el «real», la cuestión social, el agotamiento de los partidos tradicionales y la irrupción de otros con una «nueva política» dejaron al régimen inmerso en una crisis de legitimidad, representación y funcionamiento. El turno entre dinásticos, certificado en el Pacto de El Pardo, había muerto. Era preciso, decían todos, cambiar el régimen para regenerar el país. En esa regeneración intervinieron y fallaron todos: el rey, los partidos dinásticos, los emergentes y los intelectuales. No todo fue una pendiente inevitable hacia la dictadura: hubo varias opciones y se eligió la peor. La comparación, que no equiparación, de aquella crisis de régimen con la actual no debería dejar indiferente a nadie.  


			 


			Regeneracionismo: la crítica sin construcción 


			 


			El discurso regeneracionista tuvo éxito en España hace cien años; al igual que ahora. Creó un Zeitgeist; es decir, un espíritu general que influía en cualquier aspecto de la vida pública. Esto se debió a que una buena parte de los intelectuales y creadores de opinión interiorizó la idea de que España no seguía la senda europea, que el régimen era un tremendo fraude corrupto y que había que reconstruir el país sobre nuevas bases.29 A pesar de esto, la España de entonces no era ajena a su tiempo: el régimen de la Restauración era homologable a los europeos, y los problemas y reformas que se planteaban aquí eran las mismas: la democratización, la corrupción, la modernización de los partidos, el papel del Estado en la economía, o la reforma constitucional. Las sociedades, también la española, estaban confundidas por la destrucción o amenaza a las tradiciones y el impacto de los discursos nihilistas y revolucionarios. Esto se debía a que en aquel comienzo del siglo XX el ambiente y la mentalidad estaban marcados por la desconfianza o el desprecio del mercado debido a la crisis económica, la descalificación del individualismo y la sublimación de la comunidad, el desprestigio del parlamentarismo y el liberalismo, la crítica a la clase política por corrupta y privilegiada, el auge de los populismos nacionalistas y socialistas, y el estatismo en versión autoritaria o totalitaria. 


			Las emociones sustituyeron a la razón en la política, y la superficialidad de las propuestas constructivas contrastaba con la contundencia del «abajo lo existente». Era preciso derribar para crear un poder público que transformara las relaciones sociales guiado por la justicia social y la distribución de la riqueza. La preocupación liberal por el principio de consentimiento, la contención de las instituciones y la garantía de las libertades dejó paso a la idolatría del Estado, un instrumento convertido en objetivo y fin para reconstruir la comunidad. Los partidos tradicionales y «su» parlamentarismo quedaron denostados y eclipsados por los nuevos, que traían esperanzas de regeneración profunda. El culto a «lo joven» y la exaltación de la diferencia generacional se convirtieron en argumentos políticos. El Estado liberal, decían, era una fórmula de otros tiempos cuyo anacronismo generaba todos y cada uno de los problemas.  


			Si bien España no participó en la Gran Guerra, sí estuvo influida por las mismas corrientes intelectuales e inquietudes desde 1914. Pero, a diferencia de otros países, aquí hubo mucha crítica y poca propuesta completa y meditada. Joaquín Costa dio una vuelta de tuerca reforzando el discurso nihilista: no propuso una verdadera representación que pudiera llamarse democrática como motor de la regeneración, sino un «cirujano de hierro». Ortega, a pesar de que dio el aldabonazo con su conferencia de 1914 «Vieja y nueva política», y de que insistió en la equiparación cultural con el resto de Europa, no realizó un análisis político de la relación entre el liberalismo y la democracia, la articulación de la política de masas en un régimen de libertades, ni la idolatría del Estado y los peligros que la acompañaban. La España regeneracionista era una colección de grandes críticos y descriptores de lo existente, terreno abonado para el populismo, pero yermo en ideas meditadas, contrastadas, profundas y positivas. La literatura regeneracionista y crítica ahogaba las librerías, pero se repetía peligrosamente.  


			La generación del 14, cargada de adanismo, incluidos Ortega y Azaña, imaginaba una España fuera de la civilización europea y sostuvo que el atasco del régimen de la Restauración era el fracaso rotundo del liberalismo. Debía abrirse paso una «nueva política» que ajustara cuentas históricas con «la vieja», sobre la base del igualitarismo y la justicia social. Resonaba ahí «La política antigua y la política nueva» de Giner de los Ríos y la idea de las dos Españas, la joven y la vieja, de Costa y Maeztu. Se enrocaron todos en una actitud meramente crítica, y reinterpretaron la historia de España para ajustarla a su discurso de derribo de lo existente. Estos regeneracionistas creían que el país, al ser tan arcaico, era inmune a los totalitarismos de la época. La nueva política era, como señaló entonces Adolfo Posada, el arte de fortalecer el Estado como instrumento imprescindible y protagonista de la transformación social.  


			Ahora, cien años después, ese regeneracionismo ha resucitado, y se vuelve a hablar de «nueva política» y de liquidar lo viejo. Hoy, los que buscan la regeneración a través de la ruptura, Podemos y compañía, contraponen la democracia liberal a la justicia social, y sostienen que la única legitimidad de un sistema democrático es que el Estado fomente la igualdad a través de mecanismos de redistribución de la riqueza. El adanismo inunda sus propuestas políticas y la reinterpretación de la historia es la excusa de un discurso tan populista como vacío. De esta manera, el regeneracionismo rupturista hoy es, como hace cien años, la acumulación de críticas al presente, la reinterpretación del pasado para ajustarlo al discurso nihilista y un proyecto lleno de vaguedades, sin un horizonte mínimamente construido, en un ambiente general de desprecio a las libertades y de propuestas estatistas para reconstruir la sociedad. Es un «abajo lo existente» sin esperanza real. En cambio, el regeneracionismo reformista que encabeza Ciudadanos se funda en una transición de la ley a ley, que adelgace el Estado, termine con los privilegios jurídicos de los políticos y despolitice la justicia. Es un proyecto de reforma constitucional basado en el consenso.30 


			Si Podemos está desempeñando el papel que el PSOE y el Partido Republicano Radical tuvo en la crisis de la Restauración, Ciudadanos, con su empeño en que sólo las reformas, que no la ruptura, regenerarán el país, se acerca a la posición del Partido Reformista de Melquiades Álvarez, tan cercano a la generación del 14. Ahora bien, aquel regeneracionismo asumido por todos acabó traicionando la libertad, derribando el régimen constitucional e introduciendo al país en una dictadura y una república mal planteada. 


			Ya hemos pasado por esto. Julio Camba escribió que en abril de 1931 el pueblo no votó «por entusiasmo republicano», sino que lo hizo en «contra de todo un sistema que le tenía harto». La República, decía, era un reconfortante moral «mientras no la tuvimos», pero «ahora que la tenemos, ahora ya no nos queda salida ninguna». La regeneración acabó en una República como contrapunto a una España vieja y agotada, a la que era preciso voltear, y «a cambio de esta ilusión —escribió Camba—, no nos ha dado ni la menor partícula de realidad.  


			 


			Romper el turno, romper el bipartidismo 


			 


			El modelo originario de la Restauración se basaba en una Constitución corta, flexible, que admitía programas conservadores y liberales, cuyo funcionamiento dependía del correcto papel de la Corona y del respeto a las reglas del juego por parte de los partidos. El engranaje funcionaba gracias al turno entre el Partido Liberal y el Partido Conservador, que se alternaban en el poder hasta que una crisis de gobierno o parlamentaria indicaba al trono que había llegado el momento de conferir el poder al otro. Tras el uso de la prerrogativa regia se producían unas elecciones amañadas que confirmaban la decisión de la Corona.  


			Cánovas y Sagasta construyeron partidos uniendo grupos diversos, que lindaban a ambos lados de la política con los reaccionarios y los republicanos.31 Ese turno, que se debió a una iniciativa de Sagasta y que se certificó en el Pacto de El Pardo, creó un bipartidismo que, aunque tuviera corrupción electoral —por cierto, equiparable a la que sucedía en otros países europeos desarrollados—, permitió la libertad ordenada, algo imposible antes entonces en el siglo XIX español. El funcionamiento de aquella monarquía constitucional era impensable sin el turno bipartidista entre opciones dinásticas. No obstante, la autodestrucción del Partido Conservador y la división del Liberal, con su consiguiente acercamiento a la izquierda, dinamitó el bipartidismo y, con él, el régimen de la Restauración.  


			La ruptura se inició con la crisis de 1909, provocada por los altercados y la represión en la Semana Trágica de Barcelona. El movimiento de la prensa contra el gobierno del conservador Maura fue utilizado por el liberal Segismundo Moret para fortalecer su liderazgo con la campaña del «¡Maura, no!», encaminada a excluir de la vida política al Partido Conservador. Moret quiso romper las reglas del turno y se alió con los republicanos en lo que se llamó el «bloque de las izquierdas», rompiendo el modelo originario de la Restauración, y construyendo en torno al conservadurismo una especie de cordón sanitario. La persecución pública de Maura en la prensa liberal, republicana y socialista tuvo el objetivo de apartarle de la política. Incluso se llegó al atentado contra su vida en Barcelona, tras la amenaza que profirió en las Cortes el diputado Pablo Iglesias: «Para evitar que Maura suba al poder —dijo, aunque luego se retractó—, debe llegarse hasta el atentado personal» (7 de julio de 1910). 


			Una parte de los liberales entendió lo que significaba esa política de Moret, y, liderados por José Canalejas, pretendieron reconstruir la convivencia entre los partidos dinásticos. El encargo de Alfonso XIII a Canalejas para que formara gobierno en 1910 encontró más dificultades dentro del Partido Liberal que en el Conservador. La razón es que Maura —todavía— y Canalejas consideraban imprescindible conservar el turno bipartidista para el mantenimiento del régimen. Canalejas llamó a su gobierno a García Prieto y a Romanones, calló a Moret y sometió a Montero Ríos, con lo que consiguió la conciliación liberal. No era el Partido Liberal de antaño, aquella fuerte organización sagastina, pero estaba en disposición de seguir el juego político. Su asesinato en 1912 desbarató la unidad liberal, la connivencia con los conservadores y, en definitiva, el régimen.  


			Maura pensó que debía «heredar» el poder tras la muerte de Canalejas, especialmente por salvaguardar el turno y porque creía que los liberales girarían a la izquierda republicana. Fue entonces, entre diciembre de 1912 y enero de 1913, cuando soltó un ultimátum al rey que rompió el turno bipartidista para siempre: o surgía un Partido Liberal predispuesto a la alternancia constitucional con el Conservador liderado por él, o sería necesario otro Partido Conservador que disputara el poder a uno Liberal que tendía a la izquierda. Y para fortalecer su requisito, amagó con abandonar la jefatura conservadora y su acta de diputado. Alfonso XIII y los conservadores optaron por orillar a Maura, y Eduardo Dato, un hombre gris y conciliador, formó gobierno. La ruptura del Partido Conservador, el otro partido del régimen, se había consumado. 


			Las facciones de los partidos dinásticos fueron un caos a partir de 1913. Maura, ahora contrario al turno, se había empeñado en su «revolución desde arriba», consistente en «un desguace del caciquismo» a través de la democracia.32 Esto suponía dar la vuelta al modelo originario; es decir, que las urnas determinaran quién formaba gobierno y que el rey luego lo sancionara. En consecuencia, era una ruptura teórica del turno bipartidista, eso sí, sin una verdadera democratización; esto es, sin estructuras nacionales permanentes para elecciones competitivas y un discurso democrático.33 Dato, por su lado, era un tecnócrata que creía que el estatismo resolvería la «cuestión social» y que decretó la Mancomunidad de Cataluña en 1914 para calmar inútilmente al catalanismo. No obstante, no supo hacer frente al verano revolucionario de 1917, y junto con Sánchez Guerra intentó restablecer sin éxito la unidad conservadora. Maura, impertérrito, despreciaba el turnismo, eje del régimen, por lo que la distancia con Dato era insalvable. El Partido Conservador se había autodestruido. 


			La crisis de 1917 fragmentó definitivamente al Partido Liberal.34 La situación dibujó dos bandos entre 1918 y 1923. Uno, el de Romanones, que, apoyándose en la retórica regeneracionista y coincidiendo con Maura, era enemigo declarado del bipartidismo y el turno. El otro bando, liderado por García Prieto y Santiago Alba, cercanos a los propósitos de Eduardo Dato, estaba aferrado al viejo sistema de alternancia como mecanismo de mantenimiento del régimen. Así, el Partido Liberal ya era sólo un conjunto de banderías en torno a personalidades.  


			De esta manera, a los gobiernos del turno, típicos del modelo originario de la restauración, siguieron gabinetes de coalición, débiles y efímeros. La lucha por el poder se radicalizó aún más. Los liberales hicieron en 1922 una campaña electoral muy dura para derribar al gobierno conservador de Sánchez Guerra, último jefe conservador tras el asesinato de Dato en 1921. Era preciso, decían, reformar la Constitución y aplicar un amplio programa de medidas sociales que resolviera la cuestión social. El rey cesó al gobierno y llamó a García Prieto, que lo formó con la familia liberal y los republicanos reformistas. Sin embargo, ya estaba todo perdido: la monarquía constitucional pensada para funcionar sobre la prerrogativa regia y el turno bipartidista no podía funcionar con un solo partido. El fin del bipartidismo provocó la crisis de la Restauración. 


			El régimen del 78 se basó en el consenso, fundado en un bipartidismo imperfecto fijado por una pésima ley electoral con el objetivo de dar voz y voto a los nacionalistas, a los cuales se rindió la nueva organización territorial del Estado. El turno entre el centro-derecha (UCD, y luego PP) y el centro-izquierda (PSOE) basado en las elecciones libres y competitivas se mantuvo sobre el respeto a las reglas del juego constitucional y el respeto al adversario. La primera quiebra de ese consenso fue la política adoptada por Zapatero, encarnada en el Pacto del Tinell, que estableció la exclusión y marginación de las instituciones del PP. La campaña de la izquierda y de los nacionalistas contra los populares, asimilándolos al franquismo y pretendiendo presentarlos como huéspedes de la democracia, tumbó la convivencia entre los dos grandes partidos sobre los que debía asentarse el régimen. Hasta entonces, el apoyo de los nacionalistas en el Congreso no alteraba el funcionamiento. A partir del Pacto del Tinell, se fraguó un frente contra el PP.  


			Tras una intensa movilización callejera desde 2002 —el Prestige y la guerra de Irak— y el efecto de los atentados del 11 de marzo de 2004, llegó Zapatero al gobierno, quien fortaleció ese Pacto anti-PP y recuperó un discurso guerracivilista para fomentar la polarización social que, a su juicio, debía despertar el ánimo izquierdista a su favor y arrinconar a los populares. El zapaterismo caló en las bases del socialismo y en la cultura de la izquierda, hasta el punto de que Pablo Iglesias lo considera su referente y Podemos es su consecuencia populista. La pésima gestión de la crisis desde 2008 y la corrupción desatada sobre todo en Andalucía dieron al traste con aquel gobierno. Su sustituto, Rubalcaba, llevó al PSOE al peor resultado electoral de la historia, hasta el de Pedro Sánchez en 2015. Nunca estuvo en tan mala situación uno de los pilares del bipartidismo. 


			El PP ha ido hacia la autodestrucción, al igual que el Partido Conservador de la Restauración. La corrupción ha carcomido hasta las vigas de carga del edificio popular y todo amenaza ruina. Los años de liderazgo de Mariano Rajoy han supuesto la despolitización del PP, y su sustitución, a partir del Congreso de Valencia de 2008, por el economicismo, la tecnocracia y la pasividad. Además, fueron marginados pesos pesados del partido que le conferían identidad liberal-conservadora. El resultado han sido dos años de caída electoral continua y que el PP quede ante el cuerpo electoral con la imagen de una organización de gestores corruptos que necesita un cambio absoluto y completo.  


			Los dos partidos sobre los que se asentaba el régimen del 78 han visto cómo caía su dominio; uno, autodestruido por la corrupción y sin identidad; y otro, débil y dividido. Ambos buscan pactos para conseguir el poder. Ahora, tras las elecciones del 20-D y 26-J, es claro que se acabaron los gobiernos monocolores y entramos en los de coalición.  


			 


			¿Ruptura o reforma? Los partidos emergentes 


			 


			La crisis de la Restauración sólo tenía dos salidas para los partidos no dinásticos: la reforma de la Constitución o la ruptura del orden. La primera opción la representaba el Partido Reformista de Azcárate y Melquiades Álvarez. La segunda, la conjunción republicano-socialista en torno al PSOE y al Partido Radical. Los reformistas, que colaboraron con el gobierno entre 1918 y 1922, pregonaron la regeneración del país a través de la conformación democrática de las instrucciones representativas, las reformas económicas modernizadoras y un amplio programa educativo. El consenso y la legalidad eran los instrumentos reformistas, todo lo contrario de los rupturistas. Los socialistas de Besteiro y los radicales de Lerroux avivaron las emociones de un pueblo castigado por las condiciones de vida, tomando el anticlericalismo y la corrupción como catalizadores de la acción colectiva contra el régimen, y usando la demagogia populista. Reformismo frente a revolución, consenso frente a ruptura, marcó el desarrollo de la crisis. La comparación con el papel y el discurso actuales de Ciudadanos y Podemos está servida.  


			El reformismo republicano de principios del siglo XX supuso la ruptura con el populismo de Lerroux y las viejas maneras revolucionarias del republicanismo. Esa nueva manera de entender la defensa de la República pasaba por el liberalismo social inglés, alimentando su particular discurso regeneracionista. Democratizar las instituciones, Estado laico, reforma educativa, políticas públicas sociales y descentralización administrativa, dentro de la accidentalidad de las formas de gobierno, eran los ejes de una política que atrajo a los grandes intelectuales del momento. Ortega, Azaña, Galdós o Posada apostaron por el reformismo porque era la «nueva política» frente a la «vieja», caracterizada por la corrupción y el atraso respecto a Europa. El Partido Reformista se caracterizó por ser gubernamental y buscar la estabilidad política. Se presentaban como el centro; una tercera vía entre los dinásticos y los rupturistas. Buscaron la colaboración con el dividido Partido Liberal y apoyaron gobiernos de coalición. Sin embargo, cometió dos grandes errores. El primero fue incorporarse al gobierno del liberal García Prieto en 1922 sin que éste aceptara una reforma constitucional, que era su gran reivindicación. Y el segundo, su participación en el sistema corrupto de reparto de diputados y cargos. Esto supuso que se frustrara su imagen y proyecto, y que lo abandonaran todos aquellos que habían puesto en el Partido Reformista su esperanza de regeneración. 


			En las filas del PSOE no había un proyecto democratizador, sino de establecimiento de la dictadura del proletariado. La coalición republicano-socialista de 1909, formada para aprovechar el conflicto social por la represión en Barcelona en lo que se llamó Semana Trágica, proporcionó al PSOE su primer parlamentario: Pablo Iglesias. Su debut fue una amenaza de muerte a Maura, que tuvo que retirar ante las lógicas protestas del resto de la Cámara. A los socialistas españoles no les llegó el debate en la izquierda europea que provocó la división entre socialdemocracia y comunismo en plena Gran Guerra. Los vientos rusos invitaron al PSOE y a la UGT a montar una huelga revolucionaria en el verano de 1917. El propósito no era implantar una democracia, sino una «república burguesa» como paso al socialismo. Aquellos socialistas seguían aferrados a la lucha de clases y a la mística de la revolución. Mientras los españoles despreciaban la colaboración con los partidos reformistas, el SPD, la socialdemocracia alemana, levantaba una República democrática en 1918 junto con el Zentrum, la derecha, y el Partido Demócrata.  


			El PSOE despreciaba a los partidos españoles: los conservadores eran «reaccionarios» cargados de crímenes contra el obrero, los reformistas de Melquiades Álvarez eran colaboradores de la burguesía explotadora y los liberales, comparsas ingenuos del régimen. Es más, la bolchevización caló pronto y en diciembre de 1919 rompieron la conjunción con los republicanos radicales, aquellos liderados por Lerroux, que recubrió el republicanismo de demagogia. El conjunto era un regeneracionismo rupturista, populista y revanchista, incapaz de levantar una democracia representativa, como se vio en 1931.  


			En el régimen de 1978, Ciudadanos bien podría representar el papel que en su día desempeñó el Partido Reformista de Melquiades Álvarez: biempensante, mirando a Europa, regenerador de las instituciones, entre el liberalismo social y la socialdemocracia, preocupado por el sistema educativo y simpático a buena parte de los creadores de opinión e intelectuales. Ciudadanos fue quien hizo bandera de la palabra «regeneración», aunque ya había sido usada en los primeros tiempos de Aznar en el PP, pero que caló en cuanto se unieron la crisis económica, la corrupción y el agotamiento del bipartidismo. El reformismo de Albert Rivera, al igual que el de Álvarez en la Restauración, prefiere el pacto de gobierno con la izquierda.  


			Podemos es el actor político que adopta el papel del populista: útil para señalar los errores, pero hueco en su programa de gobierno. Si detrás de la República de Lerroux no había nada más que grandes palabras y emociones movilizadoras, Iglesias y los suyos han devuelto a la primera plana las artes populistas con el mismo resultado. Y al igual que los socialistas, ven en la democracia representativa un paso intermedio hacia la democracia social; esto es, un «gobierno de la gente» que les permita cambiar las reglas del juego político, social y cultural que les perpetúe en el poder para transformarlo todo y lograr una «sociedad justa». 


			La vía reformista fracasó por no emprender los cambios constitucionales, ni emplearse en la democratización del país, haciéndose eco de un regeneracionismo pesimista sin letra pequeña. Y la vía rupturista profundizó en el conflicto social que se desató en los años treinta.  


			 


			El rey político: de Alfonso XIII a Felipe VI 


			 


			Alfonso XIII heredó un papel cómodo. La regente María Cristina sólo había tenido que confirmar el juego político entre dos grandes partidos que decidieron turnarse pacíficamente en el poder. El régimen de la Restauración no requirió una intervención política de la Corona desde 1885 porque se asentaba en el bipartidismo perfecto. Sin embargo, la destrucción de los partidos dinásticos justamente coincidiendo con el inicio de su reinado efectivo, a partir de 1902, obligó a Alfonso XIII a creerse en la necesidad de ejercer su cosoberanía constitucional e inmiscuirse en la política para la continuidad del régimen.35 La asunción de un papel político determinante le hizo responsable de la deriva crítica del régimen, a lo que se sumó la acusación de corrupción. El conjunto degradó la imagen de la monarquía y profundizó la crisis hasta el error de aceptar, como casi todos, la dictadura de Primo de Rivera. 


			Felipe VI también heredó un sistema que funcionaba solo. El bipartidismo entre el PSOE y la derecha —UCD, y luego PP— funcionó desde 1977 a 2015. Las elecciones determinaban una mayoría que libraban al rey Juan Carlos el hacer explícito un papel político más allá de lo conveniente, e incluso de lo democrático. El turno entre los dos grandes partidos era, como antaño, la clave. El rey Felipe VI ha comenzado su reinado coincidiendo con el derrumbe del bipartidismo y el surgimiento de partidos emergentes que piden la reforma o la ruptura. Además, la corrupción planea de nuevo sobre la Casa Real, dañando la imagen de la monarquía en un momento de grandes cambios. 


			Alfonso XIII, al igual que Felipe VI, era presentado como el rey más preparado de la España contemporánea. Llegó incluso a declarar en el Daily Express: «¿Es que hay un rey más moderno que yo?». No en vano asumió buena parte del discurso regeneracionista que invadió el espíritu de la época. Creía que el mantenimiento de su trono pasaba por dar la imagen de modernidad, por lo que no era conservador, sino que tendía a la izquierda dinástica. De hecho, su relación con Maura, el gran líder conservador del momento, no fue buena desde que lo cesó en 1909 por la presión de la oposición. Ya escribió Blasco Ibáñez a principios del reinado que «los cortesanos abundan más entre los liberales». Fueron estos los que buscaron la activación política de la Corona porque les facilitaba el acceso al poder y les libraba de la tarea de democratizar el país para enfrentarse a las elecciones. Mientras, los conservadores se dividieron al respecto: unos, los mauristas, creyeron que la actuación politizada del rey era constitucional pero dañina para el régimen, y otros, los de Dato y Sánchez Guerra, que pretendieron siempre emular a los liberales y ganarse el favor de Alfonso XIII. Así, el rey tendió a la comodidad política: dio el poder a los grupos propicios a su intervención. 


			La injerencia del rey se inició en 1909, pero a partir de 1914 estuvo demasiado presente: opinaba marcando la dirección política, decidía gobiernos y, con ello, el vencedor en la lucha interna en los partidos. Es más, intervino en la cuestión militar en 1917 y, lo que es peor, en el asunto de Marruecos, manchado por la corrupción y la inoperancia. Su participación en las crisis de gobierno entre 1917 y 1922, donde se sucedieron catorce gobiernos en cinco años, fue decisiva, como en el advenimiento de la dictadura. Canalejas, Romanones y otros liberales pensaban que el rey estaba de su parte hasta que aplaudió el golpe militar. Los conservadores, como Maura, Sánchez Guerra, o Burgos y Mazo, denunciaron la «felonía», el «perjurio» y la violación de la Constitución realizada por Alfonso XIII. Justamente llegó la dictadura cuando una comisión parlamentaria iba a investigar la relación del rey con los sucesos turbios de Marruecos.  


			Felipe VI tiene el reto de desempeñar su papel constitucional solventando el problema de la crisis del bipartidismo sin que se note su opinión política y superando la presión del populismo rupturista de Podemos y los independentistas. A esta dificultad se suma el juicio por corrupción al juancarlismo; que eso es ver en el banquillo a la infanta Cristina con la sombra del antiguo rey al fondo. Es más, parece que las relaciones con el actual líder del PP, al igual que los conservadores de antaño, no son buenas dado lo que ha trascendido de la rueda de conversaciones de Felipe VI para encargar gobierno.  


			El rey se molestó cuando Rajoy rechazó el encargo que le hizo el 22 de enero y también porque el jefe popular presionó para que no encargara a Sánchez la formación de gobierno. Al tiempo, el PP de Rajoy está molesto porque Felipe VI no les ha ayudado. Rajoy pretendió desde el principio que el rey no encargara a nadie formar gobierno para, de esta manera, validar la situación de bloqueo institucional y favorecer el acuerdo entre PP y PSOE, o, en segunda instancia, repetir las elecciones. Incluso pidieron un informe al Consejo de Estado sobre la posibilidad de disolver las Cortes sin que hubiera que recurrir al acto de investidura, pero Felipe VI paró dicho documento. Es lógico que el rey opte por aquellas soluciones políticas que, aun dentro del reformismo, aseguren la continuidad sin comprometer su imagen ni papel institucional. En este caso, la autodestrucción del partido conservador no pasa por una intervención del rey, como hizo Alfonso XIII eligiendo a Dato sobre Maura, sino que debe ser el propio PP el que emprenda un cambio profundo. Todo apunta a que el próximo gobierno será de coalición aunque se repitan las elecciones, por la crisis del bipartidismo, la decisión de las urnas y la omisión de Felipe VI. A diferencia de Alfonso XIII. 


			 


			El error autonómico 


			 


			Las fuerzas independentistas del Parlamento de Cataluña se han embarcado en un golpe de Estado a cámara lenta, parecido al que dio Companys en 1934 pero con las intenciones de Macià en 1931: aprovechar la debilidad del régimen y utilizar las instituciones para proclamar la República catalana. La diferencia está en que el proceso autonómico desde 1977 ha ido poniendo las bases de la situación actual.36 Mientras Azaña decía en 1932 que el régimen autonómico aplacaría el independentismo catalán, Ortega le contestaba que no era cierto, que lo alimentaría y que, ya puestos, era un problema que sólo podría solucionarse con la «conllevancia»; es decir, la convicción de que no tiene final ni siquiera a medio plazo. Pero la cuestión no es sólo la unidad territorial, sino la pérdida de libertades de los ciudadanos de Cataluña que no comulgan con el nacionalismo obligatorio. No hablamos de la fundación de la República catalana para que esa sociedad tenga una democracia igual o mayor que la que disfrutan con España, sino para la imposición de un régimen autoritario que construya una sociedad homogénea. 


			Y lo dramático es que ya es tarde. La quiebra de la democracia en Cataluña es completa porque la libertad política ha ido desapareciendo bajo el yugo de los nacionalistas. El Estado de las autonomías, pilar del régimen del 78, no ha supuesto más libertad al ciudadano, sino que ha sido un instrumento para reducir su ámbito de decisión personal. El motivo es que los nacionalistas se vieron conferidos en la Transición de un poder y de una autoridad moral para crear el «hombre nuevo», aquel viejo sueño de los totalitarios. 


			Los nacionalistas usaron la administración y el presupuesto público para la ingeniería social: fundir en un solo cuerpo el Estado —el suyo, el autonómico— y la sociedad —la comunidad nacional imaginada—. Y penetraron en las conciencias a través de la educación, desde la escuela a la universidad, adoctrinando para asegurar que la libertad se ceñía a elegir si ser más o menos nacionalista. Y lo completaron con los medios de comunicación para que sólo hubiera una voz, equiparando a la opinión pública —la gran ausente— con la publicada.37 Ataron al ciudadano a la administración haciéndole dependiente de la subvención, creando un nuevo tipo de clientelismo; un clientelismo más esclavo que el del siglo XIX, porque hoy las posibilidades de un mundo globalizado y el nivel educativo son superiores. 


			La manipulación informativa y política se reforzó con el mal uso de la historia, retorciéndola hasta el ridículo. No sólo Santa Teresa de Ávila y Miguel de Cervantes eran catalanes, sino que la bandera de Estados Unidos, dicen, se basó en la senyera. Artur Mas publicó el 12 de agosto de 2015 en el diario Libération un artículo comparándose con Lluís Companys, fusilado por el régimen franquista y convertido en mártir del catalanismo. Companys, escribía Mas, luchó contra la «rébellion fasciste du général Franco», y contra «un gouvernement espagnol peu respectueux de l’identité et des institucions catalanes». La «volonté d’existir des Catalans» seguía intacta, y si Companys había personalizado esa lucha en el pasado, concluía, en la actualidad era él quien la encarnaba. Además de esta evidente manipulación histórica porque no son dos momentos ni siquiera parecidos, el nacionalismo hizo coincidir la fecha de comparecencia de Mas ante el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña por su responsabilidad en el intento de subvertir la legalidad el 9 de noviembre de 2014 con el fusilamiento de Companys, justo cuando se cumplían setenta y cinco años. 


			Sin entrar a valorar la típica identificación y encarnación del líder con el pueblo y una única aspiración, propia del populismo nacionalista, lo cierto es que Companys, en realidad, con quien tuvo que luchar para sostenerse en la Generalitat, a veces con asesinatos oscurecidos y una guerra encubierta, fue contra los independentistas. Lluís Companys provenía del republicanismo izquierdista y autonomista, identificado con la lucha de los rabassaires y la defensa de los anarquistas de la CNT, como Salvador Seguí. Se sintió español, y así lo declaró en las reuniones republicanas durante décadas y en las Cortes. Companys se sumó indirectamente a una coalición de fuerzas catalanas, ERC, unida ad hoc para tomar unas elecciones municipales, las del 12 de abril de 1931, como un plebiscito sobre la monarquía.  


			El famoso 14 de abril, Companys salió al balcón del ayuntamiento de Barcelona a proclamar la República en España, como ya se había hecho en Éibar, pero no el Estado catalán. Fue entonces Francesc Macià, líder de ERC, quien rectificó a Companys proclamando esa tarde la «República catalana en la Federación ibérica». No sólo fue una traición de Macià al Pacto de San Sebastián entre los opositores a la monarquía y a la dictadura, y por tanto a la República, sino un ardid para conseguir una autonomía lo más amplia posible rompiendo la frágil base del reformismo democrático e igualitario republicano. Macià cesó a Companys, y lo sustituyó en la alcaldía de Barcelona por un separatista. A la muerte del president, Companys fue elegido por encarnar el centro entre el regionalismo y el independentismo; esto es, la autonomía de Cataluña dentro de la República española. Hizo auténticos equilibrios para satisfacer a unos y otros, y cometió el error de dar la consejería de Gobernación a los sectores independentistas ligados a las juventudes de ERC, a Josep Dencàs y Miquel Badia, el conocido como «capitán collons». Las juventudes, los Escamots, no sólo tenían parafernalia fascista, sino que mantuvieron relaciones con los regímenes y fuerzas fascistas europeos. Companys censuraba esta situación, pero no hacía nada. 


			De ahí que el golpe de Estado del 6 de octubre de 1934 fuera una chapuza: mientras los Dencàs y Badias querían aprovechar el movimiento para proclamar la independencia, Companys seguía el plan de levantarse contra el gobierno radical-cedista y reconducir la República española hacia la izquierda. Companys fue encarcelado por aquello, pero desde su celda con quien entabló diálogo fue con la CNT, mientras que consideraba que los separatistas, agrupados ahora en Estat Català, eran un lastre. A partir de ahí, la persecución de los nacionalistas contra Companys no cesó. Era abucheado por las calles e incluso en la Diada. Los independentistas liderados por Casanovas y el Estat Català, ahora unidos a grupos filonazis como Nosaltres Sols! y el Partit Nacionalista Català, no vieron otra solución que dar un golpe de Estado en Cataluña en noviembre de 1936 y asesinar a Companys. El president sólo pudo parar a los independentistas haciendo que los cenetistas los persiguieran y liquidaran.  


			Artur Mas y sus herederos son más deudores de Macià y de Estat Català que de Companys; es decir, el autonomismo de los convergentes no ha ido encaminado a un buen gobierno de la democracia catalana y española, sino a la consecución a plazos, por la vía de los hechos, de la independencia de Cataluña. Ésa ha sido la estrategia de CiU desde que apareció en 1978 de la mano de Jordi Pujol. Han realizado una defensa utilitaria del autonomismo, ajena a un proyecto español, todo lo contrario a lo que hizo y pensó Companys hasta 1936. Mas ha hecho lo mismo que Macià: fundir a las fuerzas catalanas en Junts pel Sí para tomar unas elecciones autonómicas como un plebiscito, como en 1931, pero fracasó. La historia se repite, sí, pero como comedia. En este caso, el nuevo Macià contaba con la CUP para conseguir el apoyo parlamentario necesario y declarar la independencia, a pesar de que lo desprecian. Porque la gente de la CUP, con un discurso nacional y socialista, con su parafernalia kale borroka, fue la que cercó a los diputados del Parlament en junio de 2011 gritando «sois convergentes y os vamos a matar», especialmente a Mas. Y es la CUP la que, haciendo como el Estat Català de los años treinta, quiere aprovechar la situación para dar su particular golpe de Estado. 


			Companys no quiso la independencia en octubre de 1934 y fue juzgado como golpista. Fue el abogado madrileño Ángel Ossorio y Gallardo el que organizó una defensa que hacía recaer toda la responsabilidad en Companys, haciéndole mártir por la libertad de la República y de Cataluña. Mas puso en marcha un simulacro grotesco de referéndum el 9 de noviembre de 2014, arropado en una definición populista y anacrónica de democracia, el inexistente «derecho a decidir», que ahora, como entonces, esperemos que sea juzgado por saltarse una ley verdaderamente democrática y legítima. Los tiempos son otros, por fortuna, pero las ideas en el nacionalismo no han cambiado ni un ápice en más de un siglo. Como ya apuntó hace años el socialista catalán Solé Tura: no evolucionan. 


			Macià traicionó el proyecto democrático y enquistó la República —como muy bien señaló Ortega—, al igual que Mas y sus sucesores, quienes han traicionado la democracia y la Constitución de 1978 en un viaje secesionista hacia una Arcadia feliz, escapista, que no han creído el 52 por ciento de los catalanes en las elecciones de 2015 ni la inmensa mayoría de los gobiernos occidentales. Mientras Companys desde la cárcel en 1934 se separó de los independentistas, Mas y su Generalitat orquestaron actos de masas a las puertas del Tribunal Superior de Justicia para parecer el «mártir de Cataluña» y así influir en el poder y manipular la opinión, cumpliendo otro tópico del populismo nacionalista. 


			Los nacionalismos, sobre todo los tardíos, como el catalán, están compuestos por mitos que alimentan una comunidad imaginada y que constituyen recreaciones históricas engalanadas de heroísmo y victimismo para atar el presente y justificar un comportamiento. El uso de mitos tiene el problema de su contraste con la investigación histórica. Es entonces cuando se produce el choque con la emotividad política, esencia del nacionalismo, que no acaba de aceptar el ritmo de los tiempos políticos ni el mundo globalizado. 


			Esos nacionalistas, con la rendición preventiva de los partidos tradicionales, que asimilaron como justas las reivindicaciones de los independentistas, incorporando su lenguaje, inocularon en la sociedad una mentalidad tan nihilista como utópica, tan destructora de la naturaleza humana, de su libertad, como soñadora de falsas comunidades uniformes y felices. 


			Mientras, al otro lado, se seguía creyendo que el nacionalismo xenófobo y antiliberal se apaga con dinero y concesiones para un mayor autogobierno. Pero no es así. Ese sentimiento nacional es el resultado del romanticismo reaccionario, comunitarista, autoritario y violento que surgió a finales del siglo XIX y principios del XX. Es un pensamiento sentimental que no atiende a la razón; ni siquiera al sentido común. Da igual explicar con cuentas que la independencia de Cataluña convertiría a esa región, no en Narnia, sino en la Albania del Mediterráneo. 


			Es inútil explicar que el populismo nacionalista es la negación de la libertad política, de la democracia, de la representación, y que recoge lo peor de la ola autoritaria y totalitaria que asoló Europa en la primera mitad del novecientos. Tan improductivo como señalar que este nacionalismo anula la naturaleza humana, el sujeto, su individualidad, y lo incluye gregariamente en un colectivo, para quedar clasificado como un objeto al servicio de la comunidad imaginada, esa que es necesario reconstruir, en una especie de imperativo histórico, en la unidad de destino en lo universal. No se puede ser liberal y nacionalista. Cuestión distinta es el patriotismo, porque no es lo mismo amar la tierra que cobija la libertad y sentirse parte de ella que querer la reconstrucción de una tribu etnolingüística que consigue la armonía a través de la homogeneidad y que expulsa al que libremente piensa de otra manera.  


			El Estado de las autonomías sólo podía concluir con la exigencia de la independencia de las «nacionalidades». Y no la piden para librarse de un poder que objetiva e internacionalmente es reconocido como opresor, tiránico, que anula la libertad del individuo, o que soslaya la soberanía popular. No. Ese nacionalismo obligatorio es la gran excusa de la oligarquía catalana para legitimar la construcción de un Estado a su servicio, que les asegure no abandonar jamás el poder. Tomadas las conciencias y anulada la libertad política, sólo queda la conformación institucional del régimen que concluirá la tarea de construcción del «hombre nuevo» nacionalista. 


			Si bien el cansancio empuja al abandono, no es posible olvidar a la sociedad silenciosa ni a la que da la cara por la libertad de todos, a esos que no se resignan a que su tierra se convierta en un experimento de ingenieros sociales, que insisten en imponer una única forma privada y pública de ser, pensar, sentir o expresarse. Sólo por ellos merece la pena continuar la denuncia. 
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			La izquierda: de Suresnes al frentepopulismo 


			 


			El modelo socialdemócrata en España lo instaló el PSOE de Felipe González. Asentado en el poder y con la hegemonía cultural como arma, consolidó la mentalidad estatista para hacer lo que anunció Alfonso Guerra: «A España no la va a reconocer ni la madre que la parió». El propósito era pergeñar un mecanismo de retroalimentación política entre el partido y la sociedad. Transmitieron la falsedad de que la democracia era el PSOE, incluso históricamente, marcando distancias con la derecha —siempre «franquista» y deseando la involución— y con los comunistas —qué buena idea, pero irrealizable—. La inmersión del Estado en las estructuras socialistas fue casi completa. No sólo las instituciones, sino la administración y los medios. Esa democracia carecía de sentido si no tenía un contenido social; es decir, si no iba acompañada de unas políticas sociales, confundidas con socialistas, que convertían en dependientes e irresponsables a los ciudadanos. Ese Estado del Bienestar estaba vinculado al mantenimiento del PSOE en el poder. El control de la educación, los medios de comunicación y el mundo de la cultura hicieron el resto: se había cumplido la estrategia gramsciana, pero desde el gobierno. Lo que no era convicción socialista se conseguía con subvención. Esos años de gobiernos socialistas no se dedicaron a construir una cultura política democrática, esa que es capaz de detectar los riesgos para el régimen de convivencia, que abandona los extremismos, que respeta las libertades y las desea. No. Los socialistas se dedicaron a asentar su hegemonía moldeando las creencias y las costumbres; esto es, a través de la construcción del hombre nuevo. Fue así hasta el punto de que la corrupción generalizada y el terrorismo de Estado no pasaron la factura electoral que debían, y la victoria de la oposición en las urnas fue por los pelos. Ni siquiera la ruptura con la UGT a finales de la década de los ochenta, con huelga general incluida, hizo temblar al partido de González, quien se había convertido en un líder caudillista y carismático tras el referéndum de la OTAN, que fue un auténtico plebiscito sobre su persona. Este hiperliderazgo consumó la confusión entre democracia, régimen del 78, PSOE y Estado, diseñando una situación política lamentable y arriesgada. 


			La marcha de Felipe González condujo al socialismo español a una grave crisis, de la que sólo salió gracias a Zapatero. Sin embargo, durante la etapa de ZP, el PSOE se dotó de las peores características de los partidos semileales, como se verá, en un ideario difícil de conjugar en una democracia liberal basada en la convivencia. El zapaterismo sirvió para resucitar al maltrecho socialismo, pero puso las bases para el surgimiento de su competidor, Podemos y sus confluencias, que, siguiendo la tradición izquierdista, postulan la ruptura para crear un régimen propio. La crisis del PSOE dejó al descubierto las esencias y las negativas consecuencias del modelo socialdemócrata. En consecuencia, el devenir del partido socialista, la falta de liderazgo, su ruptura y vaciado ideológico, el frentismo que ahora le caracteriza marcan la crisis del régimen del 78. 


			 


			En Suresnes, marxismo y autodeterminación 


			 


			En octubre de 1974, el PSOE estaba dividido entre los llamados «históricos», liderados en el exilio por Rodolfo Llopis, y los «renovadores», afincados en España. La Internacional Socialista, entonces compuesta por socialdemócratas de la nueva izquierda surgida del movimiento de Mayo del 68, reconoció como suyos a los que propugnaban la «renovación».  


			Los renovadores procedían sobre todo de cuatro federaciones: la sevillana de Felipe González y Alfonso Guerra, la vasca de Nicolás Redondo y Ramón Rubial, la asturiana de Rafael Fernández y la madrileña encabezada por Pablo Castellano. Todos llegaron a Suresnes (Francia) con el objetivo de tomar el poder en el PSOE y adaptar el socialismo a las circunstancias para tener la hegemonía política en la izquierda, hasta entonces en manos del PCE de Santiago Carrillo. El hombre de consenso entre los «renovadores» fue González, tras la renuncia de Redondo, y recibió el poder en el XXVI Congreso.  


			Frente al eurocomunismo de Carrillo, González y los suyos asumieron los postulados de la nueva izquierda: socialismo autogestionario, rechazo a la tutela de Moscú, republicanismo, derecho de autodeterminación, tercermundismo, ecologismo, feminismo y todo aquello que supusiera una ruptura contra esa generación de «hombres cobardes —escribió Sartre en Les Temps  Modernes—, agotados, deformados por una obediencia absoluta y completamente víctimas de un sistema cerrado». Sin embargo, no hubo una construcción ideológica en el PSOE: ni se mimetizaron con la socialdemocracia europea ni con el izquierdismo que entonces partía de la Escuela de Frankfurt, crítico con el marxismo soviético. La estrategia de conseguir el sorpasso del PCE, la hegemonía política como alternativa de izquierdas, hizo que repitieran consignas a las que tuvieron que renunciar en un quinquenio por puro tacticismo.  


			Uno de los resultados de esa nueva estrategia fue la «Resolución sobre nacionalidades y regiones» que se aprobó en Suresnes. El texto no usaba el concepto de «nación española» ni hablaba de «España», sino de «Estado español», al que se concebía como un conjunto de «nacionalidades y regiones marcadamente diferenciadas». La resolución del nuevo PSOE afirmaba así la existencia de un problema territorial, para el cual marcaba una única salida: 


			 


			el pleno reconocimiento del derecho de autodeterminación de las mismas que comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda determinar libremente las relaciones que va a mantener con el resto de los pueblos que integran el Estado español. 


			 


			Los socialistas entendían el «derecho de autodeterminación» desde una estrategia de clase, marxista-leninista, en el proceso de lucha de los obreros para su «completa emancipación». Había que mantener la «unidad de la clase trabajadora», pero «dentro de un Estado destruido».38 Las nacionalidades tenían derecho a decidir libremente su autogobierno, pero sin perder la perspectiva socialista de la clase obrera. En consecuencia, no proponían una desintegración del país, sino la formación de una «República federal de las nacionalidades que integran el Estado español» para combinar el reconocimiento de la singularidad territorial con la unidad de la clase trabajadora y sus objetivos. Era una especie de «unión de repúblicas socialistas ibéricas», en la línea que suscribió Pablo Iglesias en el IV Congreso de la Internacional Socialista, de 1896, y que superaba la «confederación republicana de nacionalidades ibéricas» que propuso Besteiro en 1918. 


			La afirmación respondía tanto a los planteamientos ideológicos de la izquierda de la década de 1970 como al marco de alianzas frente a la agonía del franquismo y el horizonte de una ruptura. Tampoco se puede soslayar que el nuevo discurso respondía al hecho de que la dictadura de Franco se había apropiado del concepto de nación española y de sus símbolos, vinculando lo  español con lo franquista. Entre unos y otros, cualquier tipo de nacionalismo español quedó denostado. 


			El nuevo PSOE sustituyó el discurso nacionalista español, progresista y laico, heredado del siglo XIX y concluido en el primer tercio del XX, por el de los nacionalismos sin Estado y el del anticolonialismo de signo comunista, típico de la nueva izquierda. El planteamiento no era nuevo, procedía de la socialdemocracia rota por la primera guerra mundial, que en sus congresos de 1918 y 1928 aceptó el principio de las nacionalidades del presidente Wilson, pasado por la concepción leninista sobre la autodeterminación de los pueblos para acabar con el capitalismo. Ésta es la razón por la que el PSOE de 1931 abandonó el jacobinismo que había caracterizado al internacionalismo proletario, que veía en el Estado el gran instrumento para la transformación social. En su lugar se empeñó en el reconocimiento de las peculiaridades nacionales que dio lugar al Estado integral republicano de 1931. 


			Pero hubo otro motivo para la radicalización del PSOE en la cuestión territorial: la competencia con el PCE. La crítica más dura a Rodolfo Llopis fue que los socialistas se habían estancado por la desconexión con la realidad del país, ahora, decían, salpicado de naciones que ansiaban libertad. Era preciso proponer políticas valientes y radicales que atrajeran a los nacionalistas y combatieran el dominio comunista de la izquierda. El PCE concebía España como un Estado plurinacional y asumía el derecho de autodeterminación de los pueblos, y así lo declaró en la Assemblea de Catalunya, articulada en torno al PSUC en 1971 y que logró reunir a la oposición antifranquista catalana. El mimetismo es evidente. 


			La proclama autodeterminista de Suresnes, siempre combinada con la aspiración de emancipación obrera, se repitió en el congreso socialista de diciembre de 1976. «El PSOE —decía—, como organización de masas al servicio de los trabajadores, integrará las reivindicaciones autonómicas en el proceso histórico de la lucha de clases.»39 Allí se concluyó que el «eje de la acción política» era el «reconocimiento del derecho de autodeterminación» de las nacionalidades y regiones. Sin embargo, se establecía como punto de arranque la puesta en vigor de los estatutos de autonomía de la Segunda República. 


			Ese giro autonomista se produjo por la constatación de lo alejada que estaba la sociedad española de querer el derecho de autodeterminación, lo que mostró un estudio de la revista socialista Sistema. El cambio fue rápido, tal que González y Guerra publicaron en 1977 un librito, titulado Partido Socialista Obrero  Español, donde se redefinía el derecho de autodeterminación como el poder para crear «poderes autonómicos en las nacionalidades y regiones». El quiebro dialéctico sirvió para la concordia en aquel momento y dejó atrás, quizá para siempre, los excesos de Suresnes en materia territorial. 


			Luego vino la conversión a la realidad, constatado que el PCE no iba a ser la alternativa de izquierdas, y entre 1977 y 1979 se desprendieron del marxismo y del republicanismo. Si bien fueron accidentalistas en la forma de Estado,40 de forma ventajista por la buena relación que estableció González con Juan Carlos I, el socialismo quedó distante del europeo. No hubo un Bad Godesberg en el PSOE, al estilo alemán, cuando el SPD, tras diez años de derrotas frente a los de Konrad Adenauer, democristianos —es decir, socialdemócratas con fondo religioso—, dejaron de ser un partido de clase. Aquí, lo socialistas construyeron un Estado del Bienestar, fórmula típica del consenso socialdemócrata, pero acorralaron a la derecha como en 1931; es decir, solamente el PSOE podía tener el gobierno si la democracia quería perdurar. Ese exclusivismo arrogante, fácil ante el suicidio de la UCD y las dificultades del grupo de Fraga, lo materializó Zapatero con el Pacto del Tinell. Entre 1982 y 1996, los socialistas, además, impusieron una hegemonía cultural que ha arrinconado y acomplejado a la derecha. 


			El socialismo español ha ido por otro lado distinto al europeo; siempre. El SPD levantaba una democracia y derrotaba a los comunistas entre 1918 y 1923, mientras los españoles organizaban una revolución en 1917 pensando en la república como una transición al socialismo. Al tiempo que Hjalmar Branting, líder del Partido Socialdemócrata Sueco, era primer ministro en tres ocasiones (1920, 1921-1923 y 1924-1925), bajo la monarquía de Gustavo V, en España, Largo Caballero, secretario general del PSOE y la UGT, aceptaba el cargo de consejero de Estado para crear el Estado corporativo, a imitación del fascista italiano. En Gran Bretaña, McDonald, primer laborista que formó gobierno, en 1923, no duró un año en el gabinete. El motivo fue que las Trade Unions, los sindicatos en los que se apoyaban, lo echaron porque firmó un acuerdo comercial con la URSS. Lenin había ordenado bolchevizar las bases laboristas, y fracasó. Otra cosa era en España, donde los descontentos con la «moderación» del PSOE creaban en 1920 el PCE, con el que el PSOE compitió siempre en radicalidad para no perder su militancia.  


			La mayoría de los socialistas de la Segunda Internacional se decantaban por la democracia, y Kautsky o Bernstein daban cuerpo a ese pensamiento. La combinación de «democracia política» y «democracia social», que sería el fundamento luego del Estado del Bienestar, tomó cuerpo entonces. Sin embargo, en España, esa ala demócrata del socialismo no existió. Fernando de los Ríos, quizá el más moderado, considerado un «intelectual», y Julián Besteiro no sólo no crearon un corpus democrático unido al socialismo, sino que transigieron con el marxismo ortodoxo, colindante con el leninismo, y repitieron consignas y conductas. De ahí que la República de Weimar, en Alemania, levantada por partidos distintos, como el SPD y el Zentrum —la derecha católica—, no estuviera concebida para ajustar cuentas con «la otra Alemania», pero sí la Segunda República española. El régimen de 1931 se pensó para voltear el país, que, siguiendo la senda del regeneracionismo, se presentaba sumido en la decadencia desde hacía siglos por culpa de la monarquía, la Iglesia, la oligarquía y el ejército. Los mismos socialistas, sobre todo los ligados a Largo Caballero, consideraban aquella República no sólo de su propiedad, sino un tránsito hacia el socialismo. El PSOE de aquella época estaba ideológicamente más cercano a la Tercera Internacional que al Partido Laborista, a la Sección Francesa de la Internacional Obrera o al Partido Socialdemócrata Sueco. No en vano, a partir de 1933, cuando Largo Caballero rompió con los republicanos, se le comenzó a llamar el «Lenin español» por su discurso bolchevique y guerracivilista.  


			Ese desajuste entre el socialismo español y el europeo aumentó por el efecto de la dictadura de Franco. Tras la cura de aislamiento de la que habló Indalecio Prieto en el exilio, los errores de la dirección de Toulouse en manos de Llopis, la baja afiliación y el desajuste al contexto español, el PSOE que se levantó en 1974 lo hizo con todas las bendiciones de la Internacional Socialista. La Transición iniciada desde el régimen de Franco colocó a los de González en el centro político. El propósito de edificar la legitimidad del nuevo régimen en un Estado del Bienestar, el modelo socialdemócrata, y aparecer ante la sociedad como los que mejor podían llevarlo a cabo favoreció su conversión en la alternativa a la derecha. El PSOE se convirtió en la «casa común» de los que querían un cambio, y los de González supieron construir una oposición eficaz, un mensaje claro, una organización de apariencia sólida y un proyecto atractivo. Y así, y gracias a la autodestrucción previa de la UCD, ganaron en 1982 con una mayoría parlamentaria de 202 escaños, victoria que se repitió en 1986, 1989 y 1993. El régimen quedó configurado a su imagen y semejanza.  


			 


			Así perdió el PSOE las elecciones 


			 


			Las elecciones de 1996 marcaron un momento histórico en el camino de la democracia. La última legislatura del PSOE de González, la de la crispación, puso en evidencia lo difícil que resulta cobrar la responsabilidad política por la corrupción y la nefasta gestión económica, a pesar de la labor de los medios de comunicación felipistas.41 Entre 1993 y 1996 tuvieron lugar acontecimientos que recuerdan a los que hemos sufrido desde 2008 en esos dos ámbitos, pero en grados diferentes. Si bien la corrupción de la etapa final de González es irrepetible por su magnitud, la crisis económica es mucho peor que la que se padeció en aquellos años y la responsabilidad directa del gobierno de Zapatero es mayor que la que tuvo González. Sea como fuere, merece la pena recordar aquellos años y comparar. 


			Los comicios generales de 1993 habían puesto punto final a la hegemonía incontestable del PSOE. El PP había encontrado a su candidato, José María Aznar, y construido un equipo capaz de presentarse como una alternativa real. La diferencia se redujo al 4 por ciento en votos y a cinco escaños. Se rompió por fin el sistema de partido predominante, que dejaba el régimen en manos de una sola formación y que hacía mucho daño a la democracia. 


			González constituyó entonces un gobierno sin guerristas, que estaban en retirada desde que en 1991 dimitió Alfonso Guerra, acosado por la corrupción. Nombró un Ejecutivo a su gusto, sin componendas, en el que el hombre fuerte era Narcís Serra —vicepresidente y presumible sucesor—, y con Javier Solana en Exteriores y Pedro Solbes en Economía y Hacienda. Sin embargo, el «cambio del cambio» prometido por González en la campaña electoral se quedó en nada. Parecía que iba a luchar contra la corrupción, pero Garzón, símbolo de ese impulso, no fue ministro, sino delegado del gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas. Y el discurso feminista se quedó en la incorporación de tres mujeres al gabinete, pero en carteras de segundo orden, como Sanidad y Consumo, Asuntos Sociales y Cultura. Los felipistas, por tanto, parecían haberse impuesto a los guerristas; sin embargo, allí donde eran fuertes los primeros, la derecha crecía, como en Valencia y Madrid, mientras que donde se atrincheraban los segundos, como Andalucía y Extremadura, el PSOE seguía gobernando con holgura. 


			Esa división entre guerristas y felipistas no tenía detrás una distancia ideológica, o una sensibilidad política diferente; se trataba únicamente de una cuestión de poder dentro del PSOE y, por tanto, en el gobierno. Los guerristas presumían de estar más a la izquierda que los felipistas, pero siempre formaron bloque con éstos, como en la cuestión del referéndum sobre la OTAN o en la huelga general de 1988. Es más, los guerristas despreciaban a IU e incluso a la corriente Izquierda Socialista del propio PSOE. Hay incluso quien ha querido ver en los felipistas un socialismo liberal, frente al socialismo populista del guerrismo. Lo cierto es que una cuestión personal y de poder se quiso revestir de debate ideológico y, por tanto, de democracia interna, expresión muy usada aquellos días. 


			La política económica del PSOE había sido en términos generales un desastre y condujo al país a la grave crisis desatada en 1992. La situación creada por los ministros socialistas ponía en peligro el cumplimiento de las condiciones exigidas por el Tratado de Maastricht para la participación en la unión monetaria. La economía española había entrado en recesión, empujada, como desde 2008, por el deterioro de la economía internacional; pero las consecuencias en nuestro país fueron peores que en el resto. En 1993 tuvimos un crecimiento negativo del 1,2 por ciento, el desempleo alcanzó el 23 por ciento y el déficit público llegó al 7,3 por ciento. En 1992, el gobierno devaluó la peseta tres veces, y una cuarta al año siguiente. España estaba, al igual que en estos momentos, con los países que no cumplían ninguno de los requisitos de Maastricht: Italia, Portugal y Grecia. La salvación vino de Europa: España recibió 6 billones de pesetas de fondos estructurales entre 1994 y 1999 a cambio de que emprendiera reformas estructurales en el sistema de contratación. Así lo hizo Solbes, y comenzó una tímida recuperación. 


			Si la situación económica y la advertencia europea ya recomendaban un cambio de gobierno, como se hacía en otros países del continente, la corrupción generalizada animaba aún más a la renovación de las instituciones. A la financiación ilegal del PSOE —no fue el único—, con empresas fantasma como Filesa, Malesa y Time Export, se sumó una retahíla de corruptos ligados al gobierno. En una categoría estaban aquellos que tenían cargos de libre designación y que aprovecharon su posición para enriquecerse ilícitamente. Uno de los casos más señalados fue el de Ibercorp, en el que estuvieron implicados Mariano Rubio, exgobernador del Banco de España, y Mariano de la Concha, exsíndico de la Bolsa de Madrid. La «cultura del pelotazo» quedaba al descubierto. El caso Ibercorp acarreó la dimisión de Solchaga, hasta entonces diputado y presidente del grupo parlamentario socialista, y de Vicente Albero, ministro de Agricultura.  


			Pero el caso paradigmático fue el de Luis Roldán. En 1993, la prensa denunció que, desde su cargo de director general de la Guardia Civil, se había apropiado de fondos y cobrado comisiones por un valor de 5.000 millones de pesetas. Fue cesado en diciembre de ese año, pero huyó de España, lo que supuso la dimisión de Antoni Asunción, ministro del Interior. El bochorno de su detención en Laos, en la que estuvieron implicados Juan Alberto Belloch y Teresa Fernández de la Vega —posterior todopoderosa vicepresidenta con Zapatero—, culminó uno de los sainetes más ridículos del gobierno socialista. 


			A estos casos se unieron los de Manuel Ollero —director de Obras Públicas de Andalucía que cobraba comisiones—, Gabriel Urralburu —ídem—, Carmen Salanueva —directora del BOE, que inflaba la factura del gasto en papel y se hacía pasar por representante de la reina—, o el escándalo de la cooperativa de viviendas PSV, de la UGT, que afectó a 20.000 personas. La sensación general era que la corrupción se había instalado en el sistema por obra y gracia del PSOE. El impacto en la opinión del electorado fue determinante. 


			Baltasar Garzón volvió a la Audiencia Nacional después de haber pasado por la política, y comenzó a actuar contra sus antiguos compañeros de lista electoral. A finales de 1994 reabrió el caso Marey, y con él la implicación de los socialistas en los GAL. Cayeron unos cuantos altos cargos policiales y políticos como Julián Sancristóbal, Ricardo García Damborenea, Rafael Vera y José Barrionuevo. Garzón consideró que había indicios para imputar a Txiki Benegas, al vicepresidente Serra —responsable de la supervisión de los servicios secretos— y a Felipe González, que, ante la acusación de ser el «Sr. X», máximo responsable de los GAL, dijo que se había enterado de todo «por la prensa». Rubalcaba, que era el portavoz del gobierno, lo negaba todo. El PSOE hizo piña en torno a los encarcelados, como quedó de manifiesto en la concentración a las puertas de la cárcel de Guadalajara el día en que ingresaron en la misma Rafael Vera y José Barrionuevo, lo que sólo sirvió para vincular aún más a los socialistas con el terrorismo de Estado a ojos de la opinión pública. Una gran parte de la sociedad española quedó escandalizada por las revelaciones que contaba la COPE de Antonio Herrero, que iban apareciendo primero en Diario 16 y luego en El Mundo y que después recopiló Pedro J. Ramírez.42 


			En junio de 1995, la prensa reveló que el CESID hacía escuchas ilegales a numerosas personalidades, incluido el rey. Poco después fue detenido Juan Alberto Perote, número dos del espionaje, que había sustraído cientos de archivos de La Casa con información comprometedora. Esto provocó la dimisión del director del centro, el teniente general Emilio Manglano, del ministro Julián García Vargas y del vicepresidente Serra. En dos años, González tuvo que deshacerse de cinco de los diecisiete ministros de 1993, y la gran baza del PSOE, su supuesta superioridad moral sobre la derecha, se había revelado una mentira. 


			A esto se unió el divorcio del PSOE con la UGT, que empezó con la huelga general de 1988, la disidencia abierta de Nicolás Redondo, y culminó con las huelgas igualmente generales de 1992 y 1994. Nadie salió bien parado: los socialistas perdieron la confianza y el voto de muchos ugetistas, y el sindicato perdió su primacía en beneficio de CCOO. Este divorcio ha sido visto por algunos, por ejemplo, Charles Powell en su España en democracia, 1975-2000 (2001), como la quiebra del bloque electoral socialista, que en parte explica la derrota de 1996. 


			Las sucesivas convocatorias electorales reflejaron el castigo a la corrupción y a la mala gestión económica. En las autonómicas gallegas de octubre de 1993, el PP de Fraga obtuvo el 52 por ciento del voto, casi el doble que los socialistas (23 por ciento). En las europeas de junio de 1994, el PP superó por primera vez al PSOE en unos comicios de ámbito nacional, y lo hizo por 9 puntos. Las elecciones andaluzas registraron un avance considerable del PP de Javier Arenas; tanto que los socialistas de Chaves perdieron la mayoría absoluta de la que siempre habían disfrutado. Los populares vascos, a pesar de la «socialización del dolor» llevada a cabo por ETA y la kale borroka, pasaron del 8 al 14 por ciento de los votos. Pero la prueba definitiva de que el PSOE caía fueron las elecciones municipales y autonómicas de mayo de 1995, porque la victoria popular fue con una participación del 70 por ciento, lo que puso fin al tópico de que la derecha sólo podía ganar si la gente no votaba. El partido de Aznar ganó en 44 de las 51 capitales de provincia, con grandes avances en antiguos feudos socialistas como Asturias, Madrid, Aragón y Valencia. Y el PSOE perdió la mayoría absoluta que tenía en el Senado desde 1982. 


			La derrota era tan presumible que CiU, que se había opuesto a la formación de una comisión de investigación de los GAL en el Congreso, forzó a González a adelantar las elecciones retirándole su apoyo en la aprobación de los presupuestos. En las elecciones catalanas de noviembre de 1995 se repitió la caída de los socialistas y el ascenso del PP, con Alejo Vidal-Quadras. 


			En la campaña electoral de 1996, el PSOE se empeñó en alertar al electorado de los males que iba a traer a España el gobierno de Aznar, utilizando para ello zafiamente técnicas de publicidad negativa que vinculaban a los populares con el franquismo. El PP hizo una campaña moderada, como siempre, basada en la ilusión por el futuro y el cambio. Quería «ganar el centro», por lo que optó por un programa lleno de generalidades. Esto le sirvió al PSOE para acusar al PP de tener un «programa oculto» que pretendía acabar con el Estado del Bienestar, que por supuesto habían levantado en exclusiva los socialistas, y de reducir las prestaciones sociales. Luego se produjo la «dulce derrota», según González: la diferencia entre ambas formaciones fue de sólo 340.000 votos. 


			¿Por qué perdió el PSOE, pero no por tanto como se esperaba? Los escándalos de corrupción, como nunca se había visto en España, no animaron lo suficiente al electorado a castigarlo. Además, los socialistas se centraron más en la personalidad del líder, González, que en su desastrosa gestión económica. Por otro lado, la sucesión de elecciones desde 1993 permitió a los electores manifestar su descontento en niveles municipales y autonómicos sin dejar de temer a la derecha a nivel nacional. La derrota, sin embargo, introdujo al PSOE en una larga marcha para superar el felipismo, que pasó, como se vio, por el lamentable episodio de la elección y derribo de Josep Borrell, y la desastrosa alianza de Almunia con el comunista Paco Frutos.  


			 


			Y llegó Zapatero  


			 


			Zapatero supo dar al socialismo la identidad perdida. Recogió algunas ideas de la nueva izquierda de los años sesenta, como el pacifismo, el tercermundismo, el ecologismo y el feminismo, que no habían sido aprovechadas por el PSOE a pesar de poner en marcha el modelo socialdemócrata. A eso añadió maneras nuevas, como «el talante», detrás del cual iban el buenismo, el pensamiento Alicia y la Alianza de Civilizaciones —por cierto, firmada al alimón con el turco Erdogán—. Zapatero, además, llevó a su lógica consecuencia la propaganda alarmista de González respecto al PP con el Pacto del Tinell, que consistía en el compromiso de dejar fuera de las instituciones a los populares, el otro pilar partidista del régimen. El daño que la mentalidad que llevó a ese pacto está haciendo a la política aún no es cuantificable. Además, ZP —apuntado con estas siglas a la que creía la modernidad electoral— sumó el antiamericanismo, algo que rentaba en la vieja izquierda antes del referéndum de la OTAN y que González, en consecuencia, no había podido utilizar. No podían resucitar las marchas a Torrejón, pero sí usarlo en las manifestaciones callejeras contra la guerra. La movilización fue decisiva para la recuperación del PSOE. La capacidad para aprovechar dicho conflicto, o acontecimientos como el hundimiento del Prestige, a la hora de sacar a la izquierda a la calle, de desperezarla, y volver a creer en el PSOE es digna de estudio. Era necesario elevar la tensión, como dijo Zapatero al periodista Iñaki Gabilondo, si quería que su discurso rentabilizase en las urnas. Movilizar para ganar. Y así resucitó ZP el guerracivilismo con la ley de memoria histórica y el anticlericalismo, cuestiones casi olvidadas en una sociedad centrada en su bienestar y, en lo religioso, no practicante. Ese guerracivilismo suponía la recuperación de la Segunda República como referente histórico de la democracia, atribuyéndose el PSOE la paternidad de los regímenes de 1931 y 1978. Es más, se acusaba al PP de ser heredero del franquismo y de no ser verdaderamente demócrata. Todo esto caló sobre todo en las generaciones formadas en la escuela socialdemócrata montada en España desde los setenta por los medios de comunicación y por el cine. Era un llamamiento emocional para incitar al voto y repudiar al adversario, señalando, lógicamente, al PP. La demonización de Aznar y su entorno fue completa. Pero, a diferencia de González, tanta rebeldía en este nuevo socialismo, que desconfiaba de la Transición porque había franquistas, no podía mostrar sentimiento monárquico. Sacó así el zapaterismo el concepto de «republicanismo cívico» de Philip Pettit, que sólo tradujeron como sinónimo de la libertad sin dominación, en una actitud buenista para llegar siempre a acuerdos. La nada con sifón.  


			No se olvidó del patriotismo constitucional, dado a conocer por el socialdemócrata Habermas. Consistía dicho concepto en que el amor a la patria se basaba en la adhesión a los valores expresados en una Constitución, estableciendo de esta manera que la verdad y la realidad es lo que está en una Constitución, y que esas dos se pueden cambiar si se cambia el texto. En un encuentro en el Club Siglo XXI, el 12 de febrero de 2001, Zapatero lo dijo con claridad: «Creo que Habermas nos ha hecho un gran favor a las personas de izquierda poniendo en circulación la idea de patriotismo constitucional». En enero de 2002, el PP se sumaba a la defensa del patriotismo constitucional en la ponencia política del XIV congreso del partido. 


			Zapatero no era la tercera vía de Blair, muy identificada con Aznar, ni la política de Clinton o Schröder, sino, como siempre en la historia del socialismo español, la vía cañí. Por eso y por cuestiones de lucha interna en el PSOE, Zapatero ganó contra pronóstico el XXXV Congreso, celebrado en el año 2000. Nadie lo conocía, salvo los cuadros del partido y los periodistas especializados. 


			Los socialistas eligieron como secretario general al hombre que, en principio, causaba menos problemas internos y que simbolizaba la renovación, un socialismo remozado forjado por la nueva generación, basado en la cooperación con los populares en las cuestiones de Estado, la moderación del discurso y la defensa del modelo constitucional. El fiasco de Almunia y Borrell tras el hiperliderazgo de González parecía quedar atrás. Los medios de comunicación lanzaron las campanas al vuelo saludando al nuevo líder; incluso el PP creía que por fin Aznar, erigido en Cánovas, había encontrado a su Sagasta. Luego, los hechos, las palabras y las opiniones discurrieron por otros senderos. 


			Zapatero era diputado desde 1986, tras un paso fugaz por la docencia universitaria. Había desempeñado varios cargos en comisiones del Congreso. No se le conocían intervenciones en los plenos, ni actividades relevantes fuera del Parlamento, o libros, artículos o tribunas en la prensa. Tampoco se prodigaba en mítines o conferencias, salvo alguna para las Juventudes Socialistas. No se tenía conocimiento entonces de su historia familiar. Era secretario general del PSOE de León, había sido vocal en la Ejecutiva de Almunia y se le apuntaba entre los felipistas, lo que seguía sin ser suficiente para convertirse en alguien relevante. 


			La victoria del PP en el año 2000 por mayoría absoluta sumió al socialismo en una grave crisis. Se aventuraban nuevos días en el PSOE, y la renovación era algo que todos entendían como obligatoria. Con este objetivo se convocó el XXXV Congreso del PSOE para julio de ese mismo año. El cambio en la dirección del partido era un verdadero cambio oligárquico que supondría el cese para algunos y la posibilidad de ascenso para otros. Organizarse y pelear por el poder era vital. Así, varios diputados del grupo parlamentario comenzaron a pasar de las palabras a la acción. Zapatero fue uno de ellos, y acabó encabezando un grupúsculo denominado Nueva Vía, creado en abril de 2000, junto con Jesús Caldera, José Blanco, Trinidad Jiménez y Antonio Cuevas. 


			Nueva Vía se formó a partir de tres núcleos muy pequeños. El primero era uno compuesto por diputados y senadores de segunda fila que habían apoyado a Almunia desde 1997, esperando que la presunta renovación del partido les granjeara un mayor protagonismo y mejores puestos institucionales. Aquel grupo aún sin nombre ni estructura lo lideraban Zapatero y Caldera. En los primeros pasos contaron con gente a la que luego abandonaron, como Cuevas, Germà Bel y Víctor Morlán. Y fueron reuniendo a los José Blanco, Juan Fernando López Aguilar o Jordi Sevilla. Habían nacido entre mediados de los cincuenta y finales de los sesenta, por lo que sus primeros recuerdos políticos eran los del franquismo agonizante y la victoria socialista de 1982. 


			El segundo núcleo procedía del entorno técnico y de asesores del PSOE, y el protagonismo lo asumió Trinidad Jiménez. En cuanto al tercer núcleo, estuvo en la Escuela Jaime Vera, el centro de formación de cuadros socialistas, que dirigían José Andrés Torres Mora y Enrique Martínez. Fueron estos últimos los que diseñaron la estrategia del candidato Zapatero, que consistía básicamente en elaborar un discurso que respondiera a todas las demandas, aunque éstas fueran contradictorias, imposibles de cumplir o de consecuencias funestas. Lo principal era generar ilusión y ganar apoyos a cualquier precio. 


			La derrota de Almunia y el nombramiento de la gestora que dirigió Manuel Chaves como presidente del partido animaron las ambiciones de muchos para hacerse un hueco en el PSOE, pero no pocos miedos. Chaves rechazó en varias ocasiones convertirse en candidato, al igual que Rodríguez Ibarra, Javier Solana y Borrell. Rosa Díez, en cambio, estaba crecida. Había obtenido unos buenos resultados en las elecciones al Parlamento europeo de junio de 1999, quedando a sólo tres escaños del PP. Además, venía de ganar en las primarias del País Vasco a Redondo Terreros, y en su campaña por toda España había recogido la simpatía de los militantes. Sin embargo, los pesos pesados del partido no creían que fuera la persona adecuada para asumir el liderazgo. A pesar de esto, decidió presentarse como candidata en el XXXV Congreso. Ramón Jáuregui y Juan Manuel Eguiagaray asumieron el papel de ideólogos de su candidatura. 


			El guerrismo estaba sin candidato después de las negativas de Guerra, Borrell e Ibarra. El deseo era presentar un grupo fuerte con un programa de izquierdas y un modelo de organización potente. Sabían que iban a perder, pero su intención era negociar sus votos y tener una posición sólida en la ejecutiva. Así convencieron a Matilde Fernández, entonces portavoz de los socialistas en el Ayuntamiento de Madrid. La presentación fue a finales de mayo, en la sede madrileña de la UGT, de la mano de Guerra e Ibarra, sentada junto a Gregorio Peces-Barba, Fernando Morán y Santiago Carrillo. Hicieron un discurso contra el felipismo, y completaron el revival de los años setenta con el canto de La Internacional puño en alto. 


			José Bono era el eterno candidato. Había ganado cinco elecciones en Castilla-La Mancha, por mayoría absoluta. Se había trabajado la imagen de renovador que cuidaba la continuidad, de socialista clásico al tiempo que moderno y de patriota frente a los nacionalistas. Sobre todo había demostrado paciencia. Ya había dejado caer que él podía sustituir a Felipe González en cuanto éste empezó a decir, allá por el lejano 1991, que se iría. Despejado el camino, sin Chaves, Ibarra, Solana ni Borrell, Almunia y González llegaron a la conclusión de que el único que quedaba era Bono. Tenía el inconveniente de no ser diputado, pero él estaba dispuesto a hacer la oposición «desde la calle». El 17 de mayo de 2000 presentó la candidatura, prometiendo moderación, la defensa de España y un pacto de Estado contra ETA. Estaba tan confiado en su victoria gracias al apoyo asegurado por los dirigentes del partido que no quiso dar la batalla por las bases. 


			El congreso se abrió el 21 de julio con una abundante producción documental sobre lo que debía ser el PSOE, pero lo que importaba era la elección del secretario general. Las negociaciones previas para pactar candidaturas, o que alguna se retirase, habían sido infructuosas. Rubalcaba, por ejemplo, no convenció a Zapatero para que se retirase en beneficio de Bono. Todos se dedicaron a comprometer los votos para el congreso y a granjearse un programa y una imagen. Matilde Fernández tenía la vitola de izquierdista, Bono la de socialcristiano, Zapatero la de renovador y Rosa Díez la de «centro de la izquierda». Tras oír y votar la ponencia marco, que ahondaba en la idea de fin de ciclo, se pasó a la cuestión principal: la presentación de los candidatos. 


			Rosa Díez hizo un discurso de perdedora, asegurando que, como era «más del PSOE que las amapolas del campo», daría sus votos «gratis, sin pedir nada a cambio», y que de su candidatura no saldría «una familia nueva». Luego, como es sabido, nada salió como Rosa quería y fundó un partido, UPyD, con su «familia nueva». José Bono, eterno candidato, hizo un discurso nacional, no de partido, en el que criticó al PP, lógico, y a Zapatero, del que daba a entender que estaba allí como si se tratara de «un experimento divertido o una alegre aventura». No se equivocaba. Bono se proclamó felipista pero renovador, y despreció a los guerristas, cavando así su propia tumba. Matilde Fernández enarboló la bandera del guerrismo y salió a hablar con el puño en alto. Sus críticas se dirigieron a los felipistas por haber dejado el partido en crisis de liderazgo, de organización y de proyecto —como hoy—, y por haber hecho políticas de derechas. 


			Con este ambiente negativo, gris y cainita se presentó Zapatero, que hizo gala del estilo que le caracterizó hasta el fin de su primera legislatura: el talante y el optimismo a cualquier precio. Le dijo a cada uno lo que quería oír. A los alcaldes y concejales les prometió impulsar el poder local; a los delegados catalanes, marchar hacia el federalismo; a las mujeres, luchar contra la violencia doméstica, por la compatibilidad laboral y por la libertad en la interrupción del embarazo. A los de Borrell, agrupados en Iniciativa por el Cambio, les aseguró que consolidaría la democracia interna, mientras que a los felipistas les dijo lo único que querían oír: «Nada de esconder a Felipe». La clave estuvo en los guerristas: les prometió disciplina y eficacia en la organización, y basar el partido en ideas de izquierda. Satisfecho, bajó del estrado con una sonrisa. 


			El debate interno en cada grupo era si se quería a Bono como secretario general. Los guerristas decidieron que no porque temían su exterminio si ganaba el presidente castellano-manchego, por lo que para impedir su victoria votaron a Zapatero, el mal menor. Borrell, muy disgustado, barajó incluso la posibilidad de crear un frente anti-Bono. Y es que Bono había hecho lo contrario que Zapatero: asegurar a los guerristas que quedarían fuera; a los de Borrell, que no habría democracia interna, y a los catalanes, que se olvidaran de arcadias felices. Es más: había descartado el pacto previo con Zapatero que González y Chaves le habían sugerido. 


			El resultado de la votación sorprendió a casi todos. Zapatero ganó por nueve votos, 414 frente a los 405 que obtuvo Bono —doce más que los avales que había recogido—, los 109 de Matilde Fernández y los 65 de Rosa Díez. Cuando Bono supo la noticia, algunos le aconsejaron dar la batalla y formar grupo propio con el objetivo de ser el candidato electoral; otros, entre los que estaba Rubalcaba, manifestaron que era mejor no hacer nada. Desairado, Bono rechazó la oferta de presidir el partido —dijo aquello de «No puede haber dos gallos en un gallinero»— y se retiró. 


			La victoria de Zapatero pareció a los medios de comunicación un milagro. Hablaban del comienzo del «cambio tranquilo». Se le presentaba como «un diputado leonés de buen porte, inmejorables maneras, educadísimo, responsable y algo soso», que había nombrado una ejecutiva sin experiencia pero con unas ganas locas de «comerse el mundo». 


			El buen trato de los medios hizo que su figura fuera muy valorada en las encuestas de opinión. Hasta en el PP se le vio con buenos ojos. A Zapatero le salió bien dar prioridad a las formas, al «talante», que en realidad consistía en fingir empatía con cualquiera y satisfacer de palabra las demandas del interlocutor. Pero detrás no había nada, ni un programa económico, ni una idea constitucional de España, ni referentes internacionales presentables, ni un modelo de partido, ni una generación que tomara el relevo. 


			El zapaterismo se desarrolló desde el poder, entre 2004 y 2011. La separación con la corriente socialdemócrata europea fue completa. Para el recuerdo quedan aquellas fotos de Zapatero en la Unión Europea completamente solo y apartado. Aprovechó la buena gestión económica de los gobiernos de Aznar para volver a vincular la democracia con el gasto social. De esta manera se volvía al origen, al PSOE de 1982: los socialistas eran la democracia y venían a rectificar el paso de la derecha por el poder. Para ello era preciso resucitar la parte más emotiva del discurso izquierdista.  


			Y lo hizo a través del guerracivilismo y el anticlericalismo. La ley de memoria histórica no sólo despreciaba la Transición porque, a su entender, no hubo ajuste de cuentas con los franquistas, ni se reparó a las víctimas de la dictadura, sino que establecía la Segunda República como el buen régimen. Esto colocó a las izquierdas en una de sus dimensiones políticas favoritas: el frentismo y el señalamiento del adversario como enemigo fascista. De nada sirvió que el PP hubiera condenado el franquismo en el Congreso de los Diputados en 2002. Las izquierdas impulsadas por Zapatero atribuían a los populares la añoranza de Franco y les señalaban como sus herederos, a pesar de que muchos dirigentes socialistas eran hijos de altos cargos del franquismo.43 La ley de memoria histórica aprobada por el gobierno de Zapatero en el año 2007 cambió el panorama y resucitó la idea anticlerical unida al guerracivilismo como partes de la identidad del socialismo. Comenzó entonces un debate sobre la «memoria colectiva» —un imposible, porque la memoria sólo puede ser individual—, los nombres de las calles, la retirada de recuerdos franquistas y las cunetas. Detrás estaba el mito del modelo de 1931, la Segunda República, como antecedente democrático del régimen actual, cuando en realidad fue un régimen construido contra una parte de los españoles, sin acuerdo, en el que no se respetaba al adversario, donde la élite buscó y amparó el conflicto, los gobiernos ejercieron influencia en las elecciones y falsearon el voto, y los comicios tuvieron siempre un carácter plebiscitario, lo que aleja aquella República del normal funcionamiento de una democracia. 


			No importaba el conocimiento histórico, sino el discurso político que se podía construir, y lanzar al adversario, reinterpretando los hechos. El zapaterismo sacó así otro de sus «monstruos» para agitar a la izquierda: la Iglesia. Por eso se resucitó también el anticlericalismo, precisamente cuando la sociedad española está más alejada de las prácticas católicas y se estaba produciendo la expansión del islam. El multiculturalismo, hijo de la nueva izquierda, se convirtió en seña de identidad del nuevo PSOE, adaptando el pacifismo y el tercermundismo del 68. Occidente, el capitalismo y Estados Unidos eran los grandes males de la humanidad, en ese simplismo adolescente denunciado por Jean-François Revel.44 Hasta el punto de que Zapatero no llegó a levantarse ante el paso de la bandera estadounidense en un desfile militar en Madrid. La solución estaba en el diálogo con otras culturas y en la relativización de la tradición europea, sobre todo española. De ahí surgió la boutade de la Alianza de Civilizaciones, que consiguió el apoyo del Irán de los ayatolás y del turco Erdogán. El objetivo era demoler las tradiciones, definirlas como nocivas para la democracia y construir unas nuevas; es decir, el viejo objetivo socialista de crear un hombre nuevo. Y el gran dictador de esa nueva política era, como siempre, el Estado puesto en manos de los progresistas.  


			La sentimentalización de las relaciones internacionales y ese antiamericanismo de asamblea universitaria se plasmaron en la retirada inmediata y vergonzosa de las tropas españolas destinadas en Irak. Fue su primer acto de gobierno. Aquella medida respondía a la clave del zapaterismo: convertir la política en una reacción a una necesidad sentimental. Los criterios en materia económica, social, cultural y territorial, además de la internacional, fueron emocionales. Así se trató el tema de Cataluña, cuando dijo que aceptaría lo que viniera del Parlamento catalán sin pensar en su encaje constitucional ni político. O en el gasto social, porque, como dijo la ministra socialista Carmen Calvo, «el dinero público no es de nadie». El aumento de las partidas para subvencionarlo todo tenía una justificación sentimental, pero también clientelar: fue creando amistades, clientes y dependientes. ¿Por qué no redistribuir la riqueza entre la gente? El estatismo llegó a su máxima expresión. Un ejemplo vergonzante fue cuando Zapatero decidió dar 2.500 euros por nacimiento, en lugar de beneficios fiscales, por ejemplo. La complicidad con el mundo de «la cultura», los «actores de la ceja», en ese negocio basado en subvenciones a cambio de asegurar la hegemonía cultural, fue completa. Incluso llegan hasta hoy los manifiestos firmados por «intelectuales y artistas» en apoyo de «gobiernos del cambio», mostrando la degeneración del concepto «intelectual» y «cultura», la superficialidad de argumentos basados en el sectarismo y el hambre de dinero público.  


			Pero el zapaterismo creó una dicotomía peligrosa. Nos referimos al buenismo y a la demonización del PP. Sugerido por alguno de sus consejeros, como Suso del Toro, recogió el republicanismo cívico de Philip Pettit, pero transformándolo en lo que se denominó «buenismo». Quizá haya sido Gustavo Bueno quien mejor lo ha diseccionado al llamarlo «pensamiento Alicia».45 El filósofo describía a los zapateristas como personas que vivían en un mundo infantil, de sueños y espejos, siempre con una sonrisa y buen talante, en el que se definía y actuaba con trazo grueso. Ese simplismo, decía Bueno, no era siempre espontáneo, sino sistemático, manipulador y preocupante.  


			La otra parte de la dicotomía fue la demonización de la derecha. El objetivo era no sólo mostrar al PSOE como el único que tenía verdadero derecho a gobernar en democracia, sino que el PP era una anomalía contaminante para el progreso, la armonía y el deseo de los pueblos. Es una típica estrategia del bolchevismo, ya utilizado en su lucha contra el zarismo, el definir al enemigo con las más despreciables características, incluso animales, para que sea despreciado y se justifique su apartamiento y liquidación. Zapatero, sin llegar evidentemente a la violencia de los comunistas de principios del siglo XX, escenificó ese repudio en el Pacto del Tinell, en el que se comprometía a no pactar con el PP bajo ningún concepto. En ese momento se rompió la convivencia, difícil pero sostenida, entre los dos grandes partidos del régimen del 78. En suma, Zapatero es el responsable tanto de la infantilización y sentimentalización, cainita y conflictiva, de la política actual, como del auge del populismo socialista y de la crisis profunda del PSOE desde 2011.  


			 


			Pedro Sánchez, el último socialista 


			 



			Pedro Sánchez puede pasar a la historia como el hombre que enterró al PSOE. Falto de proyecto y de apoyo interno, con más errores que aciertos, y sin espacio electoral, deambula tristemente por el espectáculo político español. No ha conseguido interpretar la crisis institucional de la democracia, ni el estado de ánimo de la sociedad. Despreció las voces de la moderación que le llamaban a un acercamiento al PP y a Ciudadanos, y eligió echarse en brazos de Podemos y de sus marcas blancas para reforzar su izquierdismo y plantar cara a Susana Díaz.  


			Empezó errando en la estrategia. En septiembre de 2014, siguiendo los dictados de Susana Díaz, la jefa del socialismo andaluz, Sánchez dijo que jamás pactaría con el populismo. Sin embargo, el rápido cuestionamiento interno y la volatilidad del electorado español hicieron barruntar al equipo de Pedro Sánchez —y entonces a Zapatero, y a José Bono— que el país se decantaría por el populismo socialista de Podemos, y que ahí estaba la renovación de la izquierda, el futuro. Es más, creía que la senda abierta por ZP, anclada en el izquierdismo de la «memoria histórica», la aceptación del victimismo nacionalista, la ideología de género y el gasto social incontrolado, le aseguraba una identidad y un espacio electoral. La estrategia era resucitar los frentes, volver a los tiempos de Almunia y Frutos, allá por el año 2000, pero con más telegenia. La apuesta le parecía segura y se empeñó en pactos de gobiernos locales y autonómicos con los podemitas para tener un «mapa rojo» de España. Intentó a la vez eliminar a los «díscolos» del partido, y así cayó Tomás Gómez y se hizo contracampaña a Carmona, hundiendo más aún al socialismo madrileño. La idea era crear un frente de izquierdas ante el «austericidio» del PP y encabezar la «indignación». Así lo decía López Aguilar en un mal libro que pasó lógicamente desapercibido:  La socialdemocracia y el futuro de Europa (2013). Sánchez sabía que el congreso del PSOE no le había elegido por devoción, sino para quitar de en medio a los Rubalcabas y demás supervivientes de Suresnes. Aquel «mapa rojo» mostraría que él, Sánchez, era capaz de sacar al PP de las instituciones, resucitar así al socialismo y convertirse en un auténtico líder. 


			Pero el populismo es un cáncer de la democracia, no una solución. Mientras el socialismo europeo, que se reunió en Madrid para respaldar a Pedro Sánchez en febrero de 2015, cargaba contra Podemos y el populismo tras el fiasco griego, el español se empeñaba en abrazar a Pablo Iglesias. Y así pactaban en Madrid, Cartagena, Cádiz o Valencia, al tiempo que los «hermanos socialistas» de Podemos hundían Grecia, y el electorado los echaba de Argentina. Esa preferencia de Pedro Sánchez por los podemitas ha acercado a Ciudadanos al votante de centro izquierda que quiere una alternativa tranquila al PP y ha abierto un conflicto interno muy grave dentro del PSOE.  


			El segundo error fue el federalismo como solución territorial. Da igual que digan que Sánchez repite la Declaración de Granada, de 2013, tan vacía de contenido como simple. Es que propuso la federal como camino intermedio entre el constitucionalismo del PP, que considera «inmovilismo», y el independentismo de Junts pel Sí, y no supo definir la vía de federación ni el modelo competencial, dejándolo todo «al diálogo entre las partes». Esta fórmula federal hueca y sin personalidad no caló en Cataluña ni en el resto de España en medio de la escalada verbal secesionista —siempre insultante—, el referéndum ilegal del 9-N y el falso plebiscito del 27 de septiembre de 2015.  


			En el pulso al nacionalismo catalán, los vencedores fueron otros: el PP y Ciudadanos. Rajoy ha sabido capitalizar su cuidada lentitud e idea de dar la batalla a través de terceros, los tribunales, animando a un pacto de Estado con Sánchez y Rivera, reforzado, además, por el esperpento de los independentistas para formar gobierno. Rivera y los suyos, a los que no se puede tildar de cobardes, tibios o retrógrados en la lucha por la libertad en aquella parte de España, son por el momento la única alternativa en Cataluña.  Si las veleidades de Inés Arrimadas con el nacionalismo no lo remedian. 


			Si los resultados electorales de Rubalcaba en 2011 fueron malos, los peores de la historia del PSOE desde 1977, los que obtuvo Pedro Sánchez en diciembre de 2015 y junio de 2016, pueden ser definitivos para un socialismo español que parece seguir la senda del griego —el histórico PASOK ya no existe— y del francés —hundido en las últimas elecciones regionales—. El PSOE se ha quedado sin espacio electoral para un programa social indistinguible en el consenso socialdemócrata que nos rodea, sin una alternativa ilusionante, de la que se ha apropiado Rivera, y que ha fallado en la cuestión territorial cuando lo que se juega es la unidad de España y la defensa del imperio de la ley democrática. 


			Los partidos no son eternos y menos cuando las luchas internas y la falta de proyecto y liderazgo impiden un análisis medianamente correcto del momento político y de las aspiraciones sociales.  


			 


			El error del frentepopulismo 


			 


			La idea del Frente Popular del 36 como ocasión perdida para una sociedad más justa y solidaria no es de hoy, evidentemente. El frentepopulismo era visto en el PSOE de los años setenta como el resultado del movimiento obrero contra la «burguesía cerril» y el «fascismo», decía Felipe González, quien apuntaba que el «veredicto popular» que dio la victoria al Frente Popular en febrero de 1936 no fue «aceptado por la burguesía», que comenzó entonces «la conspiración para derribar la República».46 


			España no está hoy para frentes populares. Ahora no. No estamos en 1935, ni la sociedad es la de entonces. Sin embargo, Pedro Sánchez quiso formar un gobierno junto con los populistas y separatistas con tal de llegar al poder. Sería la consecuencia lógica del rumbo que Zapatero puso al socialismo español desde que forjó la nueva identidad de la izquierda con la aceptación del nacionalismo separatista, la ideologizada «memoria histórica», el feminismo radical y las bioideologías. El resultado fue el «cordón sanitario» y el Pacto del Tinell contra el PP, que compendiaba, en su opinión, todo lo repudiable en democracia. El Comité Federal del PSOE reaccionó para que Sánchez no certificara ese remedo de Frente Popular y enterrase al socialismo español.  


			El frentepopulismo fue una estrategia del comunismo estalinista para desestabilizar las democracias europeas de la época de entreguerras y hacerse con el poder. Se trataba de sublimar el enfrentamiento social porque de ahí sólo podía derivar el ascenso de los más radicales, como ha pasado siempre en la historia. En aquella Europa de la década de 1930, las instituciones estaban sobrecargadas de demandas sociales, aumentadas, además, por el discurso de los populistas. La idolatría del estatismo, muy parecida a la actual, parecía dar la razón a los que depositaban toda su esperanza en un Estado omnipresente y todopoderoso que creara la sociedad justa y el hombre nuevo.  


			El triunfo de totalitarios sobre la libertad y la democracia se asentaba en el enfrentamiento y en la liquidación del enemigo, que pasaba por tomar el poder en exclusiva. Por eso en el PSOE triunfaron la tendencia guerracivilista de Largo Caballero y la oportunista de Indalecio Prieto, sobre la taimada de Julián Besteiro, incapaz, por incompetente y débil, de oponerse a la deriva suicida del socialismo. Mientras, el comunista José Díaz, correa de transmisión de las directrices del VII Congreso del Comintern, hablaba en 1935 de la acción común «del Partido Socialista y del PCE, que harán público su propósito de marchar unidos en la lucha contra el enemigo común».  


			Aquel frentepopulismo de los años treinta decía que la «burguesía reaccionaria» daba la espalda al pueblo, era corrupta y bastardeaba la democracia, asentada en un régimen que sólo defendía sus intereses de clase. Era preciso, alegaban los comunistas europeos de entonces, atraer «a los aliados no proletarios», a las «capas verdaderamente populares, cuyos intereses económicos y espirituales» estaban en peligro. La obligación de la izquierda era evitar un gobierno de la derecha «en contra —decía José Díaz— de la voluntad de la gran mayoría del pueblo».  


			Hasta entonces, los comunistas europeos, dirigidos desde Moscú, se negaban a colaborar con cualquiera que no estuviera en la III Internacional, a los que definían como «burgueses», incluidos los socialistas. El deseo de Stalin de desestabilizar las democracias europeas, o lo que quedaba de ellas, para del caos obtener el poder, hizo que, mágicamente, los que antes eran «oligarquía burguesa» o «casta» se convirtieran en aliados para impedir el fascismo.  


			En los estertores de la Segunda República fueron Azaña, Sánchez Román y Martínez Barrio los que patrocinaron desde abril de 1935 la reedición de una coalición republicano-socialista, con la ayuda de Prieto, que les devolviera al poder para recuperar lo que creían suyo: la República. La convergencia de estrategias llevó entonces al Frente Popular: por un lado, el hambre desmedida de poder de republicanos y socialistas, y por otro, el deseo de los comunistas de desestabilizar la democracia. El error del republicanismo y del socialismo, en un mar de errores generales, también de la derecha, es conocido.  


			Si bien la historia es distinta, afortunadamente, y hoy no estamos en 1935, no difiere mucho la argumentación ni el lenguaje utilizados por el populismo socialista de Podemos para seducir al PSOE y a los nacionalistas.  


			El populismo socialista exportado a España por Podemos se basa en la hegemonía cultural de Gramsci, que ya tiene casi ganada en la izquierda al marcar el lenguaje, la agenda política y la interpretación de la historia reciente y el presente. Pero también se fundamenta, siguiendo a Ernesto Laclau, en la recolección de todas las demandas sociales en un frente popular para derrotar al enemigo —la casta y la derecha que la justifica—, tomar el poder y reconstruir la comunidad «justa y benéfica», tan propia del pensamiento totalitario. Sin embargo, hoy se sabe que ese populismo es una enfermedad de la democracia y que su deriva, el frentepopulismo, no es una solución a la crisis, sino su profundización.  


			No pasemos, en consecuencia, de un bipartidismo imperfecto a una polarización forzada, impulsada por los populistas para hacerse con el poder por la puerta de atrás, y eliminar la libertad. Los pactos deben ser entre fuerzas que tiendan hacia la convivencia democrática, no al extremismo y la disgregación. 


			 


			Por qué el PSOE teme a Podemos 


			 


			Cuando los comunistas británicos pidieron instrucciones a Moscú en 1921 para saber qué debían hacer respecto a los laboristas, la respuesta de Lenin fue toda una lección táctica. Poco importaba que el líder soviético hubiera insultado a los sindicalistas británicos llamándolos «aristocracia obrera» y colaboradores de la «dictadura burguesa». Las circunstancias habían cambiado. La crisis de los partidos británicos y las dificultades exteriores indicaban que era el momento, decía Lenin, de acercarse al laborismo y ofrecer la colaboración para un frente único. Si aceptaban y formaban gobierno con ellos, propiciarían las divisiones internas del partido laborista, que tenía entonces líderes débiles y enfrentados. Esto aumentaría el descrédito de sus dirigentes frente a las bases, que acabarían prefiriendo la solidez y contundencia de los comunistas. Y si no formaban gobierno habrían llevado su mensaje a la militancia izquierdista, bolchevizando el lenguaje, su interpretación del mundo y las aspiraciones sociopolíticas. Es más, Lenin añadía que si los laboristas se negaban al frente único, «ganaremos todavía más. Pues habremos mostrado a las masas que [sus dirigentes] ponen por encima del interés de los trabajadores su intimidad con los capitalistas».  


			Podemos hace tiempo que ha ganado la partida propagandística al PSOE. Todo empezó cuando los socialistas asumieron como buena y justa la crítica que dichos populistas hicieron de la situación social y económica. Admitieron que los culpables eran la troika europea y «las derechas» —un término, por cierto, del guerracivilismo de los años treinta—. Era un «enemigo» clásico e identificable que había impuesto unos «recortes» en perjuicio de «la gente» y en beneficio de «la casta». Los socialistas, carentes de ideas, proyecto y liderazgo desde Felipe González y la crisis de la socialdemocracia del siglo pasado, vieron ahí el paradigma que tanto ansiaban. Asumieron, así, el lenguaje, la interpretación y la solución podemita, que sólo podía pasar por engordar el Estado y marginar a la derecha.  


			Ganada de esta manera la hegemonía cultural gramsciana, es lógico que Podemos reclame ahora el protagonismo en la izquierda y la formación del frente único bajo su égida para un «gobierno de cambio», y que así se lo reconozca parte del PSOE. En consecuencia, la distancia es cada vez más evidente entre los dirigentes territoriales del Comité Federal y la militancia, muy radicaliza gracias a Podemos y a sus medios de comunicación. Mientras la «vieja guardia» del PSOE, a la que todavía se la identifica con la denostada «casta», reclama sentido de Estado y pactar con los constitucionalistas, y se niega al acercamiento suicida a Podemos, los afiliados comparten objetivos con los podemitas: echar a «las derechas» y rectificar el régimen para hacerlo suyo. La brecha en la socialdemocracia ya está hecha.  


			Sánchez pactó a escondidas con Podemos para formar gobierno, provocando así la ruptura, porque ese acuerdo sólo podría hacerse bajo la aceptación de unas reclamaciones sociales, económicas y territoriales muy alejadas de la socialdemocracia actual, y propias del populismo socialista. El PSOE habría perdido su identidad para adoptar la de los nuevos bolcheviques a cambio de tomar en apariencia el poder. Con la política en el cauce de la idolatría del Estado —más impuestos, control estatal y limitación de las libertades—, el rechazo al mercado, el establecimiento del principio de autodeterminación, el ostracismo de la derecha y la negativa a cumplir las normativas europeas, la auctoritas estará en manos de Podemos, su auténtico inspirador. Es más, ante el cuerpo electoral hubieran salido reforzadas la figura de Iglesias, de su partido y su proyecto en detrimento de la otra izquierda: el PSOE.  


			Y si finalmente Sánchez hubiera formado gobierno con Ciudadanos, Podemos habría activado el discurso de que el PSOE es un «traidor» al proyecto social y estatista, parte de «la casta» y colaborador de la derecha. En contraposición, la gente de Iglesias se presentaría como la auténtica alternativa socialista. Si la clave en la competencia entre la izquierda es más Estado y la negación de legitimidad a la derecha —como quiere Podemos—, sólo puede ganar aquel que tenga una imagen y un proyecto más claramente estatistas y excluyentes; es decir, Iglesias y compañía.  


			Ahora bien, si hasta ahora Podemos no ha dado el «sorpasso», es por dos razones. Primero, porque el de Iglesias no es un partido de verdad, sino un conjunto de grupúsculos radicales, demagógicos y territoriales, con un jefe mediático sin una capacidad de liderazgo que haga rendir bajo sus pies a los cabecillas locales. El día que Iglesias construya una organización con el poder centralizado y concentrado en su «sóviet», ya puede temblar el PSOE. Y segundo, porque, al igual que los laboristas británicos de hace casi cien años, los socialistas han preferido mirar a su derecha, a Ciudadanos, y dejarse de aventuras suicidas. O eso parece. 


			El plan de Sánchez tras las elecciones del 26-J fue bloquear todas las posibles salidas de Rajoy. Es pura teoría de juegos. Dijo que «no» a la investidura dos veces, lo que rompió la aritmética soñada por los populares, y le dio la imagen de dureza que suponía que le exigía el electorado izquierdista. Además, Sánchez animaba a los de Rajoy a pactar con los nacionalistas, lo que siempre ha rechazado el electorado del PP. Y al tiempo decía que no habría terceras elecciones, lo que suponía amenazar con un pacto de Frente Popular, algo que gusta a las bases socialistas y consigue presionar a Rajoy y Rivera. Sánchez creía que ese bloqueo le hacía indispensable para ser la alternativa de izquierdas, y quitar identidad y protagonismo a Podemos. 


			La estrategia del «no es no» sólo miraba por sus intereses personales y los de su partido —por ese orden—, pero todos los planes de Sánchez han salido mal. Llegó a la secretaría general compitiendo con Eduardo Madina y Pérez Tapias. Su proyecto era similar al de Zapatero: demagogia social y exclusión del PP de la vida política. A su favor parecía tener el valor en boga en el momento: la telegenia. Había hecho sus pinitos en tertulias televisivas, y su porte y su juventud indicaban, o eso se creía, que podían competir en ese casting desvergonzado de efebocracia en que se ha convertido la política española. Porque para la nueva política y sus satélites sólo importan dos cosas: la imagen del candidato y que repita con convicción el argumentario oficial.  


			Sánchez quería ser lo que el italiano Vilfredo Pareto llamó «zorro» —en realidad dijo «zorras», pero se va a entender mal—, en alusión a los líderes que pretendían conseguir el poder guiados por la combinación de opciones imaginarias y de previsión de escenarios políticos. Está por ver si el «zorro» sale de su madriguera. La estrategia del triple «no» —no a Rajoy, no a formar alternativa, no a terceras elecciones— colocó a Sánchez en el peor punto posible, fue un enorme error. Pero no por un sentido de responsabilidad o de patriotismo, que también, sino por su ingenuidad suicida. Metió a su partido en un callejón sin salida, desvelando su negativa a todo antes de saber cómo iban a actuar sus adversarios o posibles aliados. Podría haber esperado a conocer el pacto entre PP y Ciudadanos para rechazarlo, lo que le hubiera granjeado cierta credibilidad, pero decidió hacerlo antes, en un arrebato infantil. El «no es no» le introdujo en una política de aislamiento y quietud que permitió a los otros tres tomar decisiones, marcar agenda y definir peyorativamente a un Sánchez obsesionado por su foto fija. Es más, ni siquiera jugó la baza de la imagen: mientras los demás trabajaban en la política —sí, eso de pactar, buscar gobierno, influir o crear opinión—, Sánchez se jactaba de sus vacaciones veraniegas.  


			Este elogio absurdo de la quietud ha permitido que PP y Ciudadanos descolocaran al PSOE en dos de las tres dimensiones básicas actuales de la política española: la socioeconómica y la lucha contra la corrupción. El pacto de investidura firmado por Juan Carlos Girauta y Rafael Hernando escoró a los socialistas a la extrema izquierda del espectro político; ahí donde hace daño electoral, y donde encuentra el abrazo del oso de Podemos. La letra de dicho acuerdo dejó a Sánchez sin discurso posicional en lo social, empujándole a dos políticas arriesgadas: la descalificación cada vez más dura de Mariano Rajoy para aumentar la crispación con el propósito de atraerse al electorado enfadado; o distinguirse por abrir una nueva dimensión política, la tercera a la que nos referíamos al principio: la territorial. He aquí el riesgo que suponía Sánchez para el Comité Federal del PSOE al ser consciente de que su nefasta estrategia le apartaba personalmente de la política y de que estaba cavando la tumba del PSOE. 


			Sánchez, como se vio en la sesión de investidura del 31 de agosto y 2 de septiembre de 2016, no pudo hacer un discurso convincente ni alternativo sobre la dimensión socioeconómica del pacto entre PP y Ciudadanos cuando éstos habían prometido un gasto de 29.000 millones de euros. Y la retórica anti-Rajoy estaba ya agotada, no sólo porque Rivera y los suyos habían acabado pactando con el jefe de los populares, sino porque el rey le había encargado formar gobierno tras ganar dos veces seguidas las elecciones, dejando en la segunda, la del 26-J, muy atrás a sus competidores. Es más, los insultos a Rajoy y al PP no le habían servido a Sánchez para ganar un elector más.  


			Ante la UCD, el PSOE de González y Guerra no introdujo una dimensión política nueva, sino que coadyuvó a su desintegración. Aquello, acabar con el competidor, restar sus fuerzas, funcionó. De ahí la insistencia de Sánchez y los suyos en descabezar al PP: debilitar al adversario para propiciar su victoria sin cambiar el programa. Tras el fracaso en la dimisión forzada de Rajoy, Sánchez se vio tentado por la única solución posible: abrir la cuestión territorial como la dimensión de confrontación que le facilitara una alternativa. Visto que el federalismo que proponía carecía de contenido porque es imposible su articulación sin quebrarlo todo, tendría que adoptar como buena la solución de los referéndums de independencia —lo del «derecho a decidir» es maniqueo y cursi—. Esto le distanciaría de PP y Ciudadanos, una vez diluidas las diferencias en lo socioeconómico y lucha contra la corrupción, y le acercaría a una mayoría alternativa con Unidos Podemos y los nacionalistas. Ya dijo Sánchez en septiembre de 2015, repitiendo errores históricos de socialistas y republicanos de izquierdas, que era «catalanista».47 En fin. Esta vía, la del Frente Popular, que ronda la cabeza de muchos socialistas en el último año, no sólo es la única a la que se ha empujado Sánchez él solo, sino que supone un enorme riesgo, como ya se vio. 


			Es un riesgo, decimos, porque no se trata de una alternativa corriente al centro-derecha, sino de una opción rupturista del régimen del 78 de la peor manera posible. Acogerse a la dimensión territorial como elemento diferenciador, de conflicto, que posibilite la supervivencia del PSOE y del propio Sánchez rompería las bases de la convivencia —cada vez más maltrechas—, y acabaría enterrando lo poco que queda de moderado en el socialismo español. El PSOE, tras este diluvio que no cesa desde el páramo que dejó Zapatero y Pedro Sánchez, debe decidir qué quiere ser de mayor: si una opción de gobierno a la que se pueda votar sin poner en riesgo la libertad que tenemos, o un mal recuerdo. 
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			La rendición de la derecha 


			 


			En 2011, el Partido Popular, que obtuvo de los españoles una mayoría absoluta para aplicar su programa electoral, renunció a los principios establecidos por José María Aznar en el Congreso de Sevilla de 1990, basados en la libertad y la confianza en las personas, para volver al conservadurismo social de la antigua Alianza Popular.48 La renuncia a la política, que fue sustituida por el economicismo y la tecnocracia, ha sido la característica fundamental del gobierno de Rajoy, que es un gran político pero cuya acción pública es un arcano para muchos analistas. Rajoy, hastiado de campañas en su contra, invitaba en 2008 a los liberales a abandonar la formación. Lo hacía después de que Esperanza Aguirre, quebradero de cabeza del dirigente popular, declarase que los socialdemócratas, cuya ideología nunca ha compartido el gallego,49 estaban cómodos con el pontevedrés. El resultado de reducir la política a la gestión sin principios, de la mano de la todopoderosa Soraya Sáenz de Santamaría, ha sido la pérdida de poder municipal, autonómico y nacional, y la vuelta a las luchas intestinas y conspiraciones palaciegas, tan típicas de la derecha conservadora. Empero, Mariano Rajoy, hábil en el manejo de los tiempos y un verdadero killer político, consiguió demostrar en las elecciones de junio de 2016, en las cuales el PP fue el único partido político que subió en votos, escaños y porcentaje, que la sociedad española sigue teniendo al PP, frente a populismos como el de Iglesias o aventurerismos como el de Pedro Sánchez, como el gran referente nacional. En otoño de ese año ya nadie discutía su liderazgo interno. 


			 


			Alianza Popular: conservadurismo social 


			 


			Fundada en 1977 por Manuel Fraga, padre de la Constitución, ministro aperturista a quien se debe la Ley de Prensa de 1969 que acabó con la censura previa e inventor del centro, aunque luego se lo birlase Adolfo Suárez para su UCD, Alianza Popular comenzó su andadura con 16 diputados (apenas un 8 por ciento del electorado, cuando esperaba obtener el 50 por ciento de los votos), que caerían hasta 10 en 1979. La formación llegaría a tener 107 escaños y ser la oposición al PSOE de González en 1982. Era un partido constituido alrededor del hiperliderazgo de Manuel Fraga, en continua búsqueda de su espacio electoral, que era percibido por los españoles como un partido muy de derechas, incluso de extrema derecha, frente al centro-derecha de Suárez o el centro-izquierda de González. Este hiperliderazgo fue descrito por Rafael Arias Salgado como «incompatibilidad entre el yo y el partido cuando el partido no promociona el yo».50 Fraga era uno de los líderes políticos más conocidos, con mayor grado de penetración en la sociedad, pero, al mismo tiempo, que despertaba un fortísimo rechazo entre buena parte del electorado. 


			Los pasos iniciales de la AP de «los siete magníficos»51 fueron descritos por Gunther, Sani y Shabad como «una historia de ambiciones e intenciones frustradas».52 El estilo de liderazgo de Fraga, bronco y autoritario, tampoco contribuía a mejorar la imagen de la formación, vista por no pocos como «neofranquista», dado el pasado ministerial del gallego y de varios de los miembros de su directiva, exministros del dictador, además de por las imágenes que proyectaba de sí mismo el partido. Así, el 69 por ciento de los votantes de UCD y AP tenían esa percepción de AP,53 frente al 33 por ciento que pensaba lo mismo de UCD. Sólo un 33 por ciento consideraba a AP un partido democrático en 1978.54 Algo que se correspondía con sus votantes, de los cuales la mitad se declaraba «franquista». Mientras que sobre 5 puntos la posición del electorado en 1978 era de 2,7, AP se situaba en el 4,3 (CIS, junio de 1978). El varapalo recibido en 1979, cuando AP perdió 400.000 votos y sólo obtuvo un 6 por ciento de apoyo, hizo que el partido, convertido en Coalición Democrática después de su alianza, entre otros, con los democristianos de Óscar Alzaga, girara en materia económica hacia posiciones aperturistas de economía de mercado, mientras mantenía su conservadurismo en lo social. Es decir, se convirtió en un partido que premiaba el economicismo y la tecnocracia, al tiempo que mantenía posiciones sociales que no entroncaban con el sentir de la sociedad española. No sirvió de nada. Así, en el III Congreso de la formación, en que se consolidó la figura de Fraga y su sistema presidencialista, hicieron que la formación se definiera como liberal-conservadora, reformista, popular y democrática.55 Una verdadera empanada ideológica, al modo y manera de la que hoy utilizan los de Rivera, diseñada para evitar mentar conceptos de derecha. Fraga había decidido convertir su partido en un partido catch-at-all, un atrapalotodo. Pero seguía defendiendo un Estado fuerte, la «supremacía de la civilización cristiana» y su oposición al divorcio, además de la defensa a ultranza del bipartidismo, una de cuyas fuerzas, naturalmente, debía ser AP. Fraga lo llamaba «mayoría natural» y lo hacía en un momento en que la UCD —que jamás fue un partido, sino un conglomerado de intereses— comenzaba a descomponerse.56 El resultado fue tan espectacular como malinterpretado por los dirigentes del partido: en 1982, AP pasó del 6 al 26 por ciento de voto, con lo que alcanzó los 107 escaños. Buena parte de los cinco millones de votos provenía, claro, de UCD. Así, los votantes históricos de AP apenas representaban ya un tercio de su electorado. Había que ir virando al centro, pero los dirigentes de AP se mostraban incapaces de hacerlo. Y ello pese a las imágenes de Manuel Fraga oponiéndose, incluso violentamente, a Tejero el 23-F, como recuerda Fernando Álvarez de Miranda, entonces presidente del Congreso de los Diputados.57 La petición de abstención en el referéndum de la OTAN, tomada por consejo de la CEOE y para fastidiar la hegemonía del PSOE, fue el colmo para muchos. En 1985, AP era percibido por un 28 por ciento del electorado como un partido «pasado de moda» y por un 65 por ciento como un partido «autoritario», frente al 5 por ciento y 18 por ciento respectivamente del PSOE (CIS, 1985). Así, no sorprende que en 1986 no se consiguiera que el PSOE perdiese su mayoría absoluta ni tan siquiera crecer en escaños. La campaña fue un desastre: en lugar de hacer propuestas, los de AP-CP se dedicaron a pintar un panorama catastrofista, al más puro estilo de los populismos actuales, mientras que el perfil conservador o incluso ultraconservador era la característica principal de la mayoría de sus candidatos. El resultado fue el esperable: se perdieron 300.000 votos. 


			Fraga, cuyo secretario general Jorge Verstrynge (luego sustituido por el conservador Alberto Ruiz-Gallardón, hijo de José María Ruiz-Gallardón, vicepresidente histórico de AP) hoy es más que cercano a la fuerza populista Podemos, no había comprendido que no se había producido un corrimiento sociológico hacia la derecha de la sociedad española y seguía insistiendo en la tecnocracia, renunciando, quizá porque no podía hacer otra cosa, a una verdadera renovación intelectual, basada en principios liberales. Los mismos principios que en aquellos momentos defendían Thatcher o Reagan, a quienes los de AP admiraban por sus éxitos electorales y despreciaban por sus recetas. 


			La defensa de la tecnocracia y el economicismo que hacía AP entroncaba, por otra parte, con el régimen anterior a 1978, que había basado su éxito en las políticas económicas de los años sesenta. Y lo hacía al tiempo que despreciaba la política. Lógico: Franco fue un militar, no un político. En la memoria de los votantes de AP estaban aún insertos los innegables éxitos del ministro de Planificación y Desarrollo, Laureano López Rodó. El pisito en la playa y el seiscientos. En 1969, los tecnócratas vencieron las luchas internas entre las diversas facciones del franquismo, ocupando varias carteras ministeriales. Así, no fueron pocos los miembros del Opus Dei que llegaron a altos puestos de la administración del Estado.58 No sin razón, Franco dijo, antes de morir, que su gran legado a España era la clase media.59 De ahí el economicismo de Fraga, al cual volvería, décadas después, Mariano Rajoy, con un equipo de tecnócratas como Soraya Sáenz de Santamaría, Fátima Báñez o Cristóbal Montoro, que bien podrían estar en cualquier formación política. En Génova 13, en el año 2015, son pocos los políticos que no desprecian la política o siquiera leen ciencia política. 


			En realidad, por más que Fraga se empeñase, AP se había beneficiado de la desintegración de la formación de Adolfo Suárez en un primer momento, pero luego fue incapaz de recoger más sufragios centristas. Era el famoso techo electoral de Fraga, calculado en alrededor del 30 por ciento de los votos. Un techo que pulverizaría años después, una vez modernizado el partido y enarbolando la bandera de la defensa de los principios liberales, José María Aznar.  


			Por otra parte, AP, como ya se ha señalado, nada tenía en común con los movimientos de la derecha europea. Margaret Thatcher, quien recuperó para los tories los principios de la derecha liberal, se negó en reiteradas ocasiones a apoyar a la formación, a la que consideraba franquista, es decir, antiliberal. Ciertamente, Manuel Fraga, muy a su pesar, era un líder de la oposición muy del gusto del PSOE. Se hacía la foto del sillón con González, en nombre de las «políticas de Estado» cada vez que le interesaba al sevillano, al tiempo que defendía políticas socialdemócratas. Lo haría el resto de su vida, causando no pocos problemas con sus extemporáneas declaraciones a José María Aznar. Fraga era partidario del consenso socialdemócrata establecido con la Constitución de 1978.  


			Don Manuel, como se le conocía y conoce en Galicia, falleció el 15 de enero de 2012. Poco antes había confesado a la periodista Sara Dobarro que había sido un hombre «que he dedicado mi vida a trabajar, y si algo echo de menos, ahora, a mis ochenta y nueve años, es no haber dedicado más tiempo a la familia». Hoy es una figura muy respetada por el Partido Popular. 


			 


			La llegada de Aznar o el liberalismo conservador 


			 


			«No quiero morirme sin ver a José María Aznar de presidente del gobierno», exclamó el periodista Luis del Olmo en el madrileño Club Siglo XXI el 29 de febrero de 1988, después de oír el discurso pronunciado por el político, entonces presidente de la Junta de Castilla y León y abiertamente enfrentado al entonces líder de Alianza Popular, Antonio Hernández Mancha.60 Aznar acababa de arremeter poco antes letalmente contra su jefe de filas, después de que éste llevase meses haciéndole la vida imposible en su propio feudo. «¿Estamos igual, mejor o peor…?», se preguntó refiriéndose a Alianza Popular ante el nervioso abogado, cuyos días al frente de la derecha española estaban ya contados. Fraga estaba de regreso, desde la histórica Fundación Cánovas del Castillo, desaparecida posteriormente con la creación de FAES. En enero, el fundador de AP había forzado la convocatoria de un congreso, al cual se presentó, arrojando así al averno a su delfín, quien dejaría la política para siempre. Hacía tiempo que don Manuel había asumido su techo electoral. El partido parecía abocado a seguir perdiendo el tiempo en guerras intestinas, tan típicas de la derecha cainita, y a la eterna oposición.  


			Así pues, había que ir eligiendo nuevamente sucesor, nuevamente candidato a la presidencia del gobierno. Fraga por entonces se inclinaba por la niña de sus ojos: Isabel Tocino. Pero Federico Trillo, tan amigo de ésta como era, Francisco Álvarez Cascos, Juan José Lucas y Rodrigo Rato no estaban por la labor. Preferían apostar por el presidente de la Junta de Castilla y León, José María Aznar, quien había apoyado en 1987 la candidatura de Herrero de Miñón frente a Hernández Mancha. Al fin y al cabo, José María, parco en palabras, obsesionado por el trabajo y de gesto adusto, tenía experiencia de gobierno, recorrido en el partido y se lo había ganado todo por sí mismo. Había saltado a la prensa nacional gracias a sus políticas de austeridad, la supresión de tarjetas de crédito de los cargos públicos y su capacidad de diálogo. Apoyado en un equipo de jóvenes, que luego se conocerían como «clan de Valladolid», por allí andaban desde los primeros tiempos Ana Mato y Jesús Sepúlveda, Carlos Aragonés, Miguel Ángel Cortés, Miguel Ángel Rodríguez… 


			Así fue como el 28 de agosto de 1989 Manuel Fraga levantó el teléfono desde su Galicia natal y comunicó a José María Aznar que sería el candidato a la presidencia del gobierno frente al todopoderoso Felipe González. Es lo que se conoce como la famosa «decisión de Perbes»,61 que cambiaría el devenir de la derecha española y del propio país.  


			Juan José Lucas sería el primero, después de Ana Botella, en saberlo por boca del madrileño, mientras que Francisco Álvarez Cascos, que andaba pescando salmones en Asturias, se enteró de la noticia por el patrón. Así pues, sería Aznar, quien había empezado su carrera política en Logroño, para a continuación acabar de diputado cunero por Ávila, quien debería mantener al menos los resultados de Fraga en el Congreso de los Diputados. Algo que Felipe González no parecía dispuesto a conceder, convencido como estaba de que el PSOE tenía derecho a mandar en España hasta el final de los tiempos. Y nada mejor para cargarse a la nueva esperanza blanca de la derecha antes de que levantase el vuelo que adelantar las elecciones. Si Aznar no superaba el listón de Fraga, tendría difícil hacerse con las riendas del partido. Parecía tenerlo todo en contra.  


			Aznar se trasladó a Madrid junto con su fiel Miguel Ángel Rodríguez, uno de los artífices del cambio de imagen del centroderecha, y, contando con el apoyo incondicional de Cascos, Mayor Oreja, Rato, Lucas y un joven Tomás Burgos, llamado a presidir las Nuevas Generaciones del partido, para disgusto del manchista Rafael Hernando —portavoz del grupo parlamentario del PP de Rajoy en el Congreso de los Diputados—. Y se propuso cambiar la derecha. Al fin y al cabo, él había votado en las primeras elecciones a UCD. Su llegada a AP fue de la mano de Ana Botella, siempre a su lado.  


			Para conseguir el cambio que permitiera a la derecha gobernar, era fundamental abrir a la sociedad española el partido, percibido por la mayoría del país como carca. Modernizarlo. Y poner orden, que ya se sabe que nada penaliza más el votante que las broncas internas, que en el Partido Popular, nuevo nombre de la formación, eran cosa habitual. E introducir la palabra en que creía Aznar: «libertad». En los mítines se dejó de hablar de «España» y «Fraga» para hablar de «centro» y «libertad». Toda una declaración de intenciones de lo que estaba por venir. 


			 


			Nunca renunciaré a ninguno de los principios e ideas que tiene este partido por conseguir un voto. Pero nunca dejaré de conseguir un voto por la comodidad de no hacer nada más de lo que se estaba haciendo en ese momento. Nosotros no representamos más intereses que los de los españoles. Un partido moderado que está, que practica y que exige el respeto a las reglas del juego del sistema democrático y un partido centrado que aspira a estar cada vez mejor situado en el espacio político que le corresponde y que aspira a incrementar su representación política y su representación local.62 


			 


			Estas palabras fueron pronunciadas por Aznar en el X Congreso del Partido Popular, celebrado en Sevilla el 31 de marzo y el 1 de abril, bajo el lema «Centrados con la libertad». Un Aznar que, pese a todo, y después de una agotadora campaña en que se recorrió toda España en coche, dando mítines para veinte personas, había salvado los muebles en las generales de 1989, obteniendo 107 escaños. Unas elecciones en las que el PSOE perdió la mayoría absoluta. 


			Sevilla fue, pues, el congreso en que tomaron el poder los chicos del «clan de Valladolid». En la memoria queda la escena de Manuel Fraga rompiendo la carta de dimisión de Aznar. Es el congreso en que todo comenzó; donde se fijó como meta una sociedad libre que, sostenía el nuevo líder, no necesite «ser dirigida ni salvada por el Estado». Carlos Aragonés, Arturo Moreno, Rosendo Naseiro, Pío Cabanillas, Gabriel Cisneros, Soledad Becerril, Loyola de Palacio, Martín Villa, Herrero y Rodríguez de Miñón, Mariano Rajoy, Alejandro Muñoz Alonso, Jaime Mayor Oreja, Rodrigo Rato, Alberto Ruiz-Gallardón, Javier Rupérez, Isabel Tocino, María Teresa Esteban, Abel Matutes, Juan Manuel Fabra, José Manuel Otero Novas, Félix Pastor, Luis Ramallo, Ramiro Rivera, Romay Becaría, Blas Rosales, Celia Villalobos, Gaspar Ariño, José Luis Álvarez y Federico Trillo formaron la primera ejecutiva aznarista. Los de siempre junto con los jóvenes liberales de Aznar.63 


			Una ejecutiva que se vio bien pronto sacudida por el «caso Naseiro», las escuchas que la policía había hecho por orden del juez Manglano al concejal valenciano Salvador Palop y que llevaron a la detención del tesorero del PP en su piso de Alicante. Tesorero al cual se incomunicó, una medida que sólo se aplicaba a los terroristas, como recordaba quien fuera secretario general de AP, el conservador Alberto Ruiz-Gallardón, autor del informe jurídico del PP, lo que provocaría que desde Génova se llegara a afirmar que «se trata mejor a un etarra que a nuestro tesorero». Era un escándalo destinado a acabar con la nueva ejecutiva, que siempre vio detrás la mano del gobierno, y que abría los telediarios día sí día también. Álvarez Cascos llegó a tenérselas tiesas con el entonces ministro del Interior, José Luis Corcuera. El «caso Manglano», como lo llamó el PP, acabó con la carrera política no sólo del concejal y del tesorero, sino también de Arturo Moreno, el flamante vicesecretario de Aznar.  


			Poco después estallaría también, entre efluvios etílicos, el caso Hormaechea, el bocazas presidente cántabro. Pero el líder del PP seguía firme en sus intenciones, mientras el PSOE era anegado por la corrupción y el terrorismo de Estado. Roldán, Filesa, los experimentos con mendigos del CESID, los GAL… Felipe González, que había perdido ya a su gran apoyo, Alfonso Guerra, se veía rodeado. Aznar aprovechó aquello para hacer lo que por entonces parecía impensable: atacar directamente al presidente del gobierno.64 Algo que la prensa, dócil con el felipismo, no entendía. Pero funcionó. Aunque no tan rápidamente como pensaron. En 1993, con la sociedad española hastiada del felipismo y la juventud, que sólo había conocido gobiernos del PSOE, apoyando al Partido Popular, parecía que iba a llegar el momento. Sin embargo, a las 13 horas del 6 de junio de 1993 Álvarez Cascos ya sabía, por las mesas preferentes y las israelitas que llegaban a la sede, que se habían perdido los comicios. Algo que algunos comentaristas ya habían vaticinado después de un desastroso segundo debate frente a Felipe González en televisión. Aznar había sorprendido a propios y extraños al ganar el primero de ellos, arrinconando al todopoderoso socialista. Pero en el segundo cayó en la trampa del PSOE, que se pasó toda la semana diciendo que el PP no presentaba propuestas positivas.65 Una vez en Telecinco, González empezó a cuestionar el programa del PP y apenas se habló de la corrupción. No pocos sostienen que aquel debate fue decisivo en el resultado electoral. Así, ese 6 de junio a mediodía, el secretario general, FAC, dio orden a empleados y afiliados que se encontraban en la sede central de retén de no decaer en el ánimo, con el fin de que interventores y apoderados no abandonasen las mesas electorales. Finalmente, el PSOE volvió a ganar con 9.150.083 votos, 159 escaños, frente a los 8.201.463 votos, 141 escaños, del Partido Popular. Algo que cayó como un jarro de agua fría en Génova 13. Pero nadie se atrevió a cuestionar el liderazgo de José María Aznar. Al fin y al cabo eran más de ocho millones de votos. 


			En definitiva, había que seguir profundizando en la denuncia de la corrupción y las propuestas de corte liberal. Fue cuando Aznar afirmó que se recaudaría más bajando impuestos, «porque el dinero donde mejor está es en el bolsillo de la gente». Hasta ese momento, el socialismo todo lo había solucionado aumentando la presión sobre las clases medias, fundamentalmente de la mano del ideológico e injusto impuesto sobre las rentas del trabajo, que había provocado incluso que no pocos profesionales renunciasen a encargos porque «me sube el tramo». Aquello fue demasiado para el PSOE. Desde Solbes a Solchaga, todos ridiculizaban las ideas del «robot» Aznar. Años después, José Luis Rodríguez Zapatero, el presidente más a la izquierda del PSOE, tuvo que darle la razón, y llegó a afirmar que «bajar impuestos es de izquierdas». Este cambio de mentalidad de la sociedad española sería, visto con retrospectiva, uno de los grandes logros de Aznar. 


			 


			La derecha en el poder: los gobiernos de José María Aznar 


			 


			El 3 de marzo de 1996, el Partido Popular consigue, con 156 escaños y sólo 15 de diferencia sobre el PSOE, su objetivo de llegar a la Moncloa. Antes, durante las duras negociaciones con los nacionalistas catalanes, desde el grupo PRISA se fraguó la operación, que fracasó, de sustituir a José María Aznar por Alberto Ruiz-Gallardón. Felipe González no asumía su derrota. En el PSOE pensaban, por entonces, que como mucho estarían alejados del poder un par de años. Después, elecciones y vuelta al BOE. Cuán equivocados estaban.  


			El 7 de junio, Rodrigo Rato, hoy sitiado por sumarios judiciales, presentó cuarenta propuestas que cambiarían la orientación económica de España y que reducirían el gasto público ese año un 4,3 por ciento. Una España que, según los analistas habituales, no conseguiría entrar en el euro. Pero lo consiguió. Las liberalizaciones emprendidas, como la del sector eléctrico mediante la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, mucho tuvieron que ver en ello. Los ingresos derivados de las privatizaciones llevaron a una reducción importante, 5 puntos, de la deuda pública. Además, se consigue controlar la inflación y el déficit de las administraciones públicas, que bajó del 6,6 por ciento del PIB en 1996 al 1 por ciento del PIB en el año 2000. 


			Es también la legislatura en que se suprime el servicio militar obligatorio, mediante la Ley 17/1999, de 18 de mayo, y se integraría plenamente a España en la estructura militar tanto de la OTAN como de la UE. 


			Dos de agosto de 1996. El Consejo de Ministros decidió no entregar a la justicia los papeles del CESID. El 11 de agosto, El  Mundo publicó un sondeo de Sigma 2 en el cual un 47 por ciento de los españoles, incluidos los votantes del PP, censuraba no haber entregado los papeles.66 Aducía Aznar que no quería parecer que el suyo era un gobierno revanchista, aun cuando reconociera que tomó la decisión en contra de la mayoría de su Consejo de Ministros, empezando por Francisco Álvarez Cascos, azote del PSOE por el terrorismo de Estado. El día de la decisión, el vicepresidente del gobierno no asistió a la reunión. En realidad, aquel día de agosto fue el día en que Aznar se rindió al consenso socialdemócrata. A partir de ahí, la renuncia a los principios era sólo cosa de tiempo. La defenestración de Alejo Vidal-Quadras, líder del PP catalán que plantaba cara ferozmente al populismo nacionalista, no tardó en llegar. Hoy, se aprecian las consecuencias de aquella decisión. Ciudadanos, la formación de Albert Rivera, nació por la rendición, precisamente, de PP y PSC —hoy partidos casi testimoniales en Cataluña— ante la hegemonía nacionalista.  


			Cierto es que durante la primera legislatura se produjo el llamado «milagro económico» y se cambió la mentalidad de los españoles en cuanto a que bajar impuestos supone recaudar más y que el dinero donde mejor está es en el bolsillo de su legítimo propietario. España estaba en 1996 en una crisis económica. Pedro Solbes había anunciado, con razón, que era imposible sostener el sistema de pensiones, con una pirámide demográfica negativa y el paro subiendo. El milagro de Aznar fue lograr prácticamente el pleno empleo, cierto es que en tiempos de bonanza, y equilibrar las cuentas públicas. Algo en lo que el inspector de Hacienda, asistido por el profesor José Barea, puso todo su empeño personal. Entre enero y septiembre de 1997 se crearon más de 310.000 puestos de trabajo netos, rebajando la tasa de paro hasta el 20,55 por ciento. La economía creció esta legislatura por encima de la media de la Unión Europea. 


			Como empeño puso en demostrar que se podía acabar con la banda terrorista ETA. El asesinato a cámara lenta en julio de 1997 del joven concejal de Ermua, Miguel Ángel Blanco, supuso un punto de inflexión para el nacionalismo, acorralado por una ciudadanía indignada y hastiada de la dictadura de las pistolas y las bombas. Algo que daría lugar, años después, a la infamia de Estella (el «pacto de Lizarra», el 12 de septiembre de 1998), donde los nacionalistas vascos, Izquierda Unida y el Partido Carlista se unieron para pedir el cese del terrorismo de ETA.67 Aznar se sentó con los terroristas pese a la feroz oposición del ministro del Interior, Jaime Mayor Oreja, quien calificó la tregua decretada por ETA a instancias del nacionalismo como de «tregua-trampa». Pero el gobierno se empeñó, enviando como mensajero, entre otros, a Pedro Arriola. Aquello fue un fracaso en toda regla, que hizo virar de posición al gobierno dedicado desde aquel momento a asfixiar a la banda terrorista. En el año 2000, los éxitos y la firmeza del PP obligarían al PSOE a firmar el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo, que pronto traicionaría. 


			La ilegalización de Batasuna, gracias a la Ley de Partidos del 27 de junio de 2002, demostró que se podía expulsar de las instituciones a los criminales sin que sucediera nada. En 2004, la banda terrorista nacionalista-socialista, arruinada, estaba a punto de desaparecer, cercada por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.  


			Es durante esta primera legislatura de Aznar cuando se produce el ascenso de otra figura política relevante del centro-derecha: Esperanza Aguirre. La liberal del PP fue nombrada ministra de Educación. En 1997 presentaría su Plan de Mejora de la Enseñanza de las Humanidades en el Sistema Educativo Español, que contó con la oposición frontal del populismo nacionalista. El plan de Aguirre fue rechazado por el Congreso de los Diputados. Finalmente, Aguirre, cada vez más carismática y conocida por los votantes, fue la primera mujer presidenta del Senado. Después, llegarían el «tamayazo», la repetición de elecciones en 2003 y la llegada al poder autonómico, el éxito absoluto en la Comunidad de Madrid en 2007, cuando el PP obtuvo el 53,29 por ciento de los votos, la presidencia del PP de Madrid, los casos de corrupción de Alberto López Viejo y Francisco Granados, Gürtel y Púnica. Unos casos que se veían venir. No en vano, López Viejo, un hombre de Juan Carlos Vera y en su día de Alberto Ruiz-Gallardón, había sido ya en los noventa cesado como secretario general de Nuevas Generaciones de Madrid por problemas con la caja de la asociación juvenil. Lo de Marjaliza, quien fuera presidente de Nuevas Generaciones de Valdemoro en los noventa, era vox populi en Génova. La lideresa, sin embargo, miró hacia otro lado. Hoy en día sigue sin explicar que Alberto López Viejo jamás fue persona de su cuerda. Hoy, Esperanza Aguirre68 ha encontrado refugio en su puesto como portavoz del PP en el Ayuntamiento de Madrid y no se resigna a no ser escuchada dentro de su formación, mientras Cristina Cifuentes, de la mano de Marisa González, emprende la liquidación de los aguirristas sin piedad. Vae victis… 


			Doce de marzo de 2000. El Partido Popular gana con el lema «Vamos a más» las elecciones generales, revalidando así los españoles las políticas de José María Aznar. Y lo hace obteniendo 183 escaños, una amplia mayoría absoluta. Es en ese momento cuando el PSOE comienza a temer una larga travesía en el desierto que le acabará empujando hacia el zapaterismo, abonando así el terreno para la llegada del populismo socialista. De ahí el Pacto del Tinell, que sigue vigente, o las campañas por el hundimiento del Prestige, que fueron el preludio de lo que llegaría el 13 de marzo de 2004, cuarenta y ocho horas después de los atentados del 11 de marzo, que cambiaron el destino de España. 


			La economía siguió creciendo durante la séptima legislatura, al tiempo que los salarios aumentaban. La tasa de desempleo rondaba el 11 por ciento. Fueron los años de la burbuja inmobiliaria. El 1 de enero de 2002 entraba en vigor como moneda de pago el euro. España decía adiós a la peseta. Y a las devaluaciones del Banco de España, tan queridas por el PSOE durante los gobiernos de Felipe González. En 2003, el gobierno de Aznar volvió a bajar, ya lo había hecho en 1999, el IRPF a los españoles. Se saneó también el déficit de la Seguridad Social y se creó el Fondo de Reserva, que en 2004 tenía más de 15.000 millones de euros. 


			Además, se insistía en la vertebración nacional, con un Plan Hidrológico Nacional negociado con las comunidades autónomas. Pronto el PSOE y el populismo nacionalista, especialmente el catalán, se opusieron a él.  


			En política internacional, España empezaba a contar en el mundo.69 A la firmeza de Loyola de Palacio, cabeza de lista en las europeas de 1999 y primera mujer vicepresidenta de la Comisión Europea, se sumaba la visión atlántica del presidente del gobierno, empeñado en convertirse en el socio preferente de Estados Unidos. 


			La guerra de Irak, en la que España no participó, fue definitiva para la liquidación de la imagen del gobierno del PP. Un gobierno cuyos ministros estaban enfrentados alrededor de este asunto. No se supo explicar a la opinión pública y ello, junto con las continuas algaradas de la extrema izquierda, como cuando Contrapoder, la asociación de la Facultad de Ciencias Políticas de la Universidad Complutense de Madrid de donde saldrían Pablo Iglesias, Monedero y Errejón, empapeló la facultad con las fotos de los diputados del PP cuyos rostros estaban tachados por la palaba «asesino» escrita en rojo, hicieron el resto. El denominado mundo de la cultura, que se cree en la obligación de ser de izquierdas, contribuyó también. Jamás hubo unos premios Goya más politizados que los del año 2003. Y eso que el listón estaba alto. Accidentes como el del barco Prestige o el del avión Yak-42, en donde el gobierno actuó de forma negligente en la identificación de los cuerpos, acabando así con la carrera política de Federico Trillo, fueron utilizados por Rodríguez Zapatero para desgastar al gobierno. Aun así, el PP consiguió ganar las elecciones municipales y autonómicas de 2003, demostrando una fuerte resistencia.  


			Por entonces, el partido ya era un hervidero. José María Aznar llevaba sosteniendo desde 1989 que en caso de llegar al gobierno de España no ocuparía el puesto más de dos legislaturas. Así que había que designar heredero. Un caos interno. Rodrigo Rato, Jaime Mayor Oreja junto con Mariano Rajoy, eran los tres candidatos para encabezar las generales de 2004, aunque la Cadena SER llegase a anunciar, engañada por una filtración del presidente del Real Madrid, Florentino Pérez, a Ángel Acebes como sucesor. Fue el gran fallo de Aznar: la designación digital.70 El PP perdió la oportunidad de situarse a la vanguardia del resto de las formaciones políticas permitiendo a sus militantes elegir. 


			 


			El 11-M lo cambia todo 


			 


			Era 11 de marzo de 2004, días antes de las elecciones, cuando las bombas estallaron en los trenes de Madrid y el diario El País, tan confundido como el CNI, el gobierno o la inmensa mayoría de los españoles, abría con la portada «Matanza de ETA en Madrid». El terror yihadista dejó a su paso 192 muertos y cientos de heridos, algunos recuperándose aún hoy de las secuelas. En el año 2005, en Gran Bretaña los tories corrieron a unirse al laborista Tony Blair, cuando el yihadismo sembró el terror en el metro de Londres. En Francia, cuando los atentados de París de 2016, todos eran uno, unidos al son de La Marsellesa. De Marine Le Pen a Hollande, pasando por Sarkozy. En Estados Unidos, tras el 11M, resucitó el lema «United we stand. Divided we fall». Pero en España, mientras las angustiadas familias de las víctimas esperaban la aparición de los señores vestidos de amarillo que iban dando cuenta de la identificación de los cadáveres —María Ángeles Pedraza,71 la valiente presidenta de honor de la AVT, ha relatado cómo a ella le comunicaron a las cuatro de la mañana en IFEMA que su hija Miriam estaba entre los fallecidos—, la extrema izquierda salía a la calle, con los cadáveres todavía calientes y sin identificar, cercando las sedes del PP y acusando al gobierno de asesino. Allí estaba, por supuesto, Pablo Iglesias, quien años después trataba de adjudicarse la autoría del asalto. Sea como fuere, tales acusaciones y campaña de agitación no hay gobierno que, con el pueblo en estado de shock, lo resista. El gobierno, acosado por la desleal oposición y los medios de comunicación, no se atrevió a suspender los comicios, como debía haber hecho, y Mariano Rajoy perdió las elecciones. 


			Aquella inesperada derrota de 2004, cabe recordar que las encuestas daban la victoria al PP aunque sin mayoría absoluta, dejó al centro-derecha español acosado e insultado, completamente conmocionado. En aquellos días, Mariano Rajoy pensó en tirar la toalla. Pero, finalmente, convencido por los suyos, no lo hizo. Tal vez sí hubiera sido el momento… 


			El cerco a las sedes del PP en el que participaron periodistas como Gemma Nierga —estuvo en la de Córdoba— no fue más que la traca final de la agitación callejera totalitaria que la izquierda llevaba preparando desde el año 2000. Àngels Barceló, otra periodista, emitió las campanadas de fin de año 2002 de Telecinco en diferido desde Muxía, el pueblo de Finisterre, anegado por el chapapote del Prestige. La familia Bardem ya era más conocida por portar carteles del «No a la guerra» que por sus respectivas carreras profesionales. La gente se había habituado a que se podía insultar e incluso agredir a los cargos públicos del PP, cosa que algunos incluso intentaron durante la manifestación de duelo por las víctimas del 11-M. Silvio Berlusconi, entonces primer ministro de Italia, que había acudido a la que tuvo lugar en Madrid, al ver la falta de respeto hacia los muertos y la politización del crimen, le comentó a Aznar, que marchaba a su lado: «Ya, ya, cosa de comunistas».  


			Despertó, pues, España el 15 de marzo de 2004 dividida entre quienes celebraban los resultados del agit-prop que había logrado el cambio de gobierno y quienes se encontraban conmocionados porque los años de persecución e insultos habían derivado en la pérdida del poder. De aquello, el centro-derecha no se recuperó jamás. Las bases extrajeron las conclusiones pertinentes y la desconfianza hacia la izquierda es desde entonces absoluta, mientras que los dirigentes, mucho más cobardes, se rendían una vez más. Y los votantes, en muchos casos, decidieron seguir apoyando a los suyos (y siguen)… en silencio. 


			 


			Mariano Rajoy: tecnocracia y economicismo 


			 


			De 2004 a 2008, el Partido Popular hizo férrea oposición a un Rodríguez Zapatero empeñado en su personal segunda transición, que pasaba por la exclusión de la vida política del centroderecha y la integración en el consenso de la banda terrorista ETA. De ahí el llamado «proceso de paz», que posiblemente se gestara años antes, acaso en Perpiñán. Fueron los años en que la derecha, por primera vez desde 1978, salía masivamente a las calles. Un comportamiento este ajeno a su forma de ser natural. Pero la negociación con los etarras, la imposición de adoctrinamiento en la educación o las políticas contrarias a la vida fueron demasiado para unos electores que habían visto cómo les robaban el partido en el último minuto y, consideraban, haciendo trampas. Que la agitación callejera cambió el resultado electoral lo demuestran, sostienen, tanto el voto por correo desde el extranjero,72 en el que literalmente arrasaba el PP, como el resultado de las elecciones europeas celebradas el 13 de junio de 2004, en que Jaime Mayor Oreja quedó a tan sólo un eurodiputado del candidato socialista. El PP comenzaba la remontada. 


			Eduardo Zaplana y Ángel Acebes, hoy retirados ambos de la primera línea política, eran la imagen de un PP que hacía frente a las negociaciones con ETA, la subida de impuestos y la derogación de las medidas del PP, como la ley de estabilidad presupuestaria o el recurso previo de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, que nos hubiese evitado espectáculos como los vividos con las leyes y referéndums ilegales aprobados por el Parlamento catalán. 


			Propuestas como la ley del matrimonio homosexual de 2005 o la ley de violencia de género, aprobada en 2004, pillaron al PP con el pie cambiado. La movilización en las calles de los sectores más conservadores fue una constante durante esos años. El PP comenzó a ser percibido como un partido reaccionario en lo social por amplias capas de la sociedad. Tampoco se supo hacer frente a la ley de memoria histórica aprobada en 2007 con la clara intención de dividir a los españoles. Una ley que aún sigue vigente, después de cuatro años de mayoría absoluta del PP. Es la hegemonía cultural. 


			Después, llegaría la reforma de los estatutos de autonomía, que llevaron a ZP a decir aquello de «aprobaré lo que salga del Parlamento de Cataluña» y que hoy aún estamos pagando en términos de victoria del populismo nacionalista y ruptura de la soberanía nacional. 


			Las elecciones de 2008, cuando el PP esperaba la vuelta al poder después del desastre de Rodríguez Zapatero, lo cambiaron todo. El PSOE ganó y obtuvo 169 escaños, frente a los 154 de Rajoy. Acebes y Zaplana fueron sustituidos por Cospedal y Sáenz de Santamaría. Dos mujeres que bien pronto se convirtieron en enemigas acérrimas. La defensa de las víctimas del terrorismo dio paso a la tibieza, y la política fue sustituida por la economía. La invitación cursada por Rajoy en Elche a «liberales y conservadores» a irse del partido le presentó, por demás, ante sus bases, como un jefe que, lejos de querer sumar, quería desprenderse de cuantos tuvieran principios. Era hacer realidad el vaciamiento de las democracias pronosticado por Peter Mair.73 No en vano había sido Tony Blair, cuya tercera vía jamás fue asumida por el PSOE pero sí en parte por el PP, quien había puesto de moda aquello de los políticos «que no son políticos». 


			Rajoy entendió mal el mensaje del electorado en las municipales de 2011 y pensó, guiado por Pedro Arriola y Javier Arenas, que descafeinar ideológicamente el centro-derecha serviría para ganar. Comenzó ahí la desafección de los votantes del PP hacia su líder, algo que se materializaría en un claro rechazo hacia su figura en 2015. A lo que hay que sumar la volatilidad electoral propia del siglo XXI. Directores de medios de comunicación, hasta entonces amigos del PP, como Pedro J. Ramírez o Federico Jiménez Losantos, comenzaron a criticarlo y a apostar por la UPyD de Rosa Díez, recién creada. 


			Al tiempo, el paro (que sólo en 2008 aumentó en 1.280.300 personas) y el estallido de la burbuja inmobiliaria, así como la crisis financiera internacional pero menos, dieron lugar a la gran crisis económica que aún hoy España padece. En 2008, España volvía a cerrar sus cuentas públicas con déficit. Zapatero, acaso el presidente más sectario que haya tenido España jamás, fue incapaz de poner remedio al desaguisado, limitándose a negar la realidad. Mientras, el desempleo aumentó en dicha legislatura un 129 por ciento y el PIB se redujo en más de un 94 por ciento. Un desastre sin paliativos, cuya consecuencia ha sido la caída en picado libre de la formación política. Empero, la agenda política y cultural de Rodríguez Zapatero es la que hoy triunfa.  


			El 20 de noviembre de 2011, el Partido Popular obtenía, de una ciudadanía hastiada de las políticas frentistas y perniciosas de Rodríguez Zapatero, rechazado por todos, la mayor mayoría absoluta de su historia: 186 escaños y más del 44 por ciento de los votos. El histórico dirigente Alfredo Pérez Rubalcaba, candidato socialista, hundía a su formación hasta los 110 escaños y se tuvo que ir a su casa. 


			Pero el Partido Popular no tardó en alejarse de sus votantes. La primera enmienda a los principios tradicionales del partido fue la subida de impuestos como solución a la crisis económica, cuando se podía haber tomado la senda contraria, la del milagro económico de los noventa. Más de cincuenta subidas de impuestos acometería Cristóbal Montoro entre 2011 y 2015.  


			El PIB cayó en 2012 un 0,7 por ciento en la primera mitad del año, confirmando la recesión en que había caído la economía española. La renta per cápita retrocedía en 2012 hasta niveles de 1998. En 2013, la caída del PIB fue del 1,2 por ciento. No es hasta mediados de ese año cuando el desempleo deja de aumentar. Así, según la EPA del primer trimestre de 2012, el paro había aumentado en 365.900 personas entre enero y marzo, dejando el desempleo en 5.693.500 personas, máximo histórico. Además, el año terminó con el mayor déficit público de todos los países de la Unión Europea, el 10,6 por ciento del PIB, si se contabiliza el rescate bancario. La tasa de paro llegó al 24,44 por ciento. Es en el tercer trimestre cuando el desempleo comienza a disminuir. El año 2013 finaliza con 4.701.338 parados. Eran los tiempos en que toda España estaba pendiente de la prima de riesgo. El 14 de junio de 2012 llegó a los 552 puntos básicos, al tiempo que los intereses pagados en los mercados secundarios ascendían hasta el 7 por ciento. El 23 de julio, la famosa prima se disparó hasta los 600 puntos básicos. En las tertulias se hablaba continuamente del rescate. Un rescate que no se produjo por las políticas de Rajoy. Un éxito indiscutible que, sin embargo, el PP no ha sabido vender. 


			Eran los tiempos en que las agencias de calificación rebajaban la nota de la deuda soberana, dejándola al borde del bono basura, que hoy tiene Cataluña. El IBEX caía en picado: llegó a estar por debajo de los 6.000 puntos en 2012. En 2013 ya rondaba los 10.000 puntos. 


			El Índice de Precios de la Vivienda del primer trimestre de 2012 reflejó la mayor caída de precios de toda la democracia. La vivienda libre se abarató un 12,6 por ciento de media, lastrada por la ausencia de créditos bancarios derivados de la falta de solvencia del sistema bancario, así como del aumento del paro.  


			Pero es que, además, se dejó de lado a las víctimas del terrorismo, por entonces ya muy divididas. Así, Fernández Díaz, ministro del Interior, se resistía a recibir a María Ángeles Pedraza, presidenta de la AVT. La ley de memoria histórica siguió vigente y la tecnocracia, de la mano de Soraya Sáenz de Santamaría, sustituyó a la política. El partido comenzó a morir, aun cuando hoy sigue siendo la formación con mayor fidelidad de voto. Eso sí, de votantes envejecidos. 


			La corrupción comenzó a anegar la vida pública. Al caso Gürtel, que finalmente se llevó por delante a Esperanza Aguirre, hubo que añadir la operación Púnica, los escándalos del PP valenciano, la dimisión del alcalde de Granada, la detención continua de cargos públicos… La crisis económica, a la que había que sumar la corrupción y la desafección de la gente hacia los políticos y la política, abonó el terreno para la llegada del populismo socialista. 


			 


			Rajoy sobrevive contra todo pronóstico 


			 


			En las elecciones del 20 de diciembre de 2015, el Partido Popular, después de las elecciones municipales en las que perdió su inmenso poder territorial, consiguió ser la fuerza más votada, pero se dejó por el camino nada menos que 63 escaños, alcanzando los 123. Un desastre que se vio eclipsado por la irrupción de las nuevas fuerzas políticas, Podemos y Ciudadanos, las negociaciones posteriores y porque el PSOE, con Pedro Sánchez al frente, cayó hasta los 90.  


			El resultado del PP, que antes de la campaña confiaba en llegar a los 140 diputados, fue una hecatombe sin paliativos para la derecha. Los movimientos internos se multiplicaron. No pocos dirigentes pedían en voz baja la cabeza del líder. 


			Pronto Albert Rivera se echó, como desea buena parte de la directiva de Ciudadanos, de ideología socialdemócrata, en brazos de Pedro Sánchez, al cual apoyó firmando un programa de gobierno por el cual los naranjas renunciaban a las reformas, limitándose a presentar un programa-tipo del PSOE. La sesión de investidura fallida de Pedro Sánchez, que tuvo lugar después de que Mariano Rajoy renunciara acertadamente a aceptar el encargo de Felipe VI, lo convirtió en el primer dirigente de la historia de la democracia española que fracasa en tal empeño. Algo que Sánchez nunca le perdonó a Rajoy. 


			En junio hubo que repetir elecciones. Y los españoles decidieron que prefieren la tecnocracia previsible del PP a las aventuras prometidas por los demás. El PSOE volvió a batir su propio récord, perdiendo cinco escaños. La confluencia de Podemos e Izquierda Unida no sirvió para nada. Y Ciudadanos perdió ocho escaños, dejándose por el camino 400.000 sufragios. Sin embargo, el PP remontó y ganó a las propias encuestas. Ni siquiera en Génova se esperaban tanto. 137 escaños, más del 40 por ciento de los votos en siete comunidades autónomas y la victoria en casi todas las provincias. En Valencia, el PP, pese a todo, llegó al 36 por ciento de los votos. 


			Ahí terminaron las alternativas articuladas en torno a asociaciones como la de «Floridablanca». Nadie en el PP pidió entonces la cabeza de Rajoy. Además, el veto de Ciudadanos y del PSOE sirvió para unir como una piña a los dirigentes populares. Pero no sólo eso: también para movilizar el voto del centro-derecha, que no permite que se le diga quién debe ser su líder. La fortaleza de la organización, su respuesta a la amenaza del síndrome populista —bien agitada— y la conservación de su dirección con incorporaciones significativas —como Pablo Casado, símbolo de la renovación— han supuesto la supervivencia de Rajoy. El jefe del PP supo leer los tiempos y calculó bien su estrategia de cámara lenta respecto al PSOE, Ciudadanos y Podemos. Acertó. Esa fortaleza mostrada por el PP ha sido la mínima suficiente para resistir a un «gobierno del cambio» que puso las elecciones del 26-J como un plebiscito entre la democracia y el populismo socialista. Si es cierto que el núcleo duro de votantes populares se mantuvo, y subió, no es mentira que muchos lo hicieron como «mal menor». No vale decir aquí como Fernández de la Mora en La partitocracia (1977), aunque tenga razón, que el voto es fundamentalmente contra algo o alguien. También se hizo para conservar algo, un estado de cosas que en el verano de 2016 parecía sólo representar el PP. Esto hace albergar esperanzas para la reconstrucción de una opción de centro-derecha moderna, asentada en principios políticos y económicos liberales, capaz de hacer frente al decaimiento general y la desafección provocados por el consenso socialdemócrata y su hegemonía cultural. 
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			El síndrome populista 


			 


			Hay algo en el populismo que lo hace imparable, y es su capacidad de contagio. No es una ideología, sino un estilo de hacer política, de imagen, de liderazgo, de construir discursos, de organizar un partido-movimiento. El populista se mueve en un terreno fácil cuanto más infantilizada y sentimental es la política. No hay razones en el populismo, sino emociones. Las palabras del populista se mueven entre las grandes acusaciones, óptimas para la sociedad del espectáculo en la que vivimos, y las soluciones voluntariosas y rompedoras. «¡Sí se puede!», porque no es una cuestión de razón, sino de emoción, de soñar una sociedad utópica, una comunidad reconstruida sobre valores universales. Sí, universales pero tergiversados, porque detrás está la dictadura conseguida a través de la hegemonía cultural, el dominio de la agenda política, del lenguaje, del timing, y una única victoria en las urnas. Y es contagiosa, decíamos, porque los otros partidos lo combaten con fórmulas electoralistas que nada pueden hacer frente al maximalismo del populista. Y cuando no es así, se centran en campañas del miedo a que triunfen esos dictadores, lo que alimenta al populista. «El miedo alimenta al monstruo», como escribió Ray Bradbury. Es entonces cuando los partidos tradicionales intentan competir con el populismo en su propio terreno y adoptan su lenguaje, su estética y su discurso. Se remangan, se popularizan, y los medios de comunicación del espectáculo, que han contribuido como nadie a la sentimentalización de la política, hacen el resto: construir «la verdad» para el cuerpo electoral. Es el momento en que el populista ha triunfado porque el contagio es completo. 


			El populismo en Europa es el resultado de un síndrome, de un conjunto de fenómenos reveladores de una situación crítica, que a la mínima oportunidad puede enfermar de muerte a una democracia. Ya es un clásico el confundir «populista» con «electoralista». No se trata de ofertas electorales desproporcionadas, exageradas o poco meditadas, propias de los partidos catch-all que pretenden atraer al elector como si fuera una empresa a los consumidores. El populismo es electoralista, claro, pero no todo electoralismo es populista. Por ejemplo: prometer la subida de las pensiones es electoralista, pero sólo es populista si se reivindica como un histórico ajuste de cuentas del pueblo virtuoso a una oligarquía parásita, dentro de un conjunto de medidas para reconstruir la comunidad sobre la igualdad y la justicia social, y de la que deben quedar excluidos los que así no piensen o no se sacrifiquen por el bien común.  


			El populismo es un virus que reside ab initio en el organismo de la sociedad política que, una vez aparecido, lo más habitual es que contagie con sus palabras, modos, agenda y reivindicaciones al resto de los actores políticos. El caso de España es evidente: Podemos ha marcado en la vida política hasta la forma de vestir de los adversarios, y el PP y el PSOE han asumido los símbolos, el lenguaje y la justicia de las reivindicaciones nacionalistas. El populismo es un síndrome.  


			El surgimiento no se produce sólo por la corrupción política y la crisis económica. Ésta es la explicación marxista-leninista. Hay otros factores que explican su ascenso. Primero, tiene que existir el adecuado sustrato ideológico, mental si se quiere, para que las formas del populista tengan éxito. En España ha sido posible en la izquierda porque el zapaterismo puso las bases, y el nacionalpopulismo ha triunfado por la articulación del régimen de las autonomías. Y, en segundo lugar, el síndrome ha sido posible por una ley electoral proporcional corregida que prima a los partidos nacionalistas y da como resultado el pluripartidismo parlamentario sin que haya una verdadera representación; es decir, sin que el diputado sea elegido directamente por la circunscripción electoral ni se permita su control ni revocación. La delegación completa de la soberanía en los partidos a través de la Ley D’Hondt favorece que el elector medio desconozca la lista de su circunscripción y su programa, lo que es campo abonado para el éxito de fórmulas populistas basadas en el hiperliderazgo mediático. La ausencia de mayorías fuertes en un gobierno parlamentario como el español da un poder inusitado a minorías, como son la nacional-populista y el populismo socialista, que imponen sus políticas a los partidos mayoritarios. Su objetivo es participar en el poder, aunque sea parcialmente, hasta obtenerlo por completo. Los nacionalistas ya disfrutan de él en sus autonomías, y no hay manera de llevarlos a la oposición, lo que muestra que son un síndrome de la democracia. Los populistas socialistas no han hecho más que llegar, pero el mecanismo de ascenso es el mismo: tomar el poder en nombre de «la gente» y no soltarlo. Eso no es una democracia. 


			 


			El sentimentalismo político 


			 


			La crisis de la socialdemocracia europea se debió a que su mentalidad se convirtió en el Zeigeist, en el espíritu de una época, en el magma común a las grandes opciones políticas tras 1945. El breve lapso en los años ochenta de lo que se llamó «revolución conservadora» no consiguió liquidar esa mentalidad. Esta comunidad de pensamiento dejó sin identidad a la socialdemocracia, que no pudo diferenciar sus políticas de las ejercidas por el centro-derecha. En realidad, fue una muerte por éxito: todos eran socialdemócratas. El desconcierto en las izquierdas fue entonces mayúsculo y se preguntaban cómo podría resucitar la socialdemocracia.74 Encontraron una salida: la política sentimental. 


			La pérdida de identidad, de distinción con el perfil del adversario porque los suyos eran asumidos por todos, dejó a las izquierdas definidas simplemente por el plano simbólico y emocional. Ser de izquierdas era defender políticas públicas motivadas por sentimientos, no por racionalidad o eficacia. La motivación era la tradicional del socialismo: crear un «hombre nuevo» para una «sociedad nueva», aunque ahora definida por la sentimentalidad; es decir, la lucha contra la desigualdad, el machismo, el deterioro del medio ambiente y la defensa de las bioideologías. Las emociones fueron despreciadas por el centro-derecha, por el liberalismo y, como ha indicado la filósofa Martha C. Nussbaum, fueron la bandera y el contenido de las izquierdas. 


			La sustitución de la razón y la eficacia por las emociones ha generado lo que se puede denominar «democracia sentimental».75 Esto ha hecho que el discurso político eficaz sea el ocupado en mover las emociones, anestesiar el intelecto y la razón, y apelar a propuestas sencillas cargadas de moral que sean confortables para el ciudadano pasivo. La apelación emocional libra de explicaciones concretas y complejas, y, por tanto, de posibles contradicciones e imposibilidades. Es un simplismo organizado en función de ideales cómodos, optimistas, que reivindican «la alegría frente a los opresores», para lograr otro mundo, porque todo es cuestión de buena voluntad, de diálogo y de comprensión mutua.76 


			Las políticas de izquierdas se definen así por la propaganda que justifica más intervención estatal para reglamentar las relaciones humanas y la economía. Esto implica definir al enemigo de esa política y de esos valores que, canalizados a través del Estado, habrían de reconstruir la comunidad sobre la igualdad y la justicia social. La democracia es tal si se centra en la redistribución de la riqueza, privilegiar a la mujer sobre el hombre o defender la naturaleza. Pero sobre todo, la legitimidad del Estado democrático está en que sea Estado social; es decir, que establezca el progreso colectivo como condición del individual. Reglamentar la sociedad, dirigir al individuo, instruirle y educarlo en los valores socialdemócratas representados en el Estado —la solidaridad como valor superior a la libertad, y con carácter obligatorio— y condicionar el desarrollo de la persona a la intervención estatal. La responsabilidad pasa del individuo al Estado, y éste se legitima por el cumplimiento de fines socialdemócratas de argumentación sentimental.  


			Las emociones llenaron la identidad vacía de la socialdemocracia, especialmente en aquellos lugares donde los partidos socialistas las enarbolaron como gancho electoral para vencer al adversario. Los argumentos recurrían siempre a los sentimientos. Una respuesta negativa, o una duda, excluía de la comunidad democrática. Por ejemplo, ante la pregunta: «¿Cómo no redistribuir la riqueza individual para ayudar a los pobres, y que seamos todos iguales?», no cabe una negación, o una respuesta que no sea: «Es lo justo». De esta manera, la justicia social y la igualdad, argumentadas en sentimientos, se han convertido para la izquierda en la justificación de la democracia. El mensaje que se transmite, entonces, es que el sistema democrático es un mecanismo de reparto de la riqueza a través del Estado, puesto en las manos de un gobierno que sólo debe actuar siguiendo los valores sentimentales innegables de la izquierda.  


			El sentimentalismo en política ha reforzado a la izquierda en lo que ha sido desde 1917: una especie de religión laica, moralizante y excluyente, milenarista, inquisitorial, de raíz judeo-cristiana, con dogmas y santos, que describe un presente degenerado y que trabaja y predica por el advenimiento del paraíso futuro. El disenso se convierte en una blasfemia, en una apostasía para la única ética posible, que entorpece el camino del pueblo elegido hacia el paraíso armónico y homogéneo. La calidad humana, en consecuencia, está en función de que se acepte y repita el código sentimental izquierdista. «Si no eres comunista, no eres buena persona», dijo Juan Carlos Monedero, uno de los constructores de Podemos. Es el típico utopismo de los planteamientos totalitarios. Talmón lo describió como «mesianismo político»: esquemas de realidades perfectas, preordenadas y armoniosas, hacia las cuales los hombres son llevados irremisiblemente, y a las que están obligados a llegar; es decir, la dictadura para llegar a una utopía. 


			 


			Podemos: el socialismo del siglo XXI 


			 


			Íñigo Errejón definió Podemos como una «propuesta de herramienta para la unidad popular y ciudadana», que articulara el «descontento», y que activara a la ciudadanía para recuperar «la soberanía y la democracia, secuestradas por la casta oligárquica». En un contexto de crisis de régimen, decía, «existen condiciones para que un discurso populista de izquierdas […] articule una voluntad política nueva con posibilidad de ser mayoritaria».77 


			Los podemitas tomaron sobre el terrero la experiencia de los procesos latinoamericanos de ruptura popular (y constituyente), de creación de nuevas mayorías sobre la base populista para el cambio político, de acceso al gobierno y la toma del Estado para reconstruir la comunidad sobre los valores socialistas.78 En España, los nuevos movimientos sociales que recogían el descontento, y su precipitación el 15-M, fueron usados como referentes y base para la creación de esa opción populista de izquierdas. La propuesta partió de Izquierda Anticapitalista, un grupúsculo trotskista. Podemos se fundó entonces en la absorción de las demandas de los movimientos de protesta, señalando un solo culpable y una solución global. Constituyeron «círculos» que funcionaban al estilo de los sóviets: delegados de las asociaciones que veían encauzadas sus reivindicaciones por los bien adiestrados miembros podemitas. El modelo era el partido-movimiento que describió Kitshelt para América Latina: un partido de ámbito estatal asentado en movimientos sociales locales. El funcionamiento daba la apariencia de popular: igualdad de sus miembros, plural mayestático constante, movilización permanente, participación directa, elección de dirigentes y de programa. El discurso era tan iracundo como sentimental. «Lo que no emociona no moviliza», ha escrito Monedero.79 La toma de la calle y la aparición en los medios —otra vez el papel de la sociedad del espectáculo, la «democracia de audiencia», que escribió Manin—80 daban la apariencia de encontrarse ante la respuesta popular mayoritaria a la crisis.  


			Ernesto Laclau insistió en el uso del estilo populista para la resurrección del socialismo.81 Entendía que el populismo era una ruptura del orden vigente —la democracia liberal y el capitalismo—, a través de la extensión y reafirmación del intervencionismo estatal. No sólo era que el derrumbe del Muro de Berlín había mostrado el fracaso del comunismo y la preferencia mayoritaria por el capitalismo y la democracia. También existía una crisis de identidad en la socialdemocracia. 


			Los defraudados por el PSOE e IU, por ser «poco socialistas» o «colaboracionistas», fundaron Podemos tomando el populismo como solución identitaria a la crisis de la izquierda, y funcionó. No hicieron más que recoger el socialismo sentimental y llevarlo a su última expresión. Hay quien los toma como «extrema izquierda radical» sin entender que se trata del populismo socialista. Es más, llegan a preguntar: ¿qué había de nuevo en todo esto? Ya lo dijo Pablo Iglesias cuando se le preguntó por sus diferencias con IU, en una gira por América en 2014: «La diferencia es que nosotros sabemos cómo ganar». Iban a hacer bueno el marxismo gramsciano de Laclau: usar el populismo latinoamericano para convertir en eficaz el izquierdismo español en la conquista del poder. 


			El socialismo del siglo XXI pretende deshacer la estructura de poder desde abajo, no desde el gobierno, y sustituirla por otra poco a poco. El planteamiento es vaciar de facultades a las instituciones y crear unas nuevas, a nivel popular, controladas por los socialistas del siglo XXI, que absorban su papel, funciones y legitimidad, siendo capaces de constituirse en fuente del derecho. De esa manera se vacía de contenido a la vieja estructura y se crea una paralela que con el tiempo se hace con el poder. La democracia dejaría de ser el check and balances entre instituciones representativas para salvaguardar los derechos, y se convertiría en el dictado de las asambleas compuestas por los «actores activos» de la sociedad; es decir, ellos. Eso ya ocurrió en la Rusia de 1917, en la Alemania republicana (1918-1919, y 1923) y se intentó en la Italia del bienio rojo (1919-1920). La diferencia con la actualidad es que ese comunismo se ha remozado con el populismo de Ernesto Laclau, que lo ha disfrazado de posmoderno. 


			Hal Draper, uno de los teóricos del trotskismo, alma de Izquierda Anticapitalista, la corriente que constituye el pilar central de Podemos, publicó en 1966 un ensayo titulado «Las dos almas del socialismo».82 La idea era que la emancipación del pueblo no podía venir de arriba, de una élite dominante, sino que dependía de que las «masas activas» se movilizaran «desde abajo» para hacerse cargo de su «propio destino». En este modelo de construcción del socialismo, los partidos son instrumentos obsoletos porque acaban siendo colaboradores del «régimen burgués». Draper, al igual que los podemitas de hoy, hablaba de la existencia de una «mayoría social» con «interés y motivos para cambiar el sistema», lo que debía hacerse desde la propaganda y movilización continua.83 La clave, escribía, era conseguir el «control democrático desde debajo» de los «poderes de la moderna autoridad social». No es nuevo, ya lo decía Proudhon, socialista francés del siglo XIX, o el italiano Malatesta. Ésta es la «fórmula democrática» que barajan los socialistas del siglo XXI. La retórica es la siguiente: devolver el poder al pueblo a través de espacios de decisión pública en la que estarían representadas las asociaciones; el famoso empoderamiento. De esta manera, se crea una estructura paraestatal distinta que legalmente sustituye al Estado. Así, las políticas públicas, la acción estatal, quedarían en manos de sus movimientos sociales. El colectivo dirigido por ellos pasaría a ser el sujeto de soberanía, desaparecería el individuo, y los discordantes se convertirían en enemigos del pueblo y la revolución. No se trata sólo de más Estado, sino de otro Estado basado en una legitimidad diferente. Lo decisivo sería la falsa voluntad general interpretada por la oligarquía socialista, como siempre, que definiría la democracia por sus políticas sociales, vaciando de contenido la libertad política y los derechos individuales, empezando por el de propiedad. Que nadie se sorprenda: el consenso socialdemócrata en nuestro país ha puesto las bases legales, mentales y culturales para que este cambio sea posible. 


			Los dirigentes de Podemos han insistido en que no debían ni querían ser un partido, sino un movimiento popular; esto es, que la implantación del nuevo socialismo, el populista, debía aspirar al poder defendiendo y creando estructuras alternativas «a lo establecido», a esas que sostienen a «los privilegiados». Es una muestra del viejo utopismo, dictatorial y sangriento, que plantea ejercer el poder desde arriba en nombre de los de abajo. Es aquello que escribió Marx para la Primera Internacional: «La emancipación de los trabajadores debe ser obra de los trabajadores mismos», lo que ha sido siempre una coartada para la dictadura. Bajo ese principio, los bolcheviques dominaron las asambleas populares, llamadas «sóviets», y crearon una estructura de poder paralela a la del Estado que les permitió dar dos golpes: en octubre de 1917 y en enero de 1918, cuando las urnas les pusieron en la oposición. 


			 


			A la sombra de dictaduras 


			 


			El llamado «socialismo del siglo XXI» es la resurrección del marxismo a través del populismo. Podemos fue una formación fundada para aprovechar el movimiento de protesta del 15-M; un movimiento de financiación oscura, bolivariana, al que se apuntaron buena parte de la izquierda y la parte ingenua de la derecha. Según los documentos de Izquierda Anticapitalista, pensaron en «conectar con sectores de la población de izquierdas, insatisfecha con las organizaciones tradicionales», y canalizar esa protesta a través de una persona, a la que señalar como líder, que tuviera un grado de penetración social suficiente, de manera que fuera conocido por los electores. Tras varias asambleas, unos sondeos con Pablo Iglesias, miembros de la Fundación CEPS y algunos integrantes de Juventud Sin Futuro, Raúl Camargo, de Izquierda Anticapitalista, señalaba que Podemos era un partido-movimiento «para que la gente desde abajo se empodere, para que las gentes del 15-M, las mareas y las resistencias como Gamonal vean esto como una herramienta útil».84 


			Ahí se pusieron en contacto con Pablo Iglesias, conductor del programa La Tuerka, y profesor titular interino por sustitución —que no opositó, vamos— en la Facultad de Ciencias Políticas de la UCM. En dicho lugar reunió a los descontentos de IU —poco revolucionaria, a su entender— y a los que veían en el populismo de América Latina una solución. Había fundado primero la asociación universitaria Contrapoder, donde ya se dieron cita los líderes actuales de Podemos. Juan Carlos Monedero pertenecía a otra generación, como Jorge Verstrynge, con cierta vida política en IU y en Venezuela; más leído, más experimentado y con una idea fija: llevar al socialismo del siglo XXI al poder. Nació así Podemos, en enero de 2014. Luego más dinero de Hugo Chávez y sus satélites latinoamericanos, la teorización del populismo socialista y el proyecto de absorción de los movimientos sociales de protesta fundados sobre la igualdad de sus miembros, la participación directa, la movilización continua y la elección clara de sus dirigentes. 


			De esa parte del planeta venían las soluciones al socialismo. La dirección de las nuevas corrientes políticas ya no partía de Europa, sino de la América española. Venezuela, Ecuador, Bolivia y Argentina constituían un modelo de populismo socialista y nacionalista, omnipresente, imbricado en todos los organismos de la sociedad, en los medios de comunicación, en la educación; controlando la cultura, la economía, la calle. Habían resucitado la vieja lucha de clases, el conflicto que sólo se podía resolver por una ruptura, pero ahora remozada por el populismo: la mayoría contra la minoría, el pueblo contra los privilegiados. Pablo Iglesias reivindicaba el efecto «modernizador» de las dictaduras soviética y china, aseguraba que la izquierda había sido derrotada en el siglo XX, pero que la crisis de 2008 mostraba que había una solución socialista:  


			 


			En América Latina, en general en contextos de profunda crisis económica y de Estado, formaciones políticas populares y progresistas obtuvieron éxitos electorales que posibilitaron políticas públicas de recuperación de la soberanía.85 


			 


			Esa solución era el populismo socialista, tal y como Íñigo Errejón escribía: 


			 


			España atraviesa una crisis de régimen que es una fractura de los consensos y una desarticulación de las identidades tradicionales, y, por tanto, existen condiciones para que un discurso populista de izquierdas articule una voluntad política nueva con posibilidad de ser mayoritaria.86 


			 


			El gobierno del pueblo en esos países copaba los poderes del Estado, adecuaba las normas a sus intereses, controlaba los medios de comunicación, adoctrinaba al país y amordazaba a la oposición. Era un nuevo tipo de dictadura, la del siglo XXI. Y a ella se apuntaron. A su sombra, el carácter de «partido del pueblo» que decía darse Podemos estaba basado en la democracia interna, que a la hora de la verdad se traducía en la recolección de propuestas diversas y en un sistema engañoso de elección de cargos, el dowdall, que primaba a los cabezas de lista, pero que daba la apariencia de pluralidad. Pronto empezaron a vislumbrarse dos grupos: por un lado, el liderado por Íñigo Errejón, empeñado en la formación de una máquina electoral, porque estaba convencido de que el partido era de confrontación, que crecía cuanto mayor era el conflicto en los medios. Ese grupo tomó delantera porque la irrupción de Iglesias en las televisiones generó una audiencia que enganchó. El discurso era el típico del populismo: crítica y soluciones fáciles, expresadas con palabras sencillas, adecuadas al medio, con una imagen de ser gente común que sufría la crisis, que se dirigía por desesperación contra los privilegiados. La colaboración de los medios, en especial La Sexta y Cuatro, deberá ser algún día objeto de estudio.  


			Otra tendencia en Podemos era la que coincidía en superar la forma tradicional de partido por la del partido-movimiento. En esto estaban Izquierda Anticapitalista, los cabecillas de las asociaciones y Juan Carlos Monedero. Por eso se crearon los «círculos», una especie de sóviet donde Las demandas irían desde las bases, que garantizarían la movilización y la presencia callejera, haciendo creer a todos, con la complicidad de los medios de comunicación, que sus reivindicaciones eran el único sentir de la gente. Pero esos sóviets debían ser controlados por la gente del partido, como hicieron los bolcheviques en la Rusia revolucionaria. Los movimientos sociales serían los sectores colaterales que darían vida, programa y líderes al núcleo irradiador; es decir, a la dirección de Podemos. Para Íñigo Errejón, más pragmático y menos leído que Monedero, lo eficaz era la disolución de esos movimientos sociales en el partido, cuya cúpula, una especie de presidium  en el que Pablo Iglesias era el portavoz del «nosotros», dictaría argumentos y acciones. 


			El choque entre ambas tendencias comenzó cuando los de Íñigo Errejón idearon un reglamento que eliminaba la circunscripción provincial para la elección de candidatos del partido, e imponía la lista única. El argumento para el cambio era el mismo que se había oído en los populismos desde comienzos del siglo XX: el sacrificio en aras de la arcadia futura. Iglesias y Errejón blindaban a sus candidatos con la «lista plancha», y supervisaban su funcionamiento a través de la Comisión Electoral. Los motivos eran que los círculos se estaban vaciando de gente común, y eran cada vez menos numerosos y fiables. En ellos permanecían los viejos movimientos del 15-M, fieles al utopismo inicial y, por tanto, incontrolables, contestatarios y adictos a la oposición. Junto con éstos aguantan los inflexibles de Izquierda Anticapitalista, los nacionalistas lugareños y los submarinos de Izquierda Unida. La implicación de Monedero en un oscuro pago de 425.000 dólares por un estudio económico sirvió para quitarle de en medio, y el fracaso organizativo hizo que se echaran en manos de «las confluencias», grupúsculos con cabecillas hambrientos de cargo y presupuesto.  


			El errejonismo, es decir, convertir a Podemos en una máquina electoral, les llevó a emplear un lenguaje nuevo. Ahora eran transversales, el «núcleo irradiador» de los «sectores aliados laterales», no sólo representantes de los trabajadores, que era más el estilo de Monedero. Las palabras «casta» y «pueblo» desaparecían, y hablaban de «privilegiados» y «gente». La ruina de sus modelos internacionales, en especial el de Venezuela y el de Grecia, donde hicieron un ridículo enorme con sus «hermanos» de Syriza, les llevó a decir que querían ser como la «socialdemocracia nórdica», cuyas diferencias en forma, estilo, fondo y personalidades son bien notables con el populismo socialista de Podemos. El viaje de Errejón al centro de la política comenzó con aquellas extrañas afirmaciones: «Nosotros somos socialdemócratas, como los nórdicos», al tiempo que se entrevistaban casi a escondidas con Zapatero y José Bono, que querían ver en aquellos chicos complutenses a los jóvenes del 68 que les hubiera gustado ser. 


			También, el errejonismo hizo que cambiara la táctica. Había que tomar «el cielo por asalto», como decía el viejo lema leninista y frentepopulista, y conducir al «sorpasso», pero podía ser poco a poco. Si bien Iglesias decía que Podemos era una pistola que debía acertar a la primera —es decir, irrumpir en la vida política para ganar—, la táctica de Errejón fue bolchevizar, o podemizar, la cultura y las bases del PSOE, y moverse en la escena política, como en la teoría de juegos, para influir o hacerse con una parcela del poder. Tomar un poco, para luego tomarlo todo. Sin embargo, ese tacticismo chocó con el doctrinarismo propio de la izquierda radical que se mantiene en las bases de Podemos; en especial, con Izquierda Anticapitalista, el grupo de Teresa Rodríguez y Miguel Urbán. Pactar con el PSOE era colaborar con «el régimen», que es para el populista socialista el mal absoluto. Es una discusión que ya tuvo el socialismo en las décadas de 1910 a 1930. Llegar a un acuerdo de gobierno era ceder en los principios, en las aspiraciones revolucionarias, y liquidaron a Errejón. La necesidad de mantener unido a lo que queda de Podemos y el vínculo con las confluencias tras los resultados electorales del 20-D decidieron a Pablo Iglesias a asestar un golpe al proyecto errejonista cesando a Sergio Pascual, su secretario de Organización. 


			 


			Los nacional-populistas 


			 


			El populismo socialista no está sólo en España. Desde el inicio de la Transición se ha ido fraguando otro: el nacional-populismo de los partidos nacionalistas. El Estado de las autonomías, pilar del régimen del 78, no ha conferido en este caso más libertad al ciudadano, sino que ha sido un instrumento para reducir su ámbito de decisión personal. El motivo es que los nacionalistas se vieron conferidos en la Transición de un poder y de una autoridad moral para crear el «hombre nuevo»; aquel viejo sueño de los totalitarios. Los nacionalistas usaron la administración y el presupuesto público para la ingeniería social: fundir en un solo cuerpo el Estado —el suyo, el autonómico— y la sociedad —la comunidad nacional imaginada—. Y penetraron en las conciencias a través de la educación, desde la escuela a la universidad, adoctrinando para asegurar que la libertad se ceñía a elegir si ser más o menos nacionalista. Y lo completaron con los medios de comunicación para que sólo hubiera una voz, equiparando a la opinión pública —la gran ausente— con la publicada. Ataron al ciudadano a la administración haciéndole dependiente de la subvención, creando un nuevo tipo de clientelismo; un clientelismo más esclavo que el del siglo XIX, porque hoy las posibilidades de un mundo globalizado y el nivel educativo son superiores. 


			El nacional-populismo, en expresión del filósofo francés Pierre-André Taguieff, tiene un discurso xenófobo y moralista que contiene dos promesas: lo que llaman «democratización» y el paternalismo estatista. Son ofertas típicas de la cultura de oposición; en este caso, de oposición a «Madrid». El nacional-populista, ya sea catalanista o vasquista, ofrece retornar a los cauces de participación institucionales tradicionales de su región a través de un referéndum. «Es lo democrático», dicen, reduciendo falsamente la democracia al dictado de la voluntad general. Esto último, la referencia roussoniana, es, como vio Jacob L. Talmón, el origen de las dictaduras, ya que es la coartada de la élite, que interpreta el interés general, para imponer una política a costa de las minorías. Por eso dicen: «¿Cómo negarse a votar? ¿No es usted demócrata?». Es una ironía de mal gusto, pues donde gobiernan los nacionalistas, los derechos individuales se han reducido dramáticamente, y la persecución, incluso la muerte social y hasta física de los disidentes, ha sido y es constante y profunda.  


			Junto con la oferta falsamente democratizadora, los nacional-populistas prometen seguridad personal, laboral y social con el regreso a la comunidad —Gemeinschaft—. La sentimentalización de la política llega por esta vía a su culminación con el nacional-populismo. Esa comunidad reconstruida es la visión nostálgica y excluyente que ofrece un refugio sin la tensión y los conflictos generados por la vida moderna. Los problemas derivados de la globalización, tecnificación, competitividad o actualización laboral desaparecerían en esas comunidades culturalmente homogéneas. El valor dominante es la solidaridad entre los miembros de la comunidad y la exclusión del que impide «el proceso histórico», a los que se niega su nacionalidad o patriotismo y se les tilda de parásitos. Lo hemos visto en la campaña electoral de septiembre de 2014, cuando los agrupados en Junts pel Sí y la CUP negaban la condición de catalanes a los que no querían la independencia.  


			El nacional-populista denuncia los privilegios de aquellos que «no están donde deberían estar», ya sean élite o «extranjeros». La confianza en el político profesional, por ejemplo, en los corruptos Pujol-Ferrusola, la otorga la pertenencia a la comunidad imaginada. Así hemos asistido a la exculpación de los corruptos de CiU: «Es uno de los nuestros y, por tanto, posee todas las virtudes de nuestro pueblo, y ninguno de los defectos extranjeros. Y lo que hizo mal, si lo hizo, fue por culpa del opresor». El nacional-populismo no es liberal, sino estatista y conservador, porque ofrece la protección estatal para la necesaria y obligatoria reconstrucción de la comunidad. La necesidad históricamente imperiosa de un Estado recuerda a la joseantoniana «unidad de destino en lo universal». El motivo es que el nacional-populismo bebe de la nueva derecha europea, heredera de los fascismos y conservadurismos nacionalistas. Hay en todos ellos una retórica común: «la preferencia nacional» o «les français d’abord» (primero los franceses) del Frente Nacional; el «Eigen volk eerst» (nuestro pueblo primero) del Vlams Belang, en Flandes; o el «Osterreich zuerst» (primero Austria) del FPO. No es la primera vez en la historia que el catalanismo se asemeja a la extrema derecha europea. Los vínculos del nacionalismo catalán con el fascismo en el primer tercio del siglo XX son abundantes, y de forma señalada entre 1931 y 1936. 


			 


			A la sombra del fascismo 


			 


			La gran mayoría del catalanismo interpretó la de 1914 como una «guerra de les nacions» —en palabras de Rovira i Virgili—; una cruzada para liberar a las pequeñas naciones y reconocer el derecho de autodeterminación. Era el principio de las nacionalidades en su máxima expresión. La Lliga de Cambó, a través de Joan Estelrich y su organización Expansió Catalana, buscó la relación con los nacionalistas alemanes contrarios a la República de Weimar. No obstante, el modelo, en gran parte, fue el fascismo italiano. Cambó publicó Entorn del feixisme italià en 1924 y Les  dictadures en 1929. En ambos consideraba el fascismo como un modelo del que se podían sacar lecciones para salir de la crisis política: un Ejecutivo fuerte y un partido-movimiento nacional. 


			Fue Esquerra Republicana de Catalunya la que plasmó la idea del partido único; lógico: un único interés nacional, un partido. Nació en marzo de 1931 como federación de grupos dispares, desde los separatistas de Estat Català a federalistas y autonomistas. La victoria electoral de ERC en abril de 1931 permitió a Macià proclamar la «República Catalana en la Federación Ibérica». Sin embargo, los catalanistas habían estado en el Pacto de San Sebastián en 1930, por lo que se sintieron comprometidos con el nuevo régimen. Pasados tres días, Macià retiraba la República catalana a cambio de un estatuto de autogobierno. 


			Las Jerec, los escamots, las juventudes nacionalistas, asumieron una parafernalia y simbología fascistas. Encuadraban a hombres y mujeres de manera militar, uniformados con una camisa verde oliva, y los hacían patrullar y desfilar. Los escamots, disciplinados y jerarquizados, organizaban peleas, muchas veces armados con fusiles y pistolas, contra los anarquistas de la CNT y la FAI, a los que consideraban un «exèrcit d’ocupació», en palabras de Battestini, diputado de Esquerra en Madrid. Y es que buena parte del anarquismo en Cataluña estaba compuesto por inmigrantes, que eran «agentes contaminantes» de la pureza racial y las costumbres catalanas. 


			Las Juventudes de Esquerra, como si fueran las SA nazis, asaltaron la redacción del diario satírico El Be Negre, que los criticaba, detenían a los anarquistas portando placas policiales —Badía dirigía la Comisaría de Orden Público— y actuaron de esquiroles en la huelga de tranvías. Las Jerec tenían un discurso nacionalista y populista apoyado en un sentido organicista de la democracia al estilo corporativo italiano y la dialéctica de la violencia. 


			El dirigente nazi K. Corff visitó Barcelona en 1932 para hacer propaganda. Fue entrevistado por La Nació Catalana, órgano del PNC, y declaró que el partido nazi conocía que los catalanes eran racialmente diferentes a los españoles. Desde entonces hubo contactos de Nosaltres Sols! y el PNC con los nazis, y se defendió un pancatalanismo muy influido por los movimientos ultranacionalistas alemanes y enmarcado en una Confederació Occitana. Llegaron a decir que interesaba una guerra entre Francia y Alemania para que España se alineara con la primera y ellos con la segunda para conseguir así la independencia. Ésa era, decían, «l’esperança d’una Catalunya lliure». 


			Nosaltres Sols! hablaba de la superioridad racial de los catalanes sobre los «africanos» españoles al modo científico que usaban los nazis: por no haberse contaminado con otras razas. En consecuencia, la inmigración española en Cataluña suponía un contagio del carácter «gandul y pro-africà espanyol». En realidad, se trataba de una adaptación de las teorías raciales del nacionalista Rossell i Vilar, que expuso en su libro La raça, de 1930. 


			En 1934, Companys se sumó a la deriva revolucionaria de socialistas y republicanos de izquierdas y quedó en manos de los separatistas de Esquerra. Nombró consejero de Gobernación a Dencàs, que se dedicó a preparar la insurrección. El 6 de octubre, Dencàs anunció por radio que la Generalitat militarizaba Cataluña para prevenirse contra la FAI. A las dos de la tarde, las fuerzas de Dencàs tomaron Barcelona, recorrieron los centros de trabajo llamando a la huelga y montaron ametralladoras y barricadas en las calles. Companys, mediando entre sus consejeros independistas y socialistas, proclamó a las ocho de la tarde el «Estat catalá en la República federal espanyola». Media hora después, Batet, capitán general de Cataluña, declaró el estado de guerra y cercó la Generalitat, donde tuvieron lugar los enfrentamientos armados. A las seis y media capitularon Companys y sus consejeros, todos menos Dencàs, que huyó por las alcantarillas. 


			El grueso del nacionalismo catalán se decantó entonces por estrechar la alianza con el republicanismo de izquierdas y el socialismo, a quienes unía el enemigo común —la derecha— y la esperanza de recuperar el Estatut, suspendido en enero de 1935. Sólo el grupo de Dencàs, vuelto del exilio, y su Estat Catalá, con Nosoltres Sols! y el PNC intentaron mantener el vínculo con un régimen nazi que, a la postre, les ignoró. Eso no ocurrió al final del franquismo, cuando el juancarlismo y las izquierdas tomaron a los nacionalistas como parte del nuevo consenso.  



			 


			Los enemigos 


			 


			Ya escribió Peter Sloterdijk que el cristianismo, el comunismo y el fascismo son los principales «bancos de ira» de la historia, porque señalan al sufridor presente como el vengado del futuro («Bienaventurados los que tienen hambre y sed de justicia, porque ellos serán saciados»).87 Es la peligrosa alianza entre idealismo y resentimiento que ha surcado Occidente desde la Revolución francesa hasta el leninismo, y hoy al populismo socialista que se hace llamar «socialismo del siglo XXI» y el nacional-populismo. El resentimiento crea esa ira que genera violencia, porque el odio quiere destruir el objeto que ha causado la humillación; en este caso, la democracia liberal y el capitalismo. El populismo socialista se basa en alimentar ese sentimiento —el rencor— para provocar las emociones —la ira y el odio— que motoricen su organización política hasta el poder. Esto ha sido posible porque el zapaterismo hundió a la socialdemocracia española en el resentimiento del que ha salido Podemos.  


			¿Por qué Pablo Iglesias muestra tanta violencia verbal en sus discursos y sus gestos? Es cierto que no es algo nuevo en él. Ya le oímos pedir perdón en broma por no romper la cara a tanto facha con el que se cruzaba en las tertulias televisivas. O mostrando orgullo con aquellas imágenes en las que unos manifestantes pegaban a un policía. O amparando con sus palabras a los terroristas de ETA, o al encarcelado Alfon, aquel podemita que llevaba a una manifestación una mochila llena de explosivos. O asociado a los que aconsejaron a Hugo Chávez que empleara mano dura con los estudiantes que pedían libertad y democracia. O los escraches, copiados del populismo argentino, para intimidar a los enemigos, al estilo totalitario. Y eso no por citar los cientos de tuits, ya borrados, de sus seguidores o cargos públicos, que aludían a la ejecución de políticos o del rey, o que hacían bromas con el Holocausto o las víctimas del terrorismo, o los bots insultantes y violentos que en Twitter persiguen a cualquiera que les lleve la contraria.  


			El concepto de violencia que manejan en Podemos es leninista. Creen que el partido debe concienciar al pueblo de los abusos violentos que ha sufrido a manos de los poderosos, y convertir lo particular en algo de clase. Así, por ejemplo, un caso minoritario como los desahucios se transforma en categoría general. La respuesta a esta violencia estructural no puede ser individual, que es propia de pequeño-burgueses, sino colectiva, de clase, popular. Porque había que acostumbrar al pueblo, escribía Lenin en «¿Qué hacer?», a protestar con rabia, en igual medida con que son violentados por el poder burgués. Era, y es, incitar al odio como motor de la lucha de clases.  


			Hoy, el populismo socialista vive de alimentar el odio, porque es necesario para separar el «ellos» —los enemigos— del «nosotros» —la gente, el pueblo, los buenos—. La acusación es básica: culpar de todo a la oligarquía, la casta o los poderosos, que han engañado a la gente para enriquecerse en lugar de buscar los intereses generales. Señalaron al enemigo interior, pero también al exterior: la Troika, la Europa del capital y Alemania. Según decían Iglesias y los suyos, Merkel era «enemiga de la democracia». Y en un tono patriotero y xenófobo propio de otras latitudes, añadían: «No tiene que venir ningún alemán a decirnos qué tenemos que votar». Incluso llegaron a equiparar a los alemanes de hoy con los nazis. Esa atribución de culpa se convierte en un axioma fácil de comprender, corroborado por cualquier noticia sobre corrupción o recortes. Así, cargados artificialmente de razón, hacen creer a la población que sus soluciones, que pasan por la exclusión política y social, y por el autoritarismo, son el único remedio para hacer justicia. Por eso insisten en que ha llegado la hora («Tic, tac, tic, tac», decía Iglesias) de dar la vuelta al orden social, y de que gobierne «la gente». Entonces, cuando el pueblo —es decir, «ellos»— esté en el poder se hará «justicia social»: quitar a los ricos, apartar a los poderosos, aplicarles la ley del pueblo, y repartir su riqueza. «El miedo tiene que cambiar de bando», que decía el secretario general de Podemos en 2014. 


			Esa violencia popular contra la violencia estructural, la de los ricos, la oligarquía o casta —que igual da para la terminología leninista—, precisaba buscar justificación histórica. La historia se reinterpreta para encajarla con el discurso político, y se toman anclajes con el pasado para demostrar la opresión y engaño de siglos o decenios. Y para ello hacen un análisis marxistoide de la historia española, toda llena de mangantes y embusteros, de capitalistas y burgueses, que secan todo lo bueno que hay en el pueblo español. Y repiten los tópicos de la historiografía progresista del siglo XIX, retomados por la izquierda del XX, sobre la España mezquina, atrasada e inferior por culpa de la monarquía, la Iglesia, el ejército retrógrado, la burguesía malvada y los «poderes fácticos». Para éstos hay quinientos años de gobierno de la derecha, como ya dijo Felipe González en 1995, sin que se hiciera justicia ni hubiera gobierno del pueblo.88 



			El populismo socialista de Podemos ha retomado la simbología, el discurso y los nombres de la izquierda radical de la época de mayor confrontación política de la historia de España: los años treinta. Y se atribuyen una lucha izquierdista democrática, básicamente mitificada, contra el franquismo, queriendo apropiársela. De esta manera hacen del guerracivilismo, resucitado en España torpemente por Zapatero, el complemento perfecto para su lenguaje del odio. Y del anticlericalismo más soez. Porque sin conflicto no hay alimento para el populismo; sin señalar a un enemigo, que no adversario, no hay movilización ni votos. El hilo histórico es tan claro como eficaz: Podemos y el 15-M son los herederos de la segunda República frentepopulista y de la lucha izquierdista contra Franco; los verdaderos demócratas. Al tiempo, identifican a sus enemigos de hoy con el golpe de 1936 y el franquismo.89 El argumento es tan maniqueo que sonroja a cualquier historiador profesional. Ahora bien, el problema es que este discurso funciona cuando lo que se busca es ahondar una crisis, y el adversario, en este caso el PP, limita su estrategia electoral al miedo a que gobiernen los que odian. Es una retroalimentación peligrosa.  


			Es un odio calculado, expresado en un tono mesiánico, bíblico, propio del milenarismo, y que llega con facilidad a cualquiera. 


			 


			Entonces, con tantas muertes en la conciencia, se nos va a llenar la boca de odio y los pulmones de tierra y las manos de justicia, y nos vamos a enfadar aún más cuando nos digan que somos nosotros los que estamos sembrando la lucha de clases. Y entonces no van a encontrar bosques tan profundos ni mares tan hondos ni montañas tan altas como para que puedan esconderse y escapar de tanta rabia como nos han hecho acumular.90 


			 


			El populismo es un estilo de hacer política, que supone un tipo de discurso sentimental, donde se llama a la emoción, no a la razón. El núcleo fundador de Podemos recogió las demandas creadas por los movimientos sociales, las ordenó en círculos con un funcionamiento asambleario y las controló colocando a los suyos en la dirección de los mismos. Es el mismo modelo que utilizaron los bolcheviques con los sóviets desde febrero de 1917 hasta que dieron el golpe de Estado. Actualizado, es el famoso «núcleo irradiador»; es decir, la concentración del poder en un grupo del cual emanan las órdenes, los eslóganes y el argumentario, y que canaliza las demandas a las cuales previamente había dado un único sentido. Lo mismo ha hecho el nacional-populismo al reunir en un solo proyecto todas las demandas, a las que atribuye una sola causa y una única solución.  


			El nacional-populismo ha cargado su discurso de ira, en el sentido de Sloterdijk, al centrar la solución a los problemas en el apartamiento, repudio e incluso la liquidación del enemigo.91 No hace falta remitirse a las argumentaciones para despachar a «los otros», a los privilegiados, a los contaminantes, que utilizaron las variantes populistas de comienzos del siglo XX. La historia de los nacionalismos vasco y catalán es la historia de un victimismo, donde se manipula la historia construyendo mitos, lugares de la memoria colectiva —lo propio del estatismo profundo, porque la memoria sólo es individual—, y se justifica una política actual por un pasado que no existió. 


			El enemigo es el no-pueblo, un sujeto colectivo que causa todos los males, y que puede tomar cuerpo, según el populismo, en entes internos o externos: la oligarquía, los considerados extranjeros, los judíos, el clero, la burguesía, la clase política, los maquetos o los charnegos. El populismo socialista lo identifica con la clase política y financiera, «la casta», que reúne los defectos más despreciados por la sociedad común: la usura, la corrupción, la insolidaridad, el egoísmo, el latrocinio, que conducen al pueblo a la muerte, a la miseria, a la marginación. El objetivo del no-pueblo para el populismo socialista es la acumulación de riqueza a través de las reglas del capitalismo, que son impuestas e injustas. Para el populismo socialista el no-pueblo está globalizado; es decir, se trata de un grupo político y financiero internacional que impone sus reglas de juego, en una especie de gran conspiración que mantiene a los pueblos sometidos.92 El nacional-populismo identifica al nopueblo con aquellos que le impiden el cumplimiento de sus objetivos como nación —ese imperativo histórico inventado al estilo de la unidad de destino en lo universal—, ya sea a través de la «contaminación» de su raza o su cultura, o por la supuesta «resistencia» a reconocer su derecho a tener un Estado propio. 


			Un ejemplo no clásico es el de la CUP. A mediados de los ochenta, el movimiento cupero se batasunizó contra «España» y el pujolismo: algaradas callejeras, enfrentamientos con la policía y justificación del terrorismo, como expresiones del movimiento sociopolítico contra la «violencia estructural». Para ellos es más violento un desahucio que romper un escaparate, volcar coches por las calles o pegar a la policía. Despreciaron la vía pacífica de ERC y reforzaron el vínculo con el «independentismo de combate», el de Terra Lliure y Catalunya Lliure, al modo de Batasuna y ETA. Por eso, el terrorismo es un «movimiento político», como han declarado en numerosas ocasiones.  


			La ira estaba justificada cuando «el régimen» ejerce «violencia estructural» contra ellos e impide el logro de sus objetivos. La reunión de todas las características despreciables en los componentes del no-pueblo permite la expresión de odio sobre ellos y, lógicamente, la violencia. En este caso, los actos violentos estarían justificados por la «violencia estructural, o de clase», ejercida sobre el pueblo por esa casta. Es un tipo de violencia natural, reactiva, porque se entiende como la última salida del oprimido. El populista aviva las emociones a través de un discurso que llama a la ira, con figuras retóricas cargadas de odio y venganza, que tienen como consecuencia la acción colectiva violenta. 


			En el fondo lo que hay es una consecuencia de la irresponsabilidad individual del consenso socialdemócrata: el culpable del fracaso es otro, el enemigo, que le obliga a vivir en un defectuoso orden social. Es lo que Mises, en su libro Liberalismo (1927), llamaba «complejo de Fourier»: no soportan la vida tal como es, odian la realidad, se refugian en ensoñaciones sobre sociedades armónicas, y destilan odio hacia el que señalan como culpable de su situación.  


			 


			Aquí está el mal: el régimen 


			 


			Cuenta Anna Gabriel, una de las líderes de la CUP, que sus dos primeros diputados al Parlament gritaron al llegar: «¡Hemos venido a impugnar el régimen!».93 La CUP representa como nadie la amalgama entre el nacional-populismo y el socialismo. Esta organización tiene el perfil romántico tardío —el violento de finales del siglo XIX y principios del XX —, utópico y crudo, de una especie de anarco-colectivismo posmoderno. No hay una construcción doctrinal en ellos, ni la referencia a grandes pensadores. Resulta más bien la amalgama de conceptos vagos que construyen un argumentario circular y sentimental. Su «ADN político» es la «izquierda independentista, anticapitalista y feminista» basada en eso tan español como es el municipalismo. La idea es acabar con el mal, el régimen, desde la apropiación del poder a nivel local. No es asalto a los cielos, que es el modelo leninista de Podemos, sino desde abajo, al estilo bakuninista: sin personalismos ni organizaciones jerárquicas, con gestores sustituibles y una supuesta masa espontánea y desbocada. 


			Podemitas, cuperos y nacionalistas coinciden en el mensaje: el mal es el régimen, que ahoga al pueblo en beneficio de la minoría. Ya, pero ¿qué entienden por «régimen»? El régimen es para los populistas el sistema en manos del no-pueblo, de los poderosos, los privilegiados, o de aquellos que impiden la reconstrucción de la comunidad popular, racial, trabajadora o nacional. Ese entramado institucional, tanto político, como cultural y económico —las viejas superestructura e infraestructura marxistas—, crea, a su entender, insatisfacciones, problemas y desafectos, lo que supone una crisis social que deslegitima el poder. El régimen no es legítimo porque no es del «pueblo», por lo que hay que impugnarlo. En consecuencia, la solución pasa por desobedecer la ley para acabar con la opresión y que se cumpla la voluntad popular o nacional. Es la única forma para reconstruir la verdadera comunidad, aquella que el enemigo ha roto en sus valores puros, ya sean sociales o nacionales. 


			El populismo socialista de Podemos culpa a la democracia liberal, partitocrática y parlamentaria, que encumbra a una élite de privilegiados, que vive a costa de la gente y que impide al pueblo —al que últimamente llaman «gente»— la forja de una comunidad política y social en armonía, justa, igualitaria y solidaria. El populismo nacionalista culpa al poder central —llamado Estado español, imperio o Madrid, y en otros casos a entidades supranacionales, como la Unión Europea, o países vecinos, como Francia— de la crisis política, económica y social. Ese mal, ese régimen en manos del enemigo, «roba» al pueblo, a la «nación sometida», e impide la unidad de destino en lo universal: la comunidad reconstruida en un Estado propio. 


			La Transición fue para ellos, como para Podemos, una traición a las luchas populares, o nacionales, un enjuague de los poderosos para que se perdonara el franquismo. No se saldó cuenta con los franquistas, la dictadura se echó al olvido, y no se recompensó a los que lucharon por la democracia. No hubo ruptura; es decir, no se liquidó a la clase política franquista ni se cambió el sistema capitalista. Es más, para Monedero la Transición terminó cuando el PP perdió las elecciones de marzo de 2004, porque «las dictaduras se terminan y comienzan las democracias cuando el miedo desaparece y se puede decir a los gobernantes: estáis mintiendo».94 En tiempos de Zapatero se creó la ley de memoria histórica para abrir otro frente político contra la derecha y resucitar el guerracivilismo como reclamo al voto de la izquierda. El populismo socialista, este socialismo del siglo XXI, se ha tomado en serio y construye otra interpretación del pasado para legitimar su discurso político presente. También es cierto que el PP reaccionó apropiándose de la Transición como un proceso sin mácula, y contraponiéndola a la de 1931, lo que fue un flaco favor a la democracia y ayudó a alimentar ese relato de la izquierda rupturista y revanchista.  


			Los independentistas recrean la Transición del mismo modo: como un apaño en tiempos de miedo a la asonada militar que no ha cumplido con el deseo de sus naciones de tener un Estado propio. Pero no hacen una crítica a la Transición o al régimen del 78 para mejorar los mecanismos de la democracia, sino para establecer otro orden social y político, exclusivista, autoritario, donde haya identidad entre pueblo, partido-movimiento (no partido tradicional) y Estado. Entonces interpretan la Transición como una traición completa y ya añeja, que es necesario derribar para devolver la «dignidad» al pueblo. Porque los privilegiados usan el régimen, mienten, manipulan y roban. No hay legitimidad, ni representación. El pueblo está representado en otro sitio: en la calle, cuestión en la que coinciden Podemos y la CUP.95 Tampoco está el pueblo representado en un partido y menos en un político profesional, que forman parte de ese régimen de indignidad. No, el verdadero pueblo, como quedó dicho, está en la calle, en asociaciones y movimientos vecinales y locales, y debe diferenciarse de los representantes del régimen, y hablar, vestir y comportarse como «gente». Es una estética calculada de combate. 


			Los populistas socialistas dicen que la «democracia realmente existente» es una farsa, que es un régimen basado en la corrupción, en la apropiación del trabajo colectivo, en la mercantilización de las relaciones humanas, en la castración de las oportunidades colectivas para que el entramado del que se benefician los poderosos no cambie. Y usan una y otra vez el lampedusiano «cambiar todo para que nada cambie». Ante ese régimen, la gente tiene «miedo», por eso insisten en que con ellos el «miedo cambiará de bando». Es, efectivamente, el banco de la ira y el uso de las emociones como recurso político y electoral.  


			 


			El pueblo único y homogéneo 


			 


			El discurso populista habla del pueblo, la nación o la gente como de un sujeto colectivo que reúne las mejores virtudes: honradez, laboriosidad, solidaridad, bondad; al que es necesario proteger y despertar. El pueblo puede identificarse en la historia del pensamiento con la raza, la nación o con el proletariado.  


			El populismo socialista alude al «pueblo» como los sometidos a la casta de privilegiados. Para ellos, la identidad tradicional de izquierda y derecha se ha disuelto, y ha sido sustituida por la identidad popular. Pero este concepto de pueblo es una mera referencia retórica, porque lo importante es la voluntad del pueblo, que es para el populista socialista el único principio de legitimidad, que permite a quien se atribuye la voz del pueblo saltarse la ley y la democracia. Es el mismo concepto que ya usaban los totalitarismos del siglo XX.  


			Para el nacional-populismo, el pueblo es la nación etnolingüística, a la que atribuye una edad de oro histórica —mitificada y mayormente inventada—, forzada a vivir contra su espíritu y su destino, y que precisa un Estado propio para volver a las esencias de la tribu, a la comunidad perdida.  


			En ambos populismos, el pueblo es irresponsable, en el sentido de que si uno de sus individuos comete una falta o delito, la responsabilidad es de la sociedad, o del poder, o del antipueblo, que le obligó a saltarse la ley porque no quiso escuchar la voluntad popular, o no puso los medios adecuados para evitarlo. Esto es de honda raíz tanto socialconservadora, hoy democristiana, como socialdemócrata.  


			La reacción del pueblo como sujeto colectivo está siempre justificada para librarse de las consecuencias del dominio del antipueblo, del régimen y de sus leyes.96 El pueblo en uno y otro caso, socialista y nacionalista, es objeto de derechos superiores a los individuales. Por tanto, hay una concepción roussoniana y jacobina de la voluntad nacional y del Estado sobre el individuo, porque es el partido único, portavoz del pueblo, el que asume el poder del Estado para otorgar o negar los derechos individuales. Estado, partido y pueblo son para ambos la misma cosa.  


			El concepto de sociedad y de individuo que manejan está en torno al trabajo, como los populismos de los años veinte del siglo pasado. La ciudadanía está constituida por trabajadores; es más, sólo se puede ser ciudadano si se es trabajador. Es el trabajo el que da sentido al individuo. «Carecer de trabajo significa también carecer, tarde o temprano, de derechos de ciudadanía», ha escrito Monedero.97 También la constitución de 1931 decía en su artículo primero que «España es una República de trabajadores de toda clase». El desempleo no se debe a la inadecuación del trabajador al mercado, o su inamovilidad, sino a que el mercado es la trampa de los privilegiados para aprovecharse de la gente. Si se emigra para encontrar o mejorar el trabajo, o el salario es bajo, es una muestra de que el enemigo arrebata su dignidad al ciudadano. No hay individuos en su análisis social, sino clases. Es la vieja historia de la lucha de clases, y, en el caso de los nacionalistas, de la lucha de naciones. Porque el populismo debe mostrar conflictos entre sujetos colectivos que alimenten sus posibilidades electorales. Las palabras clave son justicia social y dignidad —del trabajador o de la nación—, que se repiten constantemente en sus discursos. 


			 


			La falsa solución: la utopía 


			 


			Los populismos se basan en la idea de que los lazos positivos de la comunidad están rotos por el no-pueblo, y de que es necesario reconstruir la comunidad para vivir en armonía y progreso. La utopía, el «otro mundo es posible», es mostrada como un orden alternativo situado en el futuro más o menos cercano, presumiblemente perfecto, que exige una movilización social y justifica una acción política. Al igual que muchos políticos que incluyeron la utopía en su discurso político en la segunda mitad del siglo XIX, los podemistas reconocen, no siempre, que el modelo de sociedad al que se encaminan es utópico, pero que cualquier política que se acerque a él será buena. «En las luchas del pasado —escribió Iglesias— hay un “excedente utópico” que puede nutrir nuestras luchas actuales; quizá sea ése el verdadero enfoque que hay que dar hoy a las luchas.»98 


			El populismo socialista quiere derribar o corregir lo existente para reconstruir una comunidad basada en la dignidad, la justicia, la democracia participativa y la igualdad social, que escape a las crisis rompiendo la lógica del mercado, de la democracia y del liberalismo, con un Estado omnipresente en manos de un partido-movimiento con vocación de partido único, y dirigido por un líder visionario, un santo laico. El nacional-populismo funda su utopía en la reconstrucción de una comunidad nacional sobre los valores de la unidad del cuerpo social en aras del bien común, al modo del Estado corporativo de la Italia fascista, que permitirá devolver al pueblo a su edad de oro y a su lugar en el mapa de las naciones. En esa utopía nacional no faltará trabajo ni riqueza, no habrá delincuencia ni enfermedades, porque el pueblo nacional será regido por los naturales del país según las leyes e instituciones tradicionales.  


			La democracia para el populismo socialista consiste en que el pueblo, a través del partido de unidad popular, tome el poder del Estado y rompa la lógica del liberalismo para reconstruir la comunidad sobre la base de la igualdad social. Frente a la defectuosa «democracia liberal», el populista habla del «gobierno de la gente». El populismo socialista tiene vocación de partido único que busca la movilización constante, las grandes manifestaciones con puños o manos alzadas, con caudillos, banderas, eslóganes y gritos. Es la vieja estrategia que ya Lenin impulsó en 1922: primero el «frente único», que era la bolchevización de las bases socialistas, incluidas las socialdemócratas, por supuesto, para ganar lo que Gramsci llamó «hegemonía cultural». Cuando esa hegemonía —interpretación de la historia y del presente, imposición del lenguaje, agenda y aspiraciones— se produjera, la primera parte de la unificación estaría hecha. El siguiente paso lo estableció Dimitrov en el VII Congreso del Comintern: la formación de frentes populares; es decir, de alianzas con los que antes calificaba de «socialfascistas» —los socialdemócratas— para usarlos y alcanzar el gobierno en los «regímenes burgueses». Ya en el poder, o influyendo en él de manera determinante, se establecerían los pasos para la liquidación de dichos sistemas y el establecimiento de un orden nuevo. Es lo mismo que escribió Errejón: 


			 


			Podemos nació como propuesta de herramienta para la unidad popular y ciudadana; esto es, la articulación del descontento flotante para una activación popular que recuperase la soberanía y la democracia, secuestradas por la casta oligárquica.99 


			 


			Los dos gurús del populismo socialista son el francés Jacques Rancière y el argentino Ernesto Laclau. El primero postula que la democracia es que tomen el poder los excluidos a través de movimientos asociativos que rompan la lógica del mercado y del liberalismo, y que impongan la igualdad. Por supuesto, todo esto se envuelve en términos pseudocientíficos. Escribe Rancière en El odio a la democracia (2006): 


			 


			Esto es lo que implica el proceso democrático: la acción de sujetos que, trabajando sobre el intervalo entre identidades, reconfiguran las distribuciones de lo privado y de lo público, de lo universal y lo particular. 


			 


			La democracia es así, para esta gente, una forma de «emancipación humana» que pasa por la ingeniería social. Todo debe estar en manos del Estado, del poder, de ellos. En realidad, es un alegato a favor de la dictadura, en la que el poder, ejercido por el «partido del pueblo», de «los de abajo», decide la vida privada y pública de toda la comunidad en aras de una supuesta «igualdad». Es lo que escribe Pablo Iglesias en su libro Disputar la democracia. Política para tiempos de crisis (2014; con prólogo de Tsipras), donde dice, en el paroxismo de la demagogia populista, que quieren el poder para que 


			 


			los niños vayan limpios y alimentados a escuelas públicas, […] todos los mayores reciban una pensión y sean atendidos […], a nadie le corten la calefacción en invierno si no la puede pagar, […] ningún banco pueda dejar en la calle a una familia […], producir información no sea privilegio de multimillonarios, […] un país que no tenga que arrodillarse ante especuladores extranjeros. 


			 


			No se trata de hacer economía, sino política, porque es la política —esto es, su política— lo que debe decidir el día a día de la comunidad. Rancière describe las democracias liberales como un «campo de concentración encubierto», en que la representación del pueblo está falseada para que la casta haga negocio. Esto es lo que hay detrás del grito «No nos representan». 


			Laclau, por su parte, en La razón populista (2005), se apoya en Gramsci para decir que Estado y sociedad civil deben ser casi lo mismo; es decir, que las asambleas de ciudadanos activos, los «comprometidos», los activistas, son la verdadera representación del pueblo, que debe decidir aquellas políticas que el Estado debe ejecutar si quiere ser democrático. El paralelismo entre este mundo asambleario y el de los sóviets, que confluyen en un partido y un Estado, es más que evidente. Por supuesto, esa nueva democracia está basada en un pueblo que necesita un tutor único que traduzca las dispersas necesidades en política. Dice Laclau: 


			 


			Cuando las masas populares que habían estado excluidas se incorporan a la arena política aparecen formas de liderazgo que no son ortodoxas desde el punto de vista liberal democrático, como el populismo. Pero el populismo, lejos de ser un obstáculo, garantiza la democracia, evitando que ésta se convierta en mera administración. 


			 


			Eso es Podemos en sus diversos nombres, como Ahora Madrid o Barcelona en Comú, con los que se ha presentado a las últimas elecciones municipales. La democracia que predica la gente de Carmena es lo que Iglesias explicaba no hace mucho en La Tuerka: la democracia, siguiendo a Robespierre, es un movimiento para arrebatar el poder a los que lo acaparan y repartirlo entre los que no lo tienen, el pueblo, para tener sanidad, educación y vivienda. Si no hay este reparto y mandan los mercados, es una dictadura, concluye, y por tanto «defender el puesto de trabajo lanzando tuercas y cohetes es el mayor acto democrático que se pueda llevar a cabo». 


			Esta pequeña muestra es suficiente, creo, para comprobar que este concepto de democracia está muy lejos del respeto al Estado de derecho democrático y a los derechos individuales, y nos aleja de la Unión Europea para acercarnos a la Venezuela chavista. 


			La CUP se centra en el municipalismo independentista, donde es más fácil articular y movilizar a los vecinos, dirigirlos, y hacerse con el poder y los recursos locales. De esta manera, con el gobierno municipal en las manos, y argumentando que su política sale de las asambleas vecinales, llevar a cabo políticas públicas para cambiar el orden en su localidad. Es la utopía local, el falansterio o la pequeña comunidad de productores-consumidores que ya idearon los socialistas del siglo XIX, y que defendieron con una buena dosis de violencia individual y colectiva los anarquistas hasta 1939. Municipios independientes que forman parte de una gran comunidad nacional, la catalana, a la que deciden pertenecer por decisión democrática. Es el federalismo pimargalliano, aquel que se basaba en el pacto sinalagmático, conmutativo y bilateral; es decir, en dividir la soberanía por territorios y luego unirse voluntariamente según un pacto entre iguales. En realidad es la resurrección de la utopía colectivista de comunidad de bienes y moralidad popular, para la protección de sus miembros de los avatares de la globalización y la competitividad del mundo moderno. Es la típica utopía totalitaria de reconstrucción de la comunidad imaginada sobre unos valores únicos e impuestos, que marginan de la sociedad a los que piensan de forma distinta. 


			La CUP ideó reventar el sistema desde el marco local, tomando el poder a través de los movimientos sociales vecinales para imponer una «democracia popular»; es decir, nacionalista y socialista, de control público de la economía, la vivienda, la alimentación, la educación y la cultura. Editaron en 2001 un «Manual de Lluita Municipal» donde se dan instrucciones para posicionarse, penetrar en los movimientos locales, extender el asambleísmo y canalizar todas las demandas vecinales hacia un culpable —el pujolismo unido al Estado español—, y una única solución —la independencia socialista—. El mecanismo es la asamblea popular, lugar propicio para los demagogos organizados. Para la CUP, el abandono de la Asamblea de Cataluña por los partidos para competir en las elecciones de 1977 dio origen a las candidaturas de unidad popular. Sus referentes históricos son, entonces, la Candidatura d’Unitat Popular pel Socialisme y, por supuesto, Herri Batasuna («Unidad Popular», en euskera) fundada en 1978. Enemigos de los partidos y de la profesionalización de los políticos —de nuevo esa coincidencia con el socialismo del siglo XXI de Podemos—, se erigieron en defensores del movimiento vecinal. De ahí que la CUP y Podemos digan que su legitimidad procede de la calle, o que su lenguaje y vestimenta sean lo más «popular» posible. Esa concordancia entre palabra y aspecto —política de imagen— asegura la eficacia del mensaje. 


			Los nacionalistas catalanes y vascos, por su parte, más tradicionales, sin una evolución ideológica en cien años, como ya apuntó Solé Tura, añoran lo de siempre: un Estado propio. No es sólo una reivindicación electoral que esconda los errores y la corrupción de una gestión lamentable, ni la trama de una oligarquía local para tener el poder en exclusiva, sino que ya es un sentir general en sus sociedades. Esto ha sido posible gracias a los errores autonómicos del 78, la malhadada conllevancia y la equivocación del PP y PSOE, que quisieron ver en el PNV y CiU aliados fiables para la gobernabilidad y la consolidación de la libertad. Así, populares y socialistas dejaron la enseñanza y la comunicación local en manos de los nacionalistas que, en cuarenta años, y con mucho presupuesto, han sabido articular una comunidad imaginada que ansía una vuelta a una edad de oro. PNV y CiU, con la complicidad de PP y PSOE, han construido identidades alternativas e incompatibles con la española, basadas en una historia propia falsa y en una interpretación populista del presente. Ambos prometen Estados nacionales en la era de los supranacionales que librarán de los malestares de la modernidad, eliminarán a los enemigos y harán la vida más feliz y en armonía. 


			En la construcción de la utopía, los nacionalistas no entienden de derechas e izquierdas, sino de más o menos «patriotismo». El nacionalismo es transversal, y todo debe someterse al interés superior de la nación, para el que no hay derechas ni izquierdas. Por eso buscan la creación de frentes o de movimientos nacionales, como Junts pel Sí, o de ligas y coaliciones que representen a la nación en la lucha por lo que debe ser su prioridad: reconstruir la comunidad nacional libre e independiente, por un imperativo histórico de unidad de destino en lo universal.  


			 


			El líder mesiánico  


			 


			Una de las características del populismo, incluso atribuida como única para algunos autores, como Freidenberg, es la del liderazgo. La literatura politológica respecto a Hugo Chávez es abundante, aunque los líderes populistas españoles no llegan a ese nivel. El prototipo del líder transformador, ya practicado en los populismos nazi, fascista y comunista del siglo XX, es el de un personaje político con unas cualidades especiales de atracción política, de verbalizar la protesta y simbolizar la crítica, con grandes dotes de comunicador.100 Ese líder, sin necesidad de recurrir a los tipos de liderazgo que se manejan en ciencia política, tiene el carisma suficiente, propio o fabricado por el entorno —como ha demostrado la documentación interna de Podemos sobre la aparición televisiva de Pablo Iglesias—, para encarnar el proyecto rupturista. Los psicólogos sociales dicen que el líder carismático inspira y motiva a los seguidores a sacrificarse y trabajar por la utopía. El personaje es presentado como el azote de los privilegiados, el Moisés que va a liberar a los esclavos y que él, sólo él, conoce la verdad y es capaz de interpretar los intereses y deseos del pueblo, la gente o la nación.  


			La imagen del líder redentor se construye desde el partido. Para ello se escenifica que su extracción, vida, estética y costumbres son las corrientes del sujeto colectivo que dice representar. El mesías reúne las virtudes y gustos populares, es abnegado y se sacrifica por el «todos» frente al «régimen» que está en manos del «enemigo». Para mantener el contacto con el pueblo, el líder hace una intensa campaña de comunicación política y persigue la presencia en todos los medios de comunicación posibles. Cada gesto y palabra están calculados para lograr la identificación de la voluntad del pueblo con el líder.  


			El populismo socialista de Podemos necesitaba para su despegue de un individuo que tuviera proyección televisiva; es decir, construir al líder desde los medios para lograr la identidad nueva, la del pueblo con su portavoz. El mismo Íñigo Errejón lo confesaba:  


			 


			el uso del liderazgo mediático de Pablo Iglesias fue una condición sine qua non y un precipitador de un proceso de ilusión y de agregación popular […]. La decisión, inédita en España, de poner su cara en la papeleta para utilizar el signo comunicativo más conocido [fue] decisiva en unos comicios en los que los electores decidieron su voto el último día.  


			 


			El nacional-populismo convierte a su líder en un mártir de la causa nacional, que está definida por la frustración y el victimismo ante el mal, el régimen y la actuación del enemigo. Lo vimos en el caso del juicio a Artur Mas por vulnerar la ley convocando un referéndum ilegal el 9 de noviembre de 2014, donde los alcaldes de CiU fueron a esperarle con los bastones de mando, como si fueran palmas en un Domingo de Ramos. O cuando Arnaldo Otegi salió de prisión, en marzo de 2016, convertido ipso facto en un «hombre de paz», símbolo de la lucha del pueblo vasco por su libertad. Porque el líder mesiánico del nacionalismo llevará a su pueblo a su destino, la salvación en el paraíso, a esa comunidad reconstruida, sobre las bases de la pureza nacional. Ese mesías, el salvador de la patria, se equipara, como hacía la simbología soviética, con los grandes líderes del sujeto colectivo, viniendo a continuar la historia de la voluntad de un pueblo. El líder de una nación víctima debe ser un mártir, por eso tergiversan, por ejemplo, la biografía de Lluís Companys, y lo equiparan con Pujol o Artur Mas; o esconden la biografía y obra de Sabino Arana, un racista. Su nombre se convierte en un mito, en una falsificación histórica que evoca un pueblo, un deseo colectivo, una lucha, un paraíso, pero también una exclusión, una violencia y una dictadura para el que no piensa igual. 
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    El ejemplo de las otras derechas 


     


    El panorama de los partidos y gobiernos de la derecha tras 1945 está definido por dos corrientes: la democracia cristiana y la conservadora, con el liberalismo al fondo. La primera creó o asentó, según el país, el Estado del Bienestar, y acabó asumiendo, por la debilidad de su ideología y la falta de proselitismo, la hegemonía cultural de la izquierda. Esto ha sido así hasta el punto de que hoy no hay apenas diferencias reales entre un democristiano y un socialdemócrata. El liberalismo no ha tenido suerte tras la segunda guerra mundial. Fue culpado de la crisis del siglo XX a un lado y otro del Atlántico, donde el estatismo fue la solución común para salir de la crisis política y social. El auge de los populismos, tanto del fascismo como del nacionalsocialismo y el comunismo, junto con la injerencia estatal durante la primera y segunda guerras mundiales, hicieron del liberalismo una ideología antipática. La hegemonía cultural de la izquierda consiguió que «liberal» fuera sinónimo de «fascista». Ni siquiera el paréntesis que supuso Thatcher se llamó «revolución liberal», sino «revolución conservadora». La caída del comunismo, que hizo añicos la socialdemocracia clásica, supuso que el «nuevo laborismo» de Tony Blair o el «nuevo centro» de Schöeder asumieran ciertas medidas económicas liberales, pero poco más. La marginación del liberalismo ha sido tal, especialmente en las universidades españolas, que sus autores, tales como Hayek o Mises, eran (y son, en cierta medida) totalmente desconocidos en las facultades de ciencias sociales. Es más, a pesar de estar instalados en el consenso socialdemócrata y vivir dentro del lenguaje colectivista, se entiende que «pensar críticamente» es difundir alguna de las variantes socialistas.  


    La opción de centro-derecha que ha disputado el poder al centro-izquierda en Europa desde 1945 ha sido alguna variante de la democracia cristiana. Sin embargo, el declive del cristianismo, el avance del laicismo y la imposición del multiculturalismo dejaron sin contenido ni fuerza moral a los democristianos. Mayo del 68 y la teología de la liberación, con el socialismo cristiano de fondo, comenzaron a sepultar los planteamientos de la democracia cristiana. En ese declive a ojos vista ni siquiera se llegó a una defensa de lo que Oriana Fallaci llamaba «fondo cultural católico», o cristiano, y los valores de la socialdemocracia, las bioideologías, el misticismo, el tercermundismo con su inducción del sentimiento de culpa, la revanchista y discriminatoria ideología de género y el ecologismo —que no el conservacionismo—, incluso la ceguera voluntaria a los crímenes del comunismo, se impusieron a los principios democratacristianos. Las izquierdas no perdonaron a Juan Pablo II que ayudara al fin del comunismo, ni que Benedicto XVI tuviera más argumentos que cualquiera de los intelectuales izquierdistas. Los partidos democristianos no supieron tomar sus figuras como banderas de sus idearios y se diluyeron en el consenso socialdemócrata.  


    La derecha europea ha tirado también hacia el nacional-populismo. Si bien en España hemos tenido el catalanismo y el vasquismo desde finales del siglo XIX, no ha habido uno fuerte de carácter español, salvo las breves experiencias de Lerroux y Gil Robles. Sin embargo, en la actualidad es un fenómeno creciente en Europa, como reacción a la pérdida de soberanía que supone la Unión Europea, la crisis económica, la oleada de refugiados e inmigrantes que viven en los costosos Estados del Bienestar europeos y el ocaso de las grandes ideologías. Es el populismo de Alternativa por Alemania, del FPÖ en Austria o de Democracia Sueca, con un fuerte sesgo nacionalista, xenófobo y excluyente. El Frente Nacional en Francia o la Liga Norte en Italia, con más trayectoria que los anteriores, han recogido el obrerismo propio de los planteamientos socialistas, como en la década de 1920, sumando la identidad nacional como clave de exclusión del ajeno y protección ante al mundo exterior. Esta derecha populista es distinta. No son democristianos, ni liberales, ni conservadores. Es la nueva oleada autoritaria que recorre Europa, y que parece que nos encamina a dictaduras tecnócratas y populistas. No hay memoria en el europeo, como no la hubo en la generación nacida entre 1945 y 1950, que recuperó la justificación de la violencia como acto político, algo que sus mayores habían sufrido.  


     


    La democracia cristiana 


     


    La democracia cristiana fue la respuesta que la Iglesia católica dio al advenimiento de la política de masas, y a los movimientos colectivistas, seculares y socialistas que crecían en torno a la «cuestión social» desde mediados del siglo XIX. El impulso lo dio el papa León XIII, que rompió la condena al liberalismo y sus formas políticas con la encíclica «Rerum Novarum» (1891). Tuvo muchos problemas en aquellos países donde el catolicismo se había aferrado a formas antiliberales desde Pío IX, que condenó a los liberales en 1864 y, como en España, retroalimentó el anticlericalismo. Por esta razón, el maridaje entre catolicismo y liberalismo ha sido tan complicado en nuestro país. Si bien no toda la Iglesia fue antiliberal entre 1808 y 1814, sí es justo reconocer que la Inquisición condenó el Dos de Mayo, y las altas instancias eclesiásticas se pusieron al lado del francés. Las Cortes de Cádiz intentaron combinar el sentimiento religioso con la revolución política, pero no tuvieron éxito. A partir de ahí, la confusión entre proyecto político y comunión religiosa, como en Italia, hizo que se viera el establecimiento de las libertades y el progreso en confrontación con la Iglesia, como señaló en el siglo pasado Benedetto Croce. 


    No obstante, el papa León XIII instó a la formación de partidos y sindicatos que aceptasen el régimen liberal para la defensa de los intereses católicos y tuvieran una visión obrerista, y paternalista, de la política. Es cierto que aquella decisión tenía precedentes, ya fuera en las obras del francés Lamennais, que en su momento fue excomulgado por el papa, o las Volksvereine, en Alemania, que ya en la década de 1860 actuaban con los sindicatos. El obispo católico de Maguncia, Wilhelm Emmanuel von Ketteler, fue quien primero sistematizó la doctrina religiosa con la cuestión obrera, en 1864, poniendo las bases de la doctrina social de la Iglesia. Ketteler, como luego hizo León XIII, llamaba a la intervención del Estado para la «justicia distributiva», y a la actuación política y sindical de los católicos. El objetivo era una nueva sociedad basada en la armonía lograda a través de la moral religiosa y la concordia entre clases.  


    El catolicismo social se presentaba como una vía media entre el socialismo y el liberalismo.101 La doctrina puso las bases de un orden nuevo basado en la primacía del derecho natural. Sin embargo, León XIII insistió en el aspecto social de la democracia en su encíclica «Graves de communire» (1901), en la que establecía que la legitimidad de tal forma de gobierno estaba en que se inclinara por la «justicia social». El discurso socialista caló profundamente en las argumentaciones del catolicismo social. Toda su jerga economicista y sociológica formó parte de sus reivindicaciones e interpretaciones. La «hegemonía cultural» de las izquierdas se iba imponiendo; es más, la democracia cristiana se planteaba competir con el socialismo, especialmente con la socialdemocracia, en su mismo terreno, ganando a los obreros con lenguaje similar y con promesas del mismo tipo. Si bien la democracia cristiana buscaba la armonía en la colaboración de clases, no en su lucha, los medios para llegar a la nueva sociedad eran parecidos: eliminar los efectos «nefastos» del mercado en los trabajadores. La competencia fue evidente, no sólo en el lenguaje, sino en la moral. Los socialistas crearon todo un código ético colectivo, con su patrística y libros sagrados, funcionando como una religión laica, tan jerárquica y utópica como la cristiana. Ambos prometían un paraíso futuro basado en el sacrificio presente, el proselitismo y el cambio en el orden burgués, al que consideraban corrompido y corruptor.  


    Ese llamamiento hizo que en Alemania se creara el partido Zentrum, que tuvo un papel determinante en la vida política del Segundo Reich y de la República de Weimar. El Zentrum fue una organización pragmática que le permitió estar en el consenso político y social de su época. Durante la República de Weimar (1919-1933), estuvo en todas las coaliciones de gobierno; es más, fue quien aupó al Partido Nacional Socialista al poder. Una suerte similar corrió Italia, donde el Partido Popular, liderado por Luigi Sturzo, colaboró en el reinado de Victor Manuel III, antes y durante la dictadura fascista de Mussolini. Hasta el punto de que muchos de sus miembros, los autoritarios, saludaron el golpe de los camisas negras de octubre de 1922, y luego se incorporaron al régimen fascista. El catolicismo social tuvo también un gran auge sindical en Bélgica, Holanda, Austria y Suiza. Giuseppe Toniolo dio entonces cuerpo doctrinal a esta tendencia, oponiendo el «egoísmo pagano» del mundo capitalista moderno al sistema medieval de gremios, basado en la solidaridad jerárquica. La democracia no era para Toniolo más que una forma de lograr el «bien común» a través de la distribución de la riqueza y el trabajo. De ahí vino el Estado corporativo del fascismo, al que dio cuerpo Giuseppe Bottai, y en la España de la dictadura de Primo de Rivera, el católico social Eduardo Aunós.  


    Sin embargo, en Italia perduró la democracia cristiana creada por Luigi Sturzo y su Partido Popular, basada en la solidaridad, el pluralismo, el laicismo y la lucha contra las desigualdades. Disuelto este partido por el fascismo, De Gasperi fundó en 1943 Democracia Cristiana, heredera de la organización de Sturzo, como un partido de centro, abierto a izquierda y derecha, intervencionista y conservador en lo moral, pero lleno de corrientes organizadas y enfrentadas. La DC se convirtió en el partido más importante de Italia entre 1946 y 1992, cuando la corrupción lo deshizo. Carecía de un auténtico programa político: se presentaba a los electores exponiendo un cierto número de reformas y defendiendo su acción de gobierno. Su guía era el «humanismo integral»: intervención del Estado en la educación y en los sectores productivos, sin descuidar lo que llamaban «política social del trabajo»;102 una expresión de raíz socialista y fascista. 


    En Francia, los grupos del catolicismo social condenaban el individualismo burgués, el liberalismo y la sociedad moderna. Aceptaban la democracia, pero siempre que tuviera una vocación social. El legado más significativo fue el de Marc Sangnier y su revista Sillon (El surco), desde la que defendía una democracia participativa de inspiración cristiana. Aseguraba que sólo la transformación de los trabajadores —un tipo distinto del socialista «hombre nuevo»— a través de la religión traería la armonía y la paz. En su obra L’esprit democratique (1925) proponía la organización de un movimiento popular que vinculara la democracia con la igualdad y la justicia. El papa lo condenó, pero Sangnier creó en 1924 el Partido Demócrata Popular, y tras 1945, un partido democristiano: el Movimiento Republicano Popular (MRP). Del mismo modo, el filósofo Jacques Maritain, inspirador de la democracia cristiana francesa, creía indispensable la acción del Estado para lograr el «bien común» a través de la «justicia social».  


    El nazismo y el comunismo, y la guerra, hicieron que la democracia cristiana se reafirmara en la creación de una nueva sociedad, la «Ciudad Terrestre» en palabras de Maritain, a través del Estado. Denunciaron los límites del liberalismo, del mercado, y condenaron los pecados del capitalismo, como la usura. Entendieron que la persona, al contrario que el burgués, sólo se realiza en comunidad. Era preciso, entonces, poner por encima el interés y progreso colectivo al individual, y la planificación de la economía. El Estado debía procurar una vida moral y material digna. La democracia no podía basarse sólo en reglas, sino que debía guiarse por valores. Era el humanismo cristiano que, encarnado en partidos democristianos, creó un Estado intervencionista. 


    Konrad Adenauer fue quien resucitó en diciembre de 1945 la democracia cristiana en Alemania para la reconstrucción del país, con la Unión Cristiano Demócrata (CDU), fundada en las reformas sociales impulsadas por la ética cristiana como fundamento de la democracia.103 Unido a la CSU bávara, la CDU ha gobernado Alemania creando y extendiendo el modelo de bienestar y la economía social de mercado. Fue el economista del CDU Alfred Müller-Armack quien formuló y puso nombre a ese tipo de economía. El partido se distanció así del socialismo cristiano atribuyendo un protagonismo al Estado en la política social, responsabilizando al empresario de la situación del empleado. El concepto de «social» lo entendían ligado al servicio social que supuestamente presta el mercado cuando el Estado regula la producción pensando en las necesidades del consumidor. Así, decían, se creaba riqueza que el Estado se encargaba de distribuir para acabar con las desigualdades. ¿Cómo? A través de los sistemas de seguridad social, pensiones, sanidad, educación o vivienda. Tanto la DC italiana como la CDU/CSU, e incluso el MRP francés, apostaron por Europa, Estados Unidos y la OTAN, creando en 1952 la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, embrión de la Unión Europea. Los gobiernos democristianos se incorporaron a la política propia del Estado del Bienestar, alejándose de los ideales de sus precursores.104 


    La democracia cristiana no ha construido una doctrina, o una ideología, como sí han hecho el liberalismo o el socialismo. Son un conjunto de ideas basadas en la moral cristiana, como la responsabilidad hacia el prójimo, el crecimiento material y espiritual del hombre, y la educación en valores como la solidaridad y el respeto.  


    Sin embargo, la ideología de la democracia cristiana podría limitarse a la defensa de la «dignidad» de la persona en sus valores espirituales y materiales; el reconocimiento de la autonomía de la familia, las empresas, los sindicatos, municipios y regiones —lo que llaman «principio de subsidiariedad»—; el intervencionismo del Estado, basado en criterios morales para la protección del trabajador y el consumidor; y una política educativa estatal para la promoción de los «valores comunes». A pesar de la diversidad de partidos democristianos, comparten el comunitarismo y la búsqueda del bien común por encima del individual. En definitiva, «un control social por parte del Estado, al servicio de la justicia social», a medio camino entre la estatalización completa y el libre mercado. La «dignidad» humana la cifran en un «salario mínimo suficiente», una «política de pleno empleo» y una «eficaz seguridad social».105 Estos planteamientos no han variado desde 1945, e incluso sus referentes siguen siendo hombres de la posguerra como Adenauer, De Gasperi y Robert Schuman.106 La diferencia con la socialdemocracia es imperceptible.  


    Los democristianos comparten con los socialdemócratas el mantenimiento del Estado del Bienestar, la injerencia estatal en la vida económica, educativa y cultural para conformar una sociedad basada en la armonía —entendida ésta como reducción del conflicto social—, en valores universales iluminados por la solidaridad y el condicionamiento de la propiedad privada a una «función social» determinada por el gobierno. El arrinconamiento de llegar a la «ciudad terrestre» por el laicismo de los Estados democráticos ha llevado a la pérdida de identidad de la democracia cristiana. Esto sin contar la corrupción que acabó con ella en Italia, la laicidad militante de los partidos en Francia, su fracaso en España y su inexistencia en muchos países europeos. El consenso socialdemócrata, finalmente, se ha convertido en el alma de la democracia cristiana, definida tan sólo por una menor voracidad fiscal, que no supone liberalismo, y una menor injerencia en el mercado. En realidad, los democristianos se han convertido en el ala derecha de la socialdemocracia. Son conservadores en lo social, pero permisivos o tolerantes, estatistas en la cuestión social, cultural y educativa y en la economía, pero esgrimen una moral, la cristiana, que les quiere distinguir de los socialistas. Estos planteamientos han coadyuvado grandemente a la política sentimental sobre la que se ha asentado el consenso socialdemócrata y, en consecuencia, los populismos. El hecho es que sobre los escombros de la democracia cristiana, que debería ocupar el centro derecha en Europa, se va levantando la nueva derecha; es decir, el nacional-populismo.  


     


    Thatcher, y luego Reagan 


     


    Hubo un tiempo en el que la crítica al Estado del Bienestar funcionaba. La sociedad, harta de crisis y conflictos sociales, se revolvió. Aquel sistema inane que se metía en la vida de las personas, creando desigualdades e injusticias fundadas en la fraternidad obligatoria, cansó. ¿Cuánta gente vivía del cuento a costa del bolsillo de los eficaces trabajadores? El Estado sobredimensionado alentaba la ingeniería social; es decir, el control y la dirección de las vidas privadas por parte de los políticos. Además, reducía la iniciativa privada, la espontaneidad, la creatividad; en suma, el desarrollo de la persona en aras de un «bien común» impuesto. En realidad, era la dictadura del bienestar colectivo, en la que el individuo debía guiar sus pasos siempre por la senda marcada por el Estado. La democracia estaba marcada no por la garantía de las libertades, sino por la cantidad de prestaciones sociales que era capaz de dar. El individuo quedaba paulatinamente sometido al Estado, el camino de servidumbre del que alertó Hayek en 1944-1945, y depositaba la responsabilidad de su bienestar en la existencia de unas políticas públicas que lo ayudaran, o subvencionaran. De esa cesión de responsabilidad se pasó al miedo a la libertad, como ya dijo Eric Fromm. ¿Sobreviviremos sin ese Estado protector? Esa omnipresencia y paternalismo generaron unos efectos perversos, un abuso por parte de sectores sociales que se aprovecharon de la cobertura económica y social, que irritaron a la parte de la sociedad que trabajaba y pagaba sus impuestos. La situación crítica de los años setenta no difiere mucho de la actual, salvo en sus aspectos sociológicos negativos: menor capacidad de creación de alternativa por la consolidación del consenso socialdemócrata y la falta de diversidad partidista, así como el arraigo de la sociedad del espectáculo y la democracia sentimental. Hoy, la reacción a los abusos de las políticas sociales los están capitalizando los populistas nacionalistas, que señalan al inmigrante y al refugiado como los preceptores jetas de esas prestaciones. Este discurso ha calado en cuanto este «enemigo» ha respondido a la descripción demagógica y maniquea del populista. El yihadismo y la falta de respuesta del islamismo no violento han convertido en «verdad» el discurso del nacional-populismo. Por tanto, no ha habido una respuesta como en los años setenta, cuando los conservadores británicos y estadounidenses iniciaron una reacción a la quiebra social. 


    La influencia del pensamiento liberal a partir de 1945 en Europa se puede limitar a F. A. Hayek, discípulo de Carl Menger y Ludwig von Mises, quien se convirtió en el estandarte de la Escuela Austriaca,107 y en términos políticos reales a Gran Bretaña. Hayek publicó Camino de servidumbre en 1944, donde mostraba que el origen de los socialismos, incluidos el nacionalsocialismo y el fascismo, estaba en la planificación estatal. Esta idea y desmontar el keynesianismo lo arrinconaron hasta que sus ideas quedaron demostradas por el colapso del mundo comunista y del Estado del Bienestar. Publicó también Los fundamentos de la libertad (1960), y en 1982 Ley, legislación y libertad recogiendo tres trabajos sobre el orden político en una sociedad libre. La influencia de Hayek, aunque pasó por la Universidad de Chicago, donde estaba Friedman, y recibió el Premio Nobel de Economía en 1974, no llegó hasta el gobierno de Margaret Thatcher (1979-1990). Las principales ideas que calaron en aquel Partido Conservador fueron que el mercado y el individuo debían verse libres de la tutela estatal y sindical, olvidarse de la planificación y favorecer la iniciativa, la espontaneidad, la meritocracia, la propiedad privada, el progreso individual; ése era el «orden espontáneo de una sociedad libre».108 La desintegración (momentánea) del paradigma keynesiano en la década de 1970 reavivó las teorías de la Escuela Austriaca también en Estados Unidos, como se verá. 


    El partido tory surge en la segunda mitad del siglo XVII. Es, por tanto, el más antiguo del continente. En un principio, los tories defendieron el poder del rey, en un sistema monárquico que combinaba la representación aristocrática y la del pueblo. Combatió la influencia de la Revolución francesa, y junto con el partido  whig, liberal, promovió los cambios institucionales. Los tories, desde Robert Peel a Benjamin Disraeli, fueron férreos defensores del librecambismo, lo que permitió a la economía británica desarrollarse como la primera potencia comercial e industrial del mundo. Sin embargo, los tories vivían entonces en la oposición, frente a un gobierno de mayoría liberal. La expansión del cuerpo electoral rebajando progresivamente el censo desde 1832 despertó en el partido tory la necesidad de crear una estructura nacional lo más permanente posible, que fuera capaz de articular la opinión conservadora, movilizarla y llevarla a las urnas. Y se introdujo en la vida de la sociedad civil con mucho éxito, frente a la alianza que los liberales tendieron con las Trade Unions, los sindicatos, que les aseguraba un voto fijo y numeroso. Disraeli fue el modernizador del partido, que lo abrió a las clases medias y conservadoras, dándoles un sentido democrático. Disraeli contrapuso a los whigs la responsabilidad de los británicos, y en particular de la aristocracia y la alta burguesía, de velar por la mejora de las condiciones de vida de los trabajadores. Era, decía, una cuestión de patriotismo, un sentido del deber hacia la comunidad. Esa moral patriótica, con ese sentido comunitario, caló transversalmente en la sociedad británica. Luego, lord Salisbury consolidó la maquinaria electoral en la que se convirtió el partido tory. Durante el siglo XX, no bajó del 38 por ciento de los votos, y, mientras el partido liberal se dividía y surgían opciones nacionalistas, el Partido Laborista se mantuvo firme. La descomposición del partido whig atrajo a su electorado al tory. A partir de 1923, el laborismo sustituyó a los liberales como alternativa a los conservadores. En realidad, era el enfrentamiento entre dos identidades: la de clase (laborista) frente a la nacional (conservadora), tal y como vio el líder tory, y primer ministro en la década de 1920, Stanley Baldwin. Esto no significó que dentro del conservadurismo no hubiera diferencias y disputas. Winston Churchill se opuso a la política exterior de Baldwin en la India, y a la de apaciguamiento de Chamberlain, aunque cometió serios errores en la estrategia militar de Gallipoli en 1915. 


    Sin embargo, Churchill, que derrotó al nazismo, no elaboró un planteamiento económico y político capaz de enfrentarse al laborismo. A la victoria electoral de Atlee le siguieron los gobiernos conservadores de Eden, Macmillan y Douglas Home, hasta 1964, demostrando que el torismo era el ala derecha de la socialdemocracia laborista. Los conservadores aceptaron el protagonismo del Estado en la economía a través de la planificación y la iniciativa. Edward Heath comenzó el cambio cuando alcanzó el poder en 1970, pero no acabó con el estatismo ni con el peso de los sindicatos. Thatcher fue ministra de Educación con Heath, y vio como su gobierno no salía del círculo socialdemócrata, marcado por un elevado gasto público que generaba déficit, obligando así a subir impuestos y precios, y reducir el consumo, lo que se intentaba paliar con más intervención del Estado.109 


    Thatcher venía de una familia muy modesta, y eso indudablemente forjó su carácter. Tras el fracaso de Heath, se situó en la corriente crítica, y se convirtió en la candidata del partido. La Gran Bretaña de la década de 1970 estaba sumida en una grave crisis económica, donde la mentalidad socialdemócrata y estatista había impregnado hasta al partido conservador. A esto se sumaba el papel que desarrollaban los sindicatos en las relaciones laborales y la impunidad a los actos violentos con la que ejercían el derecho a huelga. El propósito de Thatcher era generar una conciencia distinta, basada en los valores con los que se había identificado el conservadurismo británico —propiedad, patriotismo, familia y responsabilidad individual—. Había que sacar al país de la mentalidad socialdemócrata, también incrustada en el partido tory, de que el Estado debía ser el protagonista del desarrollo, organizador y procurador de la riqueza, incluso de los derechos. La primacía de la sociedad sobre el Estado, del individuo en definitiva, se convirtió en el eje de su programa político. Era un planteamiento liberal en el conservadurismo británico. Se trataba de restar poder al Estado y a los sindicatos, y devolver a la persona su destino. En realidad, era generar ilusión por obtener un resultado positivo gracias al esfuerzo y el mérito personales. Las ideas de Mises en su obra El socialismo, en las que señalaba el intervencionismo y la impunidad sindical como otra forma de llegar a la sociedad socialista, pobre y tiranizada, eran claras en el discurso thatcheriano. Del mismo modo que estaban las de Hayek en Camino de servidumbre (1944) cuando afeaba la conducta a los socialistas de todos los partidos, incluido el tory.  


    Por eso, Thatcher, tras la victoria electoral de 1979, procuró mantener unido el partido. Menos Estado, menos subvenciones, y reducción de la inflación bajando el gasto público, al tiempo que mejoró la gestión de la sanidad pública, frenó el crecimiento del empleo público y fomentó la iniciativa privada de contratación. No eliminó la educación pública, pero sí se empeñó en erradicar la educación «comprensiva»,110 basada en reducir el nivel de exigencia para conseguir la igualdad de resultados. Los resultados, sin embargo, no llegaron. El paro se duplicó, y la economía no crecía. No obstante, la guerra de las Malvinas volcó a la opinión pública sobre su gobierno, que lo respaldó mayoritariamente en las elecciones de 1983. Fue en esta segunda legislatura cuando llegó el éxito económico y social, y la derrota de los sindicatos en la oleada de huelgas de 1984.  


    La crisis del keynesianismo y del Estado del Bienestar la enfrentó con el desmantelamiento —nunca completo— de la concertación social y el dominio sindical, la reprivatización del sector público, las políticas de austeridad para reducir la presión fiscal y la recuperación moral; es decir, recuperar principios como la propiedad privada y la familia, y valores del tenor de la responsabilidad individual, el sacrificio, el trabajo bien hecho, la creación de patrimonio o la recompensa al mérito. Este conjunto supuso un shock para la mentalidad continental europea, acostumbrada al Estado social que velaba por el bienestar del individuo, que actuaba como colchón, soporte e incluso palanca para muchos. La hegemonía cultural izquierdista de Europa estaba demasiado arraigada como para que se produjera un cambio de ciclo en la cosmovisión del europeo común. Los lazos comunes con el proyecto de Ronald Reagan en Estados Unidos son la reacción contra el modelo socialdemócrata y la mentalidad laborista, tan similar al New Deal estadounidense, apoyado en autores como Hayek, Raymond Aron, Isaiah Berlin o Mises. Sin embargo, en Estados Unidos derivó hacia el neoconservadurismo, de resultado más sociológico que filosófico. 


    El thatcherismo era más liberal que conservador, ya que a pesar de que abogaba por la continuidad de las tradiciones y la «solidaridad social» —la importancia de la comunidad británica—, reducía el Estado y mantenía un gobierno fuerte. Era una combinación peculiar que establecía, por ejemplo, el individualismo competitivo con los únicos frenos de la moral y la vida familiar. El ideario de este liberalismo conservador se puede resumir en el protagonismo del individuo como actor principal, con lo que la búsqueda del bienestar propio es la fuerza motora de la economía, al modo que señalaba Adam Smith. La producción, por otro lado, debe establecerla el mercado libre, lo que fomenta la capacidad de decisión del consumidor y la inventiva de los empresarios. El progreso lo entienden como la combinación del esfuerzo individual, la competencia, y la actividad empresarial. 


    El liderazgo dominante, y despótico, de Thatcher en su partido le crearon muchas enemistades. El conservadurismo social, que pretendía volver a los moldes socialdemócratas, estalló tras la tercera victoria electoral, con la cuestión del poll tax —sustituir la progresividad en los impuestos municipales por un impuesto único por cabeza en función del consumo de agua, luz y otros servicios— y la relación con la Unión Europea —era euroescéptica—, que hizo que un exministro, Heseltine, se enfrentara a Thatcher. Sin el apoyo del partido, decidió retirarse antes de las elecciones de 1990, que ganó el también conservador John Major, un hombre de consenso. En su haber quedó, tal y como certificó el laborista Tony Blair, que debían aplicarse medidas liberales para vaciar el Estado y los sindicatos tenían que reducir su papel. 


     


    Los neoconservadores 


     


    Reagan fue la encarnación de la derecha estadounidense.111 Reunió una amplia coalición de liberales y conservadores. La «reaganización» del Partido Republicano supuso convertir un partido de élites financieras y funcionariales en uno popular, democrático y moderno, partidario de los emprendedores y de la libertad económica. Al igual que Thatcher, el estadounidense tocó la fibra moral: el patriotismo, la idea de hombre libre —una tradición estadounidense—, la justicia y los mismos principios y valores thatcherianos: la propiedad privada, el mérito y la familia. Entendía que la defensa de la libertad, la dignidad humana y los derechos individuales legitimaban el recurso a la fuerza. Sin embargo, Reagan no quiso desmontar el legado del New Deal porque lo consideraba parte de la tradición estadounidense. Al viejo estilo de Estados Unidos, Reagan despreciaba toda jerarquía que no proviniera del mérito, el esfuerzo y el talento, al tiempo que defendía el individualismo, el gobierno limitado y la igualdad ante la ley. Este conjunto hizo que una parte de esa derecha se llamara a sí misma «libertaria». 


    Los neoconservadores también estuvieron con Reagan. Es conocido que aquel grupo nació de las inquietudes de unos intelectuales, como Irving Kristol, Lipset, Daniel Bell, Robert Nisbet o Nathan Glazer, no de unos políticos. En la revista The Public Interest comenzaron a criticar la política social del presidente Johnson, con sus costosos programas de la «gran sociedad», que estaba basada en la vieja idea socialdemócrata de que sin la intervención del poder político no podía haber prosperidad. Llamaron la atención sobre la emancipación moral de una práctica privada o social, que finalmente llevaban a la necesidad de intervención pública para paliar las consecuencias. Esto obligaba a una mayor regulación burocrática y a un aumento del gasto público. A menor moral, decían, mayor intervención estatal, lo que contradecía el espíritu de los Padres Fundadores de Estados Unidos basado en la libertad individual y autocontrol moral, no estatal. Aquellos intelectuales dejaron de apoyar a los demócratas para hacerlo a Nixon y al Partido Republicano en 1972. Ahí nació el término «neoconservador».112 La política exterior de apaciguamiento del demócrata Carter, con el fracaso en Irán y la invasión soviética de Afganistán, impulsaron a los neocon hacia Reagan en 1980. El presidente republicano los colocó en política exterior, educativa y cultural, y tomó su idea de la supply side economy; es decir, que en lugar de aumentar el gasto público para que creciera la demanda (el keynesianismo del New Deal), se reducían los impuestos para aumentar el crecimiento sobre la base del gasto privado. En lo demás, eran las ideas de Milton Friedman: el capitalismo como sistema social y económico que mejor plasma las libertades, no discrimina por raza, género, creencia o estatus, sino que permite triunfar por mérito y capacidad. Pero los neoconservadores quisieron dotar a esa justificación económica de una base moral, porque sin ella creían que acabarían derrotados desde dentro por sus contradicciones, o desde fuera por ideologías que apelaran a las emociones. No se equivocaron mucho. Los neoconservadores proponían que el gobierno usara la legislación para inculcar una moral, porque debía haber un consenso social al respecto. En consecuencia, el Estado debía seguir con políticas sociales, desligándose así del liberalismo europeo que, como Hayek, indicaba que ese intervencionismo siempre crece y conduce a la servidumbre. Por el contrario, los neocon proponían la promoción de la sociedad civil —que suponía otra política pública—, las «instituciones intermedias» —la familia y la religión— y el control de las consecuencias perversas de las prestaciones sociales —más burocracia del llamado «conservadurismo compasivo»—. En realidad era un Estado del Bienestar con espíritu conservador, paternalista, moral y moralizante, parecido al que habían querido los democristianos en Europa tras 1945. Ese camino ya se había transitado y fracasó. De hecho, Obama ganó las elecciones con un programa de ampliación de las prestaciones sociales y más intervencionismo público. 


    La importancia dada a la religión por los neocon es estratégica: el laicismo favorece a su entender el totalitarismo porque deja la moral pública al socaire del poder político. Sin embargo, es donde los neocon han incidido más en la política exterior, desde los atentados del 11-S y la respuesta del gobierno republicano de G. W. Bush.113 Por esta razón, pasado el «momento neoconservador» del que habló Fukuyama, y Rafael Bardají en España, todo se vino abajo. El conservadurismo compasivo no funcionó con las entidades religiosas, la financiación de medicamentos, ni con la catástrofe del Katrina en Nueva Orleans. La política educativa supuso una intromisión del gobierno federal en competencias reservadas a los estados. Por otro lado, la «guerra contra el terrorismo» se desarrolló mal, la democracia en los países árabes no solucionaba nada y aumentaron la violencia y la inestabilidad.114 


    No obstante, ambos fenómenos, el thatcherismo y el reaganismo, ambos liberal-conservadores, no tuvieron su reflejo mimético en el resto de Occidente, donde la derecha ha sido más conservadora, estatalista y complaciente con el modelo socialdemócrata. Han sido los casos de Helmut Khol en Alemania o de Chirac en Francia. Es más, hoy el Partido Republicano ha derivado hacia el populismo nacionalista de Donald Trump, y los tories también se han visto infectados por el populista UKIP hacia un conservadurismo nacionalista.  


    El conservadurismo, fuera de esas tendencias, es un mundo de ideas sin reflejo en partidos de gobierno, a pesar de que es una tradición de pensamiento político desde Edmund Burke hasta las visiones más contemporáneas de Russell Kirk o Michael Oakeshott. La reacción contra la filosofía que acompañaba a la Revolución francesa, en especial el jacobinismo y Rousseau, con una «voluntad general» como pilar de una dictadura, provocó el surgimiento en Inglaterra de esta tendencia. Burke fue quien cambió la perspectiva individualista y racionalista, y que al continente se trasladó como una reacción anti-Ilustración. En Francia fueron los doctrinarios, como De Bonald o De Maistre; en Alemania, Hegel; y en España, Balmes, Alcalá Galiano y Donoso Cortés. La base era la defensa de la tradición moral e institucional como pilar de la comunidad. Si bien durante el siglo XIX se desarrolló un pensamiento conservador en Francia, Alemania y España, el conservadurismo moderno es algo propiamente anglosajón, no continental.  


    Los pensadores conservadores han abogado a favor de una teoría social orgánica en la que la razón de los individuos es producto del orden social. No obstante, el conservadurismo puede dividirse en cinco escuelas de pensamiento. La primera es la reaccionaria, que considera que no puede haber un orden político al margen de fundamentos morales y espirituales que contrarresten los efectos del racionalismo. La clave, según sus inspiradores, Maurice Barrès y Charles Maurras, es la restauración de la grandeza nacional a través de un líder carismático cuya autoridad fuera democrática. La endeblez del argumento, su infantilismo y el claro sesgo autoritario hicieron que muchos conservadores pudieran pasarse al fascismo sin problemas antes de 1939. Jugaban con los conceptos de decadencia y regeneración, como Oswald Spengler, aplicados al presente, que sólo podía solucionar el bonapartismo. Tenían una idea mística y comunitarista de la nación, fundada en una tradición glorificada frente a un presente decadente y extranjerizado. Construían en su imaginario, en su discurso político, una edad de oro pasada, identificada con algún momento o personaje históricos, que el liberalismo y el socialismo habrían denostado. En realidad, es ese viaje desde el español Donoso Cortés, que en su Ensayo sobre el catolicismo, el  liberalismo y el socialismo (1851) hacía recaer los males de la sociedad sobre estas dos últimas ideologías, al Carl Schmitt que dio cuerpo teórico al estatismo nazi. Este tipo de conservador reaccionario tiende al exilio interior; es decir, a refugiarse en las artes y en pequeños círculos de adictos, haciendo gala de un distanciamiento hacia la «vulgaridad moderna» que le rodea. En Italia sirvió de base a la Nuova Destra, y en Francia a Alain de Benoist y la Nouvelle Droite. Esta tendencia no tiene hoy predicamento en la sociedad de masas occidental, a pesar de que conservadores moderados, como Michael Oakeshott, asuman el valor de la pluralidad. 


     


    Del gaullismo a Sarkozy: la derecha cesarista 


     


    La derecha francesa ya no se puede dividir, como hicieron Eugene Weber y René Rémond, en tres: la corriente reaccionaria o tradicionalista, la moderada o liberal-conservadora y la radical o plebiscitaria-bonapartista. Este esquema se puede aplicar a las derechas de la Francia del siglo XIX y hasta 1945, momento en el que se diluyen en el movimiento gaullista. Aquella derecha unió la crítica al sistema de partidos y al parlamentarismo como obstáculos al ejercicio del poder ejecutivo, y a su vínculo con el pueblo, con un programa amplio de intervencionismo público para controlar la economía y establecer prestaciones sociales, al tiempo que basaba la unidad de la comunidad francesa en la historia, y en la simbiosis de los principios revolucionarios de 1789 con los valores nacionales. Era un conservadurismo clásico: liderazgo fuerte (De Gaulle), Estado intervencionista y paternalista, moralidad y tradición, y defensa de la comunidad nacional, de su independencia exterior e identidad cultural, frente a la extranjerización (el chauvinismo hecho arte).  


    El bonapartismo representó en Francia una alternativa conservadora tras la derrota con Prusia en 1870. La mentalidad francesa quedó tocada por la idea de la decadencia —hasta Cánovas hablaba entonces de que el tiempo de Francia había pasado en favor de Alemania— y la necesidad de regeneración y recuperación de «la grandeur». El pensamiento conservador de De Gaulle surge de este bonapartismo, de la convicción de que la recuperación de Francia pasaba por la superación de los intereses partidistas mediante un movimiento nacional integrador que tomara las riendas del Estado. De ahí su idea de un Ejecutivo fuerte, alejado del parlamentarismo propio de la Tercera República, respaldado por el recurso plebiscitario, y que sólo podía encabezar un líder nacional. Era la repetición del modelo de 1799, que acabó en la dictadura de Napoleón, y en el del Segundo Imperio, de Luis Napoleón, que dio un autogolpe de Estado para acabar con la República que él presidía. Era la idea de un líder con la legitimidad popular del plebiscito, que reuniera los poderes de la jefatura del Estado y del gobierno, para emprender la reconstrucción de la comunidad francesa; puro cesarismo. En el caso de De Gaulle ese bonapartismo no se desviaba de los principios de la Revolución de 1879, tomada como el mito fundador de la Francia moderna. La lucha por protagonizar la imagen de la Francia libre entre 1940 y 1944, incluso dejando atrás a otros, reforzó su propósito de simbolizar el hombre de acción, patriota, que se sacrifica por la regeneración del país. Este planteamiento estaba más cerca de Maurice Barrès, defensor de la república presidencialista, nacionalista y tradicional, que de Charles Maurras, monárquico. Crítico con el parlamentarismo, al que consideraba diletante, y con la partitocracia, que alteraba la autoridad que precisaba el Ejecutivo y la unidad del país. Ese apego a la tradición le hizo asumir la idea de Jacques Maritain del «Estado laico cristianamente constituido»; es decir, la independencia de la Iglesia y el Estado como garantía de su mutua libertad en el contexto de una sociedad plural, sin despreciar la raíz cristiana. De Gaulle era un estatista, que creía que el mercado y las relaciones sociales debían estar reguladas para proteger el orden. La V República inaugurada por De Gaulle respondió a dichos planteamientos. 


    Jacques Chirac, tras las crisis de Mayo del 68 y la económica de 1973, rebautizó al gaullismo como Rassemblement pour la République (RPR), insistiendo en su conservadurismo social y nacionalista. El propósito era crear un gran partido de la derecha, por lo que el RPR apoyó al centrista Giscard (UDF) en las presidenciales de 1974. El enfrentamiento entre ambos, a pesar de formar gobierno, fue casi inmediato. La distancia era tan grande y obvia que, en la segunda vuelta de las presidenciales de 1981, el RPR dio un apoyo protocolario, no entusiasta ni activo, a Giscard. Fue la clave de la victoria del socialista Mitterrand. 


    Fue entonces cuando apareció el Frente Nacional de Le Pen, ideado por la gente de Mitterrand para dividir aún más a la derecha y asegurarse así el poder. Sin embargo, el nacional-populismo de Le Pen hizo estragos entre el votante tradicional del Partido Comunista porque centró su propaganda en los sectores más castigados por la crisis y haciendo un llamamiento a la reconstrucción de la comunidad frente a sus enemigos interiores —la clase política— y exteriores —los extranjeros que quitaban puestos de trabajo—. El FN creció en las municipales de 1983, las europeas del 84, las legislativas del 86 y finalmente las presidenciales de 1988, donde volvió a ganar Mitterrand. El FN tuvo, y tiene, el típico estilo populista que aquí vemos en Podemos: hiperliderazgo, discurso demagógico de identificación del enemigo, exaltación del «pueblo» y reconstrucción comunitaria sobre los «valores auténticos». El gaullismo entró en crisis. A las presidenciales de 1995 presentaron dos candidatos, Balladur y Chirac, y la gestión económica de este último durante su mandato fue desastrosa: crecimiento cero, caída de la inversión productiva del 13 por ciento, paro por encima del 10 por ciento, déficit del 4 por ciento del PIB y deuda pública del 62 por ciento del PIB. La victoria de Chirac en 2002, en una segunda vuelta donde todos los votos republicanos se reunieron en su candidatura para evitar la victoria de Le Pen, fue un espejismo. La desafección crecía, al igual que el estancamiento.  


    Apareció entonces la figura de Sarkozy, que publicó Libre (2001), proponiendo la regeneración de la derecha recuperando su identidad gaullista, lo que, en su opinión, levantaría el país. Su labor como ministro del Interior para enfrentarse a la violencia en los barrios bajos de París le granjeó el respeto de la derecha y de la izquierda. Sarkozy denunció el pensamiento único de que los violentos eran marginados sociales que el Estado y la sociedad no habían sabido integrar con mejor educación, empleo o vivienda. Es decir, criticó que se considerara que el individuo que rompía un escaparate, incendiaba un coche, lanzaba un contenedor o apedreaba a la policía no era responsable ni culpable, sino víctima. ¿Todas aquellas políticas sociales desplegadas durante décadas no habían servido para nada? ¿Había que gastar más? No. «No es dinero lo que necesitan los barrios periféricos sino soluciones nuevas, métodos diferentes y discursos sinceros.»115 


    Sarkozy construyó su discurso sobre varios pilares. El primero es una recuperación de la política; es decir, abandonar la contemplación de la decadencia de Francia en lo económico e institucional, y trabajar por la devolución de los valores similares a los que expuso Thatcher dos décadas antes: el mérito individual, el esfuerzo recompensado y la dignificación del trabajo. El Estado del Bienestar era inviable, decía, aunque se empeñaran los socialistas, porque «antes de distribuir, primero hay que crear riquezas […], pero Francia crea cada vez menos riquezas desde hace treinta años».116 En segundo lugar, decía, era preciso recuperar la cultura republicana de los derechos reales, no retóricos, para devolver la confianza a la gente. Además, Sarkozy quiso convertir el RPR en un movimiento nacional, propósito inicial del gaullismo, como foco de atracción desde la socialdemocracia moderada hasta la derecha pasada al Frente Nacional. Era el restablecimiento de «un solo pueblo francés», sin ser ajeno a la construcción de Europa. El triunfo en las urnas fue claro, donde caló el llamamiento a la identidad nacional, a regular la inmigración, se unió con la ilusión por la regeneración y la individualidad dentro de una comunidad confortable. Todo ello sin abandonar el gaullismo; es decir, el conservadurismo estatalista que considera que hay «bienes y servicios tan esenciales […] que no se podrían someter a las leyes del mercado».117 La economía liberal, decía, necesita una amplia regulación para ponerla al «servicio del hombre y no a la inversa», al tiempo que se mantiene el papel político, social y laboral de los sindicatos. En realidad vendría a ser una liberalización controlada, excepcional, como modo de salir de la crisis, mientras el Estado, verdadero agente legitimado para ordenar la sociedad, se recupera y mantiene el espíritu del modelo socialdemócrata del Estado del Bienestar. Sarkozy resucitó con acierto el cesarismo de De Gaulle, insuflando patriotismo basado en la historia y en los valores republicanos,118 esperanza en la propia comunidad, e ilusión por la actividad individual (quizá lo único propiamente liberal).  


     


    La derecha nacional-populista 


     


    Obviamente dejamos fuera del estudio a la extrema derecha, tanto aquella que se fundamenta en la preeminencia del factor religioso sobre el civil, como la radical que asume supuestos seculares de la modernidad, y la revolucionaria o fascista, que elabora su proyecto desde posiciones nacionalistas, socialistas, antiliberales y antimarxistas. La primera, la teológica, basa su planteamiento en el mantenimiento y recuperación de tradiciones que guardan la esencia de la comunidad frente a los ataques sociales, religiosos, culturales o económicos. Es, en este sentido, una reacción, un movimiento siempre a la defensiva, que mitifica hombres, acontecimientos y momentos «gloriosos» del pasado, vinculado a una identidad política-religiosa. Estos planteamientos, que tuvieron fuerza por ejemplo en España durante el siglo XIX y buena parte del XX, ya no son significativos y no se traducen en una opción política que se pueda tener en cuenta.119 La Nueva Derecha del francés Alain Benoist, esa «derecha radical», se veía a sí misma como una variante conservadora y revolucionaria, ajena y contraria a la «derecha institucionalizada». El movimiento se copió en España, con la revista Hespérides de José Javier Esparza, y el Proyecto Cultural Aurora a principios de los años noventa. Pero no pasaron de ser un «laboratorio de ideas» —según decían— y un «espacio de resistencia contra el sistema». La idea era desvelar las causas de la «decadencia» de la civilización europea, luchar por la hegemonía cultural con la izquierda, vencer y luego constituirse en partido político para construir una comunidad armónica que, basada en las glorias del pasado, lograra un futuro mejor. 


    Uno de los fenómenos de los últimos años es la relevancia que están adquiriendo en Europa los partidos de derecha nacional-populista. El populismo que exhiben, como se vio, no es una ideología, sino una dinámica política, un estilo de configurar un movimiento en torno a un programa de denuncia que cataliza diversas demandas no satisfechas por la honda crisis política, económica y social. Este tipo de derecha utiliza la rebaja en la identidad colectiva que supone el europeísmo, el cosmopolitismo y el tercermundismo de la socialdemocracia, en democracias sentimentales donde la desafección hacia los políticos es cada vez mayor y los lazos de la comunidad se han dilatado tanto por la solidaridad obligatoria que ha perdido los contornos que la definían. La resurrección de la utopía comunitaria, la reconstrucción de la comunidad protectora y salvadora, es el eje de esa derecha que se basa en el rechazo a los modelos socialdemócratas del siglo XX.  


    No son la vieja extrema derecha de uniformes y desfiles, banderas y violencia, sino más sutil, perfectamente integrada en los sistemas democráticos, pero con un claro ánimo de conquistar a la opinión pública para ganar las elecciones y cambiar el sistema.120 En los años ochenta no pasaban del 10-15 por ciento de los votos, pero cambió en la década siguiente. A la entrada del Partido de la Libertad austriaco (FPÖ), la Liga Norte italiana y el Partido Popular de Dinamarca en sus gobiernos, se sumó el pase del Frente Nacional francés a la segunda vuelta de las presidenciales en 2002. Sin embargo, los partidos franceses se unieron para evitar el ascenso de Le Pen, y la Unión Europea presionó al gobierno conservador de Wolfgang Schüssel para que rompiera con el FPÖ. Esto convirtió a la derecha nacional-populista en una opción antisistema, atractiva para unas democracias monocordes incapaces de atajar el rencor hacia la política y el estado de cosas. La crisis abierta en 2007 los hizo crecer y convertirse en opciones políticas con las que era necesario contar. De hecho, el Frente Nacional ganó las elecciones europeas de mayo de 2014 con un 25,4 por ciento de los votos.  


    Esta derecha toma el nacionalismo, el populismo y el autoritarismo —en el sentido de vaciar de contenido la democracia liberal—. El paraíso prometido es una comunidad basada en el ethnos (la etnia pura) y el demos (en referencia al pueblo virtuoso), y que se consigue a través del repudio a la clase política y el control o eliminación de la inmigración. Esta narrativa es conocida y la hemos descrito en el capítulo «El síndrome populista». Este conjunto no puede ser descrito, como hace por ejemplo Roger Griffin y la izquierda, como «liberalismo etnicista» que ha reemplazado al fascismo, en un escapismo conceptual muy frecuente en la ciencia política. Los fundamentos de los nacionalpopulistas tienen más vínculos con el conservadurismo tradicional y el socialismo, incluido el populismo socialista, que con el liberalismo. El propósito de estos analistas es criminalizar a los liberales, algo típico del siglo XX, y exculpar a socialdemócratas y comunistas. Es más, el crecimiento de los nacional-populistas comparte los ejes centrales del movimiento de los indignados, muy alejados ya de cualquier fórmula que recuerde mínimamente a las liberales. La única diferencia entre los nacional-populistas y los socialistas, esa derecha y los populistas de izquierdas, no está en el discurso patriótico —en España vemos que la palabra «patria», al estilo bolivariano, tiene una presencia importante en el discurso de Podemos—, ni la reconstrucción de la comunidad basada en las esencias virtuosas del pueblo y contra los privilegiados, ni en la concepción de un Estado protector, ni en los ataques al «capital» y a los mercados; no, la diferencia está a la hora de señalar a unos de los elementos del enemigo: los inmigrantes. En realidad, es la diferencia que existía entre el nacionalsocialismo y el comunismo soviético. De hecho, Hitler confesó que copió parte de su narrativa revolucionaria, práctica organizativa y estrategia política de Lenin. Tanto es así que Pablo Iglesias ha confesado la coincidencia de objetivos con Jean-Marie Le Pen, líder del Frente Nacional. Y de todos es sabido que desde los años ochenta el gran caladero de votos del FN fue el Partido Comunista francés. El éxito estuvo en introducir la variable nacionalista en el discurso socialista.  


    En 2013 nació Alternativa para Alemania (AfD), liderado por Frauke Petry, como reacción al protagonismo de su país en los rescates a los países de la Unión Europea en crisis, y en el papel que adoptó con los refugiados. El terrorismo yihadista en Europa y los delitos cometidos por los acogidos, como las violaciones, parecieron dar la razón a los que veían la comunidad germánica en peligro por culpa de políticas impuestas desde el exterior y una clase política que desatendía las demandas populares. Por eso, la AfD, como el Frente Nacional francés, sostienen que la Unión Europea ha fracasado y que hay que disolverla. Pero no paran ahí, sino que su combate contra lo políticamente correcto les ha permitido asumir el voto antisistema: defienden la familia tradicional, critican las políticas de género por discriminatorias e ineficaces —su líder, Petry, es una mujer— provocadas por un «feminismo mal entendido». Además, arremeten contra las políticas medioambientales, que fue santo y seña en la Alemania de Los Verdes, que considera propaganda para la estafa política y empresarial, y quieren volver a la energía nuclear e impulsar el fracking.  


    En septiembre de 2016, la AfD adelantó a la Unión Cristianodemócrata, el partido de Angela Merkel, en las elecciones regionales del estado de Mecklemburgo-Pomerania Occidental, en lo que era la RDA, con un 21 por ciento, presentándose como alternativa al SPD. La felicitación de la líder del Frente Nacional francés no tardó en llegar. La AfD ha atraído los votos de los comunistas y de los neonazis; es decir, de las opciones autoritarias y comunitaristas, que reaccionan frente al modelo socialdemócrata en el que se ha convertido la democracia liberal. No es casualidad que donde tengan mejores resultados sea en los estados del este de Alemania, donde la mentalidad comunista, con el Estado protector de la comunidad homogénea, sigue viva.  


    La clave de su éxito fue un discurso que parecía decir lo que otros callaban, al tiempo que halagaba los oídos de los votantes: la culpa era del establishment, que había permitido la entrada de inmigrantes que se aprovechaban de su sociedad del bienestar a cambio de nada bueno. Es más, por culpa de su clase política, los países en crisis económica, como Grecia, vivían también del despojo a los alemanes. La denuncia del islamismo, cuyas bases chocan con las costumbres cristianas y sobrepasan la permisividad típica del modelo socialdemócrata, se ha convertido para la AfD, como para el resto de la derecha populista, como el holandés Partido por la Libertad, en una de sus dimensiones posicionales más rentables.  


    El remedio, dicen, no sólo es controlar o impedir el acceso de esos inmigrantes y de su religión, sino recortar las libertades para reconstruir la comunidad, a través de un mayor control de los derechos de asociación, expresión y movimiento. La AfD insiste en la idea de una Leitkultur; es decir, de que existe un patrón cultural genuinamente alemán que está en peligro, por lo que hay que defenderlo, y desechar todo lo que no sea propio y que lo «contamina», como el islam. Además, quieren desmontar los llamados «derechos sociales universales», que tienen el efecto llamada para la gente de países pobres. Por eso el AfD es autoritario —menos libertad— y defiende desmontar al Estado social al menos para los extranjeros, lo que supone, sólo en parte y de forma engañosa porque son proteccionistas, la defensa del libre mercado. En realidad sería seguir el modelo que ya se ha impuesto en Polonia, donde la izquierda apenas existe porque no consigue votos, y en Hungría, país fronterizo con la oleada de refugiados. Los cimientos, por tanto, son más soberanía nacional, menos globalización y nada de multiculturalismo.  


    La AfD ha conseguido presencia en la mayoría de los dieciséis parlamentos regionales, y se espera un buen resultado en las elecciones al Bundestag en el otoño de 2017, como tercera o cuarta fuerza. Esto no es posible en nuestro país. La inexistencia en España de una derecha nacional-populista se debe a la fragilidad endémica del nacionalismo español. Todos los intentos desde Falange hasta VOX han fracasado, afortunadamente, porque el populismo es una enfermedad de la democracia que usa y alimenta el odio como clave electoral, y pretende solucionar los problemas con el recorte de las libertades para crear una comunidad imaginada, con supuestas costumbres tradicionales y mentalidades puras, fundadas en un pueblo virtuoso que no existe. La ingeniería social casa mal con la democracia. 
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			Apuntes para una política liberal 


			 


			El liberalismo, ese culpable 


			 


			Una de las paradojas del siglo XX es que después de verse azotado por totalitarismos y autoritarismos varios, todos inflados de populismo, se señalara al liberalismo como el culpable. A esto le añadimos otra paradoja: el concepto de liberal, y, ya rizando el rizo, el debate sobre quién es o no «liberal». Las tribus son tantas y tan mínimas que sólo cabe hablar aquí de aquella parte del liberalismo que ha influido en la ordenación de la vida occidental, y en la definición que ha hecho el adversario. De ahí que tomemos, no sin sorna, el término «neoliberal», usado por los socialistas en tono despectivo, y para recordar que ya se derrotó al liberalismo pero que, como la mala hierba, ha vuelto a aparecer, creando el mal en el mundo, y es necesario combatirlo y exterminarlo. Un ejemplo de esta estrategia estalinista básica es el libro de Escalante Gonzalbo titulado Historia mínima del neoliberalismo (2016), en el que se agiganta al enemigo con frases risibles como «ha tenido un éxito abrumador» o «es una ideología global sumamente eficaz». Hay que rechazar el neoliberalismo, concluye. ¿Por qué? Y el autor se contesta con la típica retahíla progre, recuperando las ideas de la nueva izquierda de los sesenta: han aumentado las desigualdades y los «desequilibrios regionales» —el tercermundismo y una camiseta del Che—, la inseguridad laboral, el deterioro del medio ambiente y de «todos los servicios públicos» —el típico relato negro del presente para defender su utopía—, la «esterilización cultural» —no como la Cuba castrista y Corea del Norte, lábaros culturales del planeta—, el decrecimiento de la economía —debe de echar de menos los planes quinquenales de la URSS121— y, en fin, el Apocalipsis de cada martes y jueves. La izquierda, el pueblo, la gente, termina diciendo este sociólogo mexicano, tendrá de nuevo que salvar a la humanidad imaginando «una salida, como siempre».  


			Estas críticas, como estudió Stephen Holmes en su imprescindible Anatomía del antiliberalismo (1993), son una tradición desde la Revolución francesa. No podía ser menos. El jacobinismo roussoniano puso las bases del totalitarismo; o, en palabras de Talmón, de la «democracia totalitaria». Siempre los ataques a la «modernidad» han pasado a convertirse en ataques al liberalismo, desde Joseph de Maistre a Donoso Cortés, como el origen y causa de todos los males de la civilización 


			Los colectivistas de todos los partidos, parafraseando a Hayek,122 coincidían en la crítica, tanto fascistas como conservadores sociales y socialistas de todo tipo. El liberalismo, decían, y dicen, defiende el egoísmo individual, no a la comunidad y el bien común, que son valores y objetivos superiores establecidos, claro está, por el verdadero representante del colectivo social, ya sea el caudillo o el partido izquierdista de turno. Las afirmaciones del fascista Giovanni Gentile sobre los «errores del liberalismo» cabrían perfectamente en una obra o discurso de los socialistas del siglo XXI. La crítica comunitarista de Charles Maurras al liberalismo por «quebrar» la familia y la tradición está hoy en el conservadurismo. El liberalismo es disolvente, afirman, corrompe los valores del hombre bueno roussoniano, crea desigualdades y rompe la fraternidad. Ese presente decadente es preciso derribarlo, arruinar su mentalidad, cultura, normas, instituciones y partidos, y reconstruir la comunidad. Éste es el relato de la reacción tradicionalista, conservadora y socialista al liberalismo desde finales del siglo XVIII, y que cobró mucha fuerza en el XIX hasta que venció en el XX. Hoy es moneda corriente hasta el punto de que no existen en Europa partidos liberales —como sí había antes de 1914—, salvo grupúsculos, y en Estados Unidos, donde el mundo político es otro, el Partido Libertario se levanta como tercera fuerza, aunque a veces ideas y personas se dan la mano con el Partido Republicano. El liberalismo no mueve a las masas, no sólo por errores propios, como el desdén por la moral y las emociones,123 la aceptación de la supuesta derrota —como en el caso de Guido de Ruggiero y su Historia del liberalismo europeo (1944)—, el desprecio a la sociedad civil y a sus manifestaciones públicas; sino por la hegemonía cultural de la izquierda y el consenso socialdemócrata. 


			No sólo Milton Friedman y la Escuela de Chicago son tenidos por fascistas porque levantaron la economía chilena en tiempos de Pinochet, sino que para buena parte de la mentalidad europea liberal significa «facha».124 Y en el caso estadounidense es sinónimo de socialdemócrata. Hasta hace bien poco, por ser optimistas, los pensadores liberales de los siglos XIX y XX no sólo no existían en los estudios universitarios, sino que su mención era poco menos que un acto fascista. Se podía acabar la carrera de ciencias políticas sin saber quiénes eran Hayek, Arendt o Popper. El caso es que el acervo cultural del liberalismo permanece vivo y en auténtica resurrección, unido a la recuperación de las obras de autores que hoy son auténticamente antisistema. Nos referimos a Hayek, Mises, Berlin, Ayn Rand, Revel o Raymond Aron, entre los más conocidos. Mientras las ediciones de las obras de Marx y Lenin se reimprimen hoy en edición de bolsillo —véase lo que hace Alianza Editorial—, y se exhiben en escaparates y lugares preferentes porque desde 2014, con la aparición de Podemos, hay demanda, las obras de aquellos liberales no son fáciles de encontrar. Buscarlos, leerlos y difundirlos es una actitud antisistema.125 


			La exposición de lo que ha calado en la sociedad contemporánea tiene que pasar por los dos liberalismos de Berlin.126 Por un lado, aquel que se centra en las libertades negativas; es decir, en la concepción de la libertad como no interferencia estatal en las decisiones y vida de la persona, lo que encajaría más, en términos generales, con la visión anárquica. Y, por otro lado, el que considera que los derechos individuales y su expresión, la forma positiva, debe estar garantizada por el Estado. La primera es una visión utópica que tiende a la eliminación de toda forma estatal, aunque no, a su entender, de la ley y el orden; y la segunda es realista, para el mundo de hoy, y practicable desde mañana. Para los primeros, claro, los segundos son una versión estatista o socialdemócrata de la existencia y, en consecuencia, colaboracionistas —un término usado profusamente por los totalitarios del siglo XX, que eran también utopistas—. El primero podría ser el «liberalismo triste» del que habla Carlo Gambescia porque contiene una definición melancólica y desesperada del presente, recela de partidos y estructuras, y sólo confía en el advenimiento del paraíso futuro —el estilo propio del utopismo—. Mientras que el segundo, el positivo, el que cree que hay que vivir en este mundo dividido en Estados, es el «liberalismo ridens», o riente, que es optimista respecto del papel que puede desempeñar la liberalización de los mercados, de las mentalidades y de las actitudes.127 No será perfecto, pero funciona.  


			Ha sido este liberalismo optimista el que ha tenido alguna oportunidad cuando el Estado del Bienestar y el modelo socialdemócrata establecido desde 1945 han entrado en crisis. Las recetas liberales se introdujeron en programas conservadores, como en el partido tory en tiempos de Thatcher, de Reagan en Estados Unidos, en el Partido Popular de Aznar y en socialistas, como en el New Labour de Blair o en el SPD cuando lo lideraba Schröder. Pero fueron amputaciones para salvar el cuerpo, medidas coyunturales impuestas que no deshicieron la hegemonía cultural de la izquierda —clave de todo— ni la mentalidad estatista.128 Al tiempo que los liberales se esforzaban en deshacer el keynesianismo, las izquierdas se hacían con la universidad y los medios de comunicación. El resultado ha sido, por un lado, la hostilidad hacia el liberalismo, visto como la imposición de medidas económicas antisociales, y, por otro, la deriva de los liberales hacia la tecnocracia y el economicismo, entendidas como refugio frente a las emociones políticas que esgrimen las izquierdas.  


			Esa deriva es uno de los males no sólo del liberalismo, sino de la derecha. La tecnocracia que se estableció en España en la década de 1960, era un conservadurismo reformista, centrado en el desarrollo económico y la adecuación tecnológica y productiva a la marcha del capitalismo. La legitimidad estaba en el resultado —el progreso y el bienestar—, no en el origen político —en este caso, una guerra, como podría ser democrático—. Fernández de la Mora en su El crepúsculo de las ideologías (1965) no iba en el sentido neoconservador de Daniel Bell y su El fin de las ideologías (1960), sino del positivista Auguste Comte. El progreso era la racionalización de la vida política y social, la cuantificación de los procesos, las cifras en las que se atrincheran los economicistas. El sentido de la humanidad es el desarrollo, la modernización, cuyas consecuencias eran la homogeneización de las clases sociales —la lucha contra la desigualdad, o una de las versiones de la «justicia social»—, el pragmatismo, la búsqueda del bienestar común y la moderación política. Fernández de la Mora afirmaba que las ideologías, como el socialismo, el liberalismo, el nacionalismo o la democracia cristiana, incluso, estaban en decadencia. Esto lo demostraba aludiendo a la desafección popular hacia la política, la tecnificación de las decisiones del poder político, el aburguesamiento de la clase trabajadora y la popularización de las clases altas, las similitudes entre los grandes partidos europeos y el desplazamiento de la religión al ámbito de lo privado. El sistema democrático liberal no era representativo porque había degenerado en partitocracia. El socialismo era insostenible y la democracia cristiana, una postura táctica. La solución era el intervencionismo estatal, la planificación de la vida social, económica y cultural, las políticas de bienestar, el dominio por parte de los «técnicos», de los «expertos», con un ejecutivo fuerte ante un legislativo que representase intereses, no ideologías o partidos políticos. Era la sustitución del Estado demo-liberal por el Estado de razón, desideologizado y guiado por ideas —los proyectos de las élites intelectuales, los tecnócratas—.129 En esto están las derechas ahora, o en el nacional-populismo.  


			 


			Comunicar para ganar 


			 


			Afirma el catedrático del área de periodismo y especialista en comunicación política José Luis Dader que el debate televisivo entre Rajoy y Sánchez en diciembre de 2015 dio la imagen de ser «una riña entre un trilero de feria y un abuelo indignado».130 


			El Partido Popular ha tenido un grave problema de comunicación derivado de sus propios complejos frente a una izquierda acostumbrada al agit-prop y la política sentimental. Y en los tiempos que corren, con el cambio de paradigma que supone la irrupción de las redes sociales, el caos en la derecha es absoluto. Además, como afirma una y otra vez Thomas Sowell, vivimos en un tiempo en que la emoción prevalece por encima del análisis. Para el filósofo José Antonio Marina, «la economía se mundializa, los corazones se nacionalizan y las cabezas no saben lo que hacer». 


			Del PP a IU todos han caído en la sentimentalización y, por tanto, renegar de la política para sustituirla por la imaginaria «opinión pública», que en realidad es opinión publicada, y el marketing. Algo que sólo funciona un tiempo, porque la realidad resulta inexorable. 


			Y es que ya no se trata de colocar mensajes, sino de darle al votante lo que quiere, de entender mejor al público objetivo. No se trata de preguntar, como se ha hecho hasta ahora, por su valoración del candidato usando un grupo de debate. Disciplinas como el neuromarketing político, rechazadas por una parte de los expertos por ser consideradas disciplinas poco éticas, pretenden abordar la cuestión. 


			Ya no se hacen encuestas grupales; se pregunta a personas reunidas en una sala acerca de tal o cual candidato o propuesta, mientras se mide la reacción de su parte del cerebro más primaria, el cerebro-reptil, para conocer realmente cómo está reaccionando la persona ante el estímulo ofrecido. El objetivo es que el candidato comunique de manera emocional y ajuste su lenguaje no verbal para así conectar inconscientemente con sus votantes, resultando cercano y efectivo. 


			El mexicano PRI contrató en 2012 expertos en neuromarketing para mejorar los resultados de Peña Nieto. Obama, por su parte, también los ha utilizado en sus campañas electorales. Es el marketing sentimental, apropiado para los tiempos de la sentimentalización de la política.  



			Aunque su uso sea polémico desde el punto de vista ético, puesto que se trata en realidad de estafar al votante apelando a sus emociones para ofrecerle una cáscara vacía, lo cierto es que va a ser imposible de evitar. Los partidos deberían llegar a acuerdos libres y voluntarios para renunciar a su utilización. Porque no todo lo que se puede hacer se debe hacer.131 


			El marketing político, como señalan Alonso y Adell,132 pone la vista en el concepto de delivery. La entrega de lo prometido, o bien la percepción de que se ha llevado a cabo dicha entrega, resulta fundamental. Como suele ser habitual que los políticos incumplan sus promesas, deben ser honestos, transparentes y reconocer sus incumplimientos si quieren neutralizar el demoledor efecto del fracaso en la entrega (justo lo que no hizo el PP en diciembre de 2015). El votante debe percibir que el cumplimiento ha sido imposible por causas ajenas al político, o bien que éste necesita más tiempo para poder cumplir (junio de 2016). 


			El éxito político, por su parte, depende de la confianza e ilusión del elector. O dicho de otra forma, de la credibilidad que tenga el candidato cuando presenta sus propuestas.133 Y con la irrupción de las nuevas tecnologías, que han roto con la unidireccionalidad en la comunicación sustituyéndola por la multidireccionalidad, la mentira ha dejado de tener cabida y la propaganda causa rechazo. 


			Pero, además, los gabinetes de comunicación deben llevar la iniciativa y mantenerse continuamente en contacto directo con los medios de comunicación. La prepotencia y la amenaza de los jefes de comunicación han dejado de funcionar en el siglo XXI. Siempre habrá quien cuente lo que se pretende ocultar. Al tiempo que la credibilidad de los medios de comunicación tradicionales está en caída libre, como señala el CIS, los influencers de la red son la fuente de máxima confianza de las personas.  


			La derecha española, que en 2004 dominaba la red, acaso por la conmoción que para ésta supusieron los resultados electorales posteriores a los atentados del 11 de marzo, ha ido perdiendo su influencia en ella debido a su política de ignorar a los internautas y contratar empresas para diseñar bonitas y carísimas webs que no visita apenas nadie. Porque, no nos engañemos, las webs políticas no son las más visitadas de la red. Así que más vale ofrecer algo interesante. También en el offline.  


			Pero, aun cuidando todo esto, siempre puede estallar una crisis de comunicación.134 Es por ello que la capacidad de respuesta y comunicación de crisis de la organización debe ser uno de los ejes de la campaña. No puede ser, como sucedió en 2014 en el caso de Miguel Arias Cañete, cabeza de lista al Parlamento europeo, que el candidato sea acusado de machista por unas desafortunadas declaraciones y tanto éste como el partido tarden días en reaccionar.  


			La máxima del siglo XX —lo que no sale en la televisión no existe— sigue siendo una gran verdad en el siglo de internet, como han demostrado Pablo Iglesias y Albert Rivera, cuyo grado de penetración entre la población se debe fundamentalmente a su participación en tertulias televisivas. La campaña que Intereconomía, Hispan TV o La Sexta y Cuatro hicieron gratis a Pablo Iglesias,135 unos en sus inicios, otros ya cuando llegó el éxito, es mucho más eficaz que la mejor de las campañas online. La presencia televisiva permitió a Podemos conformar la imagen deseada de su candidato y potenció los rasgos eficaces de Pablo Iglesias. Todo estaba medido en cada aparición: desde la corbata combinada con la coleta y la camisa blanca, hasta la sonrisa.  


			Resulta importante la formación del candidato en técnicas de comunicación, para evitar caer en contradicciones o expresar un lenguaje no verbal que impacte negativamente en el espectador. Sin caer en la exageración ni el artificio. Hoy, todos los políticos, con la excepción de los de Podemos, mucho más naturales, gesticulan y hablan igual, lo que se percibe negativamente. 


			La comunicación online no es una moda, un capricho ni cosa de los «chicos de nuevas generaciones», como piensan buena parte de los inmigrantes digitales con mando en plaza en la derecha española. Es la forma de comunicarse de las personas del siglo XXI. Y, sin embargo, los partidos no dedican los recursos necesarios a ello. En este sentido, parecen congelados ante los cambios que ya se han producido. Nuestros políticos no se sienten a gusto en el 2.0. 


			La llegada a las redes sociales de los políticos españoles, con excepciones como las de Patxi López (PSOE), Cristina Cifuentes (PP), Albert Rivera (Cs) o Isabel Díaz Ayuso (PP), que gestionan sus redes personalmente y desde hace años, ha sido irregular. Los hay, como Elena Valenciano (PSOE), que van y vienen. Otros lo abandonan durante años por haber sido sorprendidos mintiendo. Fue el caso de Rosa Díez (UPyD), que presumía de llevar personalmente su cuenta y fue pillada por los internautas cuando su timeline se actualizó al tiempo que estaba en directo en un programa de televisión. Otros, como Arias Cañete (PP), jamás han estado, creándose cuentas con motivo de candidaturas electorales. Mariano Rajoy (PP) dio un impulso a sus redes a partir de 2011, pero sin integrarlas en su estrategia de marketing político. Los mensajes que envía personalmente los firma como MR, para diferenciarlos de los enviados por su equipo de comunicación online, que mejoró a partir de 2014. Además, tuvo que lidiar con la trampa tendida por sus rivales, que ese mismo año le compraron numerosos seguidores, para a continuación acusarle de haberlo hecho. 


			Pedro Sánchez perdió la frescura inicial de su cuenta en favor de elaborados tuits en el momento en que accedió a la candidatura a la presidencia del gobierno. Otros, como Gaspar Llamazares, interactúan perfectamente con la gente. Pablo Iglesias cuenta por centenares las personas a las que ha bloqueado por criticarle. Al final, la personalidad de cada cual, cuando gestiona su propia cuenta, queda clara. Como verán, no les hemos contado cuántos seguidores tienen, porque ello carece de importancia. Lo verdaderamente interesante no es el número de seguidores, sino quiénes son. 


			No pocos periodistas, famosos o políticos han abandonado las redes sociales asustados por los personajes disruptivos o la realidad de la sociedad española, que es la que, ruidos aparte, refleja internet. Son los casos de Elena Valenciano (PSOE) a José Antonio Monago (PP), de los cantantes Alejandro Sanz o Cristian Castro o el columnista de ABC Salvador Sostres. Después, algunos de ellos han escrito artículos en contra de las redes sociales, basados en una experiencia negativa. Acaso desconociendo que WhatsApp, que muchos de ellos utilizan a diario y con fruición, es otra red social.  


			La televisión, como hemos visto, sigue siendo la reina de todas las vías de comunicación. Sin embargo, el online, con el valor añadido que puede aportar al político, ha cambiado la forma de hacer las campañas.  


			Las redes deben formar parte integral de la organización, y el community manager, gestor de la imagen del partido y conexión directa de este con la ciudadanía, estar a la altura jerárquica del jefe de comunicación. Y estar en permanente contacto con todos los departamentos para coordinar los mensajes y velar por su uniformidad. En campaña, el community manager debe contar con un plan de medios digitales en el que se incluyan los internautas influyentes. 


			Es el uso de la comunicación online lo que marca la diferencia de los partidos tradicionales con los nuevos. Ciudadanos, la formación emergente de centro-izquierda, fue, hasta la irrupción de Podemos en el escenario político, el partido que mejor se manejaba en la red. Mientras Ciudadanos contrataba grandes profesionales para el online y le dedicaba buena parte de sus recursos, el PP se dedicaba… a lo de la operación «Púnica». Y, aunque las cosas comienzan a cambiar, los «mayores» del PP siguen siendo refractarios a la nueva realidad.  


			El uso profesional de redes sociales, RSS y comunidades virtuales ya no es algo opcional. La presencia en Facebook, la red social preferida por los votantes del centro-derecha, es una obligación. Pero no sólo estar. Hay que movilizar. Colgar notas de prensa o párrafos de autoalabanza no va a llevar a nada. Se trata de contar una historia que cree un vínculo emotivo con los simpatizantes. Una historia en la cual símbolos e imágenes serán fundamentales. Una historia basada en la realidad. Es el story  telling.136 Siempre recordando que la diversión —junto con la relevancia, la ambigüedad y la credibilidad— es un elemento clave de la viralidad. El activista debe divertirse con sus acciones. El humor, el buen humor, es el que consigue que un mensaje se retuitee miles de veces.137 Arturo Pérez Reverte es un maestro en dicho arte. 


			Las e-encuestas, que ahora también ha implementado Twitter, resultan muy interesantes para lograr la implicación del simpatizante, mantener la relación con los nuestros y evaluar sus necesidades, deseos y peticiones, así como su satisfacción con el candidato. YouTube también es una buena herramienta, siempre que sea gestionada correctamente.  


			Las redes sociales son las herramientas que pueden llevar en este caso al deseado efecto bola de nieve. No hay que olvidar que, como señala Enrique Leite, «cuando se acerca el momento de la cita con las urnas existe una masa de votantes (que puede llegar al 20 por ciento) que afirma que tiene intención de votar, pero todavía no ha decidido a qué opción».138 


			La indolencia de la derecha en relación con internet, además del miedo a la competencia de los asesores tradicionales dedicados a cerrar la puerta al siglo XXI, se ha intentado justificar en repetidas ocasiones basándose en el perfil del votante del PP, como en las elecciones europeas de 2014. Ya lo puso de manifiesto el sociólogo Narciso Michavila: más de la mitad de los votantes del PP (55 por ciento) no tenía correo electrónico, lo que supone doce puntos más que la media española. Paradójicamente, en 2014 es el partido VOX el que tenía más votantes con correo electrónico (93 por ciento), seguido de Podemos (87 por ciento). Sólo el 57 por ciento de los votantes del PP utiliza internet, frente al 95 por ciento de Podemos, o el 93 por ciento de VOX.139 


			Es decir, que el PP es incapaz de asimilar que los nativos digitales, como denominara Marc Prensky en 2001 a los nacidos a partir de 1967 aproximadamente, procesan la información de manera diferente a las generaciones anteriores: quieren recibir información transparente e inmediata; prefieren los gráficos a los textos aunque se valora el contenido por encima del continente, se inclinan por accesos al azar y son multitarea.140 Además, según la neurobiología, ciertos tipos de estímulos modifican las estructuras cerebrales y afectan a la forma en que las personas piensan. Y ésa es la clave: las personas nacidas en la era del ordenador piensan de forma diferente al resto de la gente, porque, según afirma el director del Centro de Aprendizaje, Laboratorio de Tecnología de Interfaz Humana de la Universidad de Washington, William D. Winn, «desarrollan mentes hipertextuales. Saltan de una cosa a otra. Es como si sus estructuras cognitivas fueran paralelas, no secuenciales».141 No se trata de lo que piensan, sino de cómo lo piensan.  


			Sin duda, lo más relevante del marketing es la marca, y, por tanto, la política de branding. Resulta vital por ello tener una buena página web, de diseño sencillo, que haga despertar emociones en el visitante. Nada de páginas unidireccionales del pasado y sí mucha usabilidad e interactividad. Debe ser, además, una web realista; es decir, que a la hora de la verdad se pueda gestionar. Los contenidos no se elaboran solos. Por otra parte, no nos cuesta nada editarla bajo licencia de Creative Commons, un guiño al mundo internauta. También se aprecia mucho que la web esté basada en gestores de contenido de software libre como WordPress. 


			La web, que no debe desechar la posibilidad de ofrecer un juego online y datos visuales e infografías, debe servir de base central desde la que parten las redes sociales, los microsites, los blogs y ofrecer información de las campañas y gestiones del gobierno y del Parlamento de forma unificada. Es, en realidad, una base de datos que posibilitará la segmentación y microsegmentación en campaña. Algo que el Partido Popular de Madrid sí ha comprendido. Pero es la excepción. 


			Otra de las vías fundamentales para acercase al simpatizante es el correo electrónico, que debería ser recogido por la organización en cada mitin, conferencia o acto sectorial. El 90 por ciento de los internautas consulta su correo según se conecta al ciberespacio. Muchos de ellos en el móvil, que es un ordenador portátil. El e-mail marketing es fundamental y, sin embargo, la derecha, que dispone de cientos de sedes físicas y organiza numerosos actos a lo largo de una legislatura, en general, no los ha recabado. Siguen con el concepto del afiliado «mueve-banderitas».  


			También se debe recurrir a la comunicación online, teniendo en cuenta la Long Tail de Anderson de 2004, que nos recuerda que ahora cualquier internauta (hay que pensar en Pablo Alborán) puede convertirse, por efecto de la viralidad, en protagonista, amigo o rival. Y a ese internauta ningún miembro del equipo de comunicación le ha filtrado o insinuado nada. Obama fue el primero en hacer uso certero de esa viralidad, creando una red de cibervoluntarios a los que consiguió implicar en su campaña, que trasladaban las acciones online al offline y al mismo tiempo lanzando aquel viral a cuarenta y ocho horas de la cita con las urnas, en que se decía que Obama, quien también implementó en sus mítines técnicas de bluecasting, había perdido las elecciones por un voto: «El tuyo». Aquel vídeo movilizó masas. Y casi nadie que lo había visto dejó de ir a votar. 


			 


			Menos Estado, y más individuo 


			 


			Uno de los mayores errores cometidos por la derecha desde la Transición fue admitir la supremacía de la izquierda en relación con la agenda cultural, social y política. Algo que ya se vislumbró cuando Adolfo Suárez se comprometió con el PSOE y el PCE142 a no crear un movimiento sindical que hiciera frente a UGT y CCOO, apéndices de dichos partidos.  


			Así, desde los tiempos de la hegemonía socialista de Felipe González, la derecha ha ido renunciando a principios básicos y representativos del electorado que le llevó a la victoria por mayoría absoluta en el año 2000, como la libertad individual o la propiedad privada. Y lo ha hecho frente a una izquierda ensoberbecida, mientras mantenía el conservadurismo social, defendido por los restos, pocos pero muy influyentes, de la democracia cristiana. Al fin y al cabo, derecha e izquierda en España, después de cuarenta años de franquismo y ciertamente en contra de la historia de la propia nación, de las últimas en tener Estado porque fue imperio, son estatistas, fieles seguidores del mito del Estado.143 


			Por otra parte, desde 1978 el peso del Estado en la economía no ha dejado de crecer, llegando en 2006 al 40 por ciento del PIB, como publicó Eurostat. De hecho, las políticas seguidas, acaso con la excepción de algunas medidas adoptadas por José María Aznar, serían aplaudidas por Keynes. La economía mixta, la socialdemocracia, ha dirigido la economía española todas estas décadas. A pesar de los continuos ataques contra el liberalismo, lo cierto es que la economía de mercado no ha avanzado en España. Se han mantenido las viejas estructuras franquistas, claramente intervencionistas. Desde la Seguridad Social, implementada por Franco con la resistencia de la población, acostumbrada a las mutuas y a decidir por sí misma, hasta las viviendas de protección oficial, competencia para el sector privado, tan de moda en los sesenta y defendidas hoy por la izquierda. Ningún político que se precie deja de presumir del número de viviendas construidas con el dinero de todos, pese a que ello hace daño a los privados. Así, hasta Esperanza Aguirre presumió en su día de su política de vivienda, consistente en alquilar viviendas a bajo precio construidas con dinero público, haciendo polvo con ello a numerosas familias de clase media que han heredado o comprado con sus ahorros una segunda propiedad para alquilarla y tener así una renta. 


			Mariano Rajoy dejó después de las elecciones del 20 de diciembre de 2015, como denunció el periodista Manuel Llamas, un agujero en las cuentas de la legislatura de nada más y nada menos que 300.000 millones de euros. Y, encima, desde la izquierda le acusan de «austericida».  


			Pero es que, además, como en el resto de la Unión Europea, marcada por políticas económicas mixtas, es decir, socialdemócratas, la brecha entre ricos y pobres, según los informes de la OCDE, no ha dejado de crecer en estos años. Curiosamente, los mismos que denuncian la situación exigen para solucionarlo más políticas keynesianas. Algo así como apagar fuego con gasolina. 


			Decía Lenin en 1918 que «si no somos anarquistas, debemos admitir la necesidad del Estado, es decir, la coerción, para pasar del capitalismo al Estado».144 Y en ésas andamos: en la neorreligión estatista, que ha venido a sustituir a la religión católica,145 cosa que la Iglesia española no acaba de comprender y por eso no acierta en su defensa. Dice W. T. Cavanaugh146 que «la Iglesia necesita reivindicar la naturaleza “política” de su fe si quiere resistir la violencia del Estado». Y es que el estatismo pretende sustituirla en la vida terrenal. De hecho, copia sus estructuras. Pero, mientras que la Iglesia promete el paraíso en otra vida, ya no en ésta, los colectivismos expropian y coaccionan bajo la promesa de alcanzar el Edén en esta vida. Toda su retórica está basada en la cristiandad. Así, no es extraño oír citas bíblicas en labios de políticos como Pablo Iglesias. Es más, los dirigentes de Podemos utilizan habitualmente un tono evangélico. 


			La Iglesia en España, desgraciadamente, se ha sumado en demasiadas ocasiones a los colectivistas, bien sean los nacionalismos o incluso los separatismos violentos, bien sea la socialdemocracia. Posiblemente en ello se encuentre uno de los motivos fundamentales del porqué las iglesias están cada vez más vacías. Son legión los católicos que no comprenden cómo el portavoz de Amaiur en Navarra podía ser del Opus Dei o la complicidad de la Iglesia con el separatismo catalán y vasco. 


			El Estado, cuya naturaleza es coactiva, es decir, se basa en el miedo, despreció pronto el principio evangélico de «la Verdad os hará libres» que, como señaló Juan de Mariana, «es la primera ley de la historia». Aristóteles y san Agustín pasaron de moda. Hoy, el Estado, devenido en Minotauro, ya no garantiza la libertad, la propiedad y la seguridad de los ciudadanos. No cumple, por tanto, ni tan siquiera con las funciones que le adjudican los estatistas para justificar su existencia. 


			Por su parte, la frase de Ferdinand Lassalle «el Estado es Dios» se ha convertido en dogma de fe entre la clase política española. Es la idolatría del Estado. De Izquierda Unida al Partido Popular, pasando por Ciudadanos y los nacionalistas. Y qué decir de Podemos, el más estatista de todos los partidos. En este sentido, Podemos no es un partido antisistema. Es la culminación del sistema. 


			El gobierno, que es la forma política necesaria para la libertad porque es mucho más endeble que el Estado y por tanto su renovación más sencilla, no es, por cierto, lo mismo que el Estado, aunque en España muchos lo confundan sistemáticamente. Sucede, sin embargo, que el poder del Estado se ha expandido tanto que no permite la acción del gobierno. Como su poder inmanente no pertenece a nadie, tiende a favorecer a las oligarquías que se encuentran en su origen. Oligarquías que tienen intereses comunes y que acaban considerándose propietarias vitalicias del poder y que acaban alejándose, por tanto, de la realidad del ciudadano. Es lo que ha sucedido con el PP y el PSOE, habiendo sido este último, al fin y al cabo, el gran partido del consenso hasta la llegada del PP de Mariano Rajoy. Pero también ha sucedido así con la oligarquía catalana, encarnada por Jordi Pujol. Una vez que estas oligarquías estatales (en España, como consecuencia de la Constitución de 1978, los partidos, como los sindicatos, son órganos estatales y por tanto todos son partidos estatales) son despreciadas por la ciudadanía, aparecen nuevas formaciones, igualmente estatales, para su sustitución. Pero no para un cambio, sino para el sostenimiento de las oligarquías. Unas oligarquías que, como consecuencia de la sovietización y de la americanización,147 son progresistas. Un progresismo tan alejado de la realidad que provoca que en Suecia las juventudes del partido liberal propongan la legalización de la necrofilia, previo consentimiento del finado, y el incesto a partir de los dieciséis años.148 Algo que nada tiene que ver con la libertad y sí mucho con la sovietización de la cultura y la política.  



			En España, organizaciones liberales se dedican a analizar tan extravagante propuesta e incluso a debatir sobre su pertinencia o no. No pocas organizaciones liberales, sin duda, también han sido víctimas de la sovietización, es decir, del progresismo socialdemócrata, del estatismo feudal.  


			El Estado, intrínsecamente revolucionario y producto del racionalismo, funciona, de hecho, como un Estado totalitario, que dicta todas las normas, que legisla todos los ámbitos de la vida de las personas, pero que lo hace fuera del derecho. En España, como señaló Percival Manglano en Pisando charcos (2013), hay más de 100.000 leyes. En estos momentos, es posible que estemos incumpliendo varias sin saberlo.  


			El Estado totalitario se conoce y se jalea como Estado del Bienestar. Decía Ortega y Gasset que bajo éste, reivindicado por todas las fuerzas políticas cual bálsamo de Fierabrás, «el pueblo se convierte en carne y pasto que alimenta el mero artefacto y máquina que es el Estado».149 


			El Estado no es más que un mito, una máquina artificial, basada en un falaz contractualismo, que pretende fundar el orden humano como explicación inmanentista del origen del poder político desde el punto de vista de la soberanía. Vamos, que es una ficción, un mito, que se ha convertido en el gran problema. En su origen está el desprecio hacia el pacto conforme al ethos del pueblo, el orden natural creado, que sí se tenía en cuenta en la época medieval. La utilidad o el interés sustituyen al hombre social y a lo natural. De ahí que el Estado opere como un Dios. Todo, el hombre social, religioso, moral, lo es gracias al Estado, que impone el ser bueno mediante la coacción.  


			La derecha española representada por el Partido Popular es, como el resto de las formaciones políticas, profundamente estatista. Y de ahí su camino inevitable hacia el consenso socialdemócrata, del cual implora, como se vio durante los gobiernos de Rodríguez Zapatero, poder formar parte. 


			 


			No al IRPF 


			 


			El Estado es, como señalábamos, un ente coactivo. Está basado en la maraña fiscal y tributaria, especialmente en ese impuesto ideológico que permite el Estado policial y que castiga a las clases medias: el IRPF.  


			Es tan coactivo que bajo el Estado, a pesar de la ficción de asociaciones que tratan de imponer por la violencia del número sus reivindicaciones, no cabe el derecho de resistencia, propio del feudalismo. Es el Estado el que decide contra qué puede resistirse un ciudadano. La objeción de conciencia al servicio militar fue posible porque el Estado lo permitió. Pero jamás permitiría, por ejemplo, un movimiento de resistencia contra el pago del IRPF. 


			Un impuesto sobre la renta que Peter Sloterdijk, acaso el pensador alemán más importante del momento, califica como de «equivalente funcional a la expropiación socialista, con la notable ventaja de que puede reproducirse el procedimiento año tras año».150 


			No en vano, Rousseau había afirmado en su Discurso sobre la  desigualdad de los hombres (1755), y sobre ello se basa la expropiación socialista, desde Proudhon a Marx, llegando a los partidos del consenso socialdemócrata, que «el primero que cercó un trozo de tierra y al que se le ocurrió decir ¡esto me pertenece!, y que encontró gentes lo suficientemente simples como para creerle, es el verdadero fundador de la sociedad civil». Es decir, todo se basa en un robo y, por tanto, está justificado robar al propietario, al que obtiene beneficios, como reparación del robo inicial.  


			De ahí la política fiscal y tributaria de la socialdemocracia, basada en sistemas progresivos, que consisten en robar al que más tiene, y, dadas las salidas que encuentran los más ricos gracias a la legión de asesores fiscales, el expolio que ha sufrido en la Unión Europea la clase media. Es lo que Sloterdijk denomina, acertadamente, la política de los ladrones en el poder, que «articula la idea, casi homeopática, según la cual sólo un contrarrobo ético y justificado por parte de los muchos puede poner remedio al robo original de unos pocos». ¿Os suena? Es la unión entre resentimiento y utopía. El socialismo, cuyas raíces psicológicas, basadas en el resentimiento, describiera Ludwig von Mises.151 


			Al Estado cleptocrático, al «socialismo estatal-impositivo e intervencionista, estimulado por los medios de comunicación», como denuncia Sloterdijk, lo llaman economía social de mercado, tan del gusto de gurús como Luis Garicano, economistas cercanos al Partido Popular o democristianos de todos los pelajes. 


			Vivimos, pues, en sociedades socialdemócratas basadas en el resentimiento. En España, el IRPF es la herramienta para controlar y someter a la clase media. Algo que los economicistas liberales no acaban de entender: el IRPF no debe de ser derogado por motivos económicos, sino políticos de primer orden. Sin IRPF, el ministro Cristóbal Montoro jamás podría haber amenazado desde la tribuna del Congreso de los Diputados,152 como hizo en el año 2013, al colectivo de tertulianos televisivos.  


			El IRPF es el impuesto de las oligarquías, del Estado policial. Lo que comenzó en Inglaterra a aplicarse como un impuesto temporal y excepcional ha devenido en el arma perfecta para el consenso socialdemócrata, puesto que permite perseguir a los desafectos, a los disidentes. Gracias al IRPF, el gobierno nos controla. Y en un momento dado, si molesta demasiado al poder y aprovechando la maraña fiscal y legislativa, no lo dudes, podrías ser víctima de la Agencia Tributaria, para la cual, además, no existe presunción de inocencia de las personas. Cuentan inspectores de Hacienda, de los pocos no socialistas que aún siguen allí, que ni siquiera ellos saben bien qué ley deben aplicar, porque la legislación es incluso contradictoria. Lo ideal para la persecución del disidente. Así, siempre habrá legislación para condenarle. 


			La intención de Montoro, secundada por Sánchez y hasta por Rivera, de hacer públicos los nombres de los morosos con Hacienda, convertidos en ciudadanos de segunda, sería un escándalo en cualquier sociedad abierta. Pero en España la cuestión ni siquiera ha generado debate. Como tampoco escandaliza que las penas por evasión de impuestos sean mayores que las de delitos como la sustracción de menores. 


			Por otra parte, el debate acerca de la rebaja de tipos de IRPF sostenido por el centro-derecha es falaz, por cuanto debería centrarse en su derogación o, si acaso, en su sustitución por otros impuestos de tipo indirecto. Pero sin olvidar que el fin de una política liberal debería ser el gobierno mínimo, no el Estado del Bienestar. Liquidar el IRPF sería acabar con uno de los pilares sobre los que se asienta la socialdemocracia.  


			 


			El economicismo es socialdemocracia 


			 


			Una vez se produjo la renuncia a la batalla de las ideas, la política fue siendo sustituida por el positivismo jurídico, la burocracia, la asunción de las bioideologías que había hecho suyas el PSOE en la última década del siglo XX… y el economicismo. La en parte exitosa gestión de la economía por el PP sustituyó a la defensa de los principios liberales.  


			Y es que el capitalismo, como el liberalismo, no es sólo una doctrina económica, sino moral y filosófica completa. De hecho, el capitalismo es el único sistema moral, porque permite al individuo desarrollarse libremente, sin coacciones gubernamentales o estatales, y buscar su felicidad como mejor considere. 


			Juan Pablo II señaló en su día que Europa es «un continente asolado. Los programas políticos, encaminados sobre todo hacia el desarrollo económico, no bastarán por sí solos para sanar estas heridas. Pueden incluso empeorarlas».153 Y así está siendo. La brecha entre ricos y pobres se ha agrandado en Europa154 debido a las políticas socialdemócratas y un intervencionismo en ocasiones histriónico.155 Así, el Parlamento de la Unión Europea, cuyos dirigentes no son capaces de vislumbrar el porqué del crecimiento de las fuerzas políticas euroescépticas, ha debatido en abril de 2014 acerca del gran problema de las cafeteras:156 ¿cuántos minutos pueden permanecer encendidas calentando el café para evitar un gasto excesivo de electricidad? Es la ingeniería social, empeñada en cambiar las costumbres de la gente. La crisis que vivimos en España no es distinta de la crisis de la Unión Europea: la libertad política ni está ni se la espera. 


			Sea como fuere, el PP de Rajoy cree, erróneamente, que una mejoría en las cifras macroeconómicas, mientras la gente sigue pasándolo mal o el batasuno Otegi sale a la calle entre vítores, va a llenar las urnas de votos. O que se les votará por construir viviendas subvencionadas, haciendo la competencia a la empresa privada, mientras que el común de los mortales no puede acceder a ellas porque, o está sin trabajo, o gana, como mucho, mil euros. Compitiendo con los socialistas por el refuerzo del llamado Estado del Bienestar, no se ganan elecciones.  


			Por otra parte, es habitual ver, oír o leer a economistas hablar de algo que poco tiene que ver con la economía, o a políticos y periodistas cuantificando tal o cual cosa. Pues bien, la cultura cuantitativa es mecanicista y propia de un racionalismo moderno insensato. La obsesión por el economicismo de la derecha, también de muchos liberales, es la demostración de que éstos han asumido el paradigma interpretativo socioeconómico marxista y han hecho suyo el pensamiento colectivista. Sí, los que anteponen las matemáticas, la estadística o la economía a la política son colaboradores inconscientes (o no tanto) de la socialdemocracia.  


			Las estadísticas y la economía justifican la acción expansiva del Estado, el cuestionamiento de la propiedad privada (véase la función social que la Constitución del 78 determina para ésta), la dependencia de la persona de políticas públicas y la maraña burocrática. Por tanto, los gobiernos estatistas y el círculo vicioso que lleva a la idolatría del Estado.  


			De hecho, los economicistas de Franco pretendieron la legitimación de la dictadura sobre la base de los buenos resultados económicos. Y acabaron perdiendo la batalla política. En realidad, la despreciaban, como Franco. La archiconocida frase «haga usted como yo: no se meta en política» podría aplicársela cualquier tecnócrata y economicista de los que nos rodean. Hay quien sostiene que Pinochet no fue un dictador porque sus resultados económicos, brillantes por demás, perduran a día de hoy. No cabe mayor desprecio hacia la libertad. 


			La política, que no es lo mismo que la politización, el mal de nuestros días, es antes que la economía. La derecha liberal debería dar importancia a la política. Es decir, a la garantía y reconocimiento del desarrollo de los derechos del individuo como motor de una sociedad próspera y libre, una auténtica separación de poderes para limitar y controlar el poder, y un sistema representativo que merezca dicho nombre. Es la libertad política, que es la libertad colectiva, la que es base de la democracia.157 Democracia, por cierto, que muchos no entienden o también desprecian. Y ésta es la gran diferencia entre el consenso socialdemócrata, incompatible con la democracia, estatista y economicista y lo que debería ser la derecha liberal. Reducir la libertad y al ser humano a una cifra o anteponer la economía a la política, no sólo es liberticida. Es que es una insensatez.  


			Ayn Rand sostenía que la economía mixta, el capitalismo de Estado, es una derivada del consenso, puesto que el consenso «es transigir». Para la autora,  


			 


			la doctrina del consenso es un intento por traducir los hechos toscos de una economía mixta en un sistema ideológico, o de un sistema antiideológico y proveerlos de una semblanza de justificación.158 


			 


			Esta transigencia llevaría del corporativismo típico del colectivismo a la frustración general. Finalmente, el consenso colapsa siempre, dejando a la vista la miseria intelectual que lo sustenta. Empero, son pocos los que hacen frente a la estafa por el precio que ello conlleva. 


			 


			Sin separación de poderes no hay democracia 


			 


			Decía Ortega que la palabra «democracia» ha sido tan manoseada por quienes pretenden subvertirla que ya no significa nada. En la actualidad, la democracia se ha convertido en una especie de superstición de la política, una palabra vacía de contenido, que cada cual llena y adjetiva como mejor le parece. Es el democratismo, la superchería de la democracia. Además, se ha sumado a ello la idea, extendida entre la población, de que la democracia consiste simplemente en votar. Lo que los cursis llaman «la fiesta de la democracia». No obstante, en Cuba o Corea del Norte, y a nadie que esté en su sano juicio se le ocurriría tildarlas de democracias, también se vota. Como se votó en la época del dictador Francisco Franco. Votar, en realidad, no es más que un ritual. La democracia, para no ser formal sino real, exige que haya separación de poderes y representación política. 


			Ayn Rand definió en los años sesenta el consenso como «el nuevo fascismo». Margaret Thatcher afirmó que «el consenso es la política del débil». El consenso político, que no es lo mismo que el consenso social, es incompatible con la democracia. Y, sin embargo, es la palabra más mentada por nuestros políticos, que la reivindican casi a diario entre el aplauso de la concurrencia. 


			Ese consenso al que aludimos constantemente es el que permitió que haya un banco azul en el Congreso de los Diputados, por si a alguien se le hubiera ocurrido pensar que en España existe división entre el legislativo y el ejecutivo. De hecho, los presidentes del gobierno, como sucediera en 2011 cuando Mariano Rajoy decidió que Jesús Posada ocupase el cargo de tercera institución del Estado, nombran ya sin recato a los presidentes del Parlamento. En realidad, como sucede siempre bajo el parlamentarismo, legislativo y judicial están sometidos al ejecutivo.  


			Sin embargo, el fin de la separación de poderes es crear límites al ejercicio de éstos y marcar una división entre quien legisla, quien aplica la ley y quien gobierna. Es por eso que se trata de que los que mandan no puedan decidir, en nombre del pueblo, que es el derecho, destruyéndolo y convirtiéndolo en legislación (el derecho es del pueblo y la legislación del Estado) o, en lo que Bastiat denominó «despojo legal»,159 las leyes moralizantes que invaden los espacios privados de las personas. Ya decía Montesquieu que  


			 


			cuando en la misma persona o en el mismo cuerpo de magistratura el poder legislativo está unido al poder ejecutivo, no hay libertad; porque se puede temer que el mismo monarca o el mismo Senado hagan las leyes tiránicas para imponerlas tiránicamente. No hay libertad si el poder judicial no está separado del poder legislativo y del ejecutivo. Si estuviera unido al poder legislativo, el poder sobre la vida y la libertad de los ciudadanos sería arbitrario, ya que el juez sería al mismo tiempo legislador. Si estuviera unido al poder ejecutivo, el juez podría tener la fuerza de un opresor. Todo estaría perdido si una única persona, o el mismo cuerpo de grandes, de nobles, o de pueblo, ejerciera estos tres poderes: el de hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos y litigios de los privados.160 


			 


			En 1791 estaba presente en la monarquía francesa la idea de que no hay constitución si no hay separación del ejecutivo y del legislativo. Aquí aún no nos hemos enterado, y confundimos la separación de poderes con la separación de funciones bajo un mismo poder estatal.  


			La separación de poderes debe serlo en origen y sus representantes deben haber sido elegidos directamente por los afectados en el ejercicio de su función. Los jueces elegidos por los jueces.  


			La responsabilidad política, que nada tiene que ver con la judicial, ha desaparecido de facto. El abuso de la «imputación» como argumento político, cuando uno puede ser «imputado», ahora «investigado», por una simple infracción de tráfico, ha llevado a hacer casi imposible el ejercicio de la política, dado que basta una denuncia de un rival y su admisión a trámite para que el adversario comience a pedir la dimisión y los medios de comunicación a hacerse eco de la petición, dejando así estigmatizado, no como a Felipe González,161 al político en cuestión. Sobre todo, si el «imputado» es de la derecha. La izquierda, como Rita Maestre o Manuela Carmena, tiene bula. Resulta significativo cómo Ciudadanos ha caído en la trampa. 


			A nadie escapa que la politización de la justicia, típica de la socialdemocracia y que tiene lugar mediante la legislación, es un hecho en España. «Conservadores» o «progresistas», así se dividen los magistrados y todos sabemos por dónde pueden ir sus votos en tal o cual tema. La independencia judicial es poco menos que una broma. No es nuevo que un partido recuse a un magistrado por ser cercano a otra formación o que jueces integren listas electorales: del PP (María Tardón o el propio instructor de Púnica, Eloy Velasco),162 PSOE (Baltasar Garzón, quien volvió a la judicatura cuando Felipe González no colmó sus expectativas, Ventura Mariño…), Podemos (Rosell). Un verdadero dislate por cuanto la legislación permite a dichos jueces volver a ejercer después de su paso por la política. 


			Pero es que, además, a los jueces del órgano de gobierno de los jueces los eligen los políticos desde 1985, el año en que Guerra declaró el entierro de Montesquieu. El Partido Popular ha prometido en demasiadas ocasiones acabar con dichos nombramientos, pero jamás lo ha hecho a pesar de sus mayorías absolutas. Mas, en el pacto de investidura firmado entre Ciudadanos y PP en agosto de 2016, los de Rivera obligaron a los de Rajoy a que al menos los miembros del CGPJ sean parcialmente elegidos por los propios jueces. 


			 


			No son sólo listas abiertas 


			 


			En España se votan listas cerradas y bloqueadas. La salvaguarda de las apariencias y el consenso, como señala García-Trevijano siguiendo a Fernández de la Mora, «falsean el sistema político, haciéndolo mero regimiento de poder».163 


			En España nadie sabe quién es su diputado, concejal o senador. Se votan listas cerradas cuyos componentes han sido elegidos por la oligarquía del partido. En el Senado, demostrando que las listas abiertas, pero no desbloqueadas. En realidad, bastaría con que el jefe de cada formación tuviera un voto ponderado en el Congreso y en el Senado equivalente al número de escaños obtenidos. Así, al menos ahorraríamos un dinero. Y espectáculos nada edificantes, como a veces vemos en ambas cámaras.  


			Tampoco hay debate parlamentario previo a la aprobación de las leyes. Los diputados tienen el mandato imperativo del jefe del partido. No hay libertad de voto. Así, en temas de conciencia, hemos visto cómo se ha sancionado a diputados «rebeldes» cuando se han saltado el mandato del jefe. Y eso que la Constitución de 1978 en su artículo 67.2 dice que no están sujetos a mandato imperativo. 


			Es más, cuando un diputado se enfada con el jefe de su partido o cambia de idea o se pasa al grupo mixto por cualquier motivo, es automáticamente condenado por el resto de los políticos como «tránsfuga». En realidad, en un sistema sano, que no lo es el del Estado de partidos, no pasaría nada porque el político, si se debe a sus votantes, cambie de partido. Ronald Reagan comenzó su carrera en el Partido Demócrata; en Estados Unidos es habitual que los diputados de un partido voten propuestas de otro o en contra de su propio jefe de filas, en defensa de sus electores. Porque a ellos debe deberse el político: a sus votantes. Y a nada más. 


			Es más, tiene que poderse revocar por parte de los votantes al político que incumple su contrato con los electores, al modo y manera del impeachment estadounidense. Al fin y al cabo, los políticos deberían representar los intereses de los ciudadanos, no los del jefe de la tribu. Ni siquiera el autoritario militar Hugo Chávez, cuando elaboró su Constitución bolivariana, pudo evitar introducir un revocatorio, que podría resultar letal para Nicolás Maduro. Es una cuestión básica que, sin embargo, los padres de la Constitución de 1978 omitieron. 


			Por otra parte, la ausencia de representación en el Estado de partidos falsea incluso la realidad: en España hay un partido único. El propio consenso y sus negociaciones y trapicheos a escondidas, convertidos luego en opinión de «la gente» a través del bombardeo mediático, impide que haya demasiada diferencia entre unas formaciones y otras. De hecho, todas comparten las bioideologías o las premisas básicas de la socialdemocracia, por no hablar de los principios económicos del keynesianismo. La mentalidad estatista de casi toda la sociedad hace el resto. Por otra parte, bajo el Estado, no hay más soberanía que la estatal y las reformas no son más que utopías. En la partitocracia hay libertades públicas, pero no libertad política, una bandera que el centro-derecha debería enarbolar. 


			Así, los españoles deberían elegir directamente a su presidente de gobierno, de comunidad autónoma o alcalde, en votación separada a la elección del poder legislativo. 


			Otra de las grandes mentiras que se ha convertido en dogma de fe del parlamentarismo es que las mayorías absolutas son malas. Es justo al contrario. La mayoría absoluta permite gobiernos fuertes. Lo hemos visto después de las elecciones generales de diciembre de 2015, cuando la fragmentación del Parlamento a la italiana ha hecho inviable un gobierno fuerte y el cumplimiento del programa electoral de ninguna formación política.  


			Como es también falso que en España haya habido bipartidismo perfecto. En España los nacionalistas y los comunistas han formado parte del consenso. Felipe González, Aznar o Zapatero han pactado con fuerzas nacionalistas. En realidad en España ha habido un partido único: el del consenso. Algo que no parece vaya a cambiar con el advenimiento de las denominadas fuerzas emergentes, a saber, Ciudadanos y Podemos. Los primeros suplican poder formar parte del partido único; los segundos amenazaban con romperlo hasta que las urnas les han forzado a mimetizarse con el paisaje. 


			 


			Leyes pocas y justas 


			 


			Decía Ortega y Gasset, con razón, que la ley no es justa por ser ley, sino que es ley si es justa. Porque si es justa, es legítima, es jurídica, es derecho. Si es injusta será, en todo caso, legislación. Y legal. Es habitual la confusión entre derecho, que pertenece al pueblo y es un uso social fuerte que expresa la tradición en relación a lo que es justo, y legislación, que pertenece al Estado y son las órdenes del poder político. Es consecuencia del positivismo jurídico, enemigo del derecho. En España, el positivismo que se enseña a los estudiantes en las universidades y que defienden numerosos jueces, fiscales y abogados, ha causado ya un daño seguramente irreparable. Es habitual oír a nuestros políticos, especialmente de izquierdas, en campaña electoral prometer que reconocerán derechos de todo tipo. Como si sin ellos, los políticos, sin la Constitución o la legislación, el hombre no los tuviera por el mero hecho de ser hombre. El centro-derecha, en lugar de denunciar esta cuestión, que resulta nuclear para la democracia, se limita a callar. 


			Pues bien, el derecho está para prevenir los conflictos y regular las relaciones entre personas y de las personas con las cosas. El derecho no regula derechos de animales, por ejemplo, puesto que éstos no son sujeto de derecho.164 Las leyes que se están aprobando al respecto, también en comunidades gobernadas por el PP, son consecuencia de la desaparición del derecho y su sustitución por la legislación, que puede ser antijurídica. Escribió el escritor, legislador y economista francés Frédéric Bastiat165 que la ley «es la organización colectiva del derecho individual de legítima defensa».  


			El derecho, en tanto en cuanto expresa la voluntad mayoritaria del pueblo y regula los conflictos, es consustancial a la libertad. No así la legislación, que no sería necesaria. Porque el derecho brota de la costumbre, de la tradición. No necesita ser plasmado por escrito. 


			Si para terminar con un conflicto se liquidan libertades legislando, dicha legislación no será derecho. Las leyes que tratan de imponer conductas (las que desea el poder político, las de los ingenieros sociales) son leyes ilegítimas, antijurídicas, porque limitan o suprimen la libertad y la responsabilidad. Aunque sean legales y el poder coactivo del Estado obligue a su cumplimiento. 


			 


			Legislación antijurídica en España 


			 


			En España serían innumerables las leyes que podríamos citar que son antijurídicas por reducir o limitar la libertad, por imponer conductas deseadas por el poder político «por nuestro bien», por suprimir la responsabilidad. Desde la persecución contra el fumador, que pretende que las personas abandonen dicho hábito, cuando es su elección y, dicho sea de paso, un gran negocio estatal, hasta los consejos audiovisuales que pretenden dictarle a las televisiones privadas cuál debe ser su programación y en qué horario. Pasando por el intento de imponernos el horario europeo (Ciudadanos), el intentar liquidar la objeción de conciencia al aborto para el personal sanitario (PSOE, Podemos, IU) o decirnos lo que debemos comer (PP, PSOE). Despojo legal todo. 


			En España hay más de 100.000 leyes, una profusión legal que sólo puede responder a la ausencia de libertad y al intento de control del pueblo.166 Porque dicha profusión sirve para perseguir a quien interese al poder político en cada momento. Piensen en la antijurídica ley catalana que prohíbe a los comerciantes rotular en español. Pero es que además, como señaló Bastiat,  


			 


			cuando la ley y la moral se encuentran en contradicción, el ciudadano se encuentra en la cruel disyuntiva de perder la noción de lo moral o de perder el respeto a la ley, dos desgracias tan grandes una como la otra y entre las cuales es difícil elegir.  


			 


			Que el españolito medio ha perdido el respeto hacia la ley y la justicia queda de manifiesto observando las encuestas del CIS, en las cuales los jueces son valorados como los políticos o los periodistas. Nadie confía en la justicia en España,167 por más proclamas propagandísticas que hagan los políticos. 


			No es sólo la inseparación de poderes que ya hemos visto. Es la legislación absurda. Esa que es percibida como capricho de unos políticos en quien no se confía. Y la maraña legal. O los análisis jurídicos contradictorios sobre una misma cuestión que continuamente aparecen en los medios y que los positivistas consideran como algo normal, cuando una buena ley debe ser una sentencia anticipada, como señaló Canelutti. En este sentido, ya decía Bastiat que 


			 


			si la ley se limitara a hacer respetar a todas las personas, a todas las libertades y todas las propiedades, si no fuera más que la organización del derecho individual de legítima defensa, el obstáculo, el freno y castigo opuesto a todas las opresiones y a todas las expoliaciones […], pero si llega a introducirse el principio funesto de que so pretexto de organización, reglamentación, protección y apoyo la ley puede quitar a los unos para dar a los otros, echar mano a la riqueza adquirida por todas las clases para aumentar la de una clase, a veces los agricultores, en otros casos la de los manufactureros negociantes, armadores, artistas o comerciantes.  


			 


			Y tenía razón. La legislación en España, como en Europa, no es más que el resultado de las batallas de unas pandillas contra otras. Porque si se puede expropiar a otros para enriquecerse sin esfuerzo, todas las pandillas querrán su ley, exigirán su legislación bajo los más peregrinos pretextos. Un ejemplo sería el abono de transporte gratuito ofrecido por el gobierno del PP de la Comunidad de Madrid a los transexuales en peligro de exclusión. Electoralismo socialdemócrata a costa de nuestros bolsillos. Ciudadanos y el PSOE propusieron en febrero de 2016 rebajar el IVA a los artistas, pero no nos explicaron por qué no se lo bajan, por ejemplo, a los peluqueros. Resulta que la fuerza de coacción de estos últimos es muy inferior a los de los primeros, sustentadores de una suerte de hegemonía cultural, muchas veces kultural.168 Donde hay socialdemocracia, hay pillaje y violencia ejercidos por el número y el miedo capaz de crear. Expoliación legal en forma de impuestos, tasas, gravámenes, primas, subvenciones, derecho al trabajo, derecho a la salud, derecho a la educación gratuita… Y hay bandas. Unas más poderosas que otras y en continuo conflicto para repartirse la cada vez más exigua tarta que se ha expropiado a la gente. Los lobbies de presión son producto del socialismo. 


			
	    

	




	    
             


			Epílogo 


			

				 


				No merece disfrutar ni de la libertad ni de la vida quien  no sepa reconquistarlas todo los días. 


				 


				GOETHE, Fausto 


				 


				Es posible acertar con la política económica y aun así  obtener el tipo de sociedad que ninguno de nosotros desearía. 


				 


				MARGARET THATCHER 


			


			 


			Hemos escrito este libro con la esperanza de desarmar el consenso socialdemócrata, que tantos problemas está creando, o al menos, quizá pecamos de ingenuos, de remover algo en la derecha. No importa la división de las izquierdas, que está en su naturaleza. Lo decisivo es que la derecha democrática, liberal y moderna entienda que copiar el modelo socialdemócrata para competir en política social y económica con las izquierdas es una rendición, que les deja siempre en un segundo lugar, como meros visitantes en un régimen representativo. Las izquierdas no inventaron la democracia, sino aquellas claves políticas y culturales para mantener su dominio social. La derecha dejó hacer, eliminó su identidad liberal, aceptó la superioridad moral, cultural y económica de la socialdemocracia. Calló y perdió. Ahora, en esta sociedad del espectáculo, emocional e infantil, donde el programa político es una cantinela superficial, y los candidatos responden a la efebocracia telegénica, es más urgente que nunca hacer un llamamiento liberal. Y no queríamos hacerlo sólo a los dirigentes sino a todos aquellos que creen en la libertad, en sí mismos, en conceptos desterrados de nuestra educación como el mérito, el esfuerzo, la capacidad, el sacrificio; pero también en el valor de las tradiciones, las costumbres y el civismo. Somos conscientes de que ir contracorriente, romper el mainstream socialdemócrata, supone la exclusión de la vida civil, o que lo intenten al menos, que te traten como una persona insolidaria, egoísta, y, por tanto, antisocial y repudiable. Esto es ser antisistema. Solamente poniendo en cuestión el pensamiento único que destila la idolatría del Estado puesto en marcha por la hegemonía cultural de la izquierda y la rendición de la derecha, se puede ser verdaderamente libre e intentar mejorar la sociedad en la que vivimos. Es necesario, tal y como hemos ido desgranando en el libro, conocer y criticar el consenso socialdemócrata, identificarlo en el caso español sacando los defectos que nos han colocado en la difícil situación actual. No debemos caer en los errores del economicismo, buscando la legitimidad de las fórmulas políticas en las buenas cuentas de resultados. Ser de izquierdas es defender políticas públicas motivadas por sentimientos, no por racionalidad o eficacia. Un liberal no puede ser nacionalista etnolingüístico, ni afirmar que la democracia es demagogia, ni despreciar la política, ni reducirla a números. Eso es hacerle el juego a las izquierdas, porque ganarán siempre en el campo de las emociones, que es la palanca más fuerte para la movilización. No es sólo el caso español, que una óptica pacata puede confundir, sino que el efecto del consenso socialdemócrata que hemos tratado de analizar y denunciar está extendido por toda Europa. Y ahora, por culpa de la socialdemocracia del Partido Demócrata estadounidense desde el New Deal, aparece en Estados Unidos. A diferencia del resto del continente, en nuestro país tenemos dos tipos de populismos, a cada cual más peligroso. Nos referimos al nacional-populismo, que ya ha triunfado en Cataluña, a pesar de la resistencia heroica de algunos ciudadanos, donde se quiere imponer un república autoritaria, homogénea y artificialmente armónica. Y también, al populismo socialista que llegó de la mano de Podemos en el año 2014, con una teoría del poder que los partidos tradicionales —el PP y el PSOE— no acaban de comprender ni de atajar. Mientras el partido socialista ya está podemizado en sus bases, lo que augura su desaparición, la esperanza reside en una verdadera renovación, casi revolución, al estilo thatcheriano, del partido del centro-derecha español: el PP. 


			Queremos polémica. Sólo del debate, del cuestionamiento del pensamiento único de la socialdemocracia, pueden salir soluciones que devuelvan a los españoles la libertad secuestrada, el espíritu emprendedor, la asunción de responsabilidad y, en definitiva, una sociedad de individuos capaces de tomar el destino de sus propias vidas sin necesidad de la tutela del Estado. Y eso sólo se hace luchando contra la socialdemocracia.  
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